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Resumen

Esta tesis presenta una investigación que analiza las políticas ambientales en torno al 
área ribereña en los partidos de Quilmes y Avellaneda, así como las diferentes iniciati-
vas de gestión ambiental implementadas por ambos municipios. El avance sobre los 
ambientes presentes en esta zona, que incluyen humedales y bosques nativos, se 
enmarca en procesos de expansión urbana más amplios en la Región Metropolitana 
de Buenos Aires (RMBA). Esta expansión se lleva a cabo actualmente sobre las pocas 
áreas verdes y no urbanizadas remanentes, que poseen altos valores ecológicos y 
brindan múltiples beneficios a la sociedad.


Este trabajo se centra en el nivel local de la administración pública y el rol que este 
desempeña en la gestión del ambiente y del territorio, aplicando un enfoque de análisis 
de políticas públicas. Se examina la normativa ambiental y urbanística vigente en el 
recorte territorial que regula los procesos socio-territoriales, así como los usos del sue-
lo legales y reales, revisando los cambios normativos ocurridos que, como se demues-
tra, fomentan el avance urbano sobre este espacio. La gestión municipal del ambiente 
se caracteriza a través del análisis de diversas iniciativas en curso y los instrumentos 
de planificación territorial existentes.


Un ejemplo concreto del avance urbano sobre el área ribereña de ambos partidos es el 
proyecto Nueva Costa del Plata, que se analiza en el contexto del conflicto socio-am-
biental que ha generado. Desde la perspectiva de la Ecología Política Latinoamericana 
se presenta un actor social clave en esta disputa: la Asamblea No a la entrega de la 
costa de Quilmes-Avellaneda; así como las formas de resistencia que este aplica.


La investigación también pone especial énfasis en las interrelaciones entre los diferen-
tes niveles de la administración pública en la gestión del ambiente y del territorio. Se 
advierte que el abordaje de la ribera en ambos municipios se realiza de manera secto-
rizada, con escasa interacción entre las diversas áreas que intervienen en este recor-
te, a pesar de la existencia de instrumentos de planificación estratégica. La gestión 
conjunta del territorio entre los municipios es limitada, con vínculos puntuales entre el 
nivel local y los niveles provincial y nacional.


La estrategia metodológica del trabajo combina el análisis de normativa ambiental y de 
usos del suelo con entrevistas a funcionarios y actores sociales, complementado por 
trabajo de campo. Esta metodología permite una comprensión más profunda de las 
dinámicas locales y de las interacciones entre los diferentes niveles de gobierno. Ante 
esta situación, se considera fundamental avanzar en el fortalecimiento estructural de 
organismos interjurisdiccionales ya existentes para lograr una gestión integral del am-
biente y del territorio.


6



Palabras clave: Políticas ambientales, Quilmes, Avellaneda, Humedales, Conflicto so-
cio-ambiental 

7



Capítulo 1: Introducción

1.1 Tema


La presente investigación aborda las políticas ambientales en torno a los humedales 
en el contexto de la Región Metropolitana de Buenos Aires (RMBA), centrándose en la 
escala municipal y en las interacciones entre la gestión ambiental de los municipios de 
Quilmes y Avellaneda y los niveles provincial y nacional. La motivación para esta in-
vestigación radica en la relevancia socio-ecológica de los humedales frente al crecimi-
ento urbano que caracteriza a la RMBA, así como en la conflictividad que surge en 
torno a los usos de estos ambientes.


El objetivo del trabajo es contribuir al análisis de las políticas públicas en materia am-
biental, realizando un estudio de las bases legislativas que regulan los usos de estos 
espacios y de la gestión estatal en los casos de Quilmes y Avellaneda. Estos munici-
pios, situados en el eje sur de la RMBA (Mapa 1), son representativos de la aglomera-
ción más grande de Argentina, donde los procesos de expansión urbana han llevado a 
la ocupación de los pocos espacios no urbanizados, incluidos los humedales. Se trata 
de dos municipios que reúnen una población aproximada de 1 millón de habitantes, 
con una urbanización muy consolidada desde hace ya varias décadas, pero que tienen 
áreas sin urbanizar -humedales- en el frente costero sobre el Río de la Plata. Esta 
dinámica de desarrollo urbano genera conflictos en torno al uso del territorio, involu-
crando a diversos actores sociales. Mientras algunos promueven la urbanización, otros 
defienden la preservación de los ecosistemas presentes en estas áreas.


Mapa 1: Ubicación del área de estudio en los partidos de 
Avellaneda y Quilmes con sus respectivas localidades




Fuente: Elaboración propia, en base a OSM contributors e IDE del Conurbano
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En el caso específico de Quilmes y Avellaneda, los principales intereses de los actores 
giran en torno a la realización de un megaproyecto urbano en la ribera del Río de La 
Plata llamado Nueva Costa del Plata, enfrentándose con los de otros actores en contra 
de la urbanización de la ribera. Esta disputa territorial se manifiesta también en el ám-
bito estatal, donde convergen diferentes intereses y visiones en busca de una resolu-
ción del conflicto.


La investigación se enfoca en la escala municipal como el ámbito central de esta dis-
puta. Se analizan las políticas ambientales sobre humedales y las acciones concretas 
de gestión en los municipios mencionados, considerando también los otros niveles de 
administración pública presentes en la RMBA. A nivel provincial, la gestión incluye ini-
ciativas como un inventario de humedales, mientras que a nivel nacional se destaca el 
proceso conflictivo y aún no concluido de sanción de una ley de presupuestos mínimos 
para la protección y conservación de los humedales, conocida como Ley de Humeda-
les, iniciado en el 2013 con la presentación de un primer proyecto de ley. Este proceso 
ejemplifica los vaivenes de la política ambiental en el país. En este marco, se indaga 
sobre las interrelaciones, posibles conflictos y sinergias entre las políticas ambientales 
municipales y los otros niveles de la administración pública.


La investigación se aborda desde la perspectiva de la Ecología Política Latinoamerica-
na, que se interesa por las visiones de los actores sociales involucrados en esta dispu-
ta y sus formas de intervención en la resolución de la problemática en el ámbito esta-
tal. Existen diversos estudios que analizan el conflicto en torno a los usos del territorio 
en la ribera de los dos municipios y las estrategias de los actores implicados. Este tra-
bajo busca contribuir al análisis del rol que juegan las políticas ambientales en esta 
disputa y cómo se interrelacionan, con el fin de comprender cómo se abordan los con-
flictos sobre el uso del territorio desde la administración pública en sus diferentes nive-
les.


El alcance temporal de esta investigación se delimita entre los años 2008 y 2024, ab-
arcando el período desde la presentación formal del proyecto Nueva Costa del Plata 
hasta la culminación del presente análisis.


Los dos ejes conceptuales que guían esta investigación son el diálogo y la potencia-
ción entre políticas públicas de diferentes niveles estatales, así como una concepción 
de las políticas públicas como arenas de disputa entre actores.


1.2 Problema


El interés de la investigación se centra en las vinculaciones entre las políticas ambien-
tales sobre humedales en los diferentes niveles de la administración pública, poniendo 
el foco en la escala municipal. La regulación de los usos del territorio en los humedales 
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de la RMBA es compleja, dados los diferentes procesos de urbanización que conducen 
el avance sobre espacios no urbanizados, entre los que se incluyen estos ambientes, y 
la presencia de múltiples jurisdicciones que participan en la gestión ambiental. En este 
contexto, en los municipios de Quilmes y Avellaneda, se observan avances sobre los 
humedales característicos para la región metropolitana, generando una conflictividad 
social y ambiental. Esta conflictividad es abordada en el ámbito estatal a través de 
políticas que, a su vez, son objeto de disputas. Tomando el proceso conflictivo de for-
mulación de la Ley de Humedales como parte de una política ambiental a nivel nacio-
nal, así como la legislación ambiental a nivel provincial y metropolitana como marco, 
se indaga acerca de las políticas ambientales sobre humedales en los dos municipios, 
y sus interrelaciones con los otros niveles estatales. En este sentido, nos pregunta-
mos: ¿De qué forma la gestión de humedales en los municipios de Quilmes y 
Avellaneda, que se da en el contexto interjurisdiccional de la RMBA, está atra-
vesada por y se relaciona con políticas ambientales en otros niveles de la admi-
nistración pública?


1.3 Objetivos


Los objetivos que la investigación busca alcanzar son los siguientes:


Objetivo general:


Indagar en las interrelaciones entre políticas ambientales sobre humedales en los dife-
rentes niveles de administración pública en la RMBA, con foco en las acciones imple-
mentadas a escala municipal en el caso de los municipios de Quilmes y Avellaneda, 
entre 2008 y la actualidad.


Objetivos específicos:


1. Relevar y caracterizar las diferentes normas ambientales vigentes sobre humeda-
les en el nivel nacional, provincial y en los municipios de Quilmes y Avellaneda.


2. Caracterizar los usos reales y legales del suelo en el área de estudio y analizar los 
cambios de zonificación ocurridos.


3. Caracterizar las políticas ambientales sobre el área ribereña en los municipios de 
Quilmes y Avellaneda, así como el proyecto urbano Nueva Costa del Plata que 
avanza sobre los humedales que allí se localizan.


4. Indagar sobre el alcance de las políticas ambientales en la gestión de la conflictivi-
dad socio-ambiental en torno a humedales en los municipios de Quilmes y Avella-
neda.
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5. Indagar sobre las vinculaciones, conflictos y sinergias, que se presentan entre las 
políticas ambientales de los dos municipios y aquellas de otros niveles de adminis-
tración pública.


1.4 Estado de la cuestión


Existe una gran cantidad de investigaciones sobre los temas abordados en esta inves-
tigación. A continuación se presentan los principales aportes que constituyen la base 
para el análisis que se realiza en los capítulos posteriores.


Con respecto a los humedales como ecosistemas específicos, su importancia socio-
ecológica y los procesos de su resignificación se observa una creciente cantidad de 
investigaciones. Con el cambio de los imaginarios geográficos que transitaron los hu-
medales y su revalorización, que conlleva conflictos sobre su uso y apropiación, hay 
un aumento en la producción de conocimiento científico-técnico sobre esos ambientes 
(Ríos y Caruso, 2021; Caruso, 2022; Astelarra et al., 2017). Dentro de las ciencias na-
turales avanzaron las investigaciones sobre sus características ecológicas, los servici-
os ambientales que brindan a la sociedad y las posibles formas de su conservación 
(Kandus et al., 2010). Asimismo, producciones desde las ciencias sociales acuerdan 
sobre el valor de esos ecosistemas como “bienes comunes de la naturaleza“ (Pintos y 
Maraggi, 2021), así como los efectos graves que implican su contaminación y desapa-
rición debido a las actividades extractivas que se desarrollan en ellos.


La producción de información científica sobre los humedales es la base para la elabo-
ración de políticas públicas, su gestión política y su conservación. En varias investiga-
ciones se avanza en relevar la cantidad, el tamaño, la ubicación, las características 
ambientales, los usos actuales y los riesgos de estos territorios. En el marco del Inven-
tario Nacional de Humedales en Argentina , liderado por el Estado nacional a través de 1

la actual Subsecretaría de Ambiente, en su momento Ministerio de Ambiente y Desar-
rollo Sostenible, se identifican las regiones y subregiones de humedales (Benzaquén 
et al., 2017), correspondiente al nivel 1 de un total de 3 niveles. A nivel provincial, el 
Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible (OPDS) cuenta con un Inventario 
de Paisajes de Humedales de la Provincia de Buenos Aires (OPDS, 2019), avanzando 
así en la identificación, delimitación y caracterización de los Sistemas de Paisajes de 
Humedales, correspondiente al nivel 2. Este inventario no proporciona información de-
tallada a nivel metropolitano. El área correspondiente a la RMBA está clasificada como 
Sistema de Paisajes del Delta del Paraná Bonaerense, de Tributarios Bonaerenses del 
Paraná Inferior y Río de La Plata, y Costeros Fluviales del Río de La Plata. La Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, por su parte, queda excluida del inventario. Por lo tanto, 

 República Argentina (2024). Inventario Nacional de Humedales. URL: www.argentina.gob.ar/ambiente/1

agua/humedales/inventarionacional (último acceso 05/07/2024)
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por parte de esta iniciativa aún no se cuenta con un suficiente nivel de detalle sobre el 
área de humedales que interesa para esta investigación.


La conflictividad que resulta de los diferentes usos que se le dan a estos ambientes 
puede ser abordada bajo la perspectiva de la Ecología Política Latinoamericana (Ali-
monda, 2006; Alimonda et al., 2017a; 2017b). Este enfoque aporta conceptos valiosos 
para abordar los conflictos ambientales en torno a humedales y la producción de políti-
cas públicas que prescriben las formas de uso y apropiación del ambiente en estos 
ecosistemas, como muestran Straccia, Monkes e Isla Raffaele (2021) en su estudio. 
Esta perspectiva teórica analiza las relaciones desiguales de poder en las luchas terri-
toriales sobre las diferentes formas de apropiación de la naturaleza, que se dan en el 
contexto de un sistema económico globalizado. Los intereses contrapuestos y las per-
spectivas sobre el ambiente de los actores sociales en estas luchas se expresan en 
distintos “lenguajes de valoración“ (Martínez Alier, 2009a) empleados por ellos. Los 
conflictos ambientales también dan cuenta de distintas ontologías en juego y plantean 
lo que Blaser (2019) llama el “problema de la política racional“.


La presente investigación entiende los conflictos ambientales, siguiendo a Merlinsky 
(2013) como


“focos de disputa de carácter político que generan tensiones en las formas de 
apropiación, producción, distribución y gestión de los recursos naturales en cada 
comunidad o región. Ponen en cuestión las relaciones de poder que facilitan el 
acceso a esos recursos, que implican la toma de decisiones sobre su utilización 
por parte de algunos actores y la exclusión de su disponibilidad para otros acto-
res” (p. 40).


La misma autora (Merlinsky 2013; 2016; 2020) recopila distintos casos de conflictos 
ambientales en la Argentina, su base territorial, su alcance, así como las políticas exis-
tentes al respecto. Este relevamiento es una fuente valiosa para la presente investiga-
ción.


Las políticas ambientales en Argentina tienen una larga trayectoria, en la cual la refor-
ma constitucional del año 1994 fue un evento clave para consolidar la legislación en 
esta materia. Esta reforma sentó las bases para la formulación de varias leyes de pre-
supuestos mínimos a nivel nacional, que se complementan en la legislación provincial. 
La formulación e implementación de estas políticas ambientales fue y es sumamente 
conflictiva, y para su análisis es clave entender las formas que asume la relación Esta-
do-sociedad a lo largo de este proceso (Gutiérrez, 2018). Estado y sociedad, nación y 
provincia no son actores monolíticos ni necesariamente opuestos entre sí. Las formas 
que asume esta relación influyen en el origen y las características, así como en los 
resultados y efectos de una determinada política.
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En el análisis de las políticas ambientales, esta investigación sigue a Gutiérrez (2018), 
quien argumenta que los problemas ambientales son socialmente construidos, pero no 
como un problema a priori, sino definido por los actores en el marco de la discusión de 
una política ambiental concreta. Las políticas ambientales son consideradas entonces 
“como espacio y expresión de la construcción social de los problemas 
ambientales“ (Hajer, 2000). La ley juega un rol importante en las políticas ambientales, 
aunque no se limitan a la misma, y hay que tomar en cuenta las posibles limitaciones y 
dificultades para lograr los objetivos de una política debido a la falta de implementa-
ción.


Se destaca aquí el carácter político de todo proceso de conservación. En línea con 
Straccia e Isla Raffaele (2020), las políticas públicas que intervienen sobre la “natura-
leza“ como un concepto despolitizado son conflictivas, y las categorías ambientales 
que retoman no solo dependen de cuestiones técnicas, sino también políticas sobre 
las formas de apropiación de la naturaleza.


Langbehn, Schmidt y Pereira (2020) presentan un análisis de tres leyes de presupu-
estos mínimos, la Ley de Glaciares, Ley de Bosques y Ley de Humedales, comparan-
do las similitudes y diferencias en los procesos de su elaboración. Además de las es-
pecificidades de cada uno de estos procesos que llevan a dinámicas y resultados dife-
rentes, un punto en común es la agrupación de los actores sociales y estatales en co-
aliciones que confrontan en la arena pública. Estas coaliciones Estado-sociedad 
(Gutiérrez, 2018; Figueroa, 2020a) cuya configuración cambia a través del tiempo, ap-
lican diferentes estrategias con el fin de imponer sus visiones sobre el problema ambi-
ental en cuestión. Decisivo para lograr la sanción de la normativa es la aplicación con-
junta de la estrategia institucional y de opinión pública por parte de la coalición pro-
teccionista. Esto se logró en el caso de la Ley de Bosques, pero no para la Ley de 
Humedales. Otra estrategia desplegada por los actores involucrados en regular los 
usos del territorio en los humedales es el uso de la escala como herramienta política 
para promover o restringir la sanción de una política al respecto (Straccia, Monkes e 
Isla Raffaele, 2021).


Straccia (2018) analiza los procesos de institucionalización de la Ley de Bosques y de 
la Ley de Humedales y sus efectos para los procesos de identificación de los poblado-
res de una isla en el Delta Inferior del río Paraná. El autor argumenta que en el caso 
de estas leyes de presupuestos mínimos es importante tomar en cuenta tanto las dis-
putas a nivel nacional como a nivel provincial, dado la facultad de las provincias de 
complementar estas normas. En los distintos niveles, los agentes estatales y no esta-
tales desarrollan estrategias para lograr la institucionalización de un cierto discurso 
sobre el uso y la apropiación del ambiente. En cada caso, los agentes locales ocupan 
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un lugar central en el campo de lucha por la definición de las formas de uso y apropi-
ación del ambiente.


Con respecto al proceso de formulación de una Ley de Humedales a nivel nacional en 
Argentina, los antecedentes, los hitos y los actores involucrados, Pintos y Maraggi 
(2021) presentan las etapas por las que pasaron los distintos proyectos de ley y ana-
lizan los argumentos clave en el debate actual. Las autoras analizan las disputas y las 
narrativas opositoras a la Ley de Humedales que llevaron a la situación actual, en la 
cual no se cuenta con una ley aprobada. El primer proyecto de ley fue presentado en 
el año 2013 en el Honorable Senado de la Nación, apoyado por y elaborado en con-
junto con organizaciones ambientalistas, asambleas vecinales y la comunidad acadé-
mica. A pesar de obtener media sanción por el Senado, el proyecto no fue tratado en la 
Cámara de Diputados y perdió estado parlamentario en el año 2015. El año siguiente, 
tras una declaración de apoyo por parte del ejecutivo nacional, se volvió a presentar 
un proyecto de ley. Este obtuvo media sanción, pero nuevamente perdió estado par-
lamentario en Diputados, debido a la falta de apoyo por parte de los legisladores vincu-
lados con los actores económicos de la minería, el agronegocio y el sector inmobiliario. 
Los incendios masivos en el Delta del Paraná en el año 2020 visibilizaron nuevamente 
la situación problemática de los humedales y la necesidad de su protección. En lo si-
guiente se presentaron un total de quince proyectos de ley, muchos de ellos basándo-
se en los avances del proyecto del año 2016. En un amplio y arduo proceso se logró 
unificar los distintos proyectos, con la participación activa de una multitud de organiza-
ciones socioambientales, científicos y legisladores de diferentes espacios políticos. El 
proyecto unificado resultante de este proceso cuenta con el apoyo de gran parte de la 
sociedad civil y presenta una propuesta prometedora cuya sanción o no-sanción de-
pende del futuro desarrollo del debate, pero hasta el día de hoy tampoco logró la 
sanción. Los cinco puntos de discusión en los proyectos de Ley de Humedales que 
actualmente impiden su sanción giran en torno a la definición de humedal que se apli-
ca, las modalidades y temporalidades del Inventario Nacional de Humedales y Orden-
amiento Ambiental del Territorio, la semaforización por áreas en los humedales, la mo-
ratoria entre la sanción de la ley y su implementación efectiva, y las sanciones que se 
establecen en caso de no cumplir la normativa (Arias Mahiques et al., 2022b).


En cuanto al derecho ambiental en Argentina, Capaldo (2020) analiza el rol que cump-
le el trabajo del Poder Legislativo. Entre los principales problemas que contribuyen a la 
ineficacia del derecho ambiental identifica la falta de personal capacitado en derecho 
ambiental a nivel nacional, el acceso insuficiente a la información ambiental, la ausen-
cia de espacios institucionalizados de trabajo conjunto, la interpretación distorsionada 
del federalismo ambiental, la ausencia de consenso en la identificación de los principa-
les problemas ambientales del país, y la ausencia de la dimensión ambiental en la 
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agenda. Por lo tanto, la autora propone como posible solución fomentar la capacitación 
ambiental, mejorar los mecanismos de acceso a la información y de intercambio de 
saberes. Además, para la formulación de políticas públicas que aborden de forma ade-
cuada y concertada las problemáticas ambientales, resalta el aporte que traería el 
hecho de contar con una ley nacional sobre la organización ambiental del territorio.


Las problemáticas urbano-ambientales de la RMBA se vinculan con la cantidad de po-
blación residente, el crecimiento de la metrópolis y las actividades productivas que se 
llevan a cabo en esta zona. La gestión de los residuos sólidos urbanos y la contamin-
ación de los ríos metropolitanos representan dos problemas importantes en este con-
texto. En cuanto a la gestión de residuos, se advierte la existencia de basurales a cielo 
abierto y la presencia de rellenos sanitarios que generan varios conflictos ambientales. 
Los reclamos locales por parte de diferentes organizaciones de base llevaron a la inci-
dencia en (algunas) políticas públicas al respecto (Moreno, 2020). La política pública 
más extensa en torno a la contaminación de los ríos metropolitanos causada por la 
presencia de varias industrias en su cercanía es el saneamiento del río Matanza-Ria-
chuelo por parte de la Autoridad de la Cuenca Matanza-Riachuelo (ACUMAR). En el 
proceso de recomposición de la cuenca, la intervención del Defensor del Pueblo de la 
Nación y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa Mendoza contri-
buyó a la co-participación entre la ciudadania y las instituciones estatales. Debido a la 
territorialización, judicialización, regionalización, ambientalización y juridificación del 
conflicto, se logró la institucionalización del paradigma ambiental (Ferro, 2020).


De forma general, en muchas localidades de la metrópolis la gestión del agua es un 
problema importante. La fuerte actividad industrial y la urbanización no planificada en 
la región llevaron a la degradación del suelo y el agua así como su contaminación, re-
percutiendo sobre la salud y la calidad de vida de la población. En este contexto, la 
gestión del agua resulta deficitaria, debido a la falta de coordinación y fragmentación 
entre los diferentes niveles de la gestión del agua. El esquema normativo-institucional 
provincial en materia ambiental es fragmentado, disperso y de bajo grado de efectivi-
dad (Ferro, 2020). Otro factor que influye en las políticas ambientales locales es la si-
tuación de falta crónica de presupuesto a la cual se enfrentan los municipios. El intento 
por parte de los municipios de atraer inversiones privadas en forma de grandes pro-
yectos urbanos (Cuenya et al., 2020) resulta en una competencia entre municipios, 
generando una “carrera hacia abajo“ en materia ambiental con la pérdida de espacios 
públicos y verdes y una degradación ambiental. Al mismo tiempo, la aparición de urba-
nizaciones cerradas de cada vez mayor magnitud presenta un desafío para las políti-
cas urbanas de los municipios en cuyos jurisdicciones se encuentran estos emprendi-
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mientos privados. La gestión de estas ciudades de origen privado se da por fuera de 
las estructuras institucionalizadas y resulta en la fragmentación del espacio urbano.


La inclusión de tierras bajas, los bajos inundables y los márgenes de ríos en la trama 
urbana de la RMBA aumenta la presión sobre los humedales presentes en estos espa-
cios. Caruso (2022) observa el posicionamiento de nuevos actores sobre estos ambi-
entes, con intereses contrapuestos. Los conflictos sobre su uso y aprovechamiento 
resultan en algunos casos en políticas de áreas protegidas, mientras que en otros se 
promueven diversas formas de urbanización.


Para el caso específico del partido de Avellaneda, Priano (2007) ofrece un diagnóstico 
general del estado de situación ambiental en un “Análisis Ambiental Urbano del Partido 
de Avellaneda“. Debido al crecimiento urbano poco controlado en el pasado, en la ac-
tualidad se observa una tensión entre las diferentes actividades realizadas en el territo-
rio y las condiciones ambientales. Esto se muestra en la distribución de los usos del 
suelo que muchas veces no se adaptan a su entorno, la cantidad reducida de espacios 
verdes, el carácter deficitario de los servicios de saneamiento y el deterioro ambiental 
de los arroyos y los acuíferos subterráneos del área. La combinación de estos factores 
resulta en un elevado nivel de riesgo para la población, a través de la propagación de 
enfermedades y la contaminación ambiental provocada por las industrial radicadas en 
el partido. El diagnóstico señala el rol del Estado municipal en abordar estas problemá-
ticas, así como las limitaciones que representa la dimensión interjurisdiccional de las 
mismas.


En esta investigación se aborda el caso de un conflicto ambiental concreto en torno al 
megaproyecto de urbanización Nueva Costa del Plata (NCP) en los municipios de 
Quilmes y Avellaneda y las políticas ambientales a nivel municipal.


La forma en la que este tipo de proyectos urbanos se realiza puede atribuirse a un 
“extractivismo urbano-inmobiliario“ (Pintos y Astelarra, 2023). Las autoras entienden 
bajo este concepto la mercantilización de socio-naturalezas como la forma actual de 
acumulación de capital en ámbitos urbanos, característico para el sistema económico 
neoliberal. La lógica extractivista, como muestran, no se limita solamente al escenario 
urbano, sino abarca un conjunto de mecanismos especulativos para capturar incre-
mentos en el precio del suelo y dirigir el flujo de inversiones inmobiliarias. Estas diná-
micas se muestran tanto en áreas centrales de las ciudades como también en áreas 
periurbanas o rurales. Esto incluye también el área de interés para esta investigación 
donde se ubican diferentes ambientes, entre ellos humedales.
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Los estudios en torno a Nueva Costa del Plata abarcan diversas dimensiones. Se de-
stacan aquí investigaciones realizadas sobre los impactos socio-territoriales del pro-
yecto.


Wertheimer (2021) aborda la conflictividad que radica en la discrepancia entre las 
promesas sobre el aporte al desarrollo local que traería su realización, y el fuerte im-
pacto ambiental y habitacional que generaría. La autora detecta tres perspectivas invo-
lucradas en este proceso: aquella que resalta el crecimiento y desarrollo económico, 
aquella que se basa en una argumentación conservacionista del ambiente, y aquella 
que no se vincula con ninguna de las anteriores y no presenta una una postura unívo-
ca con respecto al proyecto. Argumenta que la falta de consenso sobre cuál es exac-
tamente el problema en cuestión, así sobre sus posibles soluciones representa un fac-
tor importante para el potencial de conflicto en este caso.


Acsebrud y Wertheimer (2016) trazan las reacciones por parte de los diferentes acto-
res locales a la presentación del proyecto. Para esto, presentan un diagnóstico socio 
ambiental enfocado en la Ribera de Bernal, en el partido de Quilmes, que aporta valio-
sa información para el contexto del análisis que se realiza aquí.


Aizcorbe et al. (2013) enmarcan el proyecto en el contexto más amplio de la transfor-
mación integral de la zona costera de la RMBA. Como señalan los autores, los espaci-
os vacantes y la infraestructura del RMBA han sido objeto de especulación durante los 
últimos treinta años. Esto dio lugar a profundas transformaciones en la trama urbana, 
por ejemplo a través de grandes proyectos urbanos.


Los proyectos derivados de estas políticas de urbanización, como el aquí tratado, se 
caracterizan por el predominio de la planificación del sector privado por sobre la del 
estatal, y que incluye reordenamientos territoriales, modificaciones a las normativas 
urbanas y el desplazamiento de la población local histórica. Además, una subordin-
ación de lo natural a una lógica de valorización económica (Aizcorbe et al., 2013). El 
fin de estos proyectos público-privados es el de atraer inversiones, y en sus discursos 
los actores promotores destacan los beneficios para toda la comunidad local y el apor-
te al desarrollo. En resistencia a estos megaproyectos se organizaron múltiples acto-
res locales, en forma de movimientos sociales y organizaciones no gubernamentales, 
que representan otros lenguajes de valoración al discurso eficientista. La oposición a 
los proyectos se forma a partir de los “conflictos de proximidad“ (Aizcorbe et al., 2013, 
p. 177), es decir, la posible afectación del entorno de la población.


Los antecedentes del proyecto y del conflicto que generó son analizados también por 
Lovisa (2022). Como antecedentes al megaproyecto NCP se pueden nombrar la in-
stalación del relleno sanitario Villa Domínico, que restringió el acceso al río para la po-
blación durante más de 20 años, la lucha ambiental por el cierre del CEAMSE que se 
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logra finalmente en el 2004 y la presentación de diferentes proyectos para otorgar un 
nuevo uso al área.


Dos cambios importantes de normativa hicieron posible la iniciación del megaproyecto 
NCP. Por un lado, la extensión de la superficie de las tierras públicas cedidas a la em-
presa Techint, la cual operaba entre 1978 y 2004 el CEAMSE de Villa Domínico. Por 
otro lado, la rezonificación de la reserva natural en Avellaneda aprobada a través de la 
sanción de la Ordenanza N° 21.332 por el Concejo Deliberante el 4 de diciembre de 
2008 (Aizcorbe et al., 2013; Lovisa, 2022). Estos cambios de normativa presentan 
ejemplos del propósito “colonizador“ (ANECQA y Santy, 2023) de la transformación 
territorial que implica el proyecto. En conjunto, las prácticas exclusorias, prohibitivas y 
destructivas que se promovieron por parte de la empresa Techint, los municipios y au-
toridades provinciales a través de políticas territoriales aportaron a la formación de un 
esquema de dominación. El conflicto actual en torno a la NCP visibiliza las relaciones 
de poder asimétricas entre los diferentes actores, en el cual una asamblea vecinal se 
enfrenta a un conjunto de actores económicos y políticos promotores de un megaemp-
rendimiento urbano.


Aizcorbe et al. (2011) resaltan que la fuerte interacción entre las organizaciones socio-
territoriales y ONGs ambientalistas, los actores estatales de los diferentes niveles y los 
actores económicos que se dio tras la presentación del proyecto NCP en el año 2008, 
resultó en la paralización del proyecto hasta la actualidad. Esta interacción se diferen-
cia de otros proyectos urbanos parecidos, como es Puerto Madero. Los autores ana-
lizan los distintos momentos de producción del espacio puesto en juego por los actores 
intervinientes sociales y estatales, y dejan plantados interrogantes sobre las caracte-
rísticas distintivas del caso que pueden ser retomados en la presente investigación.


En el caso de la NCP se enfrentan actores locales aliados a empresas transnacionales 
con el objetivo de transformar el territorio, y los actores locales que en acciones colec-
tivas rechazan el proyecto con sus posibles impactos ambientales negativos. La oposi-
ción al NCP que se originó luego de la presentación del proyecto consiste en agrupa-
ciones ambientalistas y de vecinos que exigieron más información y un estudio de im-
pacto ambiental, bajo la consigna “No a la entrega de la costa de Quilmes y Avellane-
da”. Acciones colectivas de la asamblea homónima creada fueron la denuncia de Tech-
int en el año 2012 por la violación de la Ley de Protección Ambiental de los Bosques 
Nativos (Ley N° 26.331/07). La demanda ambiental es el recurso central de los actores 
locales para señalar el impacto negativo del proyecto sobre el ambiente y la importan-
cia de los servicios ambientales de los humedales. Otro campo de acción importante 
es la defensa del espacio público. La vinculación de las organizaciones locales con 
otros colectivos ambientalistas responde a la resistencia contra la problemática en 
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común del avance del capital privado sobre los espacios naturales y públicos en la 
RMBA (Aizcorbe et al., 2013).


Finalmente, para abordar las políticas públicas municipales de nuestro caso de estudio 
es preciso acudir a algunos análisis realizados desde la geografía. Cirio (2016) analiza 
la planificación territorial en el partido de Quilmes y las concepciones teóricas que 
guían estas políticas. Encuentra importantes insuficiencias estructurales en los proce-
sos de planificación del municipio, lo cual impide generar territorios más equilibrados y 
desarrollados. Según el autor, existen factores que atraviesan las políticas públicas de 
planificación territorial independientemente de los diversos instrumentos aplicados, y 
las gestiones o funcionarios a cargo. Estas tendencias se plasman en la conformación 
de los equipos técnicos, la perspectiva de planificación adoptada, los resultados in-
strumentales y sus formas de producción, así como la participación social y sus impli-
cancias.


Cortizas (2024), por su parte aborda los procesos de ordenamiento territorial en la ri-
bera de ambos municipios. Su análisis muestra cómo la cooperación entre actores 
económicos y actores del poder político aporta a la asociación de la producción del 
espacio urbano a la lógica de la plusvalía. El trabajo se centra particularmente en la 
producción del frente de agua rioplatense. La presente investigación, a su vez, enfoca 
los procesos internos a los municipios y las interrelaciones entre las diferentes niveles 
de políticas públicas en torno a la ribera. De esta forma, se aporta a comprender mejor 
los procesos que inciden sobre la configuración territorial de este recorte.


La presente investigación se enfoca en las políticas públicas en el nivel local, una te-
mática abordada también por Vidal-Koppmann (2008). La autora y las investigaciones 
que compila en su publicación se centran en las fortalezas y debilidades en la gestión 
de los municipios en la actualidad. En cuanto al desarrollo local y la gestión urbana 
que se promueve desde los gobiernos locales, se destaca el dualismo entre los proce-
sos de transformación socio-territorial por un lado, y los efectos no deseados produci-
dos por actores privados y públicos. La emergencia de nuevas formas de urbanización 
de tipo cerrado en los procesos de expansión urbana representa un desafío para la 
gobernabilidad por parte de los municipios. Debido al peso que tiene esta privatización 
urbana, los municipios se ven confrontados de elaborar políticas públicas que incluyan 
todos los actores y sus formas de incidir en la gestión del territorio.


1.5 Estructura de la tesis


Anteriormente se presentaron las principales dimensiones de análisis que abarca este 
trabajo: los humedales y su conflictividad, las políticas al respecto, y su gestión en el 
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marco de la RMBA, así como el avance urbano y la instalación de grandes proyectos 
urbanos, que se vincula con la planificación territorial de los municipios. A lo largo del 
trabajo se cruzan estas dimensiones en un nuevo análisis.


La investigación se acerca a su objeto de estudio, las políticas ambientales municipa-
les, desde el análisis de las políticas públicas, e incluyendo la perspectiva teórica de la 
Ecología Política Latinoamericana. Las políticas ambientales a nivel municipal se vin-
culan con aquellas en los otros niveles de la administración pública, formando un ent-
ramado complejo en el área de estudio. Se pondrá el foco en las formas en que los 
actores estatales intervienen en la gestión ambiental del territorio. También se analiza 
la conflictividad en torno al ambiente y cómo ésta se refleja en las políticas territoriales. 
Para ello, se toman en cuenta las diferentes formas de apropiación de la naturaleza y 
las diferentes formas de territorialización de los actores sociales en las disputas territo-
riales que se observan.


El aporte que quiere hacer la investigación radica menos en una conceptualización de 
las políticas públicas ambientales, sino más bien en el estudio de un caso concreto de 
la gestión del ambiente. El proceso alrededor de la gestión de la ribera de Quilmes y 
Avellaneda y del proyecto Nueva Costa del Plata aún no ha sido estudiado en detalle 
desde la perspectiva de las políticas públicas y de las vinculaciones al interior de la 
administración pública. La presente investigación aporta a cubrir este vacío.


Resulta de ello la siguiente estructura del trabajo, que consiste en tres secciones: La 
sección I contiene el marco teórico-conceptual que guía la investigación. Se presentan 
los procesos actuales de expansión urbana en la RMBA (capítulo 2), los fundamentos 
para el análisis de las políticas públicas (capítulo 3) y los aportes teóricos de la Ecolo-
gía Política Latinoamericana (capítulo 4). En el capítulo 5 se presenta la estrategia me-
todológica que se adopta y las técnicas utilizadas. La sección II abarca el caso de 
estudio de esta investigación. En el capítulo 6 se revisa la normativa ambiental vigente 
para el área de estudio, desde el nivel internacional hasta el nivel municipal. El capítu-
lo 7 aborda las políticas de gestión ambiental en torno a humedales que se llevan a 
cabo en los dos municipios de interés. Se realiza una caracterización del área de estu-
dio y un análisis de la zonificación actual. Se presentan también las diferentes políticas 
ambientales existentes en ambos municipios. Como un caso concreto de un desarrollo 
urbano se presenta el proyecto Nueva Costa del Plata y su vínculo con la gestión mu-
nicipal. Por último, se analizan las resistencias y conflictos que disparó este proyecto. 
En el capítulo 8 se abordan los vínculos entre las políticas ambientales analizadas en 
los municipios de Quilmes y Avellaneda, poniendo el foco en las interrelaciones entre 
los diferentes niveles de administración pública de la RMBA. En la sección III, final-
mente, se presentan las conclusiones del análisis realizado a lo largo del trabajo.
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SECCIÓN I - Marco Teórico-Conceptual


En esta sección se presenta la base teórico-conceptual de esta investigación. Esta se 
funda en tres grandes bloques: la dinámica de la expansión urbana actual en la Región 
Metropolitana de Buenos Aires; el estudio de las políticas públicas y los diferentes mo-
delos de análisis, de los cuales se presentan el enfoque cíclico, el modelo protoverbal 
y el modelo de las coaliciones promotoras; y la Ecología Política Latinoamericana 
como perspectiva teórica que permite acercarse a los conflictos socioambientales en el 
territorio. Por último, se presenta la estrategia metodológica de esta investigación que 
consiste en un enfoque cualitativo y la aplicación de técnicas como el análisis de do-
cumentos y entrevistas.


Capítulo 2: Procesos actuales de expansión urbana en la RMBA

2.1 Procesos de expansión en general


La investigación se centra en dos casos de la RMBA donde el avance de la frontera 
urbana genera una conflictividad ambiental y social en torno al uso del territorio. Por lo 
tanto, resulta útil aquí señalar algunas perspectivas conceptuales para caracterizar las 
formas de la urbanización contemporánea en la región metropolitana. Se anticipa aquí 
el punto clave que el modelo de urbanización actual conlleva la ocupación de nuevos 
espacios para la residencia, entre los cuales también se incluyen los humedales, que 
recientemente empezaron a transitar un proceso de resignificación.


La estructuración metropolitana de las ciudades latinoamericanas se fue transforman-
do desde la elaboración de los primeros modelos teóricos en los años ’70 que buscan 
explicar los procesos de desarrollo urbano. Se observa, en términos generales, que los 
procesos de globalización y transformación económica condujeron a partir de los años 
’90 un proceso que conllevó una mezcla social a nivel macro, mientras que a nivel mi-
cro la segregación aumentó (Janoschka, 2002a). La división entre la ciudad rica y la 
ciudad pobre fue diminuyendo. A su vez, en Buenos Aires, pero también en otras me-
trópolis de Latinoamérica, el espacio urbano obtiene características cada vez más in-
sulares y cerradas. Esta ciudad privatizada y fragmentada se plasma en un paisaje 
urbano cerrado, la pérdida de esferas públicas y una transformación de los hábitos de 
los ciudadanos, para lo cual el caso de Nordelta es un ejemplo intensamente estudia-
do (Janoschka, 2002a; 2002b; 2003). El crecimiento y la construcción urbana es do-
minado por las nuevas formas urbanas que fomentan el desarrollo hacia una “ciudad 
de islas“ (Janoschka, 2002a). La difusión de complejos habitacionales vigilados para 
las clases acomodadas, la distribución de hipermercados, la instalación de escuelas y 
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universidades privadas en cercanía a las nuevas áreas residenciales privadas, la ten-
dencia a construir complejos habitacionales vigilados del tamaño de pequeñas ciuda-
des, la modificación del significado de la infraestructura de transporte, la suburbaniza-
ción de la producción industrial, y el creciente aislamiento y accesibilidad de los barrios 
de la clase baja.


La reestructuración económica y la globalización como procesos ubicados a nivel in-
ternacional y nacional impactaron en la configuración y el funcionamiento metropolita-
no de Buenos Aires, produciendo la privatización de la dinámica de expansión (Pírez, 
2006). Esto impactó principalmente en la producción de la periferia metropolitana don-
de, a partir de los años 90 del siglo pasado, se observa un aumento de las desi-
gualdades socioeconómicas, con ingresos más concentrados y el crecimiento de la 
pobreza. El capital privado participa cada vez más en los procesos de producción ur-
bana, a través de actores económicos vinculados con la escala global que apuntan a 
la ganancia de las operaciones efectuadas en el territorio. De esta forma, en la expan-
sión metropolitana actual predominan las lógicas no-estatales. Por un lado, la búsque-
da de espacios para la construcción de viviendas de baja calidad por parte de los sec-
tores más bajos y excluidos del mercado formal. Por otro lado, la producción privada 
de urbanizaciones cerradas de alta calidad para sectores de mayores ingresos. Esto 
dio lugar a la segmentación y segregación de la periferia metropolitana, con una clara 
diferenciación entre los territorios particulares y el resto de la periferia. Esta expansión 
metropolitana resulta en la paradójica localización de asentamientos precarios y urba-
nizaciones cerradas en relativa cercanía en el espacio. Se conforma así una periferia 
metropolitana conformada por unidades territoriales descentralizadas, que son homo-
géneas hacia su interior, y heterogéneas entre sí.


Las complejas transformaciones territoriales que experimentan las grandes ciudades 
latinoamericanas se pueden denominar como “metamorfosis metropolitana“ (Ciccolella 
y Mignaqui, 2021). En la RMBA, este proceso iniciado durante los años ’90 produjo 
una multiplicación de urbanizaciones cerradas, centros comerciales, empresariales e 
industriales. A partir de la década de los 2000, el Estado nacional, provincial y la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires (CABA) buscan aumentar su rol en la planificación, 
promoviendo mediante un conjunto de políticas e instrumentos el desarrollo industrial 
con la instalación de parques industriales y logísticos en emprendimiento públicos y 
mixtos. Sin embargo, predominan las iniciativas privadas por la falta de articulación de 
las políticas de ordenamiento territorial y planificación del desarrollo regional con las 
políticas de radicación y promoción industrial y por la competencia entre los municipios 
por atraer inversiones (Ciccolella y Mignaqui, 2016). Además, las políticas estatales de 
desarrollo industrial fomentaron la valorización del suelo periurbano, lo cual generó 
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que los parques industriales y logísticos se constituyeran como parte de un negocio 
inmobiliario que promueve la expansión de las urbanizaciones cerradas.


La dinámica de la expansión metropolitana transita un cambio estructural a partir de la 
década de 1990 con las transformaciones en el sistema de circulación, principalmente 
la ampliación y reestructuración de la red de autopistas. Con esto se observa una au-
mento de la accesibilidad metropolitana y se promueve un modelo de movilidad “auto-
móvil-intensivo“ (Blanco y San Cristóbal, 2012, p. 85). Estos cambios profundos y es-
tructurales responden a los proyectos y a las necesidades de los actores sociales que 
comandan la expansión urbana y son, al mismo tiempo, condición y resultado del ac-
tual modelo de urbanización. La movilidad basada en el transporte vehicular propio 
subordina a otras estrategias de movilidad como el uso del transporte público y condi-
ciona la movilidad de los sectores más bajos. Esta desigualdad en cuanto al acceso a 
la movilidad, y con esto a la ciudad y a derechos y servicios básicos, se profundiza de-
bido a políticas públicas que adoptan la lógica mercantil de los procesos de expansión 
urbana. La mayor accesibilidad, producto de los cambios en la red de autopistas, per-
mitió la valorización inmobiliaria de tierras anteriormente con usos rurales o funciones 
complementarias que se ubican en cercanía a las vías rápidas. Con la instalación de 
urbanizaciones cerradas y otros productos inmobiliarios en estas áreas emerge un 
nuevo tipo de suburbio, mientras el área central se densifica.


El cambio en los patrones de expansión metropolitana durante la década de los ’90 es 
liderado por la iniciativa privada. A partir de este tiempo, el proceso de metropolización 
obtiene una nueva característica con la incorporación de grandes superficies de tierras 
suburbanas y su atomización en urbanizaciones cerradas. Vidal-Koppmann (2007), en 
línea con Blanco y San Cristóbal (2012), argumenta que esta transformación que inci-
de tanto en el concepto de ciudad como en las prácticas cotidianas significa un cambio 
de un modelo de ciudad tradicional a un modelo de tipo difuso, con centralidades sub-
urbanas y la movilidad como elemento organizador.


Según la autora, el crecimiento urbano de la RMBA presenta dos etapas diferenciadas. 
La primera, una suburbanización por parte de las clases de bajos recursos a lo largo 
de las vías de transporte y de comunicación. En esta etapa la extensión del tejido ur-
bano se dio de forma continua, completando posteriormente las áreas intersticiales, 
consolidándose amplias zonas con barrios autoconstruidos sin planificación y la provi-
sión de servicios. Estas zonas de la primera y segunda corona de la RMBA resultaron 
ser dispersas y desestructuradas, muchas veces con alto riesgo de inundación. La se-
gunda etapa es liderada por actores de los sectores altos y medio-altos que buscaron 
la urbanización de las áreas periféricas en la segunda y tercera corona de la RMBA, 
instalando así un modelo de urbanización insular. Por sus características, esta segun-
da etapa también es denominada “suburbanización de las élites“ (Torres, 2001; 2004).
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En la actualidad, la expansión física y funcional de la RMBA sigue un modelo de urba-
nización de baja densidad que produce al mismo tiempo una dispersión residencial y 
una concentración productiva y de servicios en nuevas centralidades. Los procesos 
actuales de producción del espacio urbano responden a las dinámicas y a las lógicas 
del capitalismo contemporáneo. La planificación territorial estatal acompañó este pro-
ceso, promoviendo así el avance del capital corporativo. Es así que la producción del 
espacio urbano responde cada vez más a los intereses globales. Aquí solamente se 
quiere señalar que esto también implica un salto de escala en la producción del espa-
cio urbano, que da lugar a la formación de megarregiones como nueva forma territori-
al, tal como es el caso de la región del Tuyú en el sudeste de la provincia de Buenos 
Aires (Ciccolella y Mignaqui, 2021).


Para comprender mejor los procesos espaciales y su vinculación con el modelo 
económico capitalista de alcance global, se señalan aquí los aportes centrales de Da-
vid Harvey, quien analiza las características generales de los procesos urbanos actua-
les. En el modelo económico actual, la valorización del espacio está orientada por la 
lógica de la ganancia (Harvey, 2013). Según argumenta este autor, el espacio es el 
medio directo para la reproducción del capital. La inversión en el espacio construido es 
la última alternativa de la producción capitalista para superar la caída de la tasa de ga-
nancia (Lezama, 2002). Es por esto que los procesos actuales de expansión urbana se 
vinculan con la especulación económica, la valoración de la vivienda y la financiariza-
ción, produciendo el desplazamiento de población y una fuerte desigualdad social.


En su libro Social Justice and the City Harvey (1973) afirma que el espacio, la justicia 
social y el urbanismo deben ser comprendidos en sus relaciones entre sí. Pone el foco 
en las relaciones de poder (entre la autoridad del estado, la propiedad económica y los 
residentes urbanos) y las formas en las cuales afectan los logros urbanos, así como en 
cómo las relaciones espaciales refuerzan la injusticia (Fainstein, 2013).


En la RMBA, la orientación de los procesos urbanos en una lógica capitalista se tradu-
ce en una dinámica expansiva de la ocupación de nuevos espacios para la residencia. 
A través de políticas neoliberales se fomenta la valorización de tierras a través de la 
especulación financiera y su posterior urbanización. Este “urbanismo neoliberal“ (Pin-
tos y Narodowski, 2012) implica la incorporación masiva de nuevos territorios a la tra-
ma urbana del metrópolis, que produce un aumento de las urbanizaciones cerradas en 
la periferia urbana. Estos espacios muchas veces coinciden con las tierras bajas e in-
undables, en las cuales la presión ejercida por el crecimiento urbano produce fuertes 
impactos. Se observa allí un aumento de los problemas ambientales y sociales, y el 
surgimiento de conflictos ambientales en defensa al agua y los ecosistemas presentes 
(Astelarra, 2020; Wertheimer y Pereira, 2020).
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El proyecto Nueva Costa del Plata se analiza en esta investigación como un caso con-
creto del avance urbano sobre el espacio ribereño bajo una lógica que mercantiliza los 
espacios naturales y sus elementos. Este emprendimiento presenta las características 
de lo que Beatriz Cuenya denomina Grandes Proyectos Urbanos. Según esta autora, 
se trata de


“megaoperaciones de renovación urbana de iniciativa pública, mediante las cua-
les espacios relegados de la ciudad se transforman en ‘nuevas centralidades’. 
Esto es, entornos construidos, cuidadosamente diseñados por grandes estudios 
de arquitectura, dotados de una gran calidad edilicia y destinados a albergar las 
actividades de punta en la economía urbana y los servicios de alto nivel (…) 
Todo lo que puede englobarse con el rótulo de terciario superior, actividades que 
van a satisfacer una demanda de alto poder adquisitivo, demanda que usual-
mente excede el ámbito local para incluir a empresas, usuarios e inversores na-
cionales e internacionales” (Cuenya, 2009, citado según Ziccardi y Ramírez, 
2020, p. 16).


Si bien, siguiendo a Kozak y Jajamovich (2020), existe cierta dificultad para definir la 
categoría Grandes Proyectos Urbanos, en el contexto latinoamericano su comprensión 
se basa en los puntos principales que enuncia esta definición. Estas grandes opera-
ciones urbanas actúan principalmente sobre áreas relegadas, con el objetivo de trans-
formarlas en nuevas centralidades y atraer el sector económico global.


Se destaca de la definición propuesta por Cuenya el rol de la iniciativa pública como 
condición necesaria para la realización de Grandes Proyectos Urbanos. El sector púb-
lico participa a través de la creación de las condiciones para las operaciones inmobilia-
rias y la provisión de las grandes inversiones públicas para infraestructura, equipami-
entos urbanos y servicios públicos. Los Grandes Proyectos Urbanos representan un 
elemento importante en las prácticas del desarrollo urbano actual, ya que tienen efec-
tos amplios en múltiples aspectos: crean nuevas centralidades, inciden en la aglomer-
ación y centralización de funciones y servicios, atraen capital especulativo inmobiliario, 
impactan también sobre el sector público a nivel local, al atribuirle más peso a los go-
biernos locales en cuya jurisdicción se ubican los proyectos. La presencia de este tipo 
de proyectos complejiza el panorama de la gestión pública local, con la incorporación 
de la lógica del sector privado y el intento de las ciudades de posicionarse en el mer-
cado global.


Durante la última década del siglo pasado, la implementación y materialización de los 
Grandes Proyectos Urbanos alcanzó su mayor nivel. Esto se vincula con la orientación 
neoliberal de los diferentes gobiernos en la región y la integración de las ciudades al 
contexto global a partir de este momento. La orientación de las políticas urbanas en la 
rentabilidad del suelo y la búsqueda de un reposicionamiento de las ciudades en el 
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contexto mundial, que predominó a partir de este momento hasta la actualidad, fomen-
taron el surgimiento de este tipo de proyectos.


Los objetivos que se buscan alcanzar con la instalación de Grandes Proyectos Urba-
nos como forma de la gestión urbana se relacionan con la refuncionalización de áreas 
relegadas o en desuso, la atracción de inversiones privadas, así como el aumento del 
margen de actuación del sector público con la obtención de plusvalías que generan 
esos proyectos.


2.2 Procesos de expansión hacia el frente del río


Los procesos de expansión urbana en la RMBA fueron avanzando sobre espacios an-
teriormente no incluidos en la trama urbana, como son las tierras bajas e inundables y 
la costa del Río de La Plata. Durante las últimas dos décadas se observa un proceso 
de “recuperación“ (Wertheimer, 2017) de la costa metropolitana. Desde la instalación 
de la última dictadura cívico-militar en los años ’70, la costa del Río de Plata fue ocup-
ada por predios industriales y portuarios, así como grandes infraestructuras como rel-
lenos sanitarios, plantas potabilizadoras y bases navales. De esta forma, el acceso al 
río fue limitado por la presencia de estos establecimientos privados. La construcción 
de infraestructuras de movilidad, como las autopistas metropolitanas, aumentaron la 
tendencia de que las áreas costeras quedaran relegadas a los procesos de expansión 
durante mucho tiempo. El urbanismo y el desarrollo urbano se orientaron más en las 
posibilidades de una expansión horizontal hacia la pampa húmeda, en vez de una 
conexión con el río y los espacios ribereños.


La “recuperación“ de las costas apuntaba al goce y aprovechamiento por parte de la 
población. Tras la predominancia de usos privados se fomentaba su uso público. Este 
proceso fue liderada por la acción del sector privado, en tanto los estados locales de-
legaron la refuncionalización de las costas en el capital privado. Los proyectos esta-
blecidos en el espacio costero se llevaron adelante en alianzas entre el sector público 
y privado, a través de diferentes procedimientos como varios recurrentes cambios 
normativos o la venta y licitación de terrenos a bajo costo. De esta forma, la recupera-
ción siguió una lógica de un empresarialismo urbano.


Este proceso produjo fuertes conflictos sociales en torno a la gestión y los usos del 
territorio. Frente a los diferentes proyectos urbanos en la ribera de la región metropoli-
tana se generaron formas de resistencia social en defensa del espacio público y el 
ambiente, como se verá a lo largo de este trabajo.


Los procesos de crecimiento de la ciudad hacia el río se pueden caracterizar como 
fragmentados y particularizados. Novick et al. (2022) señalan una falta del diseño de 
una propuesta en común sobre la ribera de Buenos Aires que articule las diferentes 
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iniciativas puntuales. En la actualidad prevalece la gestión urbana guiada por la lógica 
mercantil y los negocios, que defiende su legitimidad con la incorporación de algunos 
espacios públicos en el desarrollo de la ciudad. La importancia de la ribera y los pro-
cesos naturales y territoriales que allí se desplieguen no suelen ser tomados en cuenta 
en las intervenciones que se llevan a cabo. Resulta de esto una impronta en la ribera 
de proyectos superpuestos nunca realizados o realizados a medias, las materializacio-
nes de decisiones políticas variadas, formas de ocupaciones precarias y provisorias 
que se fueron consolidando con el tiempo, y los impactos de negocios que se desar-
rollan por parte de múltiples actores.


El avance urbano, material y simbólico, hacia la ribera del Río de La Plata se expresa 
ya en varios proyectos diseñados a finales del siglo XIX que incluyeron estos espacios 
en la trama urbana. Así, por ejemplo, los planes para la construcción de un barrio resi-
dencial sobre una avenida ribereña abierta al río se inscribió en la demarcación de las 
fronteras de la capital nacional recién creada (Novick et al., 2022). Para la ribera de la 
zona norte de la región metropolitana se elaboró un “paseo de embellecimiento“ desde 
Vicente López hasta Tigre. Con este paseo, conformado por un sistema de parques 
similar a iniciativas en ciudades norteamericanas, se apuntaba a aumentar la rentabili-
dad de los terrenos sobre este eje norte siguiendo la traza del ferrocarril. Estos proyec-
tos, junto con las obras del Puerto Nuevo llevaron a la fragmentación de la costa. Para 
la Ciudad de Buenos Aires surgieron proyectos que integraron el barrio recién con-
struido de Puerto Madero con el resto de la ciudad a través de la apertura de la Plaza 
de Mayo. Estas iniciativas, sin embargo, nunca se pudieron realizar.


La inclusión de las costaneras norte y sur a la ciudad respondió a los argumentos esté-
ticos, paisajísticos y sociales durante los años veinte del siglo pasado. En este contex-
to se desarrollaron proyectos para estos espacios que los vincularon con un sistema 
más amplio de espacios verdes de carácter metropolitano. Se construyeron los paseos 
y avenidas de acceso para la costanera sur y norte. Durante las décadas posteriores, 
las propuestas urbanísticas enfocaron las grandes infraestructuras como el aeropar-
que y la Ciudad Universitaria. De esta forma, en la ribera se configuró una tensión ent-
re las infraestructuras y los espacios recreativos.


Durante los años ochenta predominaron las concesiones y piletas privatizadas en la 
ribera. En este marco también se da la aprobación del proyecto de la Ciudad Deportiva 
del Club Boca Juniors. Los impactos de estos desarrollos inciden sobre la configura-
ción de la ribera hasta la actualidad.


Recientemente, las intervenciones urbanas en los terrenos públicos en la ribera se lle-
van a cabo en base a subastas y convenios urbanísticos. De esto dan cuenta varios 
proyectos como los de Costa Urbana, Costa Salguero y Costa Carrasco, que repre-
sentan un desarrollo urbano en términos de desarrollo inmobiliario. Se trata de iniciati-
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vas fuertemente debatidas en el ámbito público, y recurrentemente judicializadas. Es-
tos proyectos se posicionan como únicas soluciones viables, justificándose con la in-
clusión de algunas propuestas de espacios verdes y parques. Sin embargo, represen-
tan un desarrollo urbano que se basa en la privatización y el negocio inmobiliario, y 
que no deja lugar a otras miradas sobre el espacio urbano y sobre la ribera.


Los varios proyectos desarrollados e implementados sobre la ribera metropolitana en 
el pasado podrían constituir una fuente de orientación para planificar el futuro destino 
del espacio costero. Para esto, es necesario una perspectiva integral. Siguiendo a No-
vick et al. (2022), la formulación de proyectos se debe orientar en lo material y lo sim-
bólico del espacio costero en las diferentes escalas, así como sus factores ambienta-
les y los factores sociales de una ciudad compleja y desigual.


Recapitulando, se observan en la actualidad procesos de expansión en la RMBA que 
conducen la inclusión de espacios en la trama urbana que no fueron urbanizados ante-
riormente. Entre ellos se incluyen las tierras bajas e inundables sobre el Río de La Pla-
ta. Los humedales y otros ambientes allí presentes transitan en este contexto una re-
significación como tierras destinadas a usos residenciales y urbanos, generando una 
conflictividad con otros usos existentes.


Capítulo 3: El análisis de las políticas públicas - Consideracio-
nes teóricas y metodológicas

En este capítulo se presentan, en primer lugar y de manera sintética algunas nociones 
básicas de las políticas públicas. Luego, se exponen con más detalle aquellas defini-
ciones que se retoman para esta investigación, así como las perspectivas teóricas y 
los modelos de análisis correspondientes. Estos modelos son, a saber, el modelo cícli-
co de Subirats et al. (2008) y el protomodelo de Oszlak y O’Donnell (2007). En un si-
guiente paso, se presentan las bases teóricas para el análisis de las políticas ambien-
tales y territoriales. Finalmente, se exponen algunas consideraciones generales para el 
estudio de las políticas públicas y su análisis se enmarca brevemente en el contexto 
argentino.


3.1 Algunas definiciones básicas de políticas públicas


De forma general, las políticas públicas refieren a determinados “problemas“ que se 
reconocen como tales y se transforman en “cuestiones“ que requieren una respuesta 
pública. Su estudio se puede basar en diferentes modelos o esquemas que reducen la 
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complejidad de la realidad y permiten un abordaje más detallado de las diferentes par-
tes que la componen y los procesos y mecanismos que la caracterizan. 


El análisis de las políticas públicas que propone este trabajo parte de las herramientas 
teóricas y las conceptualizaciones ofrecidas por Jaime et al. (2013). Tras la presenta-
ción de conceptos básicos como poder, Estado, legitimidad, sistema político y régimen 
político, los autores presentan varias definiciones de políticas públicas. Vale destacar 
que el análisis de los procesos de toma de decisiones en este trabajo se aplica al caso 
de un régimen democrático como es la Argentina. Si bien no existe un consenso último 
sobre las dimensiones o características que permiten identificar una política pública, 
las definiciones coinciden en que las mismas expresan la intencionalidad de resolver 
algún problema de la agenda de gobierno, contienen una definición de estos proble-
mas, postulan relaciones causales en torno a ellos, lineamientos y criterios para orien-
tar decisiones y acciones, mandatos y atribuciones de competencias y recursos a dis-
tintas organizaciones públicas (el Estado), así como las consecuencias efectivas (re-
sultados e impactos) que producen (Jaime et al., 2013).


A fin de mostrar al menos una parte de la heterogeneidad de las definiciones sobre 
políticas públicas, se presentan a continuación algunas de las múltiples nociones, y se 
desarrollan más en detalle aquellas que se utilizan para esta investigación.


Meny y Thoenig (1992) proveen una primera aproximación a las políticas públicas que 
enfoca el ámbito institucional donde se originan y que les otorga legitimidad. Según 
esta mirada, una política pública consiste en un conjunto de actividades normativas y 
administrativas por parte de una autoridad investida de poder público y legitimidad gu-
bernamental. El gobierno u otras autoridades inician la política en cuestión y aparecen 
como actores decisivos. Estos actores públicos promueven un conjunto de normas, 
como leyes y decretos ubicados en distintos niveles, así como prácticas concretas, 
que también pueden ser informales, durante la ejecución de las mismas. Las políticas 
públicas suelen tomar la forma de un programa de acción por parte del gobierno, en 
torno a un determinado sector de la sociedad (salud, transporte, etc.) o en un espacio 
geográfico delimitado (una ciudad, una región).


Otra definición básica de las políticas públicas es provista por Subirats et al. (2008), 
según la cual éstas apuntan a resolver un problema público reconocido como tal en la 
agenda gubernamental. Esta cuestión problemática, juzgada políticamente como in-
aceptable, lleva a una respuesta del sistema político-administrativo. La perspectiva 
adoptada por los autores incluye también las acciones por parte de actores no-públi-
cos, y avanza en este aspecto sobre la primera definición. Definen una política pública 
como “una serie de decisiones o de acciones, intencionalmente coherentes, tomadas 
por diferentes actores, públicos y a veces no públicos cuyos recursos, nexos institu-
cionales e intereses varían- a fin de resolver de manera puntual un problema política-
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mente definido como colectivo“ (Subirats et al., 2008, p. 36). Los autores señalan que 
una determinada situación social problemática puede dar lugar al intento de resolución 
en una política pública. En el momento inicial de adoptar una respuesta institucional, 
muchas veces las causas de esta situación son poco definidas, y no se cuenta con un 
consenso entre los actores públicos y privados sobre la definición del problema. Tam-
bién advierten la posibilidad de que el reconocimiento de una determinada situación 
social no lleve a ninguna intervención pública, ya sea por falta de articulación de los 
componentes del problema o por falta de viabilidad y consenso sobre las alternativas. 
Por ende existen también demandas sociales que no generan necesariamente respu-
estas por parte del Estado. Asimismo, una política pública puede interpretarse como 
una forma de ejercer poder y dominancia por parte de un grupo social sobre otro. La 
perspectiva de los autores se sitúa en el medio entre las visiones de un Estado que 
responde a la totalidad de las demandas sociales de igual manera, y de un Estado en 
el cual un grupo organizado ejerce el poder y la dominancia sobre otro grupo a través 
de las políticas públicas. Los problemas sociales (cambiantes) son construidos social y 
políticamente. Se articulan a través de mediadores para su discusión y eventual reso-
lución en procesos democráticos de toma de decisión.


La perspectiva de Subirats et al. provee una base analítica valiosa para esta investiga-
ción, que aborda la utilización del poder político para resolver los problemas colectivos. 
La noción de política pública de estos autores enfoca las interacciones, alianzas y con-
flictos, en un marco institucional específico, entre los diferentes actores públicos y pri-
vados, que se presentan en el proceso de resolución de un problema colectivo a tra-
vés de una acción concertada. En esta investigación se aplica esta perspectiva al caso 
concreto de las políticas ambientales en dos municipios, como ejemplo de un área de 
política que se caracteriza por la intervención de determinadas instituciones y la parti-
cipación de múltiples actores en un problema social concreto: el avance urbano sobre 
espacios naturales y la emergencia de conflictos en torno a los usos del territorio.


La investigación se centra en el análisis de las intervenciones públicas a nivel munici-
pal en torno a este problema social. Para contar con una definición de las políticas 
públicas que se centra en el Estado, sus acciones y también sus no-acciones, es ne-
cesario avanzar sobre las nociones hasta aquí expuestas.


Oszlak y O’Donnell (2007) entienden una política pública como “un conjunto de accio-
nes y omisiones que manifiestan una determinada modalidad de intervención del 
Estado en relación con una cuestión que concita la atención, interés o movilización de 
otros actores en la sociedad civil“ (p. 565). Esta definición resulta útil para el fin de esta 
investigación porque incluye la omisión como una acción, lo que permite comprender 
las situaciones en las que el Estado puede decidir no intervenir en ciertas cuestiones, 
así como las posibles razones y los efectos de esta no-acción. La definición vincula las 
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políticas públicas con los intereses de fondo de ciertos actores sociales o económicos. 
Una cuestión que genera la atención o el interés de estos actores puede llevar a una 
respuesta en forma de una política pública. Esta política representa entonces una de-
manda, detrás de la cual existen actores e intereses potencialmente en conflicto. La 
definición se centra en el Estado, no solamente el gobierno, entendiéndolo como un 
conjunto de instituciones públicas que participan a través de un conjunto de acciones 
en la implementación de las decisiones que supone una política pública. Según esta 
perspectiva, el Estado es un Estado en acción. “Hace“ políticas, que no operan en un 
vacío, sino responden al proceso social tejido alrededor de una cuestión. Frente a esta 
cuestión, el Estado y otros actores sociales adoptan una posición que puede variar a lo 
largo del proceso, con el intento de resolverla. Además del carácter relacional de las 
políticas públicas que incluye la definición de Oszlak y O’Donnell, ésta permite tomar 
en cuenta la dimensión temporal en el análisis del complejo proceso social alrededor 
de una cuestión. El conjunto de actores involucrados y sus tomas de posición pueden 
variar a lo largo de una intervención pública. Para la presente investigación que abarca 
también las diferentes fases de las políticas en el área de estudio, esto presenta una 
contribución valiosa.


Un aporte adicional provee la definición de Aguilar Villanueva (2009), que entiende la 
política pública como:


“un conjunto (secuencia, sistema, ciclo) de acciones, estructuradas en modo in-
tencional y causal, que se orientan a realizar objetivos considerados de valor 
para la sociedad o a resolver problemas cuya solución es considerada de interés 
o beneficio público; cuya intencionalidad y causalidad han sido definidas por la 
interlocución que ha tenido lugar entre el gobierno y los sectores de la ciudad-
anía; que han sido decididas por autoridades públicas legítimas; que son ejecut-
adas por actores gubernamentales y estatales o por estos en asociación con ac-
tores sociales (económicos, civiles), y que dan origen o forman un patrón de 
comportamiento del gobierno y la sociedad“ (p. 14).


Esta noción retoma la complejidad del proceso de una política pública desde el reco-
nocimiento de una situación como problema público relevante, la importancia que co-
bra la toma de posición por parte del gobierno, y el despliegue de un conjunto de ac-
ciones intencionales que inciden en la realidad y en el comportamiento de los actores. 
Agrega, además, el aspecto de la teoría causal que contiene cada política pública sob-
re cómo resolver el problema en cuestión. De esta forma, vincula la política pública 
con el conocimiento (científico), lo cual abre la posibilidad de comprender mejor el 
nexo entre la producción de conocimiento en torno a un determinado problema público 
y su abordaje concreto en intervenciones estatales.
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A pesar de las diferentes aproximaciones teóricas que suponen las varias definiciones 
sobre políticas públicas, de las cuales aquí sólo se presentaron las más relevantes 
para los fines de esta investigación, y siguiendo a Meny y Thoenig (1992), estas defi-
niciones coinciden en que una política pública contiene las siguientes características: 
a) Un contenido, que consiste en los recursos que se movilizan para generar ciertos 
resultados o productos; b) un programa, que encuadra cada acto, decisión o actividad 
individual en un marco de referencia, dándole coherencia; c) una orientación normati-
va, que resulta de las finalidades y preferencias de los decisores, que otorgan una di-
reccionalidad a la política pública y la cargan de determinados valores; d) un factor de 
coerción, que se deriva de la autoridad del actor gubernamental que le permite impo-
ner decisiones de políticas adoptadas; y, e) una competencia social, que se vincula 
con el fin de una política pública de modificar los comportamientos o intereses de cier-
tos actores o grupos sociales (Jaime et al., 2013).


Se evidencia entonces, que una política pública excede la mera declaración por parte 
del gobierno de resolver un problema público reconocido y considerado como tal. Im-
plica también la definición de este problema y la postulación de relaciones causales en 
torno a ello, la enunciación de acciones y decisiones orientadas a su resolución, la dis-
tribución y asignación de competencias y recursos a distintas organizaciones públicas, 
así como los resultados e impactos que produce la intervención pública.


Los diferentes modelos de análisis de las políticas públicas se nutren de varias disci-
plinas, principalmente las ciencias políticas. Se basan también en diferentes definicio-
nes de qué es una política pública. De esta forma ofrecen diferentes niveles analíticos 
y enfocan diferentes partes del proceso y productos de las mismas.


En lo siguiente se desarrollan con más detalle los enfoques y los modelos de análisis 
que proveen Subirats et al. (2008) y Oszlak y O’Donnell (2007) respectivamente, para 
luego basar el análisis de esta investigación en estos aportes.


3.2 El modelo cíclico de las políticas públicas


3.2.1 Consideraciones generales y presentación del modelo


Subirats et al. (2008) presentan en un principio las escuelas tradicionales de análisis 
de políticas públicas, que difieren en las perspectivas teóricas que adoptan. Distinguen 
como las tres principales corrientes del análisis aquella que relaciona el análisis de 
políticas públicas y la teoría del Estado, aquella que se centra en la explicación del 
funcionamiento de la acción pública, y aquella que se centra en la evaluación de los 
efectos de la acción pública.
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El modelo analítico propio que presentan los autores se nutre de cada una de estas 
corrientes, e intenta mantenerse abierto hacia las hipótesis de estas diferentes teorías 
contemporáneas. El modelo intenta explicar los productos o servicios de la administra-
ción pública y los efectos que éstos tienen en los grupos sociales involucrados en un 
problema colectivo específico. Apunta a “describir, comprender y explicar el funciona-
miento del sistema político-administrativo en su conjunto y sus interacciones con los 
actores no gubernamentales“ (Subirats et al., 2008, p. 27). Con el modelo, los autores 
buscan comprender la lógica con la cual las instituciones públicas resuelven los pro-
blemas colectivos, enmarcando el análisis de las políticas públicas así en la “ciencia 
de la acción“ (Subirats et al., 2008, p. 27).


En la perspectiva teórica que adoptan los autores, cobra especial importancia el análi-
sis de los actores político administrativos y sociales, que interactúan en una arena 
dentro de un ámbito determinado, las instituciones, que influyen en el comportamiento 
de los actores y en los resultados de la acción pública, y los recursos, que son movi-
lizados por los actores en función de sus diferentes intereses. Estos tres conceptos 
son los elementos principales sobre los cuales los autores construyen su modelo de 
análisis.


La base del análisis de este (y de muchos otros) modelos es la comprensión de la 
conducta individual y colectiva de los actores involucrados en las diferentes etapas de 
una política pública. En otras palabras, ¿por qué los actores hacen lo que hacen? Para 
Subirats et al. (2008, p. 29),


“el contenido y las características institucionales de una acción pública (variable 
a explicar) son el resultado de las interacciones entre las autoridades político-
administrativas y los grupos sociales que causan y/o padecen los efectos nega-
tivos de un determinado problema colectivo. Problema que, precisamente, trata 
de resolver la actuación de los poderes públicos (variable explicativa)“.


Las interacciones entre los distintos actores dependen de sus intereses, pero también 
de los recursos que logren movilizar. Estas interacciones se dan en torno al contenido 
de la política pública, como también en torno a la forma de su implementación. Al mis-
mo tiempo, las reglas institucionales vigentes condicionan los actores en su accionar. 
Se distingue entre las reglas institucionales generales (a nivel constitucional) que apli-
can a todas las políticas públicas, y las reglas institucionales específicas ligadas a una 
política pública determinada. Entre estos elementos clave del modelo de análisis -acto-
res, recursos, instituciones, contenido de una política pública- se puede dar un conjun-
to de relaciones posibles.


De manera general, Subirats et al. (2008) entienden que “toda política pública apunta a 
la resolución de un problema público reconocido como tal en la agenda gubernamen-
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tal“ (p. 33). Esta cuestión problemática, juzgada políticamente como inaceptable, lleva 
a una respuesta del sistema político-administrativo. De igual modo, es importante 
aclarar que esta respuesta institucional puede o no darse. Ciertos cambios sociales no 
generan políticas públicas, ya sea debido a la falta de articulación o debido a que las 
alternativas de intervención pública son inviables o carecen de consenso. Una deter-
minada política pública también puede ser interpretada como una forma de dominación 
o ejercicio de poder por parte de un grupo social sobre otro. Los autores destacan por 
esto que, para ser atendido, cierto problema social debe articularse a través de media-
dores y luego ser sometido a los procesos democráticos de toma de decisión. Un pro-
blema social es entonces una construcción social y política.


El término “política pública“ refiere a la utilización del poder político para resolver pro-
blemas colectivos. Interesan por lo tanto especialmente las interacciones, alianzas y 
conflictos en un marco institucional específico, entre los diferentes actores públicos y 
no-públicos en el intento de abordar un problema colectivo específico a través de una 
acción concertada. En esta investigación se aborda el marco institucional del área de 
estudio, donde múltiples actores territoriales inciden en las políticas ambientales a ni-
vel local.


Subirats et al. (2008) presentan su definición de una política pública, la cual entienden 
como


“una serie de decisiones o de acciones, intencionalmente coherentes, tomadas 
por diferentes actores, públicos y a veces no públicos cuyos recursos, nexos in-
stitucionales e intereses varían- a fin de resolver de manera puntual un problema 
políticamente definido como colectivo. Este conjunto de decisiones y acciones da 
lugar a actos formales, con un grado de obligatoriedad variable, tendentes a mo-
dificar la conducta de grupos sociales que, se supone, originaron el problema 
colectivo a resolver (grupos-objetivo), en el interés de grupos sociales que pade-
cen los efectos negativos del problema en cuestión (beneficiarios finales)“ (p. 
36).


La política pública incorpora las decisiones correspondientes a cada etapa de la acción 
pública e incluye tanto reglas generales y abstractas (leyes, decretos, órdenes, etc.), 
como actos individuales y concretos producidos durante la ejecución de las mismas 
(decisiones administrativas, autorizaciones, subvenciones, etc.).


Según Subirats et al. (2008), una política pública se constituye de varios elementos. La 
presencia de estos elementos es necesaria para que una decisión o acción pública se 
considere una verdadera política pública. En caso contrario, se trata más de una de-
claración o acción aislada, o si bien de un producto de los elementos constitutivos una 
política pública más amplia.
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Una política pública apunta a resolver un problema público. Una condición entonces es 
la presencia de una situación social que se juzga como problemática y cuya solución 
requiere de la acción del sector público. Se deben identificar los grupos-objetivo (target 
groups) cuyo comportamiento genera el problema que se busca resolver. La política 
pública actúa luego sobre estos grupos sociales específicos, buscando modificar u ori-
entar su conducta de manera directa o indirecta. Una política pública tiene que contar 
con una coherencia en la forma de abordar el problema en cuestión. Las decisiones o 
actividades que se llevan a cabo con este fin, y que se dirigen a los grupos-objetivo, 
necesitan estar relacionados entre sí. Una política pública se caracteriza por ser un 
conjunto de decisiones y actividades. Este conjunto de acciones excede el nivel de la 
decisión única, sin tener un carácter demasiado genérico. La declaración de un pro-
blema como público solo da lugar a una política pública si es seguida por una legisla-
ción en la materia y la aplicación concreta de la misma. Las decisiones y acciones 
concretas e individualizadas dentro de una política pública tienen que enmarcarse en 
un programa de intervenciones. Este programa, a su vez, tiene que tener continuidad 
en otros programas y vincularse con otras acciones para formar una política pública. 
Los actores que toman las decisiones e implementan las acciones tienen que ser acto-
res públicos, es decir, formar parte del sistema político-administrativo. Una política 
pública lleva a actos formales, es decir, la implementación de las medidas decididas. 
Vale mencionar que también se puede observar una no-acción o no-decisión del actor 
político-administrativo, que según la perspectiva de Subirats et al. tienen que ser 
acompañadas de decisiones formales paralelas. Las decisiones y actividades de los 
actores públicos en una política pública tienen un carácter más o menos obligatorio, 
debido a su autoridad legítima. Aparte de basarse en la coerción, la acción pública 
también puede tomar la forma de incentivos, por ejemplo a través de contratos entre el 
Estado y otras administraciones o entes públicos.


Los autores presentan el desarrollo de los procesos de decisión y de implementación 
de las políticas públicas en un modelo cíclico, como se observa en la Figura 1. Esta 
perspectiva cíclica da cuenta del carácter procesal de las intervenciones públicas, en 
contraste con la visión estática más tradicional.
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Figura 1: Modelo cíclico de una política pública




Fuente: Subirats et al. (2008, p. 42)


Dentro de este ciclo se distinguen cinco fases, las cuales se caracterizan aquí breve-
mente: la fase de surgimiento y de percepción de los problemas; la fase de incorpora-
ción a la agenda política; la fase de formulación de la política; la fase de implementa-
ción; y la fase de evaluación.


En la primera fase se detecta una determinada situación que visibiliza una diferencia 
entre el estado actual y el estado deseable. Esta situación produce una necesidad 
colectiva que se busca resolver. Sin embargo, no toda situación problemática se tradu-
ce en una política pública. Su tratamiento político depende de su capacidad de visibi-
lización, a través de los diferentes medios de comunicación. En la segunda fase, un 
determinado problema es considerado prioritario ante múltiples otras demandas socia-
les por parte de los actores del sistema político-administrativo, y así incorporado a la 
agenda política. Posteriormente, en la tercera fase, los actores públicos definen el mo-
delo causal del problema en cuestión, y se definen los objetivos, instrumentos y proce-
sos en un programa de actuación para resolver el problema. Los diferentes actores 
sociales buscan influenciar sobre esta definición a través de diferentes estrategias. En 
la fase de implementación se llevan a cabo las decisiones y acciones previstas en el 
programa de actuación. Al enfrentarse con situaciones concretas, muchas veces el 
programa de actuación tiene que adaptarse a las mismas. En la última fase, se 
evalúan los resultados y efectos de la política pública, es decir, los cambios que logró 
producir la política pública en las conductas de los grupos-objetivo. Se contrastan los 
resultados con la situación inicial para determinar el grado de resolución del problema.
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En la presente investigación, el foco está puesto más en los procesos de formulación 
de políticas públicas y en menor medida en su implementación. La evaluación de la 
acción pública representa un proceso complejo que requeriría un análisis propio, el 
cual excede los límites de esta investigación. Por lo tanto, se analizan principalmente 
los contenidos y mecanismos de las tres fases correspondientes: el surgimiento, la in-
corporación a la agenda política y la formulación.


Dentro del modelo cíclico, los autores llaman la atención sobre varios mecanismos de 
filtro o selección que actúan en el proceso de una política pública. La incorporación de 
cuestiones a la agenda depende de la percepción de determinados problemas como 
tales. También en la formulación de la política por parte de los actores públicos se ob-
serva una serie de decisiones que actúan como filtro, al igual que en la implementa-
ción y en la evaluación. El proceso de formación de agenda también será retomado 
más adelante en el subcapítulo 3.4 para el caso específico de las políticas ambienta-
les.


Cada fase del modelo se relaciona con preguntas principales que se plantea el analis-
ta y que guían el análisis de la política pública. Estas preguntas giran en torno a: la 
forma de la toma de conciencia del problema (fase 1); los factores que incitaron al go-
bierno a actuar ante el problema (fase 2); las soluciones propuestas y aceptadas, así 
como los procesos en los cuales se formularon dichas soluciones (fase 3); la aplica-
ción de las decisiones de los actores públicos (fase 4); y los efectos e indirectos de la 
política (fase 5).


El esquema cíclico de las políticas públicas representa una herramienta analítica valio-
sa. Permite tomar en cuenta las retroalimentaciones entre las distintas fases que se 
observan a menudo en la realidad. También permite analizar la composición de los di-
ferentes actores en cada fase, así como su variación a lo largo del ciclo. Sin embargo, 
el modelo no se debe aplicar de forma mecánica. En la realidad, las políticas públicas 
muchas veces no siguen una secuencia lineal y cronológica. Pueden presentarse dife-
rentes órdenes de las fases, o también rupturas en el proceso debido a la redefinición 
y reformulación de un problema. Las conexiones entre las fases que establece el mo-
delo son más bien de carácter heurístico y analítico en vez de representar relaciones 
causales, es decir, pueden no estar presentes en la acción concreta. En algunos casos 
también es posible que se den ciclos simultáneos o ciclos incompletos de políticas 
públicas que desafían la estructura del modelo. Por último, el modelo supone una di-
reccionalidad top-down de las políticas públicas. El Estado aparece como el único 
promotor de la acción pública y de los cambios sociales, dejando de lado las formas en 
las cuales los actores sociales inician y aportan a la resolución de un problema colec-
tivo de forma bottom-up.
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La aplicación del modelo cíclico en el marco de esta investigación requiere de un re-
conocimiento de estas debilidades analíticas. Además, hace necesario una revisión 
crítica del enfoque que adopta este esquema y del contexto en el cual se origina.


Una crítica importante hacia el modelo cíclico se vincula con su desarrollo para el aná-
lisis de políticas públicas en el contexto europeo. Su aplicación a un país del Sur Glo-
bal requiere de una adaptación de algunos de sus componentes. Por ejemplo, el sur-
gimiento de un problema y la formulación de una política pública puede originarse en 
los movimientos sociales, que representan actores con fuertes relaciones y gran inci-
dencia en el ámbito político. El contexto institucional en un país como Argentina difiere 
en gran medida de aquel en un país europeo. La debilidad estructural y baja eficiencia 
de las instituciones caracteriza el panorama de las políticas públicas y muchas veces 
dificulta su plena implementación. En el contexto de vaivenes económicos y políticos 
las políticas públicas se caracterizan por una fuerte volatilidad.


El enfoque cíclico provee, sin embargo, una herramienta valiosa para esta investiga-
ción, principalmente porque permite dividir analíticamente entre las distintas fases de 
una política pública y analizarlas individualmente. Por ello, para el fin de esta investi-
gación el modelo desarrollado por Subirats et al. resulta de utilidad.


En lo siguiente se presenta el modelo de análisis y sus componentes que desarrollan 
los autores para poder abordar una política pública específica.


3.2.2 El modelo de análisis


En base a la definición propuesta, Subirats et al. (2008) interpretan una política pública 
como


“un conjunto de decisiones y acciones que resultan de interacciones repetidas 
entre actores públicos y privados cuyas conductas se ven influenciadas por los 
recursos de que disponen y por las reglas institucionales generales (concernien-
tes al funcionamiento global del sistema político) y específicas (propias al ámbito 
de intervención en cuestión)“ (p. 113, itálica según el original).


En el modelo de análisis que proponen, las variables dependientes son el alcance y 
contenido específico de los diferentes productos de las políticas públicas. Las varia-
bles independientes son la constelación de actores y su conducta, directamente influ-
enciada por los recursos que pueden movilizar y el contexto institucional general.


Basándose en la noción del ciclo de las políticas públicas, se pueden distinguir cuatro 
etapas principales en el desarrollo de una política pública: la inclusión del problema 
público a resolver en la agenda gubernamental, la programación legislativa y regla-
mentaria de la intervención pública, la implementación del programa político-adminis-
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trativo a través de planes de acción y de los actos formales que resulten de ello, y la 
evaluación de los efectos generados.


Cada política pública consta de seis productos en estas diferentes etapas. En el análi-
sis de cada política pública se deben identificar estos tipos de productos. 
El producto 1, perteneciente a la etapa 1 es la definición política del problema público 
(DP). Esta definición influye de manera decisiva sobre la delimitación del problema y el 
marco en el cual se percibe, así como sobre la identificación de sus causas probables 
y las formas de intervención previstas. En la etapa 2 se encuentran dos productos, el 
programa de actuación político-administrativo (PPA) y el acuerdo político-administra-
tivo (APA). En el primero, el programa de actuación político-administrativo, se estable-
ce el conjunto de las decisiones legislativas o reglamentarias de todo el sistema políti-
co-administrativo necesarias para la implementación de la política pública. El acuerdo 
político-administrativo, por su parte, fija las competencias, las responsabilidades y los 
principales recursos de los actores públicos para la implementación del programa de 
actuación. La etapa 3 contiene los planes de acción (PA) que establecen las priorida-
des de implementación en el espacio geográfico y social, así como en el tiempo, y los 
actos de implementación (outputs) que abarcan todas las decisiones y acciones admi-
nistrativas de aplicación. Vinculados a la etapa 4 están los enunciados evaluativos de 
los efectos de las políticas públicas (impactos y outcomes). Dan cuenta acerca de los 
cambios de comportamiento de los grupos-objetivo y los efectos inducidos en los be-
neficiarios finales. También permiten una valoración sobre la pertinencia, la eficacia y 
la eficiencia de la política pública.


Cada uno de estos seis productos se define tanto desde un punto de vista sustantivo -
en cuanto al contenido de la política pública- como desde un punto de vista institucio-
nal -en cuanto a los actores, reglas y recursos de la política pública.


El modelo de análisis de los autores intenta abarcar la política pública en su conjunto. 
Si bien el análisis puede enfocar las relaciones causales entre las reglas instituciona-
les (generales y específicas), los actores y los recursos, por un lado, y los seis produc-
tos, por otro lado, para cada etapa de manera separada, los autores postulan una in-
fluencia directa entre los contenidos de las etapas: “los resultados sustantivos e insti-
tucionales de una etapa de una política pública (…) tienen una influencia directa sobre 
el contenido de las etapas subsiguientes“ (Subirats et al., 2008, p. 116).


De esta forma, las decisiones político-administrativas de una etapa limitan en cierta 
medida el margen de acción de las etapas posteriores. Esto se debe a que las deci-
siones y acciones en cada etapa siguen a un determinado objetivo para poder resolver 
el problema social, que otorga cierta coherencia a la política pública.
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Los autores argumentan que en la secuencia de una política pública, los actores y su 
constelación en el espacio político pueden variar. Pueden aparecer nuevos actores, 
desaparecer otros, y generarse nuevas coaliciones entre actores. Esto conlleva cam-
bios en las combinaciones de los recursos que poseen los actores para imponer sus 
diferentes intereses. También pueden modificarse las reglas institucionales. Todo ello 
impacta fuertemente sobre la política pública.


Postulan, además, que “los actores involucrados en una política pública pueden, en 
cada una de las etapas, servirse de las reglas institucionales vigentes y de los recur-
sos que aún no se han explotado para tratar de influenciar el contenido de la etapa en 
cuestión“ (Subirats et al., 2008, p. 117). Los actores cuentan entonces con cierto mar-
gen de acción dentro de una política pública, la cual en su programación no puede 
prever o planificar de manera definitiva el desarrollo de la etapa de implementación.


Especialmente en la etapa 1 y la etapa 2, que son las etapas que más interesan para 
este análisis, los actores intentan maximizar su influencia sobre los resultados sustan-
tivos e institucionales. Buscan asegurarse una posición clave, unas reglas favorables y 
recursos suficientes para las etapas siguientes de la política pública.


Resumiendo ambos postulados del modelo de análisis, se sostiene que los resultados 
sustantivos e institucionales de una etapa de una política pública (los productos) son 
influenciados tanto por las decisiones tomadas en la etapa anterior, como por las modi-
ficaciones en el marco institucional, en los recursos, en la constelación y las conductas 
de los actores de la etapa en cuestión.


Existen vínculos directos e indirectos entre los diferentes productos de una política 
pública, así como relaciones entre esos productos y las interacciones entre los actores 
públicos y privados. El modelo teórico integrado presentado por los autores intenta 
graficar estas diversas relaciones, como muestra la Figura 2:
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Figura 2: Modelo teórico para el análisis de una política pública




Fuente: Subirats et al. (2008, p. 120)


Dado que una política pública se basa en la finalidad de resolver un determinado pro-
blema público, las decisiones y acciones llevadas adelante por los actores del sistema 
político-administrativo apuntan a este objetivo. El contenido sustantivo de estas deci-
siones y acciones se va especificando desde la inclusión del problema a la agenda 
hasta la implementación. Subirats et al. (2008) consideran esta coherencia sustantiva 
como condición esencial de una política pública. La definición de los objetivos en la 
etapa de programación se hace en base a la percepción política del problema adopta-
da durante la incorporación a la agenda. La evaluación, por su parte, refiere al grado 
de solución del problema social detectado y definido en la primera etapa. Estos víncu-
los se ven reflejados en el modelo con la respectiva flecha de la etapa 2 y la etapa 4 a 
la etapa 1.


Los actores involucrados en una política pública tienden a conformar un campo poco 
delimitado durante la incorporación del problema colectivo en la agenda pública. La 
base del juego de actores de toda acción pública la conforman el Estado, los grupos-
objetivo y los beneficiarios finales. A lo largo de la secuencia de la política pública, la 
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cantidad y el tipo de actores, así como las interacciones entre los mismos, se estabi-
lizan. De esta forma se consolida y se delimita el “espacio de la política“ (Subirats et 
al., 2008, p. 121) que puede ser objeto de análisis.


Los actores intervinientes en las políticas públicas actúan en una arena, donde se en-
cuentran sus múltiples intereses y donde influyen en la resolución de las cuestiones. El 
Estado también representa un actor, que en vez de ser un actor único, aparece como 
un sistema político-administrativo complejo y frecuentemente heterogéneo. Los acto-
res provienen de un espectro amplio. Pueden ser individuos, personas jurídicas, gru-
pos sociales etc. vinculados a la cuestión e involucrados de manera activa o pasiva en 
su resolución.


Los recursos de que disponen los actores y su posición institucional influyen de mane-
ra decisiva sobre las estrategias, las ideas, los intereses y las formas de operar. Subi-
rats et al. (2008) distinguen diez tipos de recursos, entre ellos el recurso humano, 
económico, cognitivo o de información, interactivo o de organización, cronológico o de 
tiempo, de mayoría o de apoyo político, de violencia o de fuerza, así como el recurso 
jurídico.


Con respecto a las reglas institucionales, éstas actúan en un doble sentido sobre las 
estrategias de los actores. Por un lado, condicionan sus acciones; por otro, facilitan 
una mayor previsibilidad respecto a las decisiones y acciones de los demás actores 
involucrados; son al mismo “obstáculos y oportunidades“ (Subirats et al., 2008, p. 235). 
De esta forma, las reglas institucionales estabilizan los comportamientos de los acto-
res, sus interacciones y los resultados sustantivos que se obtienen de estas interac-
ciones. Una política pública contiene entonces un “capital institucional“ (Subirats et al., 
2008, p. 121) que consiste en las reglas institucionales generales y específicas, así 
como las normas (in)formales de las relaciones entre los actores.


En el análisis de una política pública, se puede observar que los actores incrementan 
el uso de sus recursos a lo largo de su desarrollo y que intercambian recursos entre 
ellos. Existen combinaciones típicas de recursos aplicadas por actores en ciertas situ-
aciones.


3.2.3 Sobre la metodología, los métodos y las técnicas


Para reconocer los productos de una política pública, Subirats et al. (2008) proponen 
basarse en una variedad de fuentes. Las que son utilizadas aquí son programas gu-
bernamentales a nivel provincial y municipal, la legislación correspondiente y sus re-
glamentaciones, informes oficiales de los servicios administrativos responsables, do-
cumentos informales de la administración pública y de grupos de interés, artículos de 
prensa y publicaciones en la web. También se incluyen fuentes primarias a través de 
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entrevistas con funcionarios públicos y conversaciones orales con representantes de 
grupos sociales.


El análisis de los diferentes productos se hace a través de los elementos operaciona-
les presentados por los autores, tanto para la dimensión de su contenido sustantivo 
como de su contenido institucional. La tabla (Tabla 1) muestra los elementos corre-
spondientes a cada producto. Se incluyen las etapas de la inclusión a la agenda políti-
ca, la programación y la implementación. La etapa de la evaluación no se considera, 
ya que no responde a los fines de esta investigación.


Tabla 1: Elementos operacionales para el análisis de los productos de una política pública


Fuente: elaboración propia en base a Subirats et al. (2008, p. 237)


Este esquema analítico -reducido en comparación con aquel propuesto por los auto-
res, con fines pragmáticos que responden al alcance de esta investigación- sirve como 
una guía para el estudio empírico aquí desarrollado. Permite la operacionalización de 
la variable dependiente: el contenido de la política pública en cuestión.


3.3 El modelo protoverbal


Como se señaló anteriormente, en esta tesis se trabaja con una articulación entre el 
modelo cíclico recién descripto y el modelo protoverbal de Oszlak y O’Donnell (2007). 
Según estos autores, el estudio de las políticas estatales y sus impactos aporta en una 

Etapa Producto a explicar Elementos operacionales para el análisis

Contenido sustantivo Contenido institucional

Inclusión en la agenda 
política

Definición política del pro-
blema público

(DP)

• Grado de intensidad 
(severidad)


• Perímetro

• Grado de innovación

• Grado de urgencia, gra-
do de presión social

Programación Programa de actuación 
Político-Administrativo 

(PPA)

• Concreción de los obje-
tivos


• Criterios evaluativos

• Elementos operativos (o 

instrumentos de acción)

• Autoridades y recursos 
administrativos


• Elementos procedimen-
tales (incluyendo los 
judiciales)

Acuerdo Político-Adminis-
trativo 
(APA)

• Cantidad y tipo de acto-
res


• Contexto determinado 
por las otras políticas 
públicas

• Grados de coordinación 
horizontal y vertical


• Grado de centralismo

• Grado de politización

• Grado de apertura

Implementación Planes de Acción

(PA)

• Explícitos (formales) vs 
ausentes


• Grado de discriminación 
(en el tiempo, el espacio 
y respecto a los grupos 
sociales)

• Grado de estructuración 
para las autoridades de 
implementación


• Recursos vinculados vs 
no vinculados


• Grado de apertura

Actos de Implementación 
(outputs)

• Perímetro (completos vs 
incompletos)


• Coherencia sustancial, 
interna y externa

• Contenido institucional

• Intermediarios vs finales

• Formales vs informales
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perspectiva más amplia al conocimiento del Estado latinoamericano, su naturaleza, 
sus formas y su rol en la distribución de recursos entre las sociedades latinoamerica-
nas y en el contexto internacional, las interrelaciones entre cambios sociales y cam-
bios en el Estado, y a la vinculación de hallazgos referidos a América Latina con otras 
experiencias.


En este contexto general enmarcan su análisis de las políticas estatales para aportar 
al tema de las transformaciones del Estado y de sus relaciones con la sociedad civil, 
identificando las dimensiones y características clave del estudio de estas políticas es-
tatales en un “modelo protoverbal“. La batería de preguntas que éste ofrece se reto-
man para acercarse a las políticas ambientales y territoriales de los municipios ana-
lizados en torno a la ribera, así como las políticas en otros niveles estatales.


Los autores definen las políticas públicas como tomas de posición del estado frente a 
cuestiones socialmente problematizadas. Parten de la idea de que las políticas estata-
les están insertas en una “estructura de arenas“ (Oszlak y O’Donnell, 2007, p. 559) 
donde se intentan resolver determinadas cuestiones sociales. En esta mirada, el Esta-
do “hace“ políticas públicas, por lo cual su análisis permite una visión del Estado “en 
acción”. Este Estado está inserto en un proceso social en el cual se entrecruza com-
plejamente con otras fuerzas sociales. Es por ello que las políticas estatales solo pue-
den ser analizadas en vinculación con este proceso social alrededor de un tema o cu-
estión, y con los actores que intervienen en el proceso de resolución de esta cuestión. 
Una determinada cuestión abordada en una política al respecto forma parte de una 
agenda de cuestiones. Esta agenda, por su parte, está relacionada con la estructura 
social en un momento histórico dado que pone límites a lo posible.


Una política entonces no opera en un vacío, si no que compite con otras políticas, los 
diferentes actores que intervienen en este proceso, y también con el Estado. El Esta-
do, “-diferenciado, complejo, contradictorio- aparece como un actor más en el proceso 
social desarrollado en torno a una cuestión. Su intervención supone ‘tomar partido’ re-
specto de esta última, sea por acción u omisión" (Oszlak y O’Donnell, 2007, p. 566). El 
Estado es un actor complejo, atravesado por lógicas contradictorias (política, técnica, 
burocrática) en sus diferentes áreas. La redistribución de recursos y capacidades esta-
tales en las políticas públicas impacta sobre la constelación de actores y las unidades 
internas al Estado involucradas en el tratamiento de la cuestión, por lo cual el Estado 
está en permanente estructuración y re-estructuración. Por ello es importante tomar en 
cuenta la dimensión temporal al analizar una determinada política.


El enfoque que adoptan los autores para el análisis de las políticas estatales permite 
entonces estudiar el Estado y los actores de manera desagregada y dinámica. Se con-
centra en el proceso social en torno al surgimiento, tratamiento y resolución de cues-
tiones por parte de políticas estatales y de otros actores. Es decir, en la dimensión 
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temporal de las políticas estatales y sus impactos como una secuencia de eventos que 
pueden resultar ser políticas estatales, políticas adoptadas por actores no-estatales, o 
una de estas dos formas que repercuten sobre cambios en el sistema de relaciones 
sociales (Oszlak y O’Donnell, 2007). De esta forma, se toman en cuenta los conflictos, 
las coaliciones, la movilización de recursos, y los grados relativos de autonomía y po-
der de diferentes actores. El enfoque adoptado implica el estudio de casos, tal como 
se propone la presente investigación, por lo cual el abordaje de los autores provee her-
ramientas de análisis útiles. Esta perspectiva adoptada por los autores intenta estar 
abierto a otros enfoques y complementarse con los mismos.


Las políticas estatales, en la perspectiva de los autores, son parte de, y se integran en, 
un proceso social alrededor de un tema o una cuestión específica. Para definirse como 
una verdadera política estatal tienen que estar vinculadas sistemáticamente al tema 
que abordan, al ámbito de acción social en que se insertan, a los actores involucrados 
en la resolución de la cuestión y a las respectivas políticas adoptadas.


Bajo el concepto clave de la cuestión, Oszlak y O’Donnell (2007) entienden aquellos 
asuntos “socialmente problematizados“ (p. 564). No todas las necesidades y deman-
das en una sociedad determinada son problematizadas. Los problemas sociales se 
transforman en cuestiones cuando ciertos actores los perciben como tales y cuentan 
con la capacidad necesaria para su incorporación en la agenda. Las cuestiones impli-
can tomas de posición por parte del Estado y de diferentes actores en el proceso des-
de su surgimiento hasta su (posible) resolución. Es importante entonces analizar el 
desarrollo de una cuestión, ya que es el factor por el cual las políticas estatales ad-
quieren sentido y pueden ser explicadas.


Los autores señalan que es importante tomar en cuenta el período previo al surgimien-
to de una cuestión, cuyo análisis aporta información valiosa sobre los actores que pro-
blematizan un determinado asunto, la forma en la que este asunto se convierte en cu-
estión, los recursos, estrategias y alianzas en juego en la problematización y la defini-
ción inicial de la cuestión. En la problematización de un asunto, o su imposición, jue-
gan diferentes formas de ejercicio de poder por parte del Estado o de actores domi-
nantes. Es por ello que resulta interesante analizar este período previo, ya que de este 
análisis también se obtiene conocimiento valioso sobre la capacidad de iniciación au-
tónoma por el Estado, las capacidades diferenciadas de diferentes actores sociales 
para iniciar cuestiones, movilizar recursos y alianzas, así como las características de 
las arenas que se conforman en torno a una cuestión (Oszlak y O’Donnell, 2007). El 
vínculo entre este período anterior al surgimiento de una cuestión y eventos posterio-
res al que refieren los autores se asimila a lo planteado por Subirats et al. (2008) en 
cuanto a los vínculos entre las etapas de una política pública.
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En la perspectiva de Oszlak y O’Donnell cobra gran importancia la toma de posición 
por parte del Estado en torno a una determinada cuestión, que expresa la intención de 
resolverla. Para lograr esto, una o varias organizaciones estatales adoptan decisiones 
simultáneas o sucesivas de manera continua en el tiempo, conformando así el modo 
de intervención del Estado frente a la cuestión, que los autores denominan política es-
tatal o pública. En lo siguiente, se usará el término política estatal de forma sinónima 
para denominar políticas públicas, para unificar el uso de término usado por Subirats 
et al.


Oszlak y O’Donnell (2007) definen una política estatal como


“un conjunto de acciones y omisiones que manifiestan una determinada modali-
dad de intervención del Estado en relación con una cuestión que concita la aten-
ción, interés o movilización de otros actores en la sociedad civil. De dicha inter-
vención puede inferirse una cierta direccionalidad, una determinada orientación 
normativa, que previsiblemente afectará el futuro curso del proceso social hasta 
entonces desarrollado en torno a la cuestión“ (p. 565).


El conjunto de iniciativas y respuestas que significa una política estatal responde a la 
posición predominante del Estado frente a una cuestión en un momento histórico y en 
un contexto determinado. Cabe destacar que las tomas de posición por parte del Esta-
do no son unívocas. Debido a la existencia de una variedad de unidades estatales con 
variable grado de autonomía y con capacidades diferentes de influencia, las inter-
venciones o decisiones de esas unidades involucradas frecuentemente son inconsis-
tentes o conflictivas. Del enfrentamiento entre diferentes unidades resulta la ambigüe-
dad y conflictividad de las tomas de posición del Estado.


Este Estado interviene a través de la acción u omisión en una cuestión. Aparece como 
un actor más que participa en el proceso social en torno a ella, de ahí que puede inici-
ar o legitimar una cuestión, fomentar o trabar su tratamiento activamente. La no-acción 
puede formar parte de la estrategia de intervención que adopta el Estado, dejar lugar a 
la resolución en la arena privada, o puede responder a que considera esperar una de-
finición más clara de la cuestión y de las posiciones de otros actores.


Aparte del Estado, otros actores sociales también se involucran frente a cuestiones 
que los afectan directa o indirectamente, y adoptan políticas para su resolución. Estas 
políticas no-estatales, o privadas, al igual que las estatales, pueden impactar en el 
proceso de resolución y en las futuras tomas de posición. Los actores que intervienen 
en una cuestión participan de esta forma en la formación de un área de acción social, 
a través de sus prácticas y tomas de posiciones en función de los recursos y apoyos 
que pueden movilizar y sus expectativas sobre el comportamiento de los otros actores 
afectados. En el proceso social en torno a una cuestión actúa entonces el conjunto de 
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políticas privadas y estatales, cuyas impactos particulares sobre el cambio social ob-
servado no siempre son fáciles de distinguir.


En este proceso social se interrelacionan la acción e inacción de cada actor, estatal y 
no estatal. Las decisiones que adopta el Estado, por ejemplo, se ven influidas por las 
decisiones posteriores de otros actores. Al mismo tiempo, la política estatal anticipa las 
tomas de posiciones y decisiones de otros actores claves desde su inicio. Las tomas 
de posición por parte del Estado cobran, sin embargo, una importancia particular en el 
proceso social, según argumentan Oszlak y O’Donnell (2007), primero, porque se ba-
san en la autoridad legítima del Estado, expresada por ejemplo en normas, y en el 
control de mecanismos de coerción. Y segundo, por su alcance mayor sobre la socie-
dad que las políticas privadas. El Estado es por estas razones considerado un actor 
importante por los otros actores. De igual forma, sus tomas de posición tienen gran 
valor explicativo para el contenido y la existencia de posiciones de los otros actores. 
Llevan a los otros actores a adoptar o modificar una posición, la cual está orientada en 
aquella del Estado. Por ello, las tomas de posición por parte del Estado se pueden 
considerar “nudos“ (Oszlak y O’Donnell, 2007, p. 567) en la secuencia de interaccio-
nes del proceso social.


La definición de la cuestión que se aborda en una política estatal es un factor import-
ante a tener en cuenta. Cada actor percibe y define de una manera distinta el proble-
ma social que se busca resolver. Además, cada actor cuenta con una percepción sob-
re la definición que aplican los demás actores sociales y el Estado a la cuestión. Esta 
situación compleja conlleva desafíos en cuanto a la comunicación entre los actores 
sociales y con el Estado, a las diferentes teorías causales que contienen las diferentes 
definiciones de los actores, y a la rigidez de las preferencias de los actores que juegan 
en esas definiciones.


Las políticas estatales no solamente contribuyen al proceso social en torno a una cu-
estión, sino también generan procesos internos al Estado (Oszlak y O’Donnell, 2007). 
La toma de posición por parte de una unidad estatal “en nombre del Estado“ dispara 
un proceso burocrático en el cual otras unidades a su vez adoptan o modifican su po-
sición, y se atribuyen competencias y se asignan recursos a unidades dependientes de 
la primera. En lo siguiente, se suelen constituir aparatos burocráticos nuevos o redis-
tribuir las competencias de organismos ya existentes, a fin de contribuir a la solución 
del problema social. Este proceso burocrático se vincula estrechamente con el proceso 
social. Responde, por un lado, a la política estatal adoptada en torno a la cuestión, e 
incide, por otro lado, en la adopción de nuevas políticas que, a su vez, pueden incidir 
en la toma de posición inicial del Estado mediante la generación de estructuras buro-
cráticas especializadas.
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El conjunto de actores involucrados en la resolución de una cuestión presenta varia-
ciones a lo largo de una política estatal. Esto se debe a la cambiante dinámica del pro-
ceso social y la misma naturaleza de los diferentes actores. La movilización de actores 
puede ocurrir en el momento inicial o en algún momento posterior del proceso social. 
También pueden abandonar su toma de posición en el proceso, o verse excluidos del 
mismo. Por ende, en el estudio de las políticas estatales, la dimensión temporal cobra 
una gran importancia. Sin embargo, los autores no especifican más detalladamente 
esta advertencia y no proveen herramientas concretas al respecto que se podrían apli-
car en un estudio empírico.


Oszlak y O’Donnell presentan en base a su visión de políticas estatales como un com-
plejo proceso de interrelaciones a lo largo del tiempo por parte de un conjunto de acto-
res cambiante una serie de preguntas que pueden guiar el análisis. Este protomodelo 
permite identificar los aspectos y dimensiones centrales en el estudio de las políticas 
estatales. Las preguntas de las cuales consiste el protomodelo para el análisis de una 
política estatal son las siguientes (Oszlak y O’Donnell, 2007, p. 571):


- ¿En qué momento de la historia de la cuestión se produce la primera toma de posi-
ción identificable por parte del Estado?


- ¿Qué podemos decir acerca de la definición de la cuestión por parte del Estado en 
ese momento?


- ¿Cómo influye esa toma de posición inicial por parte del Estado respecto de las de 
otros actores sociales? (redefiniciones y toma de posición respecto de la cuestión 
según los casos)


- ¿Qué actores sociales y cuándo se movilizan buscando influir en el modo de resolu-
ción de la cuestión?, ¿Qué recursos ponen en juego para ello?


- ¿Qué nos enseña ésto acerca de su poder relativo, de su grado y tipo de acceso al 
Estado y de los estilos/preferencias trasuntados en sus políticas?


- ¿Qué procesos burocráticos horizontales y verticales genera la toma inicial de posi-
ción por parte del Estado?, ¿Cuál es la diferenciación interna al Estado en términos 
de unidades que de alguna manera se ocupan de la cuestión?, ¿Qué cristalizacio-
nes institucionales se producen?, ¿Qué consecuencias tiene ésto respecto de futu-
ras tomas de posición por parte del Estado?


- ¿Qué líneas de conflicto y coalición se van generando alrededor de la cuestión y de 
las respuestas iniciales de actores sociales y unidades estatales?, ¿Qué segmentos 
del proceso burocrático ofrecen puntos de entrada para el ejercicio de influencia por 
parte de qué actores “privados“?
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- ¿Suelen los patrones de conflicto, coalición y negociación centrarse en algún tipo de 
arena pública?, ¿Existe algún modo dominante mediante el cual se intenta resolver 
la cuestión?, ¿Cómo varía esto respecto de quién inició y quién mantiene vigente a 
la cuestión?


- ¿Existen ciclos de atención prestada a la cuestión?, ¿Qué factores contribuyen a 
posibles picos y baches de atención?


- ¿Qué cambios sociales e internos al Estado mismo son atribuibles a estos proce-
sos?


Las preguntas trazan el proceso detectado por los autores, desde la primera toma de 
posición y definición de la cuestión por parte del Estado, las implicancias en y reaccio-
nes de otros actores, las estrategias que éstos aplican, así como los recursos que mo-
vilizan, las constelaciones de actores sociales y unidades estatales que se generan, 
los conflictos y coaliciones que se llevan a cabo en la arena pública, hasta los cambios 
sociales e internos al Estado que generan estos procesos.


El marco de análisis que conforman estas preguntas tiene un carácter altamente 
dinámico, al concentrarse en


“las secuencias de tomas de posición por parte del Estado y de otros sectores 
sociales, el cambio implicado por la diferenciación interna al Estado y por la mo-
vilización/desmovilización de actores sociales en distintos tramos históricos de la 
cuestión, las redefiniciones de la cuestión y de sus modos dominantes de resolu-
ción“ (Oszlak y O’Donnell, 2007, p. 572).


La resignificación de la cuestión por parte del Estado que se produce como efecto de 
los procesos a los cuales se refiere este protomodelo representan nuevos nudos, a 
partir de los cuales los otros actores ven influenciadas sus propias políticas. Para re-
gistrar estos cambios, es posible aplicar la batería de preguntas nuevamente a partir 
de cada nudo (Oszlak y O’Donnell, 2007).


En contraste con Subirats et al., Oszlak y O’Donnell no establecen un modelo teórico 
cerrado en cierto aspecto, sino consideran que su protomodelo aporta a comprender 
mejor ciertos aspectos o dimensiones centrales para el estudio de políticas estatales.


Sin embargo, el protomodelo no contiene un procedimiento metodológico explícito 
para el análisis de las políticas estatales. Los autores no especifican en qué momento 
del proceso de investigación y bajo qué criterios aplicar estas preguntas a la política 
estudiada. Por lo tanto, en esta investigación se retoma este protomodelo en diferen-
tes momentos para orientar el análisis de las políticas en materia ambiental y territorial 
de los dos municipios.
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El proceso social tejido alrededor de una cuestión representa el primer nivel de contex-
to que, según Oszlak y O’Donnell, es necesario tener en cuenta en el análisis de las 
políticas estatales. Agregan un segundo nivel de contexto, anteriormente mencionado: 
la agenda de cuestiones. Los autores consideran a la agenda como el conjunto de cu-
estiones socialmente vigentes. Se generan conflictos y coaliciones sobre cuáles son 
las cuestiones que forman parte de esa agenda y así también cuáles se intenta resol-
ver. Esto se debe a que los actores no pueden abordar a todas las cuestiones existen-
tes en una determinada sociedad, y también a los intereses, concepciones y recursos 
con los que cuentan esos actores. Los actores se ven confrontados con más o menos 
cuestiones ante los cuales tienen que tomar posición, según su poder relativo.


En esta perspectiva agregada, la toma de posición de cada actor depende en parte del 
conjunto de la agenda, y en parte de sus posiciones adoptadas respecto de otras cu-
estiones. Las coaliciones y conflictos de un actor en una cuestión inciden en su com-
portamiento en otra cuestión. Lo mismo sucede para los recursos que moviliza este 
actor y su percepción sobre las características de otros actores. Entre más cuestiones 
puede abordar al mismo tiempo, a través de la movilización de sus recursos, más po-
der relativo tiene un actor.


El conocimiento acerca de la composición de la agenda de cuestiones y de la configu-
ración de conflictos y coaliciones, al menos de manera aproximada, ayuda a compren-
der el caso particular de la política que se estudia aquí. La estructura social representa 
un contexto de la agenda que, para el fin de analizar una política estatal, puede tomar-
se en cuenta de manera más general aún. El conocimiento sobre esta estructura social 
ayuda a distinguir los actores potenciales respecto de una cuestión, su significado, sus 
patrones de acción y los recursos que pueden movilizar. Aparte del tema propio de 
estudio, constituido por las políticas estatales y la cuestión que éstas abordan, es de 
interés entonces tener en cuenta la agenda de cuestiones y la estructura social como 
el contexto más estático y agregado. El análisis de estos niveles más generales puede 
basarse en fuentes secundarias, según los autores.


Los autores enmarcan los impactos que genera una política estatal en el proceso soci-
al del cual esta política forma parte. A este proceso aportan de forma interrelacionada 
tanto los actores privados como el Estado con sus respectivas tomas de posición, ge-
nerando una variedad de impactos. Por ello, no resulta tan importante medir de mane-
ra cuantitativa y puntual el efecto específico de una política estatal. Los autores 
abogan en lugar de eso por una estrategia de investigación más inductiva, en la cual 
también se inscribe su protomodelo de carácter abierto, mucho más exploratorio que 
explicativo.
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3.4 Las políticas ambientales y territoriales


Las políticas ambientales que se analizan aquí son políticas públicas de carácter terri-
torial, dado que impactan sobre la configuración del espacio y los grupos sociales que 
viven en él. Por lo tanto, resulta necesario hacer operativo los conceptos de territorio y 
ambiente en vinculación con las políticas públicas. En lo siguiente se revisan algunas 
perspectivas conceptuales sobre el territorio para luego aplicarlas al análisis de las 
políticas públicas.


El territorio como concepto fundamental en la geografía se vincula con otras nociones 
como lugar, paisaje, espacio, región y redes. Las concepciones en torno a esa noción 
son múltiples y su uso se da en distintos contextos epistemológicos.


El concepto de territorio abarca varias dimensiones: contiene una dimensión física, 
proveyendo recursos para la reproducción social; de autoridad política, que se ejerce 
por parte del Estado en un área delimitada; de construcción social, derivada del domi-
nio material y la apropiación simbólica del espacio por parte de un determinado grupo 
social o político; una dimensión simbólica, que se vincula con las identidades territoria-
les de determinados grupos sociales y su relación con los espacios vividos; y una di-
mensión de dominación y apropiación (material y simbólica) del espacio que dota el 
territorio de una trama de relaciones de poder.


Se destaca aquí este último punto en torno al espacio apropiado material y simbólica-
mente. Esto permite pensar el territorio como una arena de disputa donde confluyen 
las relaciones de poder en torno al uso, la valorización y la apropiación de un espaci-
o.Esta apropiación tiene una dimensión política, pero el territorio implica también la 
idea de pertenencia y de proyectos que una sociedad desarrolla en un espacio dado. 
Implica la proyección de las estructuras específicas de un grupo humano, su modo de 
división, gestión y ordenamiento del espacio.


La articulación de territorios y redes en un conjunto complejo de interrelaciones conlle-
va una tensión entre dos lógicas espaciales (Haesbaert, 2014). Haesbaert argumenta 
que la organización del espacio sigue dos lógicas: la lógica zonal y la lógica reticular. 
Resultan de estas lógicas los espacios-zona, que se relacionan con el cierre, la fijación 
y la continuidad del espacio, y los espacios-red donde predominan las disposiciones 
en red y que se relacionan con las conexiones, la movilidad y los flujos. El autor argu-
menta que en la escala local y regional muchas veces predomina la lógica zonal, es-
pecialmente en las políticas territoriales y regionales desde el Estado, que controla el 
espacio en términos de espacialidades contiguas.


Vale señalar aquí que los humedales presentan ambas características, ya que se los 
puede pensar como una unidad areal articulada y atravesada por flujos reticulares va-
riables y con pulsiones propias. Es por eso que su gestión mediante políticas ambien-
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tales resulta compleja. Una política al respecto tiene que tomar en cuenta los múltiples 
procesos sociales, ambientales y económicos que se despliegan en estos ambientes. 
Los nuevos procesos de urbanización también presentan una lógica zonal en su ten-
dencia de profundizar la formación de “archipiélagos urbanos“ (Janoschka, 2002a) que 
constituyen elementos fijos y cerrados en una ciudad fragmentada. Pero también pre-
sentan una lógica reticular al promover la articulación, por ejemplo mediante infraes-
tructuras como autopistas, y la conexión entre diferentes nodos urbanos.


Según Haesbaert (2011), las territorialidades pueden tomar diferentes formas. Las ter-
ritorializaciones pueden estar más cerradas, y no admitir una pluralidad de poderes e 
identidades en su interior, o ser más flexibles, y presentar una superposición de juris-
dicciones y heterogeneidad en cuanto a los usos presentes. A partir de la superposi-
ción de jurisdicciones y la combinación de controles, funciones y simbolizaciones terri-
toriales, se conforman territorialidades múltiples.


La noción de las territorialidades múltiples permite comprender la vivencia en varios 
territorios al mismo tiempo que es producto de la dinámica combinada de los territorios 
múltiples. También abre la perspectiva a la presencia de más de una escala geográfica 
en un mismo territorio. Los actores sociales que promueven este tipo de territorializa-
ción pueden hacer uso de mecanismos y estrategias que se ubican en la gama que va 
desde la escala del Estado-Nación hasta la escala local. Las múltiples configuraciones 
territoriales observables en el espacio resultan de la presencia simultánea de ámbitos 
territoriales delimitados y continuos, así como procesos reticulares que exceden esos 
ámbitos. Esta multiterritorialidad y la multiescalaridad caracteriza también la configura-
ción del área de estudio de esta investigación.


Desde la perspectiva de la administración pública actual, el territorio constituye el obje-
to para la actividad de la planificación y provee el enfoque para determinadas políticas 
sectoriales. La visión detrás de las intervenciones estatales se basa en una concep-
ción de territorios contiguos y delimitados, así como en territorializaciones homogéne-
as y poco flexibles. Esto se debe a la propia lógica del aparato administrativo-institu-
cional que se caracteriza por una diferenciación funcional. Para las políticas públicas y 
territoriales, esta situación representa un desafío, en cuanto las configuraciones territo-
riales múltiples exceden el ámbito que logran abarcar los esquemas institucionales 
clásicos.


Los aspectos conceptuales sobre el territorio hasta aquí presentados implican algunos 
puntos para abordar las políticas en torno al mismo, los cuales se mencionan a conti-
nuación.


Las dos lógicas que se describieron (lógica zonal, lógica reticular), se observan de 
manera simultánea en el espacio y se articulan. Los procesos territoriales delimitados 
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y continuos se presentan junto con aquellos procesos que se relacionan con las dispo-
siciones en red, las conexiones, la movilidad y los flujos. Estas lógicas pueden com-
plementarse y también presentar contradicciones, o incluso confrontar. Las políticas 
territoriales deben considerar la limitación que les es inherente de abordar su objeto en 
principio sólo desde una lógica que promueve los espacios-zona. Este grado de rigidez 
institucional contrasta con las configuraciones variables del territorio. Harvey (2003) 
atribuye esta diferencia a la lógica política, que actúa dentro de límites territoriales fi-
jos, por un lado, y la lógica capitalista, que se caracteriza por una alta movilidad y ca-
pacidad de articulación, por el otro lado.


Para poder abordar las múltiples configuraciones territoriales presentes en el espacio, 
las políticas tienen que tomar en cuenta la dinámica territorial y elegir un recorte territo-
rial que se adapta a la misma. Esto es posible teniendo en cuenta los aspectos mate-
riales, los actores presentes y las escalas que abarca la intervención. Un ejemplo con-
creto para un territorio de múltiples configuraciones es la Región Metropolitana de 
Buenos Aires, en la cual se superponen diferentes territorializaciones y que es objeto 
de una multitud de políticas sectoriales e integrales con incidencia territorial.


El territorio se puede considerar como el “lugar de encuentro“ de las políticas públicas. 
Las políticas territoriales, en plural, refieren a un conjunto de intervenciones y activida-
des que aborda las cuestiones territoriales desde sus múltiples dimensiones. Teniendo 
en cuenta el rol fundamental del concepto de territorio en torno a los procesos sociales 
que se desarrollan en el espacio, las políticas territoriales cobran gran importancia. Sin 
embargo, no suele existir un enfoque territorial en las políticas públicas, y en la agenda 
pública predomina el abordaje de cuestiones sectoriales.


El concepto de ambiente se distingue del de naturaleza en tanto ésta entendida como 
un dominio ontológico definido por la ausencia de humanidad, resulta totalmente sepa-
rada de la cultura. Esta noción predominó durante el siglo XIX e inicio del siglo XX en 
la perspectiva sobre el entorno de los seres humanos. A su vez, el ambiente, concepto 
desarrollado a partir del siglo XX, refiere al entorno que contiene las bases para la re-
producción y que influye en la humanidad. Pero al mismo tiempo también es influido y 
antropizado por el ser humano. Los pretendidos límites entre el mundo natural y el 
mundo cultural se vuelven más borrosos en esta perspectiva. Esto se muestra por 
ejemplo en los procesos de manipulación de la genética o en la atribución de derechos 
a los (algunos) animales domésticos (Descola, 2005).


La historia de la visión occidental de la naturaleza se fue desarrollando en base a tres 
tipos ideales que presentan características distintas (Castro, 2011). En la tradición ju-
deo-cristiana, la naturaleza fue considerada como un todo acabado, finito e inmutable. 
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Su existencia, los procesos naturales y también la vida humana representaban un plan 
divino. En el iluminismo, la idea de un conjunto inseparable de humanidad y naturaleza 
se abandonó. Apareció en su lugar una separación de ambas dimensiones, lo natural y 
lo cultural. La naturaleza fue considerada la base que sustenta el progreso humano y 
que provee los recursos para satisfacer las necesidades de las sociedades. Este prog-
reso, que apuntaba a mejorar las condiciones materiales y espirituales, se sustentó en 
la ilusión de la infinidad de los recursos de la naturaleza. Además, en la idea del con-
trol y el dominio del ser humano sobre la naturaleza. En esta perspectiva, la naturaleza 
rica y abundante, pero también salvaje, era objeto de intervención de la actividad hu-
mana. A través de la mano humana, esta naturaleza podía ser mejorada, lo cual se 
plasmó por ejemplo en la idea de los jardines. En este sentido, debido a la idea de la 
naturaleza abundante, no se consideraba como un recurso necesario de cuidar. En el 
romanticismo, que surge como respuesta histórica al iluminismo, se pondera la idea de 
la naturaleza escasamente transformada como lo genuino y lo sublime de una cultura. 
De esto se desprende una serie de oposiciones como son la primera naturaleza (no 
intervenida) y la segunda naturaleza (intervenida y transformada por la actividad hu-
mana), el campo y la ciudad, así como la naturaleza y la tecnología. A su vez, aparece 
también la noción de la degradación de esa naturaleza genuina, y por ende, de conta-
minación ambiental.


Estudios como el de Castro (2011) vinculan la emergencia de la ecología como ciencia 
científica, así como la emergencia de la cuestión ambiental, es decir, la idea de que el 
ambiente se transforma en un tema de agenda y debate público, con la combinación 
de elementos del iluminismo y del romanticismo. Es así que se da el pasaje simbólico 
de la noción de la naturaleza a la del ambiente. Esto implica también la idea de una 
influencia del entorno, y de un ser humano que no está separado de la naturaleza, sino 
que forma parte de un ecosistema como un todo más complejo.


Los problemas ambientales y su abordaje en políticas públicas se construyen social-
mente en procesos complejos. A continuación se revisan los aspectos principales de 
estos procesos, y se presentan conceptos claves como el de agenda, su construcción, 
así como los actores principales y sus visiones involucrados en la agenda ambiental.


Para la presente investigación se destaca la importancia del concepto de agenda (Ta-
mayo Sáez, 1997), y su formación (Cobb, Ross y Ross, 1976). Avanzando sobre lo 
antes expuesto sobre este concepto en los diferentes modelos de análisis de políticas 
públicas, y siguiendo a Tamayo Sáez, se distingue entre la agenda sistémica, o social, 
por un lado, y la agenda institucional, o política, por otro lado. La agenda sistémica in-
cluye las demandas y preocupaciones sociales prioritarias, es decir, todos los asuntos 
que los miembros de una sociedad en un momento determinado perciben como pro-
blemáticos. La agenda política, a su vez, está conformada por los problemas públicos 
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prioritarios, que son todos aquellos problemas que cobran importancia para la socie-
dad en su conjunto y que los directivos públicos consideran prioritarios. Los temas en 
la agenda política pueden (pero no necesariamente deben) transformarse en una polí-
tica pública que intente resolver el problema. Algunos temas de la agenda sistémica 
ingresan más fácil que otros a la agenda política, debido a la existencia de sesgos ne-
gativos y positivos.


En esta investigación, se retoma el término agenda política que acuña Tamayo Sáez, 
pero se refiere a esta noción como agenda pública, en concordancia con otros autores 
como Gutierrez (2015; 2018). De esta forma, se enfoca el ámbito público en un sentido 
más amplio que sólo en su dimensión política, y se resalta la vinculación entre el con-
cepto de agenda y las políticas públicas que resultan (posiblemente) de esa agenda.


En el proceso de formación de la agenda, ciertos problemas o cuestiones llegan a ll-
amar la atención seria y activa del gobierno (Elder y Cobb, 1996). Estos posibles asun-
tos de política pública que son construidos por diferentes grupos sociales, luego com-
piten junto con otros asuntos por la atención de los decisores políticos. La formación 
de la agenda, es decir el ingreso de temas a ella, se da a través de diferentes meca-
nismos. Cobb, Ross y Ross (1976) presentan tres modelos de formación de agenda 
con diferentes capacidades de fijar un tema en la agenda: la iniciativa externa, la ini-
ciativa interna y la movilización social. Para cuestiones y demandas ambientales, tal 
como es el caso en la presente investigación, Gutiérrez (2015) argumenta que las ac-
ciones contenciosas son de igual importancia para posicionar estas cuestiones en la 
agenda y exigir la aplicación de los derechos ambientales como lo son los mecanis-
mos de participación institucionalizada. Por lo tanto, se suman a los tres mecanismos 
anteriormente mencionados la judicialización, la protesta social y la controversia exper-
ta.


Para entender en específico la agenda ambiental y la política ambiental, resulta clave 
analizar los actores que participan en su formación, la relación entre los actores esta-
tales y sociales, así como la definición de los problemas ambientales, es decir, los dife-
rentes argumentos y visiones en juego (Christel y Moreno, 2018).


En las relaciones Estado-sociedad, que son de interés para esta investigación, inciden 
una multitud de actores de la arena estatal y la arena social. Los límites entre estos 
dos grupos generales son difusos y su conformación se redefine constantemente a lo 
largo del tiempo. Vale aclarar que el Estado no es una entidad monolítica, sino que se 
compone de varias instituciones que cuentan con cierta autonomía y que otorgan un 
carácter heterogéneo a las decisiones y acciones adoptadas por parte del Estado. Los 
tipos de actores que se reconocen en la cuestión ambiental se ubican en un continuo 
entre estructuras de organización formales e informales. Christel y Moreno (2018) re-
conocen entre ellos los siguientes: asambleas vecinales, comunidades campesinas y 
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originarias, organizaciones de recuperadores urbanos, ONG ambientalistas, empresa-
rios, cámaras de productores, académicos, sindicatos, partidos políticos, gobernado-
res, intendentes, funcionarios y agencias de los distintos niveles de gobierno, legisla-
dores nacionales y provinciales, concejales, el Poder Judicial nacional y provincial y 
las defensorías del pueblo. Al cumplir roles diferenciales, todos estos actores pueden, 
en principio, convertirse en actores destacados (Gudynas, 2001) en la generación de 
políticas ambientales. 


Existen diversas clasificaciones para los tipos de actores. Para esta investigación, se 
clasifican con fines analíticos en gobiernos (nacionales, provinciales, municipales), 
empresas (públicas, privadas), activistas ambientalistas (movimientos ambientales, 
organizaciones de base, uniones vecinales, ONGs), y actores locales. Dado que la in-
vestigación enfoca la escala municipal, se señala la relevancia de la dimensión local 
en el abordaje de las relaciones Estado-sociedad, así como de los problemas ambien-
tales y las políticas ambientales. La clasificación efectuada aquí no quiere ocultar la 
existencia de ciertas tensiones entre los tipos de actores, así como internas a ellos. Es 
necesario tomar en cuenta su carácter analítico y matizar los límites establecidos entre 
los grupos en el análisis empírico.


Las relaciones entre los actores estatales y sociales, así como al interior de cada are-
na, pueden ser de confrontación y/o de colaboración. Los conflictos y tensiones en la 
relación entre actores llevan a que éstos intenten imponer el propio objetivo o visión en 
torno a una determinada política ambiental sobre el objetivo del otro. Al mismo tiempo 
que actores confrontan con algunos actores sociales o estatales pueden mantener re-
laciones de colaboración con otros. También es posible que actores compartan una 
misma visión u objetivo en torno a la política ambiental, sin fomentar relaciones de 
colaboración entre ellos.


Como se señaló más arriba, el Estado no es monolítico, sino que representa un orga-
nismo internamente heterogéneo con distintos intereses y objetivos, no necesariamen-
te coherentes y hasta contradictorios. Asimismo, la división entre Estado y sociedad es 
difusa y sometida a cambios. Estos puntos son importantes para comprender las for-
mas en que los actores sociales aplican una combinación de formas de acción varia-
das entre más contenciosas y de participación más institucionalizada. Pueden mante-
ner relaciones de tensión con algunos actores estatales al mismo tiempo que relacio-
nes de colaboración con otros. De esta forma, hacen un uso estratégico de las relacio-
nes, en función de la heterogeneidad del Estado.


Christel y Moreno (2018) sostienen que “las relaciones de confrontación y/o colabora-
ción entre los actores sociales y estatales configuran simultáneamente la definición de 
los problemas y de las políticas ambientales“ (p. 472). Resulta interesante entonces, 
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revisar aquí con más detalle el proceso de construcción y definición de los problemas 
ambientales.


La construcción de un problema ambiental implica tanto la delimitación y el diagnóstico 
de una situación problemática, como la definición de las políticas ambientales que dar-
ían solución a ese problema. Se trata de un proceso dinámico y complejo, en el cual 
se puede identificar un momento inicial, a partir del cual los actores toman sus posicio-
nes, desplieguen sus estrategias y apuntan a la resolución del problema. Con esta 
“eclosión del problema ambiental“ (Christel y Moreno, 2018, p. 477) también se con-
forman las distintas visiones mínimas de los actores. Estas visiones mínimas represen-
tan las percepciones en torno a un problema ambiental específico que comparten los 
actores, más allá de presentar diferencias en sus intereses y prácticas. De esta forma, 
unen y aglutinan a varios actores con miradas similares respecto de un problema par-
ticular y de las políticas ambientales. Al mismo tiempo, las visiones mínimas se delimi-
tan de aquellas de otros actores, estableciendo así una relación de confrontación entre 
ellos.


Las visiones mínimas remiten a los tipos de concepciones del mundo que sustentan 
las diferentes definiciones de los problemas ambientales de cada actor, así como las 
soluciones que propone. Christel y Moreno (2018) distinguen entre una concepción 
productivista y una concepción ambientalista. La primera considera el entorno natural 
principalmente como un recurso que debe estar a disposición de las actividades hu-
manas y el desarrollo productivo en general, en términos de crecimiento económico. 
Se basa en un fuerte pensamiento antropocéntrico y eleva el fin principal de un desar-
rollo productivo por encima de la protección ambiental. Esta percepción también es 
defendida en los discursos de un desarrollo sustentable. La segunda concepción apun-
ta a mayores niveles de protección ambiental frente a las actividades humanas. Exis-
ten diferentes concepciones sobre el ambiente y tipos de ambientalismo, que difieren 
en los problemas ambientales que son considerados importantes y las políticas ambi-
entales que deberían implementarse. Las posiciones de los actores ambientalistas se 
ubican en un continuo entre el ambientalismo conservacionista (ecocéntrico), por un 
lado, y el ambientalismo socio-ambientalista (antropocéntrico), por el otro lado. Según 
una concepción conservacionista, el ambiente es sinónimo de la naturaleza. El objetivo 
que se persigue es la preservación de los recursos y especies que de ella surgen, sin 
prestar mayor atención al componente social del ambiente. Según una concepción so-
cio-ambiental, el ambiente es un espacio que excede a lo puramente natural. También 
se toma en cuenta su carácter social y humano.


La construcción de los problemas ambientales resulta ser un proceso dinámico, el cual 
puede desarrollarse de forma poco lineal y poco delimitada. Los actores y sus defini-
ciones varían a lo largo del proceso, se relacionan con otros actores involucrados y 
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son influenciados por ellos. Como se vio más arriba, las relaciones entre los actores 
sociales y estatales responden a sus intereses, sus visiones mínimas.


Una forma específica de las relaciones entre actores estatales y sociales observan Fi-
gueroa (2020a) y Figueroa y Gutiérrez (2018) para el caso de una política ambiental 
sobre bosques y glaciares a nivel nacional. En la formulación de la Ley Nacional de 
Bosques Nativos (sancionada en el 2007), y posteriormente en la Ley de Glaciares 
(sancionada en el 2010), confrontan dos “coaliciones sociedad-Estado“, conformadas 
por un conjunto específico de ambos arenas. Así, en el proceso conflictivo que signifi-
ca la formulación de políticas ambientales los actores participantes tienden a agrupar-
se en coaliciones cuyas visiones e intereses confrontan en el ámbito político con el fin 
de imponer su perspectiva sobre la naturaleza. Los actores despliegan diferentes es-
trategias para influir en la normativa ambiental. Según Figueroa (2020a), la sanción de 
una normativa ambiental resulta exitosa cuando la coalición proteccionista aplica de 
manera conjunta la estrategia institucional y la estrategia de opinión pública. La coali-
ción productivista por su parte aplica estas estrategias para impedir la sanción de una 
normativa ambiental que regularía las actividades productivas. En las acciones des-
plegadas por los actores involucrados en el proceso de formulación de una política 
ambiental se observa también el uso de la escala como herramienta política para pro-
mover o restringir la sanción de una política (Straccia, et al., 2021).


En el análisis de las políticas ambientales en esta investigación se parte de esta dife-
renciación analítica de los actores en dos coaliciones que fue identificada por los auto-
res. Sin embargo, se reconoce que esta aproximación presenta cierta rigidez, por lo 
cual se abre aquí la perspectiva a una diferenciación con matices entre ambas posi-
ciones. Esto tomando en cuenta también la fluidez de las posiciones de los actores a 
lo largo del proceso que se analiza en esta investigación. Asimismo, la ubicación del 
análisis en una escala inferior de la que consideraron los autores. Sin embargo esta 
perspectiva analítica permite comprender la constelación de los actores, estatales y 
sociales, que inciden en las políticas ambientales específicas que tiene como objeto 
esta investigación.


Para el estudio de las políticas ambientales cobra gran importancia la relación entre 
actores estatales y sociales. Las formas que asume esta relación Estado-sociedad a lo 
largo del proceso de formulación e implementación de esa política inciden tanto en el 
origen y la trayectoria como los resultados y efectos de una determinada política 
(Gutiérrez, 2018).


Una política ambiental se caracteriza, según Gutiérrez (2018), por ser un “espacio y 
expresión de la construcción social de los problemas ambientales“ (p. 16). Su análisis 
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permite entender entonces las formas en las que se construyen los problemas ambien-
tales. Una política ambiental representa no solamente una respuesta a un problema, 
sino es parte de la creación del mismo. La importancia de las políticas ambientales 
radica en que canalizan y resuelven las diferentes posiciones en torno a un problema 
específico mediante decisiones estatales vinculantes (leyes, decretos, programas, 
otras disposiciones institucionales). En este sentido, una política ambiental representa 
“un conjunto de prácticas socialmente aceptadas a través de las cuales tratamos de 
enfrentar lo que viene siendo conocido como la crisis ecológica” (Hajer, 2000, citado 
según Gutiérrez, 2018, p. 16).


Una definición existente más específica de políticas ambientales se encuentra en Mo-
reno (2020, p. 27), quien afirma que:


“se trata de políticas públicas en materia ambiental, que reconocen una cierta 
cuestión ambiental como problemática y buscan mejorar las condiciones ambien-
tales a través de la prevención, mitigación o reparación de todo tipo de contami-
nación o daño provocado por alteraciones físicas o químicas en el ambiente de-
rivadas del desarrollo de actividades humanas“.


Esta definición es apta para comprender la dimensión ambiental de las políticas, pero 
resulta limitada frente a los objetivos de esta investigación, ya que no incluye los pro-
cesos territoriales que abarcan estas políticas. En palabras más concretas, no abarca 
aquellas políticas que inciden en el ambiente por ejemplo a través de los procesos de 
ordenamiento territorial y la planificación territorial. Por ello, en esta investigación se 
encuadran las políticas ambientales en políticas territoriales más amplias. Esto amplía 
el enfoque y permite abordar el estudio de las políticas considerando los fines de esta 
investigación.


El análisis de las políticas ambientales que propone esta investigación hace énfasis en 
el esquema legislativo que sustenta una política pública. Una política pública va más 
allá de la normativa, y a veces una política pública no se basa en una ley específica. 
Sin embargo, en Argentina la ley cumple un rol importante en la formulación de una 
nueva política o el cambio de una política, a partir de los cambios introducidos por la 
reforma constitucional en el año 1994 (Gutiérrez, 2018). Por ello, para el área ambien-
tal resulta importante analizar los procesos de formulación e implementación de la ley 
en el marco de una política. Las políticas ambientales se entienden en esta investiga-
ción entonces como políticas territoriales que hacen referencia directa al ambiente, se 
centran en él y tienen un impacto sobre las diferentes dimensiones del ambiente (sue-
lo, agua, aire, etc.).
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3.5 Consideraciones generales del análisis de políticas públicas y el contexto 
argentino


El interés de la investigación se vincula con lo que Lasswell (1970) denomina el cono-
cimiento de las políticas públicas, en contraste con el conocimiento en las políticas 
públicas. Se estudian las causas, el desarrollo y las consecuencias de los fenómenos 
sociales y políticos, y de los procesos de elaboración y puesta en marcha de las políti-
cas (Jaime et al., 2013).


El análisis de las políticas públicas se puede efectuar desde múltiples ámbitos, lo que 
implica una diversidad en cuanto a la finalidad, la rigurosidad, los destinatarios de los 
resultados y los ámbitos de realización. Esta investigación se enmarca en el paradig-
ma de una investigación académica (Weimer y Vining, 1989), con el objetivo de aportar 
a la comprensión de los procesos sociales. Se diferencia en eso de las actividades que 
se realizan en el marco de una investigación de políticas, del planeamiento, de la ad-
ministración pública tradicional o del periodismo. El interés del análisis está en las for-
mas en las que determinados problemas son calificados como públicos, los mecanis-
mos de entrada a la agenda de algunos de estos problemas, su definición, la respues-
ta y toma de posición de los gobiernos, así como su elección de instrumentos de inter-
vención y la implementación, y el cambio en las políticas públicas.


En el estudio de las políticas públicas, Jaime et al. (2013) reconocen al menos cuatro 
tipos de decisiones que el investigador tiene que tomar y que impactan sobre las con-
clusiones que se pueden obtener de la investigación:


En primer lugar están las decisiones en torno a la relación entre el investigador y el 
objeto de estudio (las políticas públicas), con las cuales se define el abordaje episte-
mológico. La presente investigación se acerca a su objeto en el marco de un paradig-
ma postempirista. Se pretende describir y comprender un determinado fenómeno, que 
se construye con el fin de esta investigación. Por ende, ni el objeto en sí mismo, ni la 
posición del investigador son dadas y se pueden percibir de manera objetiva. Se pre-
sentan interrelaciones entre ambas partes, el objeto y el investigador, que inciden en el 
abordaje del fenómeno estudiado, y por ello tienen que ser considerados en el proceso 
de investigación. En vez de establecer relaciones de causalidad, a lo que apunta esta 
investigación es describir el objeto de estudio desde una perspectiva específica y sin-
gular, contribuyendo así a su comprensión.


En segundo lugar, están aquellas decisiones en torno a las formas o instrumentos 
adecuados para abordar el objeto de estudio. En consecuencia de las decisiones ante-
riormente adoptadas, esta investigación sigue una estrategia teórico-metodológica ex-
ploratoria basada en el estudio de caso. Se analizan tanto el contenido y el discurso de 
una política determinada como también, en menor medida, las percepciones de algu-
nos de los beneficiarios de esta política pública.
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En tercer lugar, están las decisiones en torno al enfoque teórico que se adopta. Este 
trabajo retoma los cuerpos teóricos, o parte de ellos, que fueron desarrollados ante-
riormente. Aquí resulta suficiente señalar que el marco teórico elegido también influye 
en la metodología a aplicar.


Por último, en torno a las diferentes formas de construcción del objeto sobre las políti-
cas públicas, se sigue la diferenciación que hace Muller (2010). Según ese autor, los 
estudios de las políticas públicas se pueden orientar en la génesis de esas políticas, 
su implementación o los impactos que generan. Esta investigación aborda, por un 
lado, el surgimiento y la formulación de una política pública determinada, analizando 
los procesos sociales, políticos y administrativos que inciden en la definición del pro-
blema en cuestión y las diferentes tomas de posición por parte de los actores involu-
crados. Por otro lado, en menor medida, interesan los procesos de implementación, es 
decir, las decisiones y acciones que se llevan a cabo por parte de la administración 
pública para resolver ese problema. Se analizan también los mecanismos y las estra-
tegias a través de las cuales los actores administrativos inciden en la elaboración y 
ejecución de una política pública. De esta forma se quiere aportar a la comprensión del 
funcionamiento de las organizaciones públicas y las interrelaciones en sus diferentes 
niveles.


Jaime et al. (2013) presentan un esquema (Figura 4) que visualiza las implicaciones 
para el objeto de estudio según la postura que toma la investigación sobre políticas 
públicas. En las investigaciones sobre la génesis de las políticas públicas, la política 
representa la variable dependiente, mientras que los actores intervinientes, y los facto-
res estructurales e institucionales son considerados como variables independientes. 
Las investigaciones sobre los resultados e impactos consideran la política pública 
como variable independiente y los efectos (resultados en impactos) como las variables 
dependientes. Las investigaciones que abarcan los procesos de implementación se 
pueden ubicar tanto en el lado izquierdo como en el lado derecho del esquema.
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Figura 3: Construcción del objeto de estudio en las políticas públicas -  
variables independientes y dependientes


 

Fuente: Jaime et al. (2013, p. 80)


Siguiendo a la diferenciación que establece el esquema, esta investigación se enmar-
ca en la dimensión del lado izquierdo del esquema. Para el análisis del surgimiento y 
la formulación de la política pública, se hace hincapié en la forma en la que los actores 
y la estructura administrativo-institucional del Estado (variable independiente) inciden 
en el contenido de la política (variable dependiente). En el análisis de la gestión públi-
ca y la implementación de esa política, se enfocan las sucesivas tomas de posición del 
aparato burocrático y como estos se vinculan con las políticas públicas diseñadas en 
el mismo y en otros niveles administrativos (y eventualmente las modifican).


Para enmarcar el análisis de esta investigación en el contexto nacional, se recurre a la 
presentación sistemática de los procesos políticos de las políticas públicas en Argenti-
na que ofrecen Jaime et al. (2013). Los autores identifican cuatro ciclos o momentos 
de la política pública argentina: 1) el capitalismo oligárquico, que coincide con la con-
strucción de las principales instituciones del Estado Nacional; 2) el Estado Social, don-
de prevalece el rol del Estado como regulador de la vida económica y social, con un 
foco en la integración de los sectores más pobres de la población; 3) el proceso de 
desestatización, con el desmantelamiento estatal inducido por la crisis financiera, con-
flictos distributivos y conflictos políticos-ideológicos; 4) el proceso de recuperación del 
estado, a partir del año 2003 con el nuevo incremento de la presencia estatal en cuan-
to a control y regulación del sector privado, estatización de empresas privatizadas, fo-
mento de políticas estatales de regulación laboral, de subsidios, en materia de seguri-
dad social, y en el sector de medios masivos de comunicación audiovisuales.


Recientemente, hay indicios de un cambio en la forma de las políticas públicas, su 
formulación y su implementación, bajo un nuevo-viejo paradigma de índole liberal que 
conlleva el desmantelamiento estatal a favor del sector privado y una apertura hacia el 
mercado mundial. Esto se traduce en una redefinición de las funciones estatales, ba-
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sada en legislación adaptada con este fin, y que se lleva a cabo tanto en los diferentes 
niveles de la administración pública como en la gestión política.


La reconstrucción histórica de estos ciclos, como se hizo aquí de manera muy sintéti-
ca, permite reconocer las principales decisiones que marcaron una dependencia de la 
trayectoria en los procesos de implementación de políticas públicas.


El análisis de los procesos de cambios de las políticas públicas argentinas se abordó 
desde dos tipos que difieren en las variables que aplican para explicar este cambio 
(Jaime et al., 2013). El primer tipo enfoca las variables político-institucionales, y carac-
teriza las políticas públicas argentinas por su inestabilidad y volatilidad. El segundo 
tipo enfoca las variables burocrático-estatales, es decir, los mecanismos internos del 
Estado previamente a la implementación de las políticas. Por ello, considera que la 
(in)estabilidad de las políticas públicas es determinada por los ciclos políticos.


En el contexto argentino, en la formulación de políticas públicas participan una multi-
plicidad de actores en la arena pública. Jaime et al. (2013) distinguen como los princi-
pales los siguientes: los partidos políticos, el Poder Ejecutivo, los gobernadores, el 
Congreso, el Poder Judicial, la burocracia y los actores de la sociedad civil.


Resumiendo, en este capítulo se examinaron las características y fundamentos teóri-
cos del análisis de políticas públicas, centrándose en su aplicación al contexto de las 
políticas ambientales y territoriales. Se presentaron definiciones básicas de políticas 
públicas y se discutieron los modelos cíclico de Subirats et al. (2008) y protoverbal de 
Oszlak y O’Donnell (2007), que ofrecen marcos analíticos para entender la formula-
ción, implementación y evaluación de políticas. Se enfatizó la importancia del territorio 
y del ambiente en la construcción de políticas públicas, así como la dinámica de in-
teracciones entre actores estatales y sociales en la definición de problemas y en la 
toma de decisiones. Además, se abordó el contexto argentino, caracterizado por la in-
estabilidad y volatilidad de las políticas públicas, y se identificaron los actores clave en 
la arena pública. Esta parte del marco teórico y metodológico proporciona una base 
sólida para el análisis de las políticas ambientales en los municipios de Quilmes y 
Avellaneda.


En el siguiente capítulo, se explorará la Ecología Política Latinoamericana y los conflic-
tos socioambientales, lo que permitirá profundizar en las dinámicas de poder y resis-
tencia que emergen en el contexto de la gestión ambiental en los municipios de Quil-
mes y Avellaneda.
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Capítulo 4: La Ecología Política Latinoamericana y conflictos 
socioambientales

Tras la revisión de las principales conceptualizaciones en torno al estudio de las políti-
cas públicas, se presentan en este capítulo aportes teóricos que complementan este 
enfoque.


La perspectiva teórica desde la cual la investigación se acerca a su objeto de estudio 
es la Ecología Política Latinoamericana, basándose principalmente en los aportes de 
Héctor Alimonda (2017a) y Enrique Leff (2017). Si bien se trata de un campo académi-
co relativamente reciente y todavía en construcción, como señalan los mismos autores 
mencionados, esta perspectiva ofrece un marco valioso para la comprensión de los 
procesos conflictivos de apropiación de la naturaleza por parte de diferentes actores 
sociales, tal como se analizan en esta investigación.


La Ecología Política Latinoamericana tiene como objeto el estudio de los conflictos so-
cio-ambientales generados por la apropiación capitalista de la naturaleza. Estas apro-
piaciones en forma violenta por parte del capital concentrado, la crisis climática global, 
y vinculado con esto un retroceso en la perspectiva de políticas de desarrollo y de de-
rechos humanos constituyen relevantes características de la actualidad (Alimonda, 
2017a).


Se trata de un campo académico amplio que emerge de diversas disciplinas, más bien 
que en el marco de un esquema teórico propio. Frente a la incapacidad de las ciencias 
sociales tradicionales de abordar los desafíos actuales de la humanidad, emerge la 
ecología política entre los años sesenta y setenta, inducido por la inminencia de la cri-
sis ambiental global. Plantea que en esta crisis, la cual en esta perspectiva es vista 
como la expresión de una crisis civilizatoria, se hicieron visible los modos de vida in-
sustentables de la humanidad. Debido a que desde las diversas teorías convenciona-
les que abordan las relaciones entre cultura y naturaleza se desconocieron las causas 
epistemológicas de la crisis ambiental, la ecología política se propone deconstruir esas 
teorías desde un enfoque crítico. Busca comprender los procesos sociales vinculados 
a los desafíos actuales de la humanidad: la transformación de los ecosistemas, el 
cambio global, la degradación entrópica del planeta y la insustentabilidad de la vida. 
En esto pone el foco en las relaciones de poder –y de poder en el saber– que determi-
nan los modos de acceso, intervención, apropiación y degradación de la naturaleza. 
En la perspectiva de la ecología política, los poderes hegemónicos conducen al mundo 
hacia la degradación del planeta.


Las raíces de la disciplina se encuentran en los paradigmas críticos de la geografía y 
la antropología y se vincularon con otros campos que se inscriben en los estudios 
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post-estructurales, de-construccionistas y post-constructivistas, post-coloniales y an-
tiesencialistas.


La ecología política, según argumenta Leff (2017), aparece dentro de diferentes es-
cuelas disciplinarias, más bien que en el marco de un esquema teórico propio. El es-
quema de ecología política que se fue conformando se deriva del marxismo, cuyas 
ideas fueron prevalecientes a mitad del siglo XX, y retoma aportes de campos como el 
eco-marxismo, del eco-anarquismo y la ecología social. La ecología política se des-
prende de dos paradigmas teóricos dominantes en la modernidad: la teoría económica 
y la teoría biológica. Deconstruye estos dos paradigmas que desconocen el ambiente, 
enfocándose en los conflictos de distribución ecológica que el paradigma económico 
no puede abordar, y criticando las teorías evolucionistas en el abordaje de las dinámi-
cas socio-ambientales. Coloca la ecología así en una perspectiva de una epistemolo-
gía política.


Para el propósito deconstructivista de la ecología política, es fundamental la compren-
sión epistemológica del concepto de ambiente. Para la epistemología ambiental, el 
ambiente es todo aquello exterior a los paradigmas normales de la ciencia. Leff enti-
ende el ambiente también como un potencial productivo que posibilita pensar otro 
modo de producción que el modo actual capitalista y la construcción de otros mundos.


La Ecología Política Latinoamericana aborda las relaciones sociedad-naturaleza desde 
un lugar de enunciación latinoamericano y se inscribe en la tradición del pensamiento 
crítico latinoamericano, con el cual existen varios puntos en común (Alimonda, 2015; 
2017a). La Ecología Política Latinoamericana sostiene fundamentalmente que la parti-
cularidad de lo latinoamericano se debe a las consecuencias que produjo la conquista 
y la subsiguiente subordinación colonial del continente entero dentro del sistema inter-
nacional. Debido a esta experiencia traumática colectiva de las sociedades latinoame-
ricanas también se construyó una historia ambiental de la región. La perspectiva de la 
Ecología Política Latinoamericana permite tomar en cuenta las racionalidades y per-
spectivas subalternas, contrarias a la racionalidad económica hegemónica, que se de-
spliegan por parte de actores sociales como pueblos originarios, campesinos y los 
movimientos socio-ambientales en conflictos distributivos ecológicos.


La ecología política del Sur se diferencia fundamentalmente de la ecología política del 
Norte en la deconstrucción de la racionalidad capitalista desde la racionalidad ambien-
tal (Leff, 2017). Se cuestiona la legitimidad de los paradigmas de la racionalidad 
económica y jurídica y se reconoce la validez de otros conocimientos, saberes y prác-
ticas de comunidades y poblaciones tradicionales. La ecología política del Sur enton-
ces no solo es un campo de estudio sobre los conflictos socio-ambientales y la distri-
bución desigual de costos y beneficios ambientales. La racionalidad ambiental también 
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permite pensar la conflictividad socio-ambiental como nuevas formas de construcción 
de la sustentabilidad y así sobre la relación cultura-naturaleza.


Como se dijo, el objeto de estudio de la ecología política son los conflictos socio-ambi-
entales generados por la apropiación capitalista de la naturaleza. En los conflictos so-
cio-ambientales se disputan las formas de apropiación, producción, distribución y ge-
stión de los recursos naturales (Merlinsky, 2013). Estas luchas ambientales tienen 
lugar en la arena pública, donde confrontan los intereses contrapuestos y las perspec-
tivas sobre el ambiente de los actores sociales que se expresan en distintos “lenguajes 
de valoración“ (Martínez Alier, 2009a). Los conflictos ambientales ponen en cuestión 
las relaciones de poder en el acceso a estos recursos para algunos actores y la exclu-
sión de otros.


Los conflictos sobre el acceso a los recursos también implican conflictos sobre los mo-
dos de territorialización y la construcción de sustentabilidad, como argumenta Leff 
(2017) en base a Bryant (1992). En los conflictos se disputan distintos modos de apro-
piación de la naturaleza y la imposición de modelos de apropiación ajenos a los pobla-
dores locales. El avance del capital en búsqueda de nuevas formas de acumulación 
transforma y degrada a los territorios y genera movimientos de resistencia. Esta acu-
mulación por desposesión (Harvey, 2003) actualmente se inscribe en un “desarrollo 
sostenible“.


Como un aspecto central, la Ecología Política Latinoamericana considera la dimensión 
política de los procesos socio-ambientales. La politización de la ecología, que por sí no 
es política, se da por la intervención humana en las transformaciones ecológicas. En 
estas transformaciones se ejerce poder sobre la naturaleza, y los procesos de apropi-
ación siguen a valores e intereses que se inscriben en distintas racionalidades. Como 
efecto de estas estrategias de poder se generan procesos ecológicos politizados. Lo 
político de la ecología resulta entonces de esta “voluntad de poder“ (Leff, 2017, p. 138) 
que conduce los procesos de apropiación social de la naturaleza.


El concepto de la distribución ecológica, que retoma la ecología política en base a 
Robbins (2012) permite relacionar la distribución de la riqueza con las condiciones 
ecológicas. La distribución ecológica se refiere a la distribución desigual de los costos 
ambientales y los potenciales ecológicos, factores que en el modelo de mercado solo 
aparecen como externalidades (Leff, 2017). En los conflictos socio-ambientales que se 
forman en torno al daño ecológico y la apropiación social de la naturaleza, estos facto-
res son internalizados y se generan movimientos sociales. El concepto rompe la racio-
nalidad económica que considera daños ambientales como factores cuantificables. 
Incluye los criterios y valores de los actores sociales que no se orientan en una lógica 
económica, como son la identidad, autonomía, territorio, calidad de vida y supervi-
vencia.
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El uso del concepto permite tomar en cuenta los efectos que tiene el dominio de la ra-
cionalidad económica en la distribución ecológica del planeta. El avance del capital 
sobre la naturaleza, que actúa bajo el lema del desarrollo “sostenible“, impacta fuerte-
mente en el medio físico y en los territorios, llevando a la degradación, contaminación 
y explotación de bienes y servicios, así como la desterritorialización de las culturas 
presentes. Los territorios de los países del Sur Global se ven especialmente perjudica-
dos y degradados de las desigualdades en las relaciones con los países del Norte.


En clara oposición a la imposición de la distribución ecológica desigual, la ecología 
política construye modos de producción y mundos de vida distintos, que se basan en 
los potenciales y las condiciones ecológicas de los territorios del Sur (Leff, 2017).


El intercambio desigual entre el Sur y el Norte también se muestra en cuanto a los flu-
jos de energía y materiales. En el contexto global, los países del Norte son importado-
res netos de energía y materias primas. Para tomar en cuenta estos flujos, se retoma 
el concepto de metabolismo social (Fischer-Kowalski y Haberl, 2000; Martínez Alier, 
2009b). Este metabolismo refiere a la interacción y transformación de la naturaleza por 
parte del ser humano y a las formas en las que las sociedades organizan estos inter-
cambios con la naturaleza. Más allá de cuantificar los flujos globales de energía y ma-
teriales, interesan también la finalidad y las formas en las que se organiza el espacio 
territorial. Con las interacciones humanas que cambian los parámetros de los ecosis-
temas, se llevan a cabo procesos sociales de territorialización.


En las sociedades industriales fue posible incrementar la productividad a través de la 
movilización de combustibles fósiles y otros recursos no-renovables. Esto creó la 
ilusión de un crecimiento económico constante. Sin embargo, las fronteras ecológicas 
del planeta ponen un límite a este crecimiento.


Bajo el modelo capitalista moderno el metabolismo social alcanzó niveles sin prece-
dentes. Adicionalmente a los tradicionales países centrales, los países asiáticos au-
mentaron su demanda de energía y materia, sumideros (Roa García, Roa Avendaño y 
Acosta, 2017) y fuerza de trabajo. Esto produce una fuerte presión sobre regiones 
como África y Latinoamérica donde se intensifican los procesos extractivistas, con im-
portantes impactos en la estructura socio-económica y los ecosistemas allí presentes.


En conclusión, la Ecología Política Latinoamericana enriquece el marco teórico y pro-
porciona conceptos valiosos para analizar los conflictos socioambientales en el contex-
to de la gestión ambiental en Quilmes y Avellaneda. Este enfoque permite explorar las 
dinámicas de poder y resistencia que emergen en torno a las políticas públicas y su 
implementación.


A continuación, en el capítulo 5, se abordará la metodología de la investigación, donde 
se detallarán las estrategias y técnicas utilizadas para el análisis de las políticas ambi-
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entales en los municipios de Quilmes y Avellaneda, así como el enfoque metodológico 
que guía el estudio empírico.


Capítulo 5: Metodología

En este capítulo se presenta la estrategia metodológica que se adopta para esta inves-
tigación y se presentan las técnicas e instrumentos aplicados.


Esta investigación tiene un enfoque cualitativo y se basa en fuentes primarias, princi-
palmente entrevistas a funcionarios públicos completado con observaciones en el 
campo, y fuentes secundarias, a través de la revisión de documentos oficiales (legisla-
ción, comunicados, informes) y artículos periodísticos.


Las técnicas de recolección y análisis de datos que se aplicaron son el análisis de bi-
bliografía secundaria, entrevistas semiestructuradas a funcionarios municipales y pro-
vinciales, observaciones participantes en el territorio y la revisión de documentos ofi-
ciales y periodísticos.


La entrevista cualitativa se asimila en cuanto a sus objetivos del investigador a la ob-
servación participante, si bien no implica una conexión tan profunda con la realidad 
social estudiada que esta última. La entrevista apunta a conocer la perspectiva del su-
jeto estudiado, sus percepciones y sentimientos que guían sus acciones (Corbetta, 
2007).


Se trata de una conversación iniciada y planificada por el investigador explícitamente 
con este fin. Los sujetos se seleccionan de manera sistemática según el objeto y la 
metodología de la investigación. De esta forma se pretende generar información gene-
ral aplicable al campo de investigación tratado. La finalidad de la interacción con el 
entrevistado es cognitiva, es decir, el investigador toma decisiones activas en cuanto a 
la elección de la técnica de la entrevista, la persona entrevistada y el tema de la con-
versación, con el fin de obtener información. Los roles en esta conversación guiada 
están distribuidas de manera tal, que el investigador establece el tema e incide, de 
forma más o menos marcada, en el desarrollo de la interacción basado en los fines 
cognitivos establecidos.


La técnica de la entrevista cualitativa como un instrumento abierto que se adapta a 
distintos contextos empíricos se retoma de Corbetta (2007), según lo cual se puede 
clasificar a las entrevistas según su grado de estandarización y flexibilidad, es decir, el 
grado de libertad o restricción que se concede a los dos actores, el entrevistador y el 
entrevistado. El autor distingue entre la entrevista estructurada, semiestructurada y no 
estructurada. En el caso de la entrevista semiestructurada, el investigador dispone de 
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una serie de temas que debe trabajar a lo largo de la entrevista, pero puede decidir 
libremente sobre el orden de presentación de los diversos temas y el modo de formular 
la pregunta.


La entrevista estructurada se caracteriza por formular las mismas preguntas a todos 
los entrevistados en el mismo orden. Se trata entonces de un cuestionario de pregun-
tas abiertas que produce condiciones comparables, si bien los entrevistados tienen 
libertad en sus respuestas. Al mismo tiempo posee una cierta rigidez con limitaciones 
de analizar una situación específica.


En la entrevista no estructurada no se establece ni la forma ni el contenido de las 
preguntas de antemano. El proceso de la entrevista y los temas abordados son singu-
lares y pueden variar según el sujeto. El rol del investigador se limita a plantear temas 
que se quiere abordar, dejando al entrevistado desarrollar su perspectiva al respecto, y 
aportando estímulos para profundizar puntos de interés. Más allá de la iniciativa de la 
entrevista, el investigador sólo interviene para asegurar la conexión con el tema estu-
diado.


En esta investigación se optó por el tercer tipo, la entrevista semiestructurada. Este 
tipo de entrevista se basa en un guión que contiene los temas a tratar en la conversa-
ción. El guión puede ser una lista de temas generales, o formular preguntas que guar-
dan cierta generalidad. El investigador cuenta con libertad en cuanto al orden de los 
temas y el modo de formular las preguntas. Por tanto, las preguntas están predeter-
minadas en cuanto al contenido, pero no en cuanto a la forma. Si bien no se abordan 
temas que no están previstos en el guión, este tipo de entrevista mantiene un margen 
para desarrollar puntos que surgen durante la entrevista y que son considerados im-
portantes. Las ventajas de este tipo de entrevista son la libertad con la que se pueden 
desarrollar tanto las preguntas del investigador como los aportes del entrevistado. Al 
mismo tiempo, se asegura que todos los temas de interés sean abordados y que toda 
la información necesaria sea recopilada.


Las entrevistas fueron realizadas utilizando un guión con bloques temáticos previa-
mente establecidos que contienen una serie de preguntas iniciales en base a la infor-
mación encontrada durante el análisis previo. Tanto el orden de los bloques temáticos, 
como de las preguntas y su formulación no se estableció en su totalidad de antemano, 
sino que se guardó cierta flexibilidad para adaptarse a la situación específica de cada 
entrevista. Esto permitió que la persona entrevistada pudiera expresar detalladamente 
sus puntos de vista y experiencias, al mismo tiempo que se aseguró abordar todos los 
temas de interés. Durante el desarrollo de la entrevista, se profundizó además en los 
puntos mencionados por la persona entrevistada, lo cual abrió lugar a nuevos conoci-
mientos a través de esta técnica y facilitó una conversación más fluida y enriquecida.
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Según Corbetta (2007), la elección entre los tres instrumentos responde a los objetivos 
de la investigación y las características del fenómeno estudiado. En este caso, el obje-
tivo de caracterizar las políticas ambientales y la gestión ambiental del municipio, y de 
profundizar los resultados del primer análisis basado en la revisión de documentos su-
giere un tipo de entrevista con cierta estructura predeterminada para abordar los por-
menores del tema tratado y para indagar sobre la perspectiva específica de los entre-
vistados en su función de representantes de una determinada área de la administra-
ción pública. Con la elección de la entrevista semiestructurada se guarda al mismo 
tiempo la posibilidad de conocer una parte hasta el momento desconocida o poco ex-
plorada del tema, e indagar sobre la misma.


La realización efectiva de la entrevista representa un desafío, ya que se trata de un 
proceso de interacción social entre dos individuos. Se apunta a generar respuestas 
fluidas y genuinas de la persona entrevistada, con intervenciones puntuales del inves-
tigador para dirigir la atención a los temas centrales. Para lograr esta situación, es ne-
cesario establecer una relación de confianza a nivel personal. Esto resulta una tarea 
compleja dado las limitaciones temporales y secuenciales de la entrevista.


Entre las sugerencias que establece Corbetta (2007) para incidir de manera positiva 
en la dinámica de la entrevista, destacamos para el caso de la presente investigación, 
primero, las explicaciones preliminares o previas. El contacto con los entrevistados, 
dado que se trata de funcionarios municipales, se dio por vías de contacto oficiales. En 
principio, a través de solicitudes escritas y, posteriormente, la presentación física en 
los lugares de trabajo correspondientes donde se buscó el contacto personal con inte-
grantes del aparato administrativo municipal para solicitar la autorización de la entre-
vista y coordinar su realización. En este proceso de acercamiento previo ya se delineó 
a grandes rasgos el marco de la entrevista. Sin embargo, además de tener que resol-
ver posibles desconfianzas en este contacto inicial, es necesario aclarar en el contacto 
personal con la persona entrevistada los fines de la entrevista y describir los detalles 
de la investigación, así como el procedimiento de la conversación (enunciar temas a 
tratar, pedir permiso para grabar la conversación, etc.).


En segundo lugar, la diferenciación entre preguntas primarias, que abren e introducen 
un tema de interés, y preguntas secundarias, que profundizan y estructuran este tema. 
En las entrevistas que se llevaron a cabo para esta investigación, los bloques temáti-
cos sirvieron como una primera estructuración del tema que se propagó en las pregun-
tas asociadas a estos bloques. Las preguntas se conectaron, en principio, según una 
cohesión interna que abordó la temática tanto de manera exploratoria como confirma-
tiva. Este orden temático y la secuencia de las preguntas, sin embargo, estuvo sujeto 
al desarrollo de la conversación, cumpliendo así con las características de una entre-
vista semiestructurada.
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En tercer lugar, se señala el papel clave del investigador que incluso determina el re-
sultado de la entrevista. En lugar de ser un mero instrumento de recopilación de datos, 
la entrevista se construye de manera conjunta entre el investigador y la persona entre-
vistada, y representa una relación dinámica entre ambos actores. La construcción de 
un vínculo empático por parte del investigador influye de manera decisiva en el resul-
tado de esta interacción. Por ello, se requiere primordialmente de un conocimiento de-
tallado del objeto de estudio, pero asimismo de habilidades como son la sensibilidad, 
la experiencia con las relaciones humanas y la capacidad de identificarse con una per-
sonalidad ajena.


El análisis del material empírico obtenido implicó, en un primer paso, la transcripción 
de las entrevistas. En ello, se siguió un criterio de transcripción en común entre las di-
ferentes entrevistas que mantiene en lo posible las formulaciones y expresiones exac-
tas de la conversación oral. De esta forma, se mantiene el carácter directo y subjetivo 
de la información, dando cuenta de la perspectiva de un individuo que actúa en el 
marco de una institución más amplia. En un segundo paso, se avanzó en la síntesis de 
los resultados de las entrevistas a través de la codificación. Con la ayuda de software 
específico de análisis de datos textuales (Atlas.ti) se asignaron códigos basados en los 
bloques temáticos del esquema de la entrevista. La codificación respondió al interés 
de la investigación, apuntando a comprender, por un lado, los procesos de planifica-
ción, ordenamiento territorial y gestión ambiental-urbanística en la ribera de Quilmes y 
Avellaneda. Y por otro lado, los procesos internos a la administración pública con los 
vínculos entre las diferentes áreas de gestión municipal y entre los diferentes niveles 
de la administración pública, así como los cambios ocurridos en las políticas ambienta-
les y el marco legal ambiental-urbanístico. También se tomó en cuenta la mirada per-
sonal (opiniones, experiencias) de los funcionarios entrevistados en torno a la gestión 
ambiental del municipio en la ribera y el caso concreto de Nueva Costa del Plata.


En concreto se realizaron cuatro entrevistas a funcionarios municipales y provinciales, 
con las siguientes características: La primera, a un funcionario de la Municipalidad de 
Avellaneda del área de Producción, Comercio y Ambiente, masculino, rango de edad 
55-65 años. La segunda, a un funcionario de la Municipalidad de Quilmes del área de 
Planeamiento, masculino, rango de edad 45-55 años. La tercera, a un funcionario de la 
Autoridad del Agua de la Provincia de Buenos Aires, en el área de gestión y políticas 
ambientales, masculino, rango de edad 55-65 años. La cuarta, a un funcionario de la 
Municipalidad de Avellaneda del área de Planificación Territorial, masculino, rango de 
edad 45-55 años.
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SECCIÓN II - Caso de estudio


Capítulo 6: Expansión urbana y legislación ambiental en la 
RMBA

Como se presentó anteriormente en el marco teórico, los procesos actuales de la ex-
pansión urbana en la Región Metropolitana de Buenos Aires se dan en gran parte sob-
re las áreas bajas e inundables. En este marco, los ambientes naturales se ven some-
tidos a una presión cada vez más fuerte generada por el despliegue de las diferentes 
actividades humanas. En el caso de los humedales se trata de ecosistemas altamente 
valiosos en cuanto a biodiversidad y los múltiples servicios ecosistémicos que aportan 
al conglomerado urbano.


El creciente interés en las escasas áreas vacantes sobre las cuales se puede producir 
este avance, aporta a que ambientes como los humedales se configuran como territo-
rios altamente disputados por parte de los actores que promueven los procesos de ex-
pansión. Como se verá a lo largo de este trabajo, en consecuencia se generan conflic-
tos en torno al uso del territorio y a los impactos ambientales que genera la urbaniza-
ción de los espacios naturales.


En esta investigación interesan las formas de gestión estatal del ambiente en el con-
texto de la RMBA, para el caso específico del espacio ribereño de dos municipios, 
Quilmes y Avellaneda. Por ello, en este capítulo se revisan las bases legales de las 
diferentes políticas en torno al ambiente que se llevan a cabo en el área geográfica en 
la que enfoca esta investigación.


Se observa que las tierras bajas e inundables de la RMBA sobre las cuales se desplie-
gan los varios procesos de expansión urbana son objeto de una serie de normativas 
que regulan las actividades humanas en estos espacios. A continuación se analiza la 
normativa ambiental vigente para el área de estudio, desde el nivel internacional hasta 
el nivel municipal, poniendo el foco en las leyes y ordenanzas vigentes, así como en 
los alcances de sus modificaciones. Para esto, se relevan y se articulan las principales 
normas que abordan los diversos temas vinculados al ambiente, y aquellas específicas 
sobre humedales, así como las normas urbanísticas. El relevamiento se basa en bi-
bliografía temática sobre políticas ambientales, así como en los documentos disponi-
bles en portales legislativos de los tres niveles estatales (infoleg, SIBOM, Ministerio de 
Ambiente de la Provincia de Buenos Aires, urBAsig), de organismos públicos (ACU-
MAR, Defensoría del Pueblo), científicos (Agencia I+D+i), y de la sociedad civil (Ob-
servatorio metropolitano, COA Bernal). De esta forma se confeccionó un listado de la 
normativa ambiental y urbanística vigente con alcance en los humedales y otros ambi-
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entes del área de estudio. Este listado formó el punto de partida para el análisis poste-
rior.


Cabe señalar aquí que en la gestión ambiental de la RMBA confluyen las tres jurisdic-
ciones –nación, provincia y municipio– creando un entramado legislativo complejo. La 
provincia de Buenos Aires tiene el dominio sobre los recursos naturales. Sin embargo, 
cuenta con un aparato institucional fragmentado y poco eficiente en materia ambiental, 
lo cual representa un desafío para la gestión estatal del territorio (Capaldo, 2020). La 
RMBA no es una unidad política, sino funcional y, para algunos asuntos, administrati-
va. En materia ambiental, no existe un organismo integrador para esta región.


6.1 El marco internacional y el nivel nacional


A nivel internacional, los humedales cuentan con la protección de la Convención Ram-
sar Relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábi-
tat de Aves Acuáticas (Convención Ramsar) que fue suscrita en el año 1971, y apro-
bada por la Argentina mediante la Ley N° 23.919 del año 1991. La Ley N° 25.335 del 
2000 aprobó las enmiendas a la Convención y modificó la ley anterior. Frente a la 
creciente contaminación y desaparición de los humedales a nivel mundial, la Con-
vención Ramsar alerta sobre los efectos negativos de la alteración de estos ecosiste-
mas y aboga por su conservación y manejo racional. Con el foco puesto en su condi-
ción de hábitat de aves acuáticas, reconoce su valor ecológico y los distintos bienes y 
servicios que brindan para la humanidad y la vida en general. 
La Resolución N°776 del año 2014 de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble de la Nación estableció el procedimiento para incluir un determinado humedal en la 
lista de humedales de importancia internacional. En el año 2021, a través de la Reso-
lución N°80 de este mismo organismo (en este momento con rango de ministerio) se 
creó el Programa de Humedales a cargo de la Dirección Nacional de Gestión Ambien-
tal del Agua y Ecosistemas Acuáticos (Arias Mahiques et al., 2022a).


La protección de la biodiversidad es un objetivo establecido en la legislación nacional, 
a través de la Ley General del Ambiente (Ley N° 25.675/02), y en la legislación inter-
nacional. Tras la cumbre de la Tierra en Río de Janeiro en el año 1992, la Argentina 
ratificó el Convenio sobre la Diversidad Biológica allí elaborado mediante la Ley N° 
24.375/94. Vinculado a eso, en el Decreto nacional 1.347/97 se creó la Comisión Na-
cional Asesora para la Conservación y Utilización Sostenible de la Diversidad Biológica 
en el ámbito de la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable (Pintos y 
Narodowski, 2012).


Frente al cambio climático global, los humedales presentan ecosistemas de importan-
cia. Por un lado, sus características aportan a la reducción del calentamiento global a 
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través de la absorción de gases de efecto invernadero, la mitigación de los efectos de 
eventos meteorológicos extremos, y la provisión de agua dulce. Por otro lado, son 
ecosistemas vulnerables al cambio climático que presentan altos niveles de degrad-
ación debido al incremento de eventos extremos como sequías e incendios, el ende-
mismo de flora y fauna, así como desbalance hídrico (Arias Mahiques et al., 2022a). 
La protección y gestión de los humedales se enmarca en las medidas para la reduc-
ción de la emisiones de gases de efecto invernadero a las que se comprometieron los 
países suscriptores en el Acuerdo de París, que fue aprobado en la Argentina por la 
Ley N° 27.270/16, y anteriormente el Protocolo de Kioto, aprobado por la Ley N° 
25.438/01. A nivel nacional, la Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental 
de Adaptación y Mitigación al Cambio Climático (Ley N° 27.520/19) dispone la necesi-
dad de establecer medidas y acciones de mitigación al cambio climático, que incluye 
los ecosistemas de humedales por su capacidad de almacenamiento de carbono.


En cuanto a la contaminación ambiental, Argentina ratificó también la Convención de 
Estocolmo (Ley N° 26.011/05) sobre la Reducción y Eliminación de Contaminantes Or-
gánicos Persistentes (COP’s). Los productos regulados por este convenio incluyen, 
entre otros, pesticidas y policlorobifenilos (PCB) que pueden causar la contaminación 
de los suelos, las napas y el agua, y tienen efectos altamente nocivos para la salud 
humana.


La normativa nacional en materia ambiental en Argentina es amplia, como muestra 
Gutierrez (2018). Las bases de esta legislación ambiental están fijadas en la Constitu-
ción Nacional. En la reforma constitucional del año 1994 se incluyeron varios artículos 
de importancia en cuanto a la protección del ambiente. Los artículos centrales son el 
41, que establece el derecho al ambiente sano, el 43 sobre la figura de amparos, in-
cluyendo por cuestiones ambientales, y el 124 que otorga el dominio originario de los 
recursos naturales a las provincias.


En el Código Civil y Comercial (Ley N° 26.994/14), que dicta el Congreso según lo es-
tablece la Constitución, se define el término de dominio, y se determinan los bienes de 
dominio público para los tres niveles de Estado. Según el artículo 235, son bienes del 
dominio público del Estado, entre otros: el mar territorial, bahías, golfos, ensenadas, 
puertos, ancladeros y las playas marítimas; los ríos, estuarios, arroyos y demás aguas 
que corren por cauces naturales, los lagos y lagunas navegables, los glaciares y el 
ambiente periglacial y toda otra agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer 
usos de interés general, comprendiéndose las aguas subterráneas; las islas formadas 
o en formación; y el espacio aéreo. La designación del dominio nacional, provincial o 
municipal de estos bienes se rige por la Constitución Nacional, la legislación federal y 
el derecho público local, según el artículo 236 (Gutiérrez, 2018).
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Una figura legal importante introducida por la reforma constitucional son las leyes de 
presupuestos mínimos. Se trata de pisos mínimos de protección ambiental que esta-
blece la legislación nacional y que es complementada en la legislación provincial, la 
cual no puede estar por debajo de este piso. La Ley General del Ambiente (LGA) (Ley 
N° 25.675/02) define los presupuestos mínimos. Proporciona principios, instrumentos y 
disposiciones generales que se deben especificar y aplicar en la legislación nacional, 
provincial y municipal. Fundamentalmente, establece diez principios según los cuales 
se tiene que orientar toda la legislación ambiental. Estos principios son: Principio de 
congruencia, Principio de prevención, Principio precautorio, Principio de equidad inter-
generacional, Principio de progresividad, Principio de responsabilidad, Principio de 
subsidiariedad, Principio de sustentabilidad, Principio de solidaridad, Principio de co-
operación (Gutiérrez, 2018). Estos principios apuntan a lograr un “federalismo de con-
certación“ (Gutiérrez, 2018, p. 76) en la protección ambiental entre la nación y las pro-
vincias. Como instrumentos concretos de políticas y gestión ambiental, la LGA esta-
blece el ordenamiento ambiental del territorio, la evaluación de impacto ambiental, el 
sistema de control sobre el desarrollo de las actividades antrópicas, la educación am-
biental, el sistema de diagnóstico e información ambiental, el régimen económico de 
promoción del desarrollo sustentable. La LGA es la base para la formulación de varias 
leyes de presupuestos mínimos en los año posteriores de su sanción.


La LGA consolida la institucionalización de un federalismo de concertación, al ratificar 
la creación del COFEMA por parte de los tres niveles estatales en el año 1990 y el 
Pacto Federal Ambiental (Gutiérrez, 2018). Según los artículos 23 y 24 de esta ley, el 
COFEMA actúa como ámbito de concertación de la política ambiental nacional y se 
encarga de instrumentar el Sistema Federal Ambiental que coordina la política ambien-
tal entre el gobierno nacional, los provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res. Mediante recomendaciones y resoluciones aporta a la adecuada vigencia y apli-
cación efectiva de las leyes de presupuestos mínimos, las complementarias provincia-
les, y sus reglamentaciones en las distintas jurisdicciones.


El Régimen de Gestión Ambiental de Aguas (Ley N° 25.688/02) es una ley de presu-
puestos mínimos para la preservación de las aguas tanto superficiales como subterrá-
neas, su aprovechamiento y uso racional. Establece que las cuencas hídricas, como 
unidad ambiental de gestión del recurso, se consideran indivisibles (Arias Mahiques et 
al., 2022a).


En la RMBA, el organismo encargado de la prestación del servicio de provisión de 
agua potable y recolección de desagües cloacales es la empresa Agua y Saneamien-
tos Argentinos S.A. (AySA) (Gutiérrez, 2018), que reemplazó el anterior Ente Tripartito 
de Obras y Servicios Sanitarios, y que se constituye a partir de un convenio entre el 
Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, la Provincia de Bue-
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nos Aires y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mediante la Ley N° 
26.221/07. La Ley contiene también el marco regulatorio en torno al control de la con-
taminación hídrica. En la legislación provincial, el Decreto 304/06 crea el organismo de 
AySA.


Una de las primeras leyes de presupuestos mínimos con gran relevancia en el área de 
estudio es la Ley de Protección Ambiental de los Bosques Nativos (Ley N° 26.331/07), 
la llamada Ley de Bosques, la cual fue sancionada en el año 2007 tras un largo y con-
flictivo proceso de formulación. La reglamentación de esta norma se aprobó a través 
del Decreto Reglamentario N° 91/09. El caso de la Ley de Bosques es un caso para-
digmático para las leyes de presupuestos mínimos, ya que inicia una serie de leyes 
similares en torno a ecosistemas específicos, como luego sucedió para la protección 
de los glaciares (Ley N° 26.639/10) y actualmente se intenta para los humedales. La 
Ley de Glaciares se orienta en los mecanismos que establece en la Ley de Bosques.El 
proceso de implementación de la Ley de Bosques se caracteriza por una gran hetero-
geneidad en cuanto a los avances a nivel provincial (Figueroa, 2020b). Algunas pro-
vincias aún no han confeccionado el Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos que 
establece la ley nacional, o se atrasaron en su actualización periódica.


Otras leyes de presupuestos mínimos que sucedieron la LGA tienen como objeto la 
regulación de residuos domiciliarios (Ley N° 25.916/04), industriales y de actividades 
de servicios (Ley N° 25.612/02), así como la gestión y eliminación de PCB’s (Ley N° 
25.670/02).


En cuanto al acceso a la información pública en materia ambiental, se sancionó en el 
año 2003 el Régimen de Libre Acceso a la Información Pública Ambiental (Ley N° 
25.831/03). Este instrumento establece los presupuestos mínimos para garantizar el 
derecho de acceso a la información ambiental que se encuentre en poder del Estado, 
tanto en el ámbito nacional como provincial, municipal y de la Ciudad de Buenos Aires, 
como así también de entes autárquicos y empresas prestadoras de servicios públicos, 
sean públicas, privadas o mixtas.


Recientemente, con la aprobación del Acuerdo de Escazú (Ley N° 27.566) en el año 
2020, se logró un importante avance en el acceso a la información, la participación 
pública y el acceso a la justicia en materia ambiental. Este Acuerdo, firmado el 4 de 
marzo de 2018, entró en vigor en la Argentina en abril del año 2021.


La educación ambiental, definida como instrumento clave por la LGA, permite a los 
ciudadanos desarrollar estilos de vida que se orientan en un ambiente equilibrado, la 
preservación de los recursos naturales y su uso sustentable. El rol estatal en la pro-
moción de la educación ambiental se refleja en la Ley de Educación Nacional (Ley N° 
26.206/06) que ordena al Ministerio de Educación, en acuerdo con el Consejo Federal 
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de Educación, disponer las medidas necesarias para proveer la educación ambiental 
en todos los niveles y modalidades del Sistema Educativo Nacional (Gutiérrez, 2018). 
Posteriormente también se sancionó la Ley de Educación Ambiental Integral (Ley N° 
27.621/21).


En materia de áreas protegidas es de importancia mencionar la Ley de Parques Na-
cionales y Declaración de Reservas (Ley N° 22.351/80). Esta ley nacional regula la 
declaración de reservas nacionales, monumentos naturales y parques nacionales. Se 
complementa con normativa del nivel provincial: por ejemplo, en el caso de Buenos 
Aires con la Ley N° 10.907/90 que se presenta más adelante. Aplicada a todo el territo-
rio nacional, la Ley N° 22.421/81 declara de interés público la protección y conserva-
ción de la fauna silvestre.


La presión económica y social sobre los ambientes de humedales se vincula con la 
ocurrencia de incendios intencionales que producen un daño prolongado en estos 
ecosistemas. El incremento de estos eventos responde y contribuye al mismo tiempo a 
los cambios en el uso de estos territorios, y visibiliza las formas inadecuadas de mane-
jo que se aplican en los humedales. Los daños ambientales por fuego e incendios en 
humedales son abordados en dos normativas al respecto (Arias Mahiques et al., 
2022a). Por un lado, la Ley de Control de Actividades de Quema (Ley N° 26.562/09) 
que prohibe la realización de quemas en todo el territorio nacional sin autorización 
previa. También establece los requisitos mínimos para solicitar una autorización de 
quema ante la jurisdicción correspondiente. Por otro lado, la Ley de Manejo del Fuego 
(Ley N° 26.815/12) establece los presupuestos mínimos de protección ambiental en 
materia de incendios forestales y rurales en el ámbito del territorio nacional. En dos 
modificaciones posteriores (Ley N° 27.353/17 y Ley N° 27.604/20) se dispone la prohi-
bición de efectuar modificaciones en los usos del suelo de superficies que fueron afec-
tadas por incendios. En el caso de los humedales, esta prohibición rige por un período 
de 60 años (Pintos y Astelarra, 2023).


En materia de emisiones a la atmósfera, la Ley de Preservación de los Recursos del 
Aire (Ley N° 20.284/73) contiene estándares de calidad del aire que pueden tomarse 
como referencia, a pesar de la falta de reglamentación.


Una ley antigua de régimen nacional que impactó sobre la configuración territorial del 
área de estudio es la Ley Nacional de Colonización (Ley N° 12.636) del año 1940. A 
través de esa ley, que promovía la colonización de los territorios periurbanos (Santy, 
2022) se realizaron varias expropiaciones de las tierras sobre la costa del Río de La 
Plata y pasaron a ser del Estado. Sobre estas tierras expropiadas se instaló el CEAM-
SE y posteriormente el proyecto de Nueva Costa del Plata.
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En la actualidad, en una parte del área ribereña tiene relevancia lo dispuesto por el 
Régimen de la energía eléctrica (Ley N° 24.065/91). Esta ley determina el marco regu-
latorio del sector eléctrico y, entre otras cosas, dispone prohibiciones de actividades en 
zonas afectadas por tendidos eléctricos de alta tensión (Barneche y Esteban, 2019). 
La línea de alta tensión que transporta electricidad de la represa del Chocón en la pro-
vincia de Neuquén hacia la región metropolitana, atraviesa el barrio de la Ribera de 
Bernal ubicada en el área de estudio. La localización de viviendas por debajo del ten-
dido eléctrico presenta un desafío al momento de planificar tanto políticas urbanas 
para la población presente en el territorio, como políticas ambientales para la gestión 
de la ribera.


6.2 El nivel provincial


A nivel provincial, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires del año 1994 conti-
ene dos artículos relevantes en materia ambiental: el artículo 28 sobre ambiente, de-
rechos y obligaciones, y el artículo 200 sobre educación ambiental. El artículo 28 esta-
blece que todas las personas tienen derecho a un ambiente sano, equilibrado y apto 
para el desarrollo humano. También impone al Estado la obligación de proteger y con-
servar el ambiente, promoviendo políticas públicas que garanticen el bienestar de la 
población y la preservación de los recursos naturales. A su vez, el artículo 200 se refie-
re a la educación ambiental, indicando que el Estado debe promover la enseñanza de 
valores y conocimientos relacionados con el cuidado del medio ambiente. Busca ase-
gurar que la educación ambiental esté integrada en el sistema educativo provincial, 
fomentando una cultura de respeto y conservación de la naturaleza entre los ciudada-
nos.


El Decreto-ley N° 8.912 de 1977 representa la Ley de Ordenamiento Territorial y Uso 
del Suelo de la provincia. El Decreto 3389/1987 aprueba el texto ordenado de esta 
normativa, la cual fue actualizada o modificada en varias instancias hasta la actualidad 
(Decreto-ley 10.128/83, Ley N° 10.653/88, Ley N° 10.764/89, Ley N° 13.127/03, Ley N° 
13.342/05, Ley N° 14.449/13; esta última es la ley de Acceso Justo al Hábitat que se 
menciona también más adelante). La Ley de Ordenamiento Territorial y Uso del Suelo, 
sancionada durante la última dictadura cívico-militar, otorga a los municipios importan-
tes facultades con respecto a la planificación urbana de sus jurisdicciones. De esta 
forma se posibilitó la autorización de proyectos referidos a situaciones particularizadas 
o ciertas zonas de los distritos, aludiendo al interés general de la comunidad y gener-
ando la prevalencia de las excepciones por sobre la normativa urbanística correspon-
diente (ANECQA y Santy, 2023).


La legislación ambiental en la Provincia de Buenos Aires tiene un fundamento en la 
Ley Integral del Medio Ambiente y los Recursos (Ley N° 11.723/95), que fue promulga-
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da con observaciones por el Decreto 4371/1995. Esta ley establece la necesidad de 
una Declaración de Impacto Ambiental y provee el instructivo para la confección del 
Estudio de Impacto Ambiental (Agencia I+D+i, s/f). El procedimiento para la Evaluación 
de Impacto Ambiental (EIA) y los requisitos para la obtención de la Declaración de Im-
pacto Ambiental (DIA) se detallan en el Anexo 1 de la Resolución 492/19 del OPDS. 
En este proceso se prevén instancias de participación ciudadana, que son fijadas por 
otra resolución (Resolución Nº 557/19) del mismo organismo. En paralelo, según la 
Resolución Nº 267/96, la provincia de Buenos Aires promueve la realización de un In-
ventario de Biodiversidad.


La Ley N° 14343/11 legisla sobre la identificación de los pasivos ambientales y la obli-
gación de recomponer sitios contaminados. Tiene como objeto también la mitigación 
de impactos negativos en el ambiente (Agencia I+D+i, s/f). Vinculado a las remedia-
ciones, se creó el Programa de Control de Remediación, Pasivos y Riesgo Ambiental 
(Resolución Nº 88/10), con el objetivo de dotar de mayor celeridad, eficiencia y eficacia 
al procedimiento de control de remediación, pasivos y situaciones de riesgo ambiental.


Los funcionarios públicos de la provincia están obligados a realizar una capacitación 
en desarrollo sostenible y en materia ambiental, según la Ley Nº 15.276/21. La autori-
dad de aplicación de esta ley, la cual invita a los municipios a adherirse, es el OPDS.


La Provincia de Buenos Aires cuenta con su propia Ley de Protección de Bosques Na-
tivos (Ley N° 14.888/17) que complementa a la Ley Nacional (N° 26.331/07). En la 
norma provincial se aprueba el Ordenamiento Territorial de los bosques nativos de la 
Provincia de Buenos Aires. La zonificación (rojo, amarillo, verde, según el aprovecha-
miento permitido) que establece es objeto de disputa, ya que en la zona de Quilmes y 
Avellaneda declara como zona verde una parte de la selva marginal, lo cual permite el 
emplazamiento del proyecto NCP en un área ambientalmente frágil con presencia de 
vegetación nativa (Santy, 2022).


La Resolución N° 523/2019 establece los lineamientos generales y contenidos míni-
mos para la presentación de planes y proyectos de formulación, y la nota de solicitud 
de acceso a los fondos que crea la Ley de Bosques de la provincia.


La conservación ambiental en la provincia de Buenos Aires es regulada por el Ré-
gimen de Reservas Naturales (Ley N° 10.907/90) y su modificatoria Ley N° 12.459/00 
(Garay y Fernández, 2013). Esta ley establece las categorías de manejo que pueden 
adoptar las áreas protegidas provinciales (Caruso, 2022), posibilitando también la par-
ticipación ciudadana en la conservación ambiental a través de las categorías de Re-
servas Municipales y Privadas (Pintos y Narodowski, 2012). Con las figuras de “Paisa-
je Protegido de Interés Provincial” o “Espacio Verde de Interés Provincial” como las 
prevé la Ley N° 12.704/01, se avanza en la interacción entre reservas, espacios ver-
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des y libres públicos, y el territorio (Garay y Fernández, 2013). Sin embargo, la norma-
tiva vigente sobre áreas verdes en la RMBA es poco específica en torno a su aplica-
ción, lo cual dificulta los procesos de planificación. Las actividades de fiscalización 
dentro del sistema de áreas naturales protegidas de la provincia, como son la custodia, 
la vigilancia, el control y la seguridad, infracciones, recomendaciones, cuidados y pre-
vención, a cargo del personal de guardareservas o guardaparques se rigen por un pro-
tocolo, establecido en la Resolución 592/2019 del OPDS.


Las actividades humanas en la ribera de Quilmes y Avellaneda impactan fuertemente 
en las dinámicas hidráulicas que caracterizan los humedales allí presentes, por ejem-
plo con el emplazamiento de construcciones y urbanizaciones. Por ello, resulta de es-
pecial interés revisar la legislación provincial en torno a los recursos hídricos.


La gestión del agua en la provincia de Buenos Aires se basa en normativas como el 
Código de Aguas (Ley N° 12.257/99). Según este régimen, el Poder Ejecutivo se en-
carga de formular una política del agua, decretar reservas para asegurar el uso colec-
tivo de agua de dominio público, y regular el dominio privado para el mejor aprove-
chamiento y preservación del agua, así como para la protección del impacto dañoso 
del agua (Pugliese y Sgroi, 2012). El Código de Aguas crea también la Autoridad del 
Agua que se encarga de la fijación y demarcación de la línea de ribera y la autoriza-
ción para la creación de comités de cuencas.


Pugliese y Sgroi (2012) observan que existe una variada regulación en la gestión del 
agua con respecto al emplazamiento de urbanizaciones de tipo cerrado. Sin embargo, 
la cantidad existente de este tipo de proyectos requiere de lineamientos integrales 
para abordar el impacto en ecosistemas frágiles como los humedales donde coexisten 
varios usos del territorio.


Otras normas para la gestión del agua son la Ley 6.253/60, que establece zonas de 
conservación de los desagües naturales de los cursos de agua y prohibe cambios en 
el uso de la tierra allí. La Ley 6.254/60 por su parte, prohíbe los fraccionamientos y 
ampliaciones de tipo urbano por debajo de la cota 3.75 IGM o por debajo de la cota 
inundable en sus artículos 3 y 5 respectivamente. La mencionada Ley de Ordenamien-
to Territorial y Uso del Suelo (DL 8.912/77) prevé la cesión de una franja de 50 metros 
desde la línea de máxima creciente de los cursos de agua y de 100 metros desde el 
borde de espejos de agua. Pugliese y Sgroi (2012) mencionan también varios artículos 
del antiguo Código Civil de la Nación que se refieren a los ríos como bienes públicos 
del Estado, la delimitación de esos bienes públicos y de bienes privados que limitan 
con ríos, la cesión obligatoria de un camino de sirga en el borde de ríos o canales na-
vegables, y la prohibición de alteraciones de la cota de nivel con impactos negativos 
sobre terrenos colindantes.
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En el año 2013, en la provincia de Buenos Aires se sancionó la Ley de Acceso Justo al 
Hábitat (N° 14.449/13). Entre otros mecanismos, esta ley busca facilitar procesos de 
producción social de urbanización mediante la disminución de requisitos en cuanto a 
localización, dotación de servicios mínimos o tipo de fraccionamiento. Sin embargo, 
como muestra Pintos (2023), en contraste con la situación a la cual apunta esta ley, 
estos beneficios no son captados por la población urbana local, sino por los actores de 
emprendimientos con fraccionamiento de loteos abiertos convencionales. A cambio, 
los municipios reciben una parte de estas tierras escasamente urbanizadas. De esta 
forma, la ley contribuye en su aplicación a procesos de renovación o expansión urbana 
por parte de una coalición entre el Estado y ciertos sectores del mercado, funcionando 
como un mecanismo del extractivismo inmobiliario.


En cuanto a la gestión y al tratamiento de los residuos sólidos urbanos generados por 
las diferentes actividades humanas en la RMBA, un mecanismo importante es la 
creación del Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado (CEAM-
SE) (anteriormente Cinturón Ecológico) mediante el Decreto-ley N° 8782/77. Este con-
venio entre la entonces Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y la provincia de 
Buenos Aires tuvo como objetivo la disposición final de residuos provenientes de la 
metrópolis con la instalación de rellenos sanitarios como aquel de Villa Domínico (San-
ty, 2022). En normativas posteriores (Decreto Ley 9111/78 de la Provincia de Buenos 
Aires, Ordenanza N° 33.581/77 de la CABA) se establecieron los rellenos sanitarios 
como únicos lugares de disposición de residuos y se prohibieron las otras modalidades 
de tratamiento final de los residuos, como la quema y la disposición en basurales a 
cielo abierto, así como también el cirujeo y la recuperación de residuos en general 
(Moreno, 2020).


La ordenanza de la CABA que establece la creación de estos rellenos sanitarios (Or-
denanza N° 33.691/77) prevé la recuperación de terrenos bajos e inundables menos 
urbanizados en el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA). Proyecta establecer 
allí un sistema regional de parques recreativos a escala metropolitana para actividades 
deportivas y de esparcimiento, y la forestación de las áreas recuperadas para la in-
stauración de un anillo forestado que rodea el AMBA. Por su parte, el Decreto-ley 
9314/79 de la Provincia de Buenos Aires permite la elevación de la cota del suelo a 
4.50 metros sobre el nivel del Riachuelo para la construcción de los rellenos sanitarios. 
Establece también que hasta un tercio de estas áreas puede ser destinado a la urbani-
zación privada, lo cual muestra el carácter urbanístico de esta normativa, además de 
aportar a la cuestión ambiental en torno a la gestión de los residuos sólidos urbanos 
(Acsebrud y Wertheimer, 2016).


Otro avance en torno a residuos lo representa la Ley de Gestión Integral de Residuos 
Sólidos Urbanos (Ley N° 13.592/06) que se propuso minimizar la generación de 
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desechos a través de la separación en origen, la valorización, la reutilización y el reci-
claje (Montera et al., 2018). Una normativa que impacta directamente sobre los hábitos 
de los consumidores es aquella que prohibe el uso de bolsas de polietileno y todo otro 
material plástico convencional en la provincia (Ley Nº 13.868/08).


6.3 El nivel municipal


A nivel municipal, las ordenanzas representan la principal herramienta legal que regula 
las diferentes actividades en la ribera. En el municipio de Quilmes, las ordenanzas de 
interés para el área de estudio son aquellas que establecen la zonificación según usos 
y aquellas que crean áreas protegidas.


El primer Código de Planeamiento Urbano de Quilmes que establece la zonificación 
según usos se sancionó en el año 1979 a través de la Ordenanza Municipal N° 
4545/79. La base de esta ordenanza sigue vigente hasta la actualidad. Mediante la 
sucesiva sanción de ordenanzas de zonificación en los años posteriores, se modifica-
ron e incorporaron varios otros artículos y los indicadores urbanísticos del Código del 
año 1979.


En Quilmes se sancionaron dos ordenanzas que establecen áreas protegidas de juris-
dicción municipal. La Ordenanza Municipal N° 8255/98 establece la Reserva Natural 
Municipal Los Sauces en el frente costero de Bernal. La Ordenanza Municipal N° 
9348/02 establece el Parque Natural y Reserva Ecológica Municipal Selva Marginal 
Quilmeña, que se ubica en albardón costero hasta el límite con el municipio de Avella-
neda (Santy, 2022). En los considerandos de esta normativa se reconoce que la activi-
dad humana en el área perjudicó el ecosistema, por lo cual es necesario la conserva-
ción de estos espacios naturales. La ordenanza establece la creación de una comisión 
encargada del manejo y cuidado de la reserva, conformada por el Ejecutivo municipal 
y el Concejo Deliberante local, lo cual se concretó hasta la actualidad.


Con la modificación de esta normativa se generó un conflicto ambiental en torno a los 
usos del territorio en la ribera. La Ordenanza Municipal N° 9508/03 reduce la extensión 
del área de reserva, desde la calle Espora hasta Avellaneda, lo cual viola el principio 
de progresividad -no regresividad- que establece la Ley General del Ambiente. Como 
se verá en detalle más adelante, el posible emplazamiento del proyecto Nueva Costa 
del Plata que habilita esta modificación es el foco de las acciones conflictivas que lle-
van adelante los diferentes actores de la sociedad civil, del sector privado y del muni-
cipio. Si bien se observa una fuerte presión sobre la ribera a raíz de esta modificación, 
el Concejo Deliberante de Quilmes todavía no aprobó la modificación de las ordenanz-
as mismas que crean la reserva natural (Wertheimer, 2017).
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El primer Código de Planeamiento Urbano de Avellaneda data del año 1997 (Ordenan-
za Municipal N° 11451/97) y ya establece el perímetro delimitado por el Arroyo Santo 
Domingo, el Río de La Plata y el Partido de Quilmes como zona de reserva. En su mo-
dificación a través de la Ordenanza Municipal N° 21332/08 se rezonifica este predio a 
una zona de gestión especial (ZGE). Esto posibilita la instalación del proyecto Nueva 
Costa del Plata del lado de Avellaneda que se presentó en el mismo año. Esta rezoni-
ficación entra en conflicto con la normativa a nivel nacional. Por un lado, con la Ley 
General del Ambiente y el principio de progresividad -no regresividad-. Por otro lado, 
va en contra de lo establecido por la Ley de Bosques (N° 26.331/07) que prohibe los 
cambios de uso del suelo hasta la aprobación de un Ordenamiento Territorial Provinci-
al, que en Buenos Aires se confeccionó recién en el año 2016 (Lovisa, 2022). La Or-
denanza Municipal N° 27689/17 del Concejo Deliberante de Avellaneda contiene es-
pecificaciones sobre la ordenanza que rezonifica la reserva.


En Avellaneda existen dos reservas naturales municipales. La primera, la Reserva 
Ecológica Municipal Laguna La Saladita fue creada por las Ordenanzas Municipales 
N° 9.676/94 (Laguna Sur) y N° 13.703/99 (Laguna Norte). Las dos lagunas con una 
extensión de 10 hectáreas resultaron de las excavaciones para la construcción de 
Dock Sud y presentan altos niveles de contaminación debido a las actividades del sec-
tor petroquímico en su cercanía. Actualmente esta reserva no cuenta con un Plan de 
Manejo, y se observa un conflicto entre el Polo Petroquímico Dock Sud, el Municipio 
de Avellaneda, la Corte Suprema de Justicia de la Nación y los barrios en torno a la 
reserva (Caruso, 2022). Las disputas giran en torno a la ausencia de mecanismos de 
control por parte del municipio para implementar la prohibición de nadar y para regular 
las actividades contaminantes, así como la falta de medidas para su saneamiento y 
recomposición ambiental. En una resolución del año 2016 (Res. 30/16), el Defensor 
del Pueblo de la Nación intervino en la cuestión, exhortando a la Municipalidad de 
Avellaneda a formular e implementar un plan de manejo de la Reserva, así como in-
strumentar medidas preventivas contra accidentes.


La segunda reserva se ubica sobre la frente costera del municipio con una extensión 
de 129 hectáreas. Esta Reserva Natural Municipal Costera de Avellaneda, llamada 
Eco Área, fue creada mediante las Ordenanzas Municipales N° 26.864/15 y N° 
27.689/17 (ACUMAR, s/f) e inaugurada en el año 2018.


6.4 Síntesis


Tras el relevamiento realizado con anterioridad, se puede afirmar que la legislación 
nacional y provincial en materia ambiental en general, y sobre humedales en específi-
co, es extensa. Sin embargo, para el contexto de la RMBA se observa que la legisla-
ción con incidencia directa o indirecta en la protección del ambiente y sus componen-
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tes, sobre ordenamiento territorial y los usos del suelo, así como en torno a las áreas 
protegidas, carece de una mirada territorial, sistémica e integral. La gestión territorial 
no se coordina por un organismo integrado, lo cual en consecuencia lleva a una visión 
fragmentada del territorio (Schmidt, 2016; Garay y Fernández, 2013).


En el nivel municipal, las normas que se dirigen específicamente a las cuestiones am-
bientales son más escasas. Destacan las normas en torno a la creación de áreas pro-
tegidas municipales, así como las normas urbanísticas. Dentro de estas últimas, los 
Códigos de Planeamiento Urbano representan los instrumentos principales de regula-
ción. Estos códigos y los indicadores urbanísticos que contienen, a su vez, están des-
actualizados. Más allá de las sucesivas modificaciones y actualizaciones que se rea-
lizaron, sus fundamentos están fijados en normativas de más de cuarenta años de an-
tigüedad. Por otro lado, los cambios en los usos del suelo que implicaron las diversas 
modificaciones son difíciles de trazar y los documentos oficiales son difíciles de acce-
der para el público. A través del registro oficial (urBAsig) de la Dirección Provincial de 
Ordenamiento Urbano y Territorial, dependiente de la Subsecretaría de Territorio y 
Desarrollo Sustentable del Ministerio de Gobierno, se puede consultar la información 
relacionada con el ordenamiento territorial de la Provincia de Buenos Aires, tal como 
se realizó para esta investigación. Sin embargo, esta base de datos no permite visua-
lizar la zonificación de períodos pasados y los cambios a lo largo del tiempo, generan-
do así una visión estática y definitiva de las zonificaciones y los procesos territoriales 
sobre los cuales inciden.


En el entramado legislativo ambiental, entonces, los municipios aplican la normativa 
provincial y nacional de manera indirecta a través de las ordenanzas en materia ambi-
ental y urbanística. En la zonificación que establecen los Códigos de Planeamiento 
Urbano se establecen los parámetros para las distintas zonas del distrito según la 
normativa correspondiente en los otros niveles estatales. En base al análisis normativo 
realizado, veremos ahora en el siguiente capítulo las políticas ambientales concretas 
de los municipios de Quilmes y Avellaneda. 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Capítulo 7: Políticas ambientales y gestión de humedales en la 
ribera de Quilmes y Avellaneda

En este capítulo se abordan las políticas de gestión ambiental en torno a humedales 
que se llevan a cabo en los municipios de Quilmes y Avellaneda. En un primer paso se 
caracteriza el área de estudio, su configuración socio-territorial actual y el contexto his-
tórico, así como los principales usos del suelo en la ribera. Se analizan ordenanzas 
clave en la (re)zonificación reciente de este territorio. En un segundo paso, se presen-
tan las diferentes políticas ambientales existentes en ambos municipios, analizando 
también los diferentes abordajes de la gestión de la ribera y de los ambientes allí pre-
sentes. Aparte de la gestión a nivel local, se incluyen en este análisis también las polí-
ticas por parte de organismos provinciales y nacionales, para así enmarcar las políti-
cas municipales en el entramado legislativo ambiental. En un tercer paso se presenta 
como caso concreto del avance urbano sobre la ribera el proyecto Nueva Costa del 
Plata, sus características, el proceso de planificación y cómo éste se vincula con la 
gestión ambiental por parte de los municipios. Por último, se analizan las resistencias y 
conflictos que disparó este proyecto, enfocando la Asamblea No a la entrega de la 
costa de Quilmes-Avellaneda (ANECQA) como actor clave en la disputa en torno a los 
usos del territorio y la preservación del ambiente ribereño.


7.1 Caracterización del área de estudio y usos del suelo en la ribera


7.1.1 Presentación general


El área de estudio está ubicado en los partidos de Quilmes y Avellaneda, al sur de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ambos partidos forman parte de la zona sur de la 
aglomeración de la Región Metropolitana de Buenos Aires, con Avellaneda dentro del 
llamado primer cordón y Quilmes en el segundo. El partido de Avellaneda se divide en 
las localidades de Avellaneda (ciudad cabecera), Dock Sud, Gerli, Piñeyro, Sarandí, 
Villa Domínico, y Wilde, y cuenta con una población total de 370.939 habitantes, según 
el censo 2022. El partido de Quilmes se divide en las localidades de Bernal, Don 
Bosco, Ezpeleta, Quilmes, San Francisco Solano y Villa La Florida, y cuenta con una 
población total de 636.026 habitantes (INDEC, 2023).


El área de estudio está delimitado al noreste por el Río de La Plata, al sud-oeste por la 
autopista Buenos Aires-La Plata como un eje de circulación vertebral para la región 
metropolitana, por el arroyo Sarandí al noroeste, y por el límite entre la localidad de 
Bernal y la localidad de Quilmes Este a la altura de la calle Monteagudo. Se trata de 
un área (aún) muy poco urbanizada donde prevalecen espacios abiertos y verdes, con 
la presencia de ecosistemas de pastizales, humedales, bañados y bosques nativos en 
la selva marginal en el borde ribereño. La dinámica natural del Río de La Plata con sus 
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recurrentes crecidas y anegamientos periódicos influye sobre esta franja, produciendo 
un entramado ambiental complejo y susceptible a cambios antrópicos.


Se observa la presencia de varios grandes bloques de usos del suelo en la ribera, con 
los equipamientos y la infraestructura urbana correspondientes a estos usos y donde 
se desarrollan las diferentes actividades relacionadas (Mapa 2). Para obtener una mi-
rada en el contexto de la ribera, la cartografía incluye también los bloques adyacentes 
al área de estudio. Estos son: el Polo Petroquímico Dock Sud y el barrio popular Villa 
Inflamable; el área de la Quintas de Sarandí, que comprende la reserva municipal Eco 
Área y el predio que alberga el EcoPunto, empresas logísticas y el mercado frutihortí-
cola; el área del relleno sanitario del CEAMSE, en el límite entre el partido de Avella-
neda y el partido de Quilmes; la Ribera de Bernal, con la planta potabilizadora de AySA 
que está localizada sobre la calle Espora y se extiende desde la autopista hasta el 
bosque ribereño, así como con el barrio La Ribera de Bernal en el frente ribereño; la 
Ribera de Quilmes, donde se ubican el Aeródromo de Quilmes y los barrios Villa Luján, 
el Fortín y La Ribera.


Mapa 2: Grandes bloques de usos del suelo y vías de circulación en el área de estudio




Fuente: Elaboración propia, en base a OSM, Google Satellite e IDE del Conurbano


En todos los casos se trata de superficies relativamente extensas, poco permeables 
para ser atravesadas, de allí la utilización de la expresión “bloques“. El acceso y la cir-
culación en la ribera se desarrolla a lo largo de unas pocas calles urbanas pavimenta-
das (en morado) así como un sistema de calles secundarias (en naranja). El mapeo de 
las calles urbanas presentado en el Mapa 2 se basa en datos de la Infraestructura de 
Datos Espaciales del Instituto del Conurbano de la Universidad Nacional de General 
Sarmiento y el relevamiento en el campo, mientras que las calles secundarias se rele-
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varon a través de imágenes satelitales, datos de OSM y relevamiento en el campo. 
Como se puede observar, las instalaciones en la ribera, principalmente el predio del 
CEAMSE, representan obstáculos para la libre circulación en el espacio. Los accesos 
desde los centros urbanos de Avellaneda y Quilmes se limitan al de la zona del Eco 
Área, bordeando el arroyo Sarandí por la calle Nicaragua, el del Parque del Río, bor-
deando el Canal Santo Domingo por la calle Juan B. Justo, y el de la Ribera de Bernal 
por la calle Tomás Espora. Por fuera del área de estudio queda además el acceso a la 
Ribera de Quilmes a través de la avenida Otamendi. Los caminos secundarios de cir-
culación, en su mayoría calles no pavimentadas, permiten el desplazamiento dentro 
del área de quintas, el acceso a las instalaciones deportivas en la Ribera de Bernal, 
así como al interior del barrio homónimo.


El mapa representa también el alcance del proyecto Nueva Costa del Plata que se in-
stalaría en el predio del CEAMSE. La representación cartográfica se basa en el Master 
Plan de dicho proyecto publicado por la desarrolladora Oficina Urbana. Se incluye el 
polígono del proyecto en otros de los siguientes mapas para facilitar la orientación y 
poder percibir rápidamente la inserción del proyecto en la ribera.


En concordancia con los grandes bloques detectados, y para los fines analíticos de 
este trabajo, se divide el recorte de interés en cuatro áreas: (1) el área de reserva y 
quintas, (2) el área del CEAMSE, (3) el área de la Ribera de Bernal y (4) el área de la 
Ribera de Quilmes. El área del Polo Petroquímico Dock Sud no se aborda en detalle, 
ya que el interés principal de este trabajo es el avance urbano sobre áreas verdes e 
inundables, proceso mucho más relevante y visible en las cuatro áreas nombradas.


En lo siguiente se presentan los usos reales en estas áreas, tomando en cuenta tam-
bién su conformación territorial en contexto histórico. Un siguiente paso consiste en 
analizar en detalle los usos legales de las tres áreas que conforman el área de estudio. 
Para esto, se revisan los principales cambios introducidos a través de ordenanzas de 
zonificación, así como las discusiones públicas en torno a estas modificaciones y las 
disputas que generaron.


7.1.2 Usos reales en la ribera


(1) El área de reserva y quintas


El área de reserva y quintas, perteneciente al partido de Avellaneda, queda delimitado 
por el arroyo Sarandí y el Canal Santo Domingo. Los principales usos y actividades 
que se desarrollan en este predio se vinculan con su carácter de reserva, pero también 
se observan usos productivos e industriales.
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La reserva municipal Eco Área es una reserva absoluta de 40 hectáreas en el frente 
ribereño que apunta a la preservación de la biodiversidad local, la recreación y el fo-
mento de programas de educación ambiental. Fue inaugurada por el municipio en el 
año 2019 y cuenta con un cuerpo de guardaparques y establecimientos para el públi-
co. Tras un año de obras de ampliaciones y mejoras en las instalaciones durante el 
cual permaneció cerrada, en septiembre del año 2024 la reserva reabrió para el públi-
co. Como novedad en la gestión del Eco Área, el municipio firmó un convenio con 
CEAMSE para llevar a cabo tareas de conservación y ofrecer visitas guiadas .
2

Una contextualización histórica de la emergencia de los usos del área, partiría de la 
localización de una zona de quintas alrededor de la reserva municipal, en la cual pre-
valecen los usos vinculados a la producción frutihortícola y de vinos. La mayoría de los 
pequeños productores descienden de inmigrantes italianos que empezaron a poblar la 
ribera a inicios del siglo XX. Durante décadas, la producción de frutas y verduras abas-
teció una parte importante de la región metropolitana. Hacia la década de los años 40 
esta actividad disminuyó, y entró en decadencia definitiva en la década de 1970, debi-
do a que la costa se empezó a destinar a nuevos usos urbanos y a la ocurrencia de 
una serie de grandes inundaciones (Acsebrud y Wertheimer, 2016; Lovisa, 2022). En 
este marco del cambio en los usos del suelo se inscribe también una serie de expropi-
aciones de tierras en base a la Ley Nacional de Colonización (N°12.636/40) que pasa-
ron a ser propiedad del Estado. Sobre las tierras expropiadas se instalaron poste-
riormente equipamientos como el relleno sanitario del CEAMSE.


Vinculado con el uso de reserva sobre el frente ribereño se ubica el llamado Parque 
del Río, inaugurado en marzo del año 2023, que ofrece un área de esparcimiento al 
público que cuenta con instalaciones deportivas, recreativas y estacionamiento . Para 3

crear este nuevo espacio público de importancia local se avanzó sobre el río a través 
de desmontes, rellenos y la cementación de la ribera.


En el segundo gran bloque de usos del suelo en el área de reserva y quintas se loca-
lizan diversos usos industriales y de logística. Funciona allí el EcoPunto, la planta de 
tratamiento de residuos sólidos de la municipalidad de Avellaneda, así como un vivero 
municipal. Adyacente a este predio operan varias empresas de logística y de construc-
ción (Medlog, Pavisur, JBD S.A, OCASA, Nivolet).


Otros usos actuales en este área comprenden establecimientos de cooperativas para 
la producción y comercialización de los productos locales, como es el Vino de la 
Costa. Se instalaron también varios predios donde se desarrollan actividades de es-

 Avellaneda Hoy (09/09/2024). Ferraresi reinauguró la Eco Área de Avellaneda con ampliaciones y mejo2 -
ras. URL: avellanedahoy.com.ar/nota/20705/ferraresi-reinauguro-la-eco-area-de-avellaneda-con-amplia-
ciones-y-mejoras/ (último acceso 27/09/2024)

 Municipio de Avellaneda (13/03/2023). Ferraresi inauguró el Parque del Río. URL: www.mda.gob.ar/noti3 -
cias/ferraresi-inauguro-el-parque-del-rio/ (último acceso 20/09/2024)
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parcimiento y que cuentan con instalaciones como canchas de fútbol, airsoft y un 
picódromo. Además, se ubican en el área el establecimiento educativo la Granja Edu-
cativa “Tiempo de Crecer“, así como una pequeña zona de viviendas de familias de 
pequeños productores (calles El Totoral y Las Glicinas).


(2) El área del CEAMSE


Este área está comprendida entre el Canal Santo Domingo en el partido de Avellaneda 
y el límite de la localidad de Bernal a la altura de la calle Lomas de Zamora en el parti-
do de Quilmes. En este predio se instaló el relleno sanitario “Villa Domínico“ en el año 
1978, tras la creación de la empresa estatal Cinturón Ecológico Área Metropolitana 
Sociedad del Estado (CEAMSE) el año anterior. Los terrenos pertenecientes al relleno 
sanitario ocupan alrededor de 700 hectáreas, en los cuales se enterraron los residuos 
sólidos provenientes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y ocho municipios de la 
región metropolitana (Lovisa, 2022). De esta forma, hasta su cierre definitivo en el año 
2004, en el CEAMSE Villa Domínico se trató un total de 48 millones de toneladas de 
residuos que se acumuló en montañas de hasta 25 metros de altura.


Fotos 1 y 2: Montañas de relleno en el área del CEAMSE


 

Fuente: Registro propio


En contexto histórico, el proyecto de la creación de un cinturón verde en el área me-
tropolitana de Buenos Aires para ordenar el avance de la urbanización ya data del año 
1975, cuando se elaboró una solución a largo plazo para los residuos de esta época. 
Originalmente, la circunvalación se iba a crear en el nivel normal del suelo, rellenando 
las zonas bajas hasta la cota de seis metros y su posterior conversión en parques y 
espacios verdes. Sin embargo, debido al freno social y la cantidad de residuos que 
excedió las estimaciones iniciales, el sistema de parques metropolitanos que se iba a 
extender a lo largo de toda la costa hasta la ciudad de La Plata no se pudo llevar a 
cabo, habilitándose a su vez el relleno en altura.
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La actividad del relleno sanitario resultó en una fuerte resistencia por parte de la po-
blación local. Un conjunto de organizaciones ambientales y vecinales, entre los que 
resalta el rol de la agrupación “Las Madres de las Torres“ de Avellaneda, se movilizó 
en contra del CEAMSE debido a la contaminación ambiental implicada que conllevó la 
aparición de enfermedades graves como leucemia y problemas respiratorios entre los 
habitantes en cercanía al predio. Las primeras protestas ya se dieron durante los años 
90 por las inundaciones causadas por la elevación de la cota a través del relleno. Ha-
cia fines de la década, con el aumento de los casos de cáncer, las protestas se incre-
mentaron y continuaron entre 2001 y 2003. Debido a esta fuerte resistencia, se logró el 
cierre definitivo del relleno sanitario en el año 2004 (Acsebrud y Wertheimer, 2016; Lo-
visa, 2022).


En la etapa de post-cierre del CEAMSE Villa Domínico, se llevan adelante el tratami-
ento y la gestión vinculada con la disposición final de los residuos sólidos urbanos. 
Para ello, el predio comprende actualmente las instalaciones administrativas del com-
plejo ambiental, la planta de tratamiento de líquidos lixiviados, viveros, laboratorios, 
diversas parcelas con plantaciones de prueba de especies nativas donde se desar-
rollan investigaciones con centros académicos de la región. Los residuos que ante-
riormente se destinaron al CEAMSE de Villa Domínico ahora se trasladan al complejo 
Norte III ubicado en San Miguel a aproximadamente 30 kilómetros para su disposición 
final.


En el predio se observan diferentes alturas del terreno, producto de una degradación 
diferencial de los diversos residuos, ya que la empresa no se ocupa de la recolección y 
separación de los mismos sino solamente de su enterramiento. De esta forma, durante 
los últimos 20 años desde el cierre, la altura del terreno se redujo 2 metros en prome-
dio. Como afirmó el personal del CEAMSE en una conversación personal durante la 
observación participante en área, debido a la condición de estos asentamientos dife-
renciales, en los terrenos con relleno no es posible la instalación de construcciones 
convencionales como viviendas y otros edificios.


La instalación del CEAMSE en el año 1979, y la posterior elaboración del proyecto de 
Nueva Costa del Plata por la empresa Techint, representa para el municipio de Quil-
mes un condicionante importante para la gestión actual del territorio en esta parte de la 
ribera. El predio privado, de tamaño importante, quedó por fuera del alcance de la pla-
nificación estatal durante mucho tiempo. Al mismo tiempo, los beneficios económicos 
de la gestión de residuos resultaron más favorables para los dueños privados de las 
tierras donde se ubica el CEAMSE, como remarca el funcionario entrevistado en el 
municipio de Quilmes.


Recién en la actualidad el municipio incide en el área a través de la creación del Par-
que Metropolitano, en cuyo marco se llevaron a cabo obras para crear sectores con 
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instalaciones deportivas, de descanso y de recreación (Fotos 3, 4 y 5). El Parque Me-
tropolitano representa un proyecto financiado por el BID, enmarcado en el programa 
de Desarrollo de Áreas Metropolitanas II del DAMI II que llevaba adelante el Ministerio 
de Desarrollo Territorial y Hábitat de la Nación.


Fotos 3, 4 y 5: Parque Metropolitano en el área del CEAMSE





	    

Fuente: Registro propio


(3) El área de la Ribera de Bernal


El área de la Ribera de Bernal está delimitada por el límite de la localidad de Bernal 
con las localidades de Don Bosco al noroeste y de Quilmes al sureste. En esta área se 
ubican antiguas zonas con relleno sanitario que se encuentran por fuera de los límites 
del actual predio del CEAMSE, establecimientos deportivos como el Club Don Bosco 
Rugby y el polideportivo de la Universidad Nacional de Quilmes. Los grandes bloques 
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que se identifican son la planta potabilizadora de la empresa estatal AySA y el barrio 
informal La Ribera de Bernal.


La planta potabilizadora de AySA “General Belgrano” provee de agua potable a una 
gran cantidad de barrios de la zona sur de la región metropolitana y de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires. Se inauguró en el año 1978 y tiene una capacidad de tratar 
un total de 1.950.000 m3 de agua por día. Ocupa aproximadamente una superficie de 
96 hectáreas (Acsebrud y Wertheimer, 2016). Como se verá más adelante, el predio 
se fue extendiendo durante los últimos hacia el borde del Río de La Plata


En el barrio La Ribera de Bernal residen actualmente actualmente alrededor de 132 
familias, según los últimos datos provistos por el Registro Nacional de Barrios Popula-
res (ReNaBaP) (Subsecretaría Integración Socio Urbana, 2024). Las viviendas, en su 
mayoría autoconstruidas, presentan condiciones insuficientes de habitabilidad según el 
indicador de calidad de materiales aplicados en el Censo Nacional (Acsebrud y Wert-
heimer, 2016). Los habitantes trabajan principalmente en el mercado informal y la ma-
yoría de los adultos solo cuenta con estudios primarios.


El poblamiento del barrio se vincula con la llegada de los inmigrantes europeos, princi-
palmente del norte de Italia, durante la segunda mitad del siglo XIX y las primeras dé-
cadas del siglo XX. Este proceso de ocupación es similar a aquel que experimentó el 
área de las Quintas de Sarandí (Acsebrud y Wertheimer, 2016). La instalación de una 
producción frutihortícola implicó la construcción de un sistema de canales para riego y 
navegación. Los primeros pobladores adaptaron el asentamiento a las características 
locales, construyendo sus casas en altura sobre palafitos. Cuando fue disminuyendo la 
importancia del sistema de producción en la ribera, gran parte de la población fue mi-
grando a zonas urbanas cercanas. Los primeros pobladores que permanecieron en el 
lugar mantuvieron en parte sus actividades agropecuarias para el autoconsumo hasta 
la actualidad. Al mismo tiempo, la llegada de nuevos habitantes que se asentaron en la 
ribera conllevó el crecimiento del barrio y la influencia de modos de vida urbanos, con 
lo cual en la actualidad se observa, al mismo tiempo, la presencia de territorializacio-
nes más urbanas y territorializaciones más tradicionales o rurales.


Recientemente, el poblamiento espontáneo del asentamiento se intensificó, a partir de 
la conexión del barrio a la red eléctrica y de agua (pero no de cloacas) en el año 2013 
(Acsebrud y Wertheimer, 2016). Como señaló uno de los entrevistados por parte de la 
municipalidad de Quilmes (Entrevistado 2), se registró un fuerte crecimiento de la po-
blación entre los años 2015 y 2019, partiendo de 62 familias inicialmente. Este desar-
rollo fue potenciado por los efectos de la pandemia.
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Fotos 6 y 7: Ribera de Bernal y calle al interior del barrio


 

Fuente: Registro propio


(4) El área de la Ribera de Quilmes


El área de la Ribera de Quilmes queda delimitada por el límite de la localidad de Quil-
mes con las localidades de Bernal y Ezpeleta. Los grandes bloques que allí se identifi-
can son el Aeródromo de Quilmes y la Ribera de Quilmes.


Entre los usos en esta parte de la ribera se encuentran usos especiales vinculados al 
aeródromo, la Escuela de Educación Secundaria Técnica Nº7 “Taller Regional Quil-
mes“ (IMPA), así como el Complejo Socioambiental EcoParque Quilmes donde funcio-
na una planta de separación, clasificación y tratamiento de residuos sólidos urbanos. 
En el área urbanizada que comprende los barrios de El Fortín, Villa Luján y La Ribera, 
prevalecen usos residenciales. La urbanización actualmente se encuentra en proceso 
de expansión hacia el límite con el partido de Berazategui. Sobre la ribera se desar-
rollan actividades vinculadas a usos recreativos y de esparcimiento. Equipamientos 
importantes son el Club Náutico Quilmes que cuenta con un muelle propio (Fotos 8 y 
9), así como el Pejerrey Club (Fotos 10 y 11).
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Fotos 8 y 9: Club Náutico Quilmes con muelle


 

Fuente: Registro propio


Fotos 10 y 11: Pejerrey Club


 

Fuente: Registro propio


Hacia el lado del Fortín se instalan los predios del sindicato de Luz y Fuerza que cuen-
ta con un camping propio, así como de la Prefectura Naval Argentina. En los bordes 
del actual asentamiento que allí esta localizado funcionó anteriormente un espacio de-
nominado “La Quema“ para la quema de las ramas municipales. Este predio funcionó 
hasta el año 2013 aproximadamente y luego fue cerrado debido a las quejas públicas 
por el humo y la contaminación ambiental. El asentamiento fue ocupando este espacio 
abierto y actualmente se instala sobre terrenos fiscales y privados, para los cuales sus 
habitantes no cuentan con título de propiedad.


Durante la década de los ’90, la Ribera de Quilmes experimentó un auge de populari-
dad. Las actividades de esparcimiento en restaurantes, bares y discotecas incrementa-
ron la circulación de personas durante la noche, mientras que durante el día la zona se 
fue degradando cada vez más. Hacia fines de la década, el contexto de la crisis 
económica del país produjo una fuerte caída de las actividades en la ribera, llevando al 
deterioro y cierre de muchos locales ubicados allí, entre ellos el tradicional Pejerrey 
Club. Durante los años posteriores, la ribera quedó relegada por parte del municipio. 
Recién durante las últimas gestiones municipales se avanzó en elaborar una política 
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pública para esta área. Esta consiste en la implementación de proyectos públicos en 
forma de la creación de parques ribereños en los dos extremos de la ribera, que en-
marcan un proyecto privado, el mejoramiento del espacio del Pejerrey Club, en el me-
dio (Entrevistado 2).


Es así que el municipio de Quilmes interviene en esta parte de la ribera en varias ini-
ciativas de planificación. En septiembre del 2023 se inauguró el Parque Municipal de la 
Ribera de Quilmes que cuenta con instalaciones y áreas recreativas como un anfitea-
tro, un skatepark y juegos (Fotos 12 y 13). El predio se construyó a partir del año 2009, 
inicialmente con la intención de hacer un puerto municipal, iniciativa que luego fue de-
sechada (Entrevistado 2). Este puerto iba a contar con un pequeño muelle para cata-
maranes que funcionaban como medio de transporte público, conectando el municipio 
con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El destino del espacio fue reformulado ha-
cia la construcción de un paseo ribereño a través del relleno y la consolidación del 
frente ribereño. De esta forma se pudo ganarle terreno al río y convertirlo en un espa-
cio público de seis hectáreas .
4

Fotos 12 y 13: Parque Municipal de la Ribera de Quilmes


 

Fuente: Registro propio


Hacia el límite con la localidad de Ezpeleta, en el área aún no integrada a la urbaniza-
ción de la Ribera de Quilmes, el municipio desarrolló durante la última gestión el pro-
yecto llamado “Sendero para vivir los humedales“. Este proyecto ecológico preveía la 
conservación de los humedales presentes sobre la franja costera y su aprovechamien-
to para la educación ambiental. Para esto, se planificó la construcción de un edificio de 
divulgación en la rotonda de la Avenida Caseros y la calle Echeverría, así como un cir-
cuito de pasarelas elevadas de madera en el borde costero hasta el Arroyo Jiménez.


Actualmente, debido a los impactos de la pandemia y la coyuntura a escala nacional 
se frenaron muchas de las iniciativas previstas para la ribera. Ambos parques ribere-

 Zonales (22/09/2023). Inauguraron el Parque de la Ribera de Quilmes: así es el imponente espacio púb4 -
lico gratuito frente al Río de la Plata. URL: zonales.com/inauguraron-parque-ribera-quilmes-gratuito-rio-
plata/ (último acceso 04/09/2024)
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ños proyectados por el municipio contaron con la financiación del Ministerio de Desar-
rollo Territorial y Hábitat de la Nación. Mientras se logró implementar el Parque Munici-
pal de la Ribera, el Sendero para vivir los humedales no se pudo realizar hasta la 
fecha.


7.1.3 Usos legales en tres áreas de la ribera


En lo siguiente, se presentarán los usos legales en la ribera, según la normativa vigen-
te, y se analizan en detalle los procesos de zonificación dentro del área de estudio.


El Mapa 3 muestra la zonificación según usos realizada por los municipios actualmen-
te vigente. La zonificación en el partido de Avellaneda (Anexo 2) se basa en la Orden-
anza N° 11.451 del año 1997 y sus modificatorias. En el partido de Quilmes (Anexo 1) 
se rige según la Ordenanza N° 4545 del año 1979 y sus quince modificatorias.


Mapa 3: Zonificación según Usos actuales




Fuente: Elaboración propia, en base a urBAsig, 

Ordenanza Nº 30.549/2023 y Plano de Zonificación Quilmes


(1) El área de reserva y quintas


El área de reserva y quintas, según establece la Ley de Ordenamiento Territorial y Uso 
del Suelo de la Provincia de Buenos Aires (Decreto-Ley 8912/77), está categorizada 
como un área complementaria con una pequeña área de uso específico. La mayor par-
te de este predio, incluyendo la reserva municipal Eco Área y las Quintas de Sarandí, 
según la zonificación actual está destinada al uso como reserva. En menor medida 
también se prevén usos industriales y específicos.
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Durante el recorte temporal analizado en esta investigación, el área de reserva de 
Avellaneda experimentó dos importantes rezonificaciones: una primera, en el año 
2008, a través de la sanción de la Ordenanza N° 21.332 creó la Zona de Gestión Es-
pecial (Aizcorbe et al., 2013; Lovisa, 2022), que se puede observar en el Mapa 3, y 
una segunda, más reciente en el año 2023 a través de la sanción de la Ordenanza Nº 
30.549 durante la gestión municipal actual. Esta segunda actualización normativa re-
presenta un importante ejemplo de la intervención del municipio en el área ribereña a 
través de un instrumento legal. A continuación se presentan los cambios introducidos 
por la normativa.


La Ordenanza Nº 30.549/2023 modificó los límites y los usos correspondientes esta-
blecidos en el área de reserva y quintas. De manera general, la actualización estable-
ce usos de reserva y recreativos desde la altura de la calle Las Glicinas hacia el río y 
crea más permisividad en los usos hacia la autopista. Concretamente, incide en los 
límites para las zonas de Reserva con carácter de Reserva de suelo vacante (RE), de 
Banda de Circulación (BC1), Uso Específico (UE4) e Uso Industrial (I1c). Divide el 
área en una Zona de Reserva Ambiental 1 (R.E.-1), una Zona Industrial (I1c), una 
Zona de Uso Específico (U.E.-4) y un Área de Interés Urbano de Gestión Especial. 
A su vez, divide la Zona de Reserva Ambiental en sub-zonas. Una del Eco Área en la 
cual no se permiten otros usos y actividades que no sean de carácter recreativo, tu-
rístico, educativo y social. Una eco-turística que comprende las quintas y los viñedos 
donde se permiten actividades productivas agroecológicas sustentables, gastronómi-
cas, de turismo y esparcimiento (camping). Las actividades comerciales complementa-
rias que se llevan adelante allí tienen que adaptarse a estos usos. Una de amortigu-
ación ambiental donde se permite la explotación de la tierra vinculada a la producción 
y comercialización de productos autóctonos. Una del EcoPunto destinada a la planta 
de separación de residuos y el vivero municipal. Se extienden los límites de esta zona 
con el fin de ampliar los usos actuales y para incluir el uso educativo de la planta. Fi-
nalmente, una eco-comercial que cumple la función de área central a escala local, 
donde se pueden llevar adelante actividades económicas y de comercialización a 
escala minorista. Permite la instalación de establecimientos administrativos, de ser-
vicios, turísticos (camping), de gastronomía y de salud.


El Mapa 4 muestra la rezonificación de la Zona de Reserva Ambiental ocurrida. Como 
se puede observar, el tamaño de la reserva es reducida, junto con una porción de la 
franja colindante a la autopista, a favor de la creación del Área de Interés Urbano de 
Gestión Especial (IUGE), ampliando así también los usos permitidos en esta parte.


97

https://www.mda.gob.ar/wp-content/themes/mda/documentos/obras-particulares-planeamiento/planeamiento/Ord-Reserva-Quintas-30549-2023.pdf


Mapa 4: Zonificación según usos en la zona de reserva de Avellaneda, 
anterior a la modificación (izquierda) y posterior (derecha) con sub-zonas (abajo)




Fuente: Elaboración propia, en base a urBAsig y Ordenanza Nº 30.549/2023


La siguiente tabla (Tabla 2) muestra la división en zonas y sub-zonas de la reserva que 
resultan de la modificación y describe los usos permitidos, así como las obligaciones y 
restricciones en cada una de ellas:
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Tabla 2: División en zonas y sub-zonas de la reserva, con usos, obligaciones y restricciones


Zona Sub- 
zona

Usos admitidos Obligaciones Restricciones / 
prohibiciones

Zona de 
Reserva 
Ambiental 1 
(R.E.-1)

Eco-Área • recreativo

• turístico

• educativo y social

• no se permiten usos 
residenciales


• no se pueden dividir las 
parcelas actuales

• extracción de objetos o 
especies vivas de flora y 
fauna


• alteración de elementos 
relevantes


• remoción de flora nativa

• introducción de flora y 

fauna exótica

• caza

• presencia humana por 

fuera de los usos admiti-
dos


• construcciones e instala-
ciones (edificios, vivien-
das) sin permiso corre-
spondiente


• modificación del paisaje 
natural o el equilibrio bio-
lógico


• tránsito por fuera de calles 
y senderos habilitados


• ocupación de playas 
costeras con usos recrea-
tivos (balneario)


• acampar, hacer fuego 
fuera de zonas habilitadas


• depósito y rellenos con 
residuos, tierra o escom-
bros


• ruidos y actividades de-
portivas ruidosas


• ocupación del espacio 
público

Eco-Tu-
rística

• productivo agroecológi-
co sustentable


• gastronómico

• camping

• esparcimiento

• equipamiento público

• actividades comerciales 

complementarias a los 
anteriores

• usos actuales pueden 
permanecer tras adapt-
ación según lo establece 
el Ejecutivo


• vivienda única por par-
cela


• no se pueden dividir las 
parcelas actuales

Amortigu-
ación Am-
biental

• comercialización de 
productos agroecológi-
cos sustentables


• equipamiento público

• gastronómico

• comercial

• camping

• usos actuales pueden 
permanecer tras adapt-
ación según lo establece 
el Ejecutivo


• máx. dos viviendas por 
parcela


• no se pueden dividir las 
parcelas actuales

Eco-Punto • se rige por Ord. 
25.573/14 y 25.930/14

Eco-Co-
mercial

• institucional, servicios 
(salud, administración)


• gastronómico

• camping

• comercial

• estacionamiento (solo 

automóvil)

• usos actuales pueden 
permanecer tras adapt-
ación según lo establece 
el Ejecutivo


• máx. seis viviendas (uni- 
y multifamiliares) por ha


• las parcelas actuales 
pueden dividirse

Zona Indus-
trial (I1c)

- • establecimientos indus-
triales y depósitos de 1a 
y 2a categoría (Ley N° 
11.459)


• oficinas administrativas

• establecimientos indus-

triales y depósitos de 3a 
categoría tras aproba-
ción de solicitud con 
Estudio de Impacto 
Ambiental y Plan de 
Manejo Ambiental

• aprobación de evalu-
ación de procesos a 
realizarse, movimiento 
vehicular, efluentes 
líquidos, gaseosos y 
residuos sólidos a ge-
nerarse para su instala-
ción

• instalación de plantas de 
agroquímicos y almacen-
amiento de productos 
químicos, curtiembres, 
saladeros y depósito de 
cueros, actividades hidro-
carburíferas

Zona de Uso 
Específico 4 
(U.E.-4)

- • abasto

• administrativo

• comercial

• estacionamiento, ser-

vicios de transporte

• servicios

• instalación de estableci-
mientos industriales de 1a, 
2a y 3a categoría
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Fuente: Elaboración propia en base a Ordenanza Nº 30.549/2023


De manera sintética, se puede constatar que en la Zona de Reserva Ambiental existen 
importantes y variadas restricciones a los usos y las actividades a realizar. Las activi-
dades permitidas tienen que ser compatibles con el nivel diferencial de protección am-
biental de cada sub-zona. Otros usos, como los residenciales y productivos están re-
glamentados y se tienen que enmarcar en el uso prevaleciente de la sub-zona, con la 
posibilidad de mantener los usos actuales que existen con anterioridad a la modifica-
ción; sin embargo, la ordenanza introduce cierta flexibilidad en la zonificación. 
Para la Zona Industrial se mantiene la posibilidad de emplazar actividades industriales 
de bajo impacto ambiental. También se abre la posibilidad a que se instalen industrias 
de tercera categoría. La Ley N° 11.459/93 de Radicación Industrial de la Provincia de 
Buenos Aires las define como “aquellos establecimientos que se consideran peligrosos 
porque su funcionamiento constituye un riesgo para la seguridad, salubridad e higiene 
de la población u ocasiona daños graves a los bienes y al medio ambiente”. Al momen-
to de la realización de esta investigación no se tiene registro de la radicación de este 
tipo de industrias. Sin embargo, vale señalar que el carácter general de reserva se po-
dría ver afectado negativamente en caso de ocurrir el emplazamiento de este tipo de 
industrias sin que se cumpla con los mecanismos de regulación y control previstos por 
la ordenanza. 
La Zona de Uso Específico mantiene los usos y actividades permitidos que se estable-
cieron en la ordenanza anterior. No se incide sobre los límites de esta zona, pero la 
creación del Área de Interés Urbano de Gestión Especial adyacente abre la posibilidad 
a que su carácter comercial se vea incrementado por la cercanía a zonas con más 
permisividad para usos productivos. 

Área de Inte-
rés Urbano 
de Gestión 
Especial

- • nuevos usos productiv-
os


• administrativo

• servicio

• cada solicitud de usos 
nuevos se analiza de 
manera particularizada


• aprobación de evalu-
ación de procesos a 
realizarse, movimiento 
vehicular, efluentes 
líquidos, gaseosos y 
residuos sólidos a ge-
nerarse para su instala-
ción


• usos actuales pueden 
permanecer tras adapt-
ación según lo establece 
el Ejecutivo


• El Ejecutivo autoriza los 
materiales de construc-
ción de obras a realizar, 
y establece la necesidad 
de contar con plantas 
de tratamiento de eflu-
entes líquidos cloacales 
e industriales


• las parcelas actuales 
pueden dividirse

• instalación de actividades 
logísticas de contenedo-
res


• instalación de plantas de 
agroquímicos y almacen-
amiento de productos 
químicos, curtiembres, 
saladeros y depósito de 
cueros, actividades hidro-
carburíferas
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Por último, la nueva Área de Interés Urbano de Gestión Especial facilita la radicación 
de “nuevos usos productivos“ y promueve la extensión de obras de infraestructura de 
servicios vinculados a estos usos. Permite la instalación de oficinas administrativas y 
servicios (gastronómicos, de transporte). Junto con la reducción de la zona de la Ban-
da de Circulación, esta nueva zonificación representa un avance de usos productivos y 
urbanos sobre un área de tamaño considerable donde anteriormente prevalecieron los 
usos específicos (transporte) y de conservación ambiental.


Aparte de las directrices particulares para cada zona y sus sub-zonas, la ordenanza 
establece que todas las acciones que se solicitan llevar a cabo requieren de un análi-
sis particularizado por parte del Ejecutivo, el cual determina las factibilidades corre-
spondientes de cada uso. En todas las zonas, los establecimientos privados deben 
presentar de manera periódica una Auditoría Ambiental ante el municipio.


La ordenanza otorga importancia a las características particulares del área, intervini-
endo sobre los canales y drenajes superficiales, así como sobre los suelos. Obliga al 
Ejecutivo de elaborar un programa de mantenimiento de los drenajes superficiales, 
que se basa en el relevamiento de este sistema y su relación con los flujos de agua 
como arroyos, canales y el río. Además, obliga a llevar adelante un relevamiento del 
estado de conservación de suelos en las parcelas del área. Se prohibe el relleno de 
las parcelas sin autorización previa del Ejecutivo, obligando a los responsables a miti-
gar o compensar los efectos negativos ambientales.


Dado el poco tiempo transcurrido entre la aprobación de la nueva rezonificación del 
área de reserva y la elaboración de esta investigación, aún no se tiene registro de 
cambios en el uso del suelo que se pueden atribuir a la nueva ordenanza. La repercu-
sión pública de la rezonificación no tuvo la misma dimensión que durante y después de 
la creación de la Zona de Gestión Especial, la cual posibilitaba el emplazamiento del 
proyecto Nueva Costa del Plata. Sin embargo, durante el proceso de formulación de la 
Ordenanza Nº 30.549/2023 se registra una disputa social en torno a los usos del suelo 
que se vincula con la desafectación de la zona de reserva a un Área de Interés Urbano 
de Gestión Especial. En abril del 2023, la Cooperativa de vivienda “Sol Naciente”, que 
había adquirido una parcela en el área de reserva, precisamente enfrente del au-
tódromo en la calle Juan B. Justo y Las Glicinas, para la construcción de un conjunto 
de viviendas multifamiliares, se resistió ante el Concejo Deliberante de Avellaneda que 
trataba un proyecto de ordenanza el cual preveía la expropiación de esta parcela . La 5

disputa se originó debido a que el proyecto presentado por la cooperativa en el año 
2020 inicialmente había sido aprobado, pero finalmente fue vetado por el municipio. A 

 Info Región (14/04/2023). Escándalo en el Concejo Deliberante de Avellaneda. La protesta en el Concejo 5

comenzó con el ingreso de un proyecto de ordenanza que declara de utilidad de uso público y sujeto a 
expropiación cuatro inmuebles de la zona de Quintas de Sarandí y Domínico. URL: www.inforegion.-
com.ar/2023/04/14/escandalo-en-el-concejo-deliberante-de-avellaneda/ (último acceso 27/09/2024)
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pesar de la reformulación del proyecto original, la iniciativa entra en conflicto con la 
zonificación tras la modificación más reciente. Entre la cooperativa y el municipio se 
logró acordar la conformación de una mesa de diálogo para resolver el asunto y even-
tualmente modificar la propuesta para adecuarla a los nuevos usos permitidos en esta 
área.


(2) El área del CEAMSE


En el área actualmente ocupado por el CEAMSE, según la categorización establecida 
por el Decreto 8912/77, se ubican un área complementaria, un área de esparcimiento 
y recreación y un área urbana comprendida por zonas residenciales y comerciales.


Del lado de Avellaneda, la zonificación actual establece para el área complementaria el 
uso como zona de reserva (RE) entre el Canal Santo Domingo, la autopista y el límite 
del partido. En este predio se encuentran las montañas de residuos del relleno sanita-
rio junto con las instalaciones del CEAMSE y los piletones de tratamiento de lixiviados. 
El área de esparcimiento y recreación y el área urbana, que se ubican en la franja ribe-
reña con el albardón y bosque ribereño, corresponden a la Zona de Gestión Especial 
(ZGE) establecida en la Ordenanza N° 21.332/2008, la cual modifica la Ordenanza N° 
11.451/1997.


Del lado de Quilmes, la zonificación actual establece una Zona de Urbanización Espe-
cial de Interés Ambiental (ZUA). Se trata de una zona de relleno sanitario destinada a 
futuros espacios verdes de recreación y esparcimiento, sujeta a intervenciones y pro-
cesos naturales de recuperación ambiental. Tanto la ocupación del suelo, su subdivi-
sión y el uso del suelo en esta zona se definen por parte de la Comisión de Gestión 
Urbanística, tras un estudio particular de cada caso. En una parte de la ZUA se creó 
además una Zona Nuevo Centro Urbano uno (NCU 1) a través de la Ordenanza N° 
11.812/11, cuyo contenido se analizará más adelante. Como se verá, esta modificación 
forma parte del avance urbano sobre la ribera paralelo a otros grandes proyectos ur-
banos como Nueva Costa del Plata.


El Mapa 5 muestra la zonificación según usos actualmente vigente en el área del 
CEAMSE. Se incluye también el Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos (OTBN) 
de la provincia de Buenos Aires actualmente vigente. La categorización establece la 
Categoría I (rojo) para la selva marginal en el borde ribereño, correspondiente al nivel 
más alto de protección ambiental de los bosques nativos, prohibiendo totalmente su 
deforestación. Permite únicamente actividades que no alteren las características del 
bosque nativo, incluyendo turismo de bajo impacto, investigación, extensión, divulga-
ción y educación ambiental. La Categoría II (amarillo) ocupa una pequeña franja del 
albardón costero. Allí, además de realizar actividades de conservación, se permite su 
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aprovechamiento forestal sostenible, el uso silvopastoril y turístico. La Categoría III 
(verde) corresponde al nivel más bajo de protección ambiental. Allí se pueden desar-
rollar actividades de desmonte parcial o total, una vez evaluado y aprobado el Plan de 
Cambio de Uso del Suelo. El área ocupada por esta última categoría coincide con el 
alcance previsto del proyecto Nueva Costa del Plata, posibilitando así su instalación 
sobre la ribera desde la legislación ambiental provincial.


Mapa 5: Zonificación según usos en el área del CEAMSE, con división de la ZGE, 
alcance del proyecto Nueva Costa del Plata y Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos




Fuente: Elaboración propia, en base a GeoSATA, urBAsig,  

Ordenanza N° 21.332/2008 y Oficina Urbana, 2017


La Ordenanza N° 21.332/2008 que crea la Zona de Gestión Especial resulta funda-
mental para el marco legal en el cual se desarrolla el avance urbano sobre la ribera, 
por lo cual se analiza aquí su contenido. El cambio en la zonificación de una Zona de 
Reserva (RE) a la ZGE amplía los usos permitidos y las actividades a desarrollarse de 
forma tal que abre el camino para la instalación del proyecto Nueva Costa del Plata. 
Resulta de gran interés entonces analizar con más detalle sus contenidos.


La ordenanza divide la ZGE internamente en distritos, para los cuales se establecen 
los directrices urbano ambientales particulares. El Mapa 5 muestra la distribución de 
los distintos distritos.


El Distrito 101, denominado Distrito Equipamiento Urbano Avellaneda, está compuesto 
por cinco zonas, y se destina a la localización de residencias, comercios, administra-
ción publica, empresas y establecimientos educativos.


El Distrito 102, denominado Distrito Residencial Parque de Agua Avellaneda, prevé la 
localización de usos residenciales comerciales, hotelero y oficinas de empresas.
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El Distrito 103, denominado Distrito Residencial, Comercial y Recreativo, Ribereño – 
Zona de Usos Específicos para Proyectos Especiales, está ubicado sobre el borde ri-
bereño. Allí se pueden localizar usos urbanos singulares con características y normas 
particulares en función de proyectos especiales. La ordenanza establece la realización 
previa de una evaluación urbana ambiental para realizar estos proyectos, así como los 
procedimientos correspondientes.


Los Distritos 104, 105 y 106 establecen usos que se destinan a la conservación y pre-
servación ambiental, de las cavas presentes en el área, la actual zona de reserva, así 
como de la selva marginal en el borde ribereño.


El Distrito 104, Distrito Ambiental Parque de Agua Avellaneda, se destina a la preser-
vación del paisaje natural y la recuperación ambiental de las cavas. Se permiten ac-
tividades de bajo impacto con carácter recreativo, de esparcimiento a cielo abierto y 
deportivo náutico sin motor. Para desarrollar estas actividades, se prevé por ejemplo la 
instalación de circuito de bicisendas y sendas aeróbicas, pero también de estaciona-
mientos públicos y privados. Los usos complementarios permitidos incluyen gastrono-
mía, bares y restaurantes, y la venta de artículos complementarios a las actividades 
predominantes. Según la ordenanza, el Distrito se rige por un Plan de Manejo, dado 
sus características ambientales, y se prohibe el fraccionamiento de tierras para el em-
plazamiento de usos urbanos.


En el Distrito 105, Distrito Parque Ambiental Avellaneda, se promueve la preservación 
del ambiente natural y la protección de la flora y fauna. Para esto se permite el acceso 
público de forma controlada y actividades con bajo impacto sobre el ambiente como 
visitas guiadas y la observación e investigación. Al igual que para el Distrito Ambiental 
Parque de Agua Avellaneda, se requiere de un Plan de Manejo, prohibiendo cualquier 
uso urbano.


El Distrito 106, Distrito Parque Ribereño Avellaneda, sobre la frente de la ribera, se de-
stina a la conservación de la selva marginal allí presente. Se permite el acceso público 
controlado y actividades como visitas guiadas, así como de observación e investiga-
ción. Para desarrollar los usos predominantes previstos, se prevé instalación de pase-
os peatonales y de sitios para la observación de la flora y la fauna. El Distrito se rige 
por un Plan de Manejo.


Otra ordenanza de importancia es la Ordenanza 11.812/11 que crea la Zona Nuevo 
Centro Urbano Uno (NCU 1) en un lote dentro de la Zona de Urbanización Especial de 
Interés Ambiental (ZUA). Prevé, para la nueva zona, usos del suelo predominantemen-
te residencial, con los usos complementarios comercial, administrativo y hotelería, de 
salud, educativo, deportivo y servicios de comercio minorista. La densidad neta del 
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predio se limita a 1000 habitantes por hectárea para el área residencial y 2000 habi-
tantes por hectárea para el área comercial, de oficinas y hotelería.


En el predio creado por la rezonificación, actualmente se está avanzando hacia la con-
strucción de un desarrollo urbano llamado “Praderas del Plata. Desarrollo Urbano 
Paisajístico“ . Sobre una superficie de siete hectáreas, este proyecto prevé la con6 -
strucción de quince edificios de ocho y veinte pisos, así como dos torres de cuarenta 
pisos. Aparte de las áreas residenciales se contaría también con áreas gastronómicas 
y locales comerciales. La publicidad de la propuesta resalta los amplios espacios púb-
licos para actividades deportivas y de esparcimiento en cercanía de espejos de agua y 
el ambiente natural.


Como referencia de ubicación, el proyecto se presenta en estrecho vínculo con Puerto 
Madero, desde donde la distancia se recorrería en tan solo diez minutos a través de la 
autopista Buenos Aires - La Plata (Mapa 6). La conexión con el centro urbano de Ber-
nal ofrece además un acceso a diversos medios de transporte, a la estación de tren, a 
colegios y a varios centros comerciales. De esta forma Praderas del Plata se presenta 
en una ubicación estratégica entre la cercanía con la ciudad e inserto en un ambiente 
natural, con elementos de una smart city, por ejemplo en torno a la provisión de ser-
vicios y un monitoreo con la ayuda de sistemas tecnológicos . El proyecto se lleva 7

adelante por los estudios de arquitectura Oficina Urbana y Ramiro Aragón, en conjunto 
con la Consultora C.Y.G.O.


Mapa 6: Ubicación y conexiones del desarrollo urbano Praderas del Plata




Fuente: Página web de Praderas del Plata (2024)


La rezonificación y los avances del proyecto en la ribera no han causado mayor reper-
cusión en la sociedad, aparte de los reclamos por parte de la Asamblea No a la entre-
ga de la costa de Quilmes-Avellaneda en contra de las obras realizadas en el sitio. 

 La Vaca (26/10/2022). La mirada humedal. URL: lavaca.org/mu175/la-mirada-humedal/ (último acceso 6

01/10/2024)

 Página web de Praderas del Plata (2024). URL: praderasdelplata.com.ar/ (último acceso 01/10/2024)7
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Tras la sanción de la ordenanza, durante los últimos años se realizaron tareas de pav-
imentación de un camino de acceso desde la calle Espora, así como movimientos de 
suelo preparatorios. Si bien se pudo verificar, a través de comunicaciones personales 
con integrantes de la asamblea y a través de recorridos en el campo, que las obras 
actualmente no están avanzando de manera sistemática, la modificación de la zonifi-
cación forma parte de un avance progresivo de usos urbanos sobre los espacios ver-
des en la ribera. El posible emplazamiento de un desarrollo inmobiliario en la Zona 
Nuevo Centro Urbano Uno se vincula con la propuesta del proyecto Nueva Costa del 
Plata, aunque queda incierta su relación formal. Sin embargo, la cercanía física, la si-
militud de las propuestas y la participación de la misma desarrolladora en ambos pro-
yectos sugiere una continuidad de estos procesos, la cual se ve fomentada por los 
cambios en la zonificación según usos aquí analizados.


(3) El área de la Ribera de Bernal


La zonificación actual del municipio de Quilmes establece para esta parte una Zona de 
Urbanización Especial de Interés Ambiental (ZUA) desde el límite con Avellaneda has-
ta la calle Espora. Los usos permitidos para esta zona son los mismos que ya fueron 
descritos anteriormente para el área del CEAMSE.


Adyacente a la ZUA se ubica el predio ocupado por la planta de tratamiento de agua 
de la empresa estatal AySA cuya zonificación declara una Zona de usos específicos 
(ZUE). Esta categoría pertenece a las áreas complementarias según el Decreto-Ley 
8912/77. En dos ordenanzas del año 1999 y 2006 sancionadas por el municipio se es-
tablece que a esta zona corresponde el uso del Taller Regional Quilmes y Obras Sani-
tarias de la Nación. Según estas normas, el terreno queda ocupado por la planta pota-
bilizadora de agua perteneciente a este organismo, hoy AySA.


Para el predio colindante la zonificación establece el uso de Zona de Recuperación del 
Cinturón Ecológico (ZRCE), también categorizada como área complementaria por el 
Decreto-Ley 8912/77. De acuerdo con la ordenanza original del municipio, esta zona 
de recuperación queda reservada a una zona verde recreativa. Se destina a usos prin-
cipales deportivos y recreativos, habilitando actividades deportivas al aire libre y bajo 
techo cuando éstas últimas sean complementarias. La construcción de edificios solo 
se permite para instalaciones complementarias como vestuarios, locales de vigilancia, 
locales gastronómicos y viviendas indispensables a tales servicios, con una muy baja 
densidad neta de hasta cinco habitantes por hectárea.


Dentro de la zonificación vigente descrita para esta área de la ribera, se observa una 
fuerte expansión de los usos y actividades vinculadas a la Zona de usos específicos 
donde se ubica la planta potabilizadora.
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El Mapa 7 muestra el avance de la infraestructura urbana en la Ribera de Bernal entre 
el año 2008 y la actualidad. Los dos grandes bloques de uso del suelo sobre el eje de 
la calle Espora crecieron tanto en superficie como en la densidad de las actividades 
desarrolladas en ellos. Esto resulta en una elevada cantidad de personas y materiales 
que circulan en esta porción de la ribera. En las observaciones de campo llevadas a 
cabo se registraron importantes flujos de vehículos y otros medios de transporte (mo-
tocicletas, carros, caballos, camionetas, camiones) a lo largo de la vía de acceso a la 
ribera y al interior de la planta potabilizadora. La movilidad se vincula, aparte de los 
movimientos propios de los habitantes y visitantes de la ribera, en gran medida con el 
transporte de material como arena y escombros para el relleno de terrenos.


Mapa 7: Avance de la planta potabilizadora de AySA y el barrio La Ribera de Bernal




Fuente: Elaboración propia, en base a Google Earth


El barrio experimentó un crecimiento de su superficie con una posterior consolidación 
y densificación. Inicialmente, las viviendas se ubicaron principalmente en el frente ribe-
reño y adyacente a la calle Espora. A partir del año 2015 se empezó a poblar la parte 
cruzando esta vía de acceso, siguiendo el límite del predio de la planta potabilizadora. 
En los años posteriores, los bordes del barrio se extendieron de forma menos pronun-
ciada, mientras que se ocuparon y consolidaron los terrenos a su interior.


En el predio de la empresa AySA se observan cambios graduales en los usos del suelo 
y una extensión de la superficie construida. A partir del año 2018 la velocidad de las 
intervenciones se incrementa, dando lugar a cambios en la cobertura vegetal y la con-
strucción de nueva infraestructura. Las imágenes satelitales permiten observar la in-
stalación de piletones y sistemas de cañería subterráneos junto con el relleno de áreas 
bajas e inundables. Como se pudo verificar a través del trabajo de campo en la zona 
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del predio, estas actividades se deben a dos proyectos de infraestructura coordinados 
por el Ministerio de Obras Públicas y con financiamiento parcial del Banco de Desarrol-
lo de América Latina y el Caribe (CAF) y AySA. La información correspondiente se ob-
tuvo de las fichas técnicas de construcción expuestas públicamente en el sitio. La pri-
mera iniciativa se lleva a cabo en conjunto por los Municipios de Quilmes y Lomas de 
Zamora para la construcción de un Río Subterráneo entre la planta potabilizadora y 
Lomas de Zamora. En una primera etapa iniciada el 01/11/2017, actualmente se encu-
entra en proceso la construcción de la Estación Elevadora N°1 (Licitación pública in-
ternacional DI-LPI N° 0001/16) con un plazo de ejecución previsto de 83 meses y un 
monto de la obra de aproximadamente 3,58 mil millones de pesos. La segunda iniciati-
va implica la construcción de una nueva Estación Elevadora de Agua Cruda para la 
planta potabilizadora (Licitación pública DI-LPI N° 0001/21) llevada a cabo por el Muni-
cipio de Quilmes. La obra se inició el 22/09/2022, y cuenta con un plazo de ejecución 
de 750 días corridos y un monto de la obra de aproximadamente 3,69 mil millones de 
pesos. La implementación de ambos proyectos resulta en un avance hacia el borde 
ribereño claramente visible en las imágenes analizadas, el cual implica la transfor-
mación del ambiente natural, la interrupción de sus dinámicas propias y su conversión 
en espacios con usos urbanos.


En el caso del barrio de La Ribera de Bernal, se observa de manera similar un avance 
de los usos urbanos y las actividades vinculadas a estos usos, aunque en mucho me-
nor medida y velocidad, junto con el incremento de la presión ejercida sobre áreas na-
turales frágiles de alto valor ecológico.


7.2 Caracterización de las políticas ambientales en Quilmes y Avellaneda


Luego de la caracterización del área de estudio y el análisis de los principales usos del 
suelo reales y legales presentes, se analizan en esta sección las características de las 
políticas ambientales y territoriales en los municipios de Quilmes y Avellaneda con én-
fasis en aquellas que impactan sobre la ribera. Estas políticas se encuadran también 
en el contexto general de la gestión municipal, para comprender mejor la perspectiva 
bajo la cual se aborda la cuestión ambiental en el municipio correspondiente.


El análisis se basa en el relevamiento de bibliografía especializada (investigaciones y 
estudios de caso) y documentos periodísticos, combinado con trabajo de campo. En 
un primer momento, se realizó un relevamiento de bibliografía, información periodística 
y documentos estratégicos como planes de ordenamiento, con el fin de caracterizar la 
política ambiental en el ámbito local. En recorridos y eventos públicos se realizaron 
varias instancias de observación participante. En un segundo momento, se llevaron a 
cabo entrevistas semi-estructuradas a funcionarios públicos de ambos municipios para 
profundizar el diagnóstico y validar lo encontrado.
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Las políticas ambientales y territoriales que llevan adelante los municipios se entien-
den en esta investigación como parte de las políticas públicas. Estas contienen, como 
se explicó en el apartado teórico-metodológico, una teoría del cambio social. En el 
caso específico de las políticas territoriales se trata de una teoría sobre la transfor-
mación del territorio. Estas políticas representan un proceso político en el cual se ad-
opta un enfoque teórico particular, se indaga sobre cuestiones empíricas, se toman 
decisiones, se ejecutan los instrumentos necesarios para su concreción, y se preven 
herramientas para el seguimiento y evaluación de las intervenciones realizadas (Cirio, 
2016). Las políticas ambientales y la planificación forman parte de un proceso continuo 
y dinámico, que presenta también contradicciones y disrupciones. Aquí se destaca que 
los límites que reconoce esta investigación entre las diferentes iniciativas responden a 
los fines analíticos del trabajo.


7.2.1 Quilmes


En lo siguiente se caracterizan brevemente las políticas ambientales y territoriales del 
partido de Quilmes, con un foco en el área ribereña. Para esto, se revisa el anclaje in-
stitucional y normativo de estas políticas las cuales, como se verá, se llevan adelante 
principalmente desde la planificación del territorio. Luego se presentan tres iniciativas 
concretas en forma de planes estratégicos, que guían el ordenamiento territorial y la 
planificación en el municipio a lo largo del período estudiado. Por último, se describen 
los principales actores en la planificación del municipio, así como sus concepciones 
del territorio.


7.2.1.1 Institucionalidad de las políticas ambientales y territoriales


En el período que comprende el análisis de esta investigación (2008-2024), en el par-
tido de Quilmes se sucedieron cuatro gestiones de gobierno a cargo de tres intenden-
tes: la primera, liderada por el intendente Francisco Gutiérrez del partido Polo Social 
entre 2007 y 2011 y tras su reelección nuevamente entre 2011 y 2015 por el Frente 
Para La Victoria. Entre los años 2015 y 2019 estuvo a cargo Martiniano Molina por par-
te de Propuesta Republicana. La gestión actual, con la intendenta Mayra Mendoza por 
el Partido Justicialista cumplió un primer ciclo entre 2019 y 2023 y fue reelegida en el 
2023 hasta la actualidad.


La distribución de funciones y competencias en torno a la planificación y el ordenami-
ento territorial se organiza a través de diferentes secretarías y estuvieron sujetos a va-
rios cambios durante los diferentes momentos del período analizado.
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Para el año 2014, la estructura institucional de Quilmes se expresaba en trece secreta-
rías y tres unidades ejecutoras (Cirio, 2016). Entre las secretarías se destacan por su 
interés para esta investigación: la Secretaría de Planeamiento Estratégico, Obras, Ge-
stión pública, Tierras y Viviendas, a continuación denominada Secretaría de Planeami-
ento, y la Secretaría de Medio Ambiente. Entre las unidades ejecutoras, que poseen 
una jerarquía equivalente a las secretarías, resalta la Unidad Ejecutora de la Ribera 
que fue creada por el Decreto N° 2404/08.


Las múltiples responsabilidades de la Secretaría de Planeamiento abarcaron el ámbito 
de la planificación del desarrollo territorial, mediante la la elaboración, implementación 
y supervisión del Plan Estratégico Municipal, así como el ámbito del ordenamiento ur-
bano-territorial, mediante el análisis, diagnóstico, desarrollo e implementación de todos 
los instrumentos necesarios para el Código de Planeamiento y Desarrollo Urbano del 
Partido y la administración de obras particulares, tierras y viviendas. Para dar cuenta 
del amplio espectro de funciones, la configuración interna de la secretaría se expresa 
en la Subsecretaría PROMUREE, Alumbrado Público y Semaforización, la Subsecreta-
ría de Obras Públicas, y la Subsecretaría de Tierras y Vivienda, que se dividieron a su 
vez en un total de diez direcciones.


Como se verá más adelante, el lugar que ocupa la secretaría y sus sucesores dentro 
de la estructura institucional, así como las funciones otorgadas inciden en la visión y 
las concepciones que guían la práctica de la planificación del territorio llevada adelante 
por el municipio.


Durante el ciclo de gestión liderado por el intendente Molina, el gobierno municipal es-
tuvo integrado por once secretarías . Las políticas ambientales se llevaron a cabo 8

principalmente desde la Dirección General de Promoción Ambiental, perteneciente a la 
Secretaría de Gobierno y Derechos Humanos. Las iniciativas concretas abarcaron te-
mas como la creación de huertas municipales, el programa educativo Escuelas Verdes 
que fomenta las prácticas sustentables o la instalación de Puntos Verdes mediante el 
Programa de Participación Ciudadana , . Otro organismo encargado de la gestión 9 10

ambiental fue la Agencia de Medio Ambiente, que llevó adelante las tareas de control 
ambiental de empresas y la elaboración de Estudios de Impacto Ambiental . Dentro 11

 El Día (04/12/2015). Molina presentó a su futuro gabinete de gobierno. URL: www.eldia.com/nota/8

2015-12-4-molina-presento-a-su-futuro-gabinete-de-gobierno (último acceso 17/09/2024)

 Hecho en Quilmes (10/06/2019). Martiniano Molina recorrió los Puntos Verdes instalados en las plazas. 9

URL: hechoenquilmes.com/2019/06/10/martiniano-molina-recorrio-los-puntos-verdes-instalados-en-las-
plazas/ (último acceso 19/09/2024)

 Cuatro Medios (05/06/2019). En el Día del Medio Ambiente, Molina lanzó la campaña “YoHagoMiParte“ 10

en Quilmes. URL: www.cuatromedios.com.ar/articulo/quilmes/dia-medio-ambiente-molina-lanzo-campana-
yohagomiparte-quilmes/20190605191703006303.html (último acceso 19/09/2024)

 Cultivos de Quilmes (20/12/2016). La Agencia de Medio Ambiente Municipal. URL: http://www.cultivos11 -
dequilmes.com/2016/12/la-agencia-de-medio-ambiente-municipal.html (último acceso 19/09/2024)
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de la Subsecretaría de Medio Ambiente, se contó con la posición de un delegado de la 
Ribera que, entre otras actividades, llevó adelante inspecciones en materia 
ambiental .
12

En la actualidad, bajo la gestión de la intendenta Mendoza, el organigrama del munici-
pio de Quilmes se divide en trece secretarías (Gobierno de Quilmes, 2022). A inicios 
de la gestión actual, a findes del año 2023, su organización interna cambió nuevamen-
te y se encuentra aún en proceso de consolidación. Esto afecta también a las áreas de 
gobierno que resultan de interés para esta investigación, de forma tal que la identifica-
ción de las secretarías involucradas en la gestión de la ribera resulta difícil para el púb-
lico en general. Al momento de vincularse con el municipio, se observó a menudo una 
falta de conocimiento interno sobre la distribución de competencias en el área de am-
biente.


Como secretarías que inciden de manera directa en la ribera se reconocieron, a través 
del análisis de bibliografía especializada y fuentes oficiales, así como en varias instan-
cias de trabajo de campo las siguientes: la Secretaría de Ambiente y Gestión Integral 
de Residuos Sólidos Urbanos (G.I.R.S.U) y la Secretaría de Desarrollo Urbano y Obra 
Pública. Dentro de la segunda resulta de especial interés la Subsecretaría de Planea-
miento, que comprende también la Dirección General de Planeamiento y Obras Parti-
culares, responsable de las tareas de zonificación en el municipio.


7.2.1.2 Áreas e iniciativas de gestión ambiental y territorial


El municipio de Quilmes actualmente lleva adelante políticas en materia ambiental 
desde diferentes sectores de la gestión pública. Se implementan iniciativas en torno a 
la urbanización, los residuos sólidos urbanos y el espacio público, la educación ambi-
ental y las áreas protegidas.


Las políticas en materia urbanística por parte del municipio en la ribera muestran cierta 
ambigüedad. El barrio de la Ribera de Bernal que se encuentra dentro del área de 
estudio forma parte de la gestión en algunos ámbitos, mientras que en otros el munici-
pio está ausente. Esto se muestra, por ejemplo, en la provisión de servicios públicos. 
El barrio cuenta desde hace varios años con una conexión a la red de agua, debido a 
la proximidad de la planta potabilizadora, pero hasta la actualidad no se encuentra 
dentro de la red de cloacas.


En cuanto a los residuos sólidos urbanos, el municipio lleva adelante el programa 
“Quilmes Limpio“ (Gobierno de Quilmes, 2024) con el objetivo de ordenar el espacio 

 Gobierno de Quilmes (04/08/2016). Mega operativo municipal clausuró seis basurales en la ribera. URL: 12

quilmes.gov.ar/noticias/medio-ambiente/2016-08-04-mega-operativo-municipal-clausuro-seis-basurales-
en-la-ribera.php (último acceso 24/10/2024)
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público. En este marco, se instalaron varios EcoPuntos  distribuidos por la ciudad 13

donde se reciben y clasifican residuos reciclables limpios y secos. Allí se provee tam-
bién asesoramiento para los ciudadanos sobre la separación en origen y el reciclado. 
Sin embargo, la distribución de los EcoPuntos muestra una desigualdad espacial, ya 
que ninguna parte del área ribereña cuenta con estas instalaciones.


Dentro del mismo programa se llevaron a cabo distintos operativos de limpieza integral 
en varios barrios , así como tareas de bacheo que apuntan a una mejora del espacio 14

público. La gestión del espacio público implica también intervenciones para prevenir 
inundaciones en diferentes partes del municipio. Para esto se realizan periódicamente 
tareas de limpieza de los arroyos  y desobstrucción de sumideros .
15 16

Recientemente, se inauguró el Complejo Socioambiental Ecoparque Quilmes. Este 
proyecto, que se desarrolló en conjunto con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible de la Nación y financiación por el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), aporta a la gestión de los residuos del municipio y la reducción de residuos de-
stinados al relleno sanitario. El complejo construido en la Ribera de Quilmes cuenta 
con una planta de separación, de áridos, de reciclado de neumáticos, de transferencia, 
de lixiviados y de compostaje.


Vinculado con la gestión de residuos en el municipio, se creó recientemente el pro-
grama “Escuelas Limpias“  en el cual se articula el trabajo con los establecimientos 17

educativos. La iniciativa incide en los ámbitos de la educación ambiental y los espacios 
públicos, buscando promover una conciencia ambiental y optimizar el servicio de re-
colección. De esta forma se incluye a las escuelas en las diferentes políticas y pro-
gramas que se llevan a cabo desde la Secretaría de Ambiente y Gestión Integral de 
Residuos Sólidos Urbanos (GIRSU) del municipio.


El municipio impulsa la educación ambiental a través de diferentes programas destina-
dos a la juventud. En este contexto, en uno de los viveros municipales, ubicado en la 
localidad de Don Bosco, se llevó adelante en junio de este año una jornada para el Día 

 Gobierno de Quilmes (2024). Programa Quilmes Limpio - EcoPuntos. URL: quilmes.gov.ar/ecopunto/ 13

(último acceso: 17/08/2024)

 Gobierno de Quilmes (25/04/2024). Importantes operativos de limpieza integral en Quilmes Oeste. URL: 14

quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=5182 (último acceso: 17/08/2024)

 Gobierno de Quilmes (22/04/2024). Intenso operativo de limpieza de arroyos y desobstrucción de sumi15 -
deros. URL: quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=5178 (último acceso: 17/08/2024)

 Gobierno de Quilmes (26/04/2024). Jornada integral de limpieza y desobstrucción de sumideros en 16

Quilmes. URL: quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=5183 (último acceso: 17/08/2024)

 Gobierno de Quilmes (29/05/2024). El municipio presentó el programa “Escuelas Limpias”. URL: quil17 -
mes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=5231 (último acceso: 18/08/2024)
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Mundial del Ambiente con alumnos . Este tipo de actividades se enmarcan en los pro18 -
gramas “Quilmes Conoce Quilmes”, que ofrece a las escuelas públicas de la ciudad 
salidas recreativas, educativas y culturales, y “Quilmes Respira”, que promueve la 
plantación de árboles en áreas urbanas para aumentar la cobertura vegetal. 
En otra instancia, se ofrecen actividades de vinculación entre la gestión municipal y la 
comunidad, como en el caso de un conversatorio dirigido a jóvenes del distrito acerca 
de temas referentes al cambio climático y prácticas ambientales en el municipio, así 
como sus impactos para la población .
19

En cuanto a áreas protegidas, el municipio de Quilmes cuenta con dos reservas dentro 
de su jurisdicción. La Reserva Natural Municipal Los Sauces en el frente costero de 
Bernal fue creada en el año 1998 mediante la Ordenanza Municipal N° 8255/98. Sobre 
la costa de Quilmes fue creado el Parque Natural y Reserva Ecológica Municipal Selva 
Marginal Quilmeña (Ordenanza Municipal N° 9348/02), que se ubica en el albardón 
costero hasta el límite con Avellaneda y que cuenta con una extensión de 150 hectá-
reas (Caruso, 2022). Como ya se mencionó anteriormente, la ordenanza modificatoria 
(N° 9508/03) redujo la extensión original, violando así el principio de progresividad -no 
regresividad- establecido en la Ley General del Ambiente (Lovisa, 2022).


Las iniciativas que actualmente se ejecutan en temas de gestión ambiental, se desar-
rollan desde el año 2022 también en el marco de una Mesa Local de Políticas Ambien-
tales . Esta instancia participativa aporta a la elaboración de políticas públicas en ma20 -
teria ambiental. El formato está liderado por la Secretaría de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible que, junto con concejales, funcionarios municipales, representantes de uni-
versidades, empresas, cooperativas y otros actores de la sociedad civil, fomenta la 
generación de redes en este ámbito. Las temáticas abordadas en este marco se vincu-
lan con la gestión de la recolección de residuos, la educación ambiental y la creación 
de redes entre los diferentes sectores de la sociedad.


7.2.1.3 Proceso de rezonificación y usos del suelo


Como se pudo relevar a través de las entrevistas realizadas, la zonificación representa 
la herramienta principal para la planificación en el municipio. A pesar de la existencia 
de instrumentos de gestión como planes estratégicos, la gestión de la ribera se basa 

 Gobierno de Quilmes (05/06/2024). Mayra en la jornada por el Día Mundial del Ambiente. URL: quil18 -
mes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=5240 (último acceso: 19/08/2024)

 Gobierno de Quilmes (22/04/2024). Mayra junto a la comunidad de Solano por el Día de la Tierra. URL: 19

quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=5179 (último acceso: 19/08/2024)

 Municipio de Quilmes (21/05/2022). Mayra encabezó el lanzamiento la Mesa Local de Políticas Ambien20 -
tales. URL: www.quilmes.gob.ar/noticias/noticia.php?id_noti=3952 (último acceso 13/09/2024)
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en la zonificación que rige los usos del suelo permitidos. Por esta razón resulta de inte-
rés describir aquí el desarrollo general de las políticas de zonificación.


Las diferentes políticas territoriales de Quilmes aportan de manera importante a las 
grandes transformaciones en los centros urbanos de las distintas localidades que se 
produjeron durante los últimos años (Cirio, 2016). Este proceso se vincula con las 
nuevas condiciones macroeconómicas y un nuevo modelo de acumulación a escala 
nacional. Impacta en el nivel local a través de obras de infraestructura vial como la ba-
jada de la autopista Buenos Aires-La Plata en Bernal, generando expectativas de valo-
rización en el partido, así como la inversión de capitales en desarrollos inmobiliarios, 
produciendo la densificación urbana y el encarecimiento del suelo.


En este contexto, la política urbana de los últimos años aplica instrumentos de rezoni-
ficación y recalificación del suelo, que impactan fuertemente en la configuración territo-
rial y que producen una conflictividad social importante. Un factor importante en este 
proceso de rezonificación son los varios cambios de la normativa urbana, principal-
mente de la ordenanza de zonificación vigente, que fomentan la producción de espaci-
os residenciales orientados al consumo para los sectores acomodados de la pobla-
ción. Como reacción a las transformaciones generadas se conforman actores que se 
basan en posiciones ambientales (Cirio, 2018). En este proceso de modificaciones si-
gnificativas a la zonificación de usos del suelo se inscribe también el conflicto en torno 
al proyecto Nueva Costa del Plata.


En la actualidad, los usos y la ocupación del suelo en el partido de Quilmes se rigen en 
base a la Ordenanza N° 4.545/79. El municipio fue uno de los primeros de la provincia 
que sancionó una ordenanza propia que especifica la norma provincial y establece la 
zonificación según usos , alcanzando así la segunda etapa del proceso de planeami21 -
ento que prevé el Decreto-Ley N° 8.912/77. En varias instancias posteriores, se intro-
dujeron cambios a la zonificación a través de quince ordenanzas municipales (Cirio, 
2016). Sin embargo, la actualización normativa no logró acompañar las transformacio-
nes urbanas y sociales que atravesó el municipio en el pasado (Entrevistado 2), que-
dando desactualizado el marco legal para la planificación del municipio.


En la actualización del instrumento de zonificación del partido se pueden reconocer 
dos tendencias (Cirio, 2016): por un lado, su adaptación a los desarrollos espontáneos 
del proceso de urbanización y, por otro lado, una brecha entre la ocupación legal y la 
ocupación real en las zonas destinadas a usos industriales.


 “La zonificación según usos es un instrumento técnico jurídico tendiente a cubrir las necesidades míni21 -
mas de ordenamiento físico territorial, determinando su estructura general y la de cada una de sus áreas y 
zonas constitutivas. Dicho instrumento establece normas de usos, ocupación y subdivisión del suelo, dot-
ación de infraestructura básica y morfología para cada una de los fragmentos del territorio determinados 
como áreas. Permite, a su vez, establecer prioridades territoriales para efectivizar la provisión de infraes-
tructuras, servicios y equipamientos básicos como elemento indicativo para las inversiones públicas o 
privadas” (Cirio, 2016, p. 191).
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La zonificación establece los tipos ideales de uso y ocupación que apuntan a guiar los 
procesos de urbanización. Las dinámicas de la acción de los actores sociales, sin em-
bargo, producen el espacio urbano independientemente de estas regulaciones. Es así 
que la zonificación en Quilmes no logra incidir en el ordenamiento del territorio, y se 
reduce a disminuir la brecha entre los usos legales y los usos reales, a través de la 
adaptación de la normativa. La planificación mediante la herramienta de la zonificación 
responde más a las tendencias urbanas y necesidades de gestión que a las líneas 
prospectivas establecidas.


En aquellas zonas que según la normativa se destinan a usos industriales, se observa 
la presencia de usos residenciales dominantes no previstas en esta zonificación. Los 
usos industriales condicionan y restringen una ocupación con diferentes tipos de vivi-
endas, que independientemente de esto están presentes en estas zonas y por ello se 
encuentran excluidas de la normativa vigente.


7.2.1.4 Iniciativas de planificación estratégica


Dentro de los límites del recorte temporal y territorial que se propone la presente inves-
tigación destacan tres iniciativas concretas de planificación que se centran en el territo-
rio y que lo abordan de manera explícita. Estas herramientas se presentan y se revi-
san aquí, considerando sus principales características, su (dis)continuidad a lo largo 
del tiempo y su incidencia en la ribera. Se trata del Plan de Ordenamiento Urbano, el 
Plan Estratégico Quilmes y el Plan Estratégico Territorial Quilmes 2030.


7.2.1.4.a El Plan de Ordenamiento Urbano (2008)


Las importantes transformaciones ocurridas en Quilmes en el marco del proceso de 
rezonificación dieron lugar a una fuerte demanda social sobre la necesidad de contar 
con un ordenamiento urbano del partido. Los principales promotores de esta demanda 
fueron las agrupaciones de vecinos, que lograron instalar la cuestión en la agenda 
pública local (Cirio, 2016). Es así que la gestión encabezada por el Intendente Gutiér-
rez retomó la propuesta y presentó con la participación del ejecutivo y el secretario de 
Obras Públicas el Plan de Ordenamiento Urbano (POU) en julio de 2008. La iniciativa 
consiste en criterios ordenadores a nivel general y una convocatoria abierta de proyec-
tos.


El Plan fue denominado formalmente Plan de Ordenamiento Urbano. Debido a las dis-
cusiones y las disputas que se generaron a lo largo del proceso también se hizo refe-
rencia a éste plan como Plan Urbano Ambiental (PUA) y Plan de Ordenamiento Urba-
no Ambiental (POUA). En lo siguiente se refiere al instrumento de gestión en cuestión 
según la denominación oficial.
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El POU establece ocho directrices en las cuales se enmarcan las propuestas present-
adas por la ciudadania: 1) Equilibrio territorial: mejorar las condiciones del hábitat, in-
fraestructura y servicios, vivienda y salud; 2) Potenciar nuevos centros urbanos y la 
identidad barrial; 3) Puesta en valor de las áreas costeras; 4) Reestructuración y reno-
vación del Camino General Belgrano y Cuenca; 5) Estrategias de recuperación del es-
pacio urbano; 6) Reordenamiento del tránsito y transporte público; 7) Estrategias para 
la construcción y desarrollo de la actividad económica local; 8) Creación de instrumen-
tos de gestión urbana ambiental para garantizar el desarrollo y control del Plan de Or-
denamiento Urbano. Para lograr el equilibrio total, se delimitaron las tres áreas Ribera, 
Centros Tradicionales, Camino y Cuencas dentro del municipio.


Mientras que una coalición de actores sociales tomó una postura a favor del desarrollo 
del plan, otra coalición se pronunció en contra del proyecto. La agrupación Arquitectos 
de Quilmes, conformada entre otros por el Colegio de Arquitectos de Quilmes y la Un-
ión de la Construcción del Partido de Quilmes (UCQ), apoyó el proceso de planifica-
ción en el marco del POU y presentó un documento que aporta a la convocatoria del 
municipio. Una variedad de agrupaciones y asambleas vecinales, a su vez, deman-
daron la inclusión de la dimensión ambiental en las políticas municipales de planifica-
ción y rechazaron la propuesta del POU. Estos actores sociales apuntaron al desarrol-
lo de un Plan Urbano Ambiental para el partido y se agruparon con este objetivo en el 
Foro de Asambleas por el Plan Urbano Ambiental (FdAPUA). Desde esta postura criti-
caron la forma de participación pública con plazos acotados para la propuesta de ideas 
y proyectos al plan. Asimismo, la falta de una perspectiva ambiental del POU, cuya 
inclusión requiere de un abordaje conceptual y la priorización de dimensiones distinto 
a la de la planificación urbana.


El proceso de rezonificación llevado adelante en el partido de Quilmes mediante la 
modificación de ordenanzas de uso del suelo, y su profundización en el marco del Plan 
de Ordenamiento Urbano generó una conflictividad social compleja. En esto resalta la 
oposición a las transformaciones profundas a las que aportan estas herramientas de 
planificación por parte de un colectivo de actores sociales, conformado por diversas 
asambleas y agrupaciones vecinales así como ONGs. Estos actores desarrollan ar-
gumentos principalmente ambientales.


7.2.1.4.b El Plan Estratégico Quilmes (2009-2015)


En noviembre del año 2009, el intendente Francisco Gutiérrez y la Secretaría de Pla-
neamiento presentaron oficialmente el Plan Estratégico Quilmes (PEQ). Dicho plan 
representa una continuación de las políticas territoriales del partido en términos de 
planificación (Cirio, 2016). Se retoma y se reformula el proceso iniciado con la convo-
catoria del POU, apuntando a generar un plan general de mayor alcance y escala. Su 
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objetivo principal es aportar al equilibrio territorial, a través de mejorar las condiciones 
del hábitat, infraestructura y servicios, vivienda y salud en Quilmes.


Al igual que en la iniciativa anterior, se abrió una convocatoria pública para la presen-
tación de propuestas que conformarían el PEQ. Los seis lineamientos en los que se 
inscriben estas propuestas también guardan similitud con los anteriores.


A diferencia del POU, el PEQ introduce en sus lineamientos la priorización del espacio 
público en el proceso de valorización de la ribera, y agrega la dimensión ambiental, si 
bien esta cobra poca importancia y aparece subordinada a la dimensión urbana. En 
una primera instancia se omitieron los lineamientos en torno a las estrategias para la 
construcción y desarrollo de la actividad económica, así como en torno a mecanismos 
explícitos de gestión que estaban presentes en el POU. Sin embargo, la versión final 
del plan contiene estos puntos, excluyéndolos así de los mecanismos de participación 
ciudadana previstos en el proceso de formulación.


El PEQ se institucionalizó a través de su tratamiento y su aprobación por el Concejo 
Deliberante en el año 2010. Paralelamente, el municipio elevó también una modifica-
ción de la ordenanza de zonificación al legislativo. La versión final del PEQ presentada 
en este mismo año se basa en cuatro grandes ejes o lineamientos estratégicos: 1) Ci-
udadanía - Calidad de Vida - Cultura; 2) Producción, Ciencia y Tecnología; 3) Territorio 
y Medio Ambiente; 4) Gestión del Plan Estratégico.


Nos centraremos en el eje Territorio y Medio Ambiente de dicho plan para presentar las 
intervenciones concretas propuestas dentro de este punto. El eje Territorio y Medio 
Ambiente contiene cinco lineamientos que, a su vez, se dividen en lineamientos es-
pecíficos y proyectos. Los lineamientos son: 1) Integración territorial, 2) Crecimiento 
habitacional, 3) Calidad ambiental, 4) Ordenamiento industrial, y 5) Usos del suelo.


El primer lineamiento -Integración territorial- contiene dos lineamientos específicos: a) 
Infraestructura de servicios, de red y pavimento y b) Conectividad interna y región me-
tropolitana. Los proyectos propuestos consisten principalmente en intervenciones físi-
cas en el espacio mediante obras de infraestructura. La mayoría de ellas gira en torno 
a la conectividad vial, como son el ensanche, la pavimentación y la puesta en valor de 
avenidas y calles importantes (Camino Gral. Belgrano, calle Lynch, avenidas Los 
Quilmes, Tomás Flores y Lamadrid, etc.). También en torno a la construcciones como 
una autovía y ferrocarril sobre las avenidas Varela y Monteverde, una Terminal de óm-
nibus de larga distancia, y puentes en la Autopista Buenos Aires–La Plata sobre los 
arroyos. Muchos de estos proyectos no fueron concretados al momento de terminar el 
alcance temporal del plan, cuentan con fuertes retrasos en los plazos previstos o no 
cumplieron sus objetivos planteados (Cirio, 2016).
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El segundo lineamiento -Crecimiento Habitacional- apunta a la densificación y recup-
eración de tierras vacantes para el desarrollo de Nuevos Centros Urbanos (NCU). Se 
establecen lineamientos específicos para las diferentes localidades centrales del parti-
do (Quilmes, Bernal, San Francisco Solano, Ezpeleta y Don Bosco) así como para las 
áreas periféricas. De manera resumida, estos lineamientos promueven la densificación 
residencial de áreas priorizadas.


Los proyectos sobre los Nuevos Centros Urbanos no figuran en el propio documento 
del plan, si no se presentan en un documento de trabajo publicado en el año 2014 por 
la Dirección General de Planificación Estratégica, perteneciente a la Secretaría de 
Planeamiento. Se plantea la intervención en cinco áreas del partido a través de pro-
yectos específicos. Entre los diferentes desarrollos urbanísticos se destaca el proyecto 
“Urbanización Quilmes Este“ que abarca el área la Ribera de Quilmes. 
A pesar de su inscripción en el PEQ, en los años de vigencia del plan no se avanzó 
hacia la concreción de estos proyectos (Cirio 2016). Quedó relegada la búsqueda de 
los recursos necesarios para su realización, y su planificación se efectuó únicamente 
por parte de la Dirección General de Planificación Estratégica sin procesos participa-
tivos. Tampoco se cuenta con los instrumentos normativos para la construcción de los 
desarrollos urbanísticos que se instalarían sobre terrenos de propiedad pública y pri-
vada externa al municipio.


El tercer lineamiento -Calidad Ambiental- propone dos conjuntos de intervenciones de 
manera muy general. Por un lado, el saneamiento de los arroyos y recuperación de 
áreas verdes para espacios públicos: CEAMSE, Tosqueras, terrenos fiscales, la ribera 
y ferrocarril Provincial. Por otro lado, en la zona de la Ribera establece los siguientes 
lineamientos generales:


“la definición como espacio público, el frente costero ribereño, gestionar políticas 
de saneamiento territorial, consolidar la trama residencial existente, propiciar la 
inversión privada, revalorizar el patrimonio histórico de esa zona, desalentar la 
ocupación de tierras y crear y preservar parques con carácter ambiental“ (PEQ, 
2010, cit. en Cirio, 2016, p. 299).


El proyecto que propone el PEQ para la ribera ya había sido desarrollado anteriormen-
te por la Unidad Ejecutora del Proyecto de La Ribera bajo el nombre “Paisaje costero 
ribereño del partido de Quilmes“ que se llevó a cabo durante el período 2008-2011.


El cuarto lineamiento -Ordenamiento industrial- plantea proyectos generales similar al 
lineamiento anterior en torno a la potenciación de establecimientos industriales en áre-
as residenciales así como en zonas exclusivamente industriales. En esto se apunta a 
generar una normativa que garantice la calidad ambiental del entorno y evitar la con-
taminación ambiental.
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El quinto lineamiento -Uso del Suelo- establece como proyectos la generación de es-
trategias en el ordenamiento del uso del suelo, de acuerdo a los lineamientos del PEQ. 
Concretamente, plantea la confección de un nuevo Código Urbanístico para el partido 
de Quilmes.


En este marco se dio la modificación puntual de la normativa sobre usos del suelo y 
ordenamiento territorial en el año 2012. Otras modificaciones más significativas se die-
ron tanto antes como después del período de vigencia del PEQ, debido a que la con-
validación institucional de las mismas excedió los límites temporales establecidos de 
este plan municipal.


De forma resumida, se puede sostener que los diferentes proyectos que establece el 
PEQ en el eje Territorio y Medio Ambiente muestran un nivel de concreción muy bajo, 
como también observa Cirio (2016). Es así que los impactos de estas políticas en el 
territorio fueron escasos. Resulta más significativo el impacto que generaron las modi-
ficaciones en la normativa del ordenamiento urbano en varias zonas del partido.


7.2.1.4.c El Plan Estratégico Territorial Quilmes 2030 (2015-2030)


Para el partido de Quilmes se formuló en el año 2015 el Plan Estratégico Territorial 
Quilmes que establece las principales políticas de ordenamiento territorial con vistas al 
año 2030. Su elaboración se inscribe en los planes locales confeccionados por los go-
biernos municipales que aportan al proceso de planificación territorial liderado por la 
Secretaría de Desarrollo Territorial, Hábitat y Vivienda de la Nación a través del Conse-
jo Federal de Planificación y Ordenamiento Territorial (COFEPLAN). Por su alcance 
temporal y su articulación con iniciativas de planificación a nivel regional, el plan repre-
senta un instrumento importante para la gestión del territorio a nivel local. Se analizan 
aquí las principales características y líneas de acción que establece el documento, en-
focando en los proyectos propuestos para el espacio ribereño en materia ambiental y 
urbanística.


Para la confección del Plan Estratégico Territorial Quilmes 2030 (PETQ 2030) se llevó 
a cabo un diagnóstico territorial que da a conocer los principales problemas del muni-
cipio, los cuales el plan busca resolver a través de programas y proyectos específicos. 
El diagnóstico reconoce para Quilmes un modelo territorial actual fragmentado y con 
grandes desigualdades socio-espaciales. Como ejemplo se puede mencionar la línea 
ferroviaria que atraviesa el municipio, que es interpretada como una barrera, física y 
simbólica que resulta en una “ciudad dividida“ (Subsecretaría de Planificación Territori-
al de la Inversión Pública, 2015, p. 63), impactando sobre el acceso al espacio urbano 
y la movilidad de la población. Estas problemáticas observadas presentan un desafío 
para la gestión estatal del territorio.
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El diagnóstico delimita bloques regionales diferenciados funcionalmente según las 
principales actividades económicas presentes. Estos bloques se basan en la estructu-
ra principal del partido que condicionan los modos de circulación en su interior. Los 
ejes principales son conformados por la autopista Buenos Aires-La Plata y el ferrocar-
ril.


En el área ribereña se encuentran los bloques denominados “Buffer“ y “Dinámico Natu-
ral“. El bloque Buffer está definido como difícil de urbanizar, debido a las inundaciones 
recurrentes en esta área. Sin embargo, los grandes predios que cuentan con infraes-
tructura urbana (como el CEAMSE) se plantean como “tierras de potencial 
inmobiliario“, demostrando las intenciones de dirigir la expansión urbana hacia estos 
espacios. Los fuertes conflictos de uso sobre el territorio en cuestión son relativizados 
y menospreciados (“cierta resistencia socio-ambiental“) en esta perspectiva que busca 
una urbanización óptima del espacio. El bloque Dinámico Natural está conformado por 
el borde costero del Río de La Plata a lo largo del partido. En la zona céntrica cuenta 
con usos habitacionales y recreativos, en su mayoría relacionados al sector privado. El 
tipo de urbanización allí se caracteriza por ser de baja calidad y se observa una falta 
de inversión, lo cual se vincula con la dinámica natural propia del frente costero y su 
inundabilidad. El crecimiento espontáneo de asentamientos informales detectado indi-
ca una falta de gestión territorial en materia urbanística por parte del municipio en este 
área.


En torno a las actividades económicas, el diagnóstico identifica un recorte en forma de 
herradura relacionado con las áreas más deterioradas del municipio. Este recorte co-
incide con los terrenos inundables y abarca la ribera en su totalidad así como las zo-
nas de influencia de los arroyos que atraviesan el municipio. Estas áreas son declara-
das como relegadas, estableciendo la necesidad de “recuperarlas“ tanto en el sentido 
físico mediante obras de infraestructura como en el sentido de la gestión estatal del 
territorio.


Los nodos principales del municipio son conformados principalmente por cruces de 
importantes arterias de circulación. La autopista y el ferrocarril conforman corredores 
principales en dirección Norte-Sur, fundamental para el ingreso al y el egreso del mu-
nicipio. Como puntos de acceso a la ribera se detectan las dos avenidas Espora e Iri-
arte que cruzan estos dos corredores.


Entre los nodos presentes en el territorio, el diagnóstico destaca el así llamado “Trián-
gulo de Bernal“ en el Acceso Sudeste. Allí se ubican tierras que se destinan a la inclu-
sión en la trama urbana a través de la puesta en valor de los espacios verdes y recrea-
tivos. Este propósito se inscribe en la lógica de producción de ciudad basado en la in-
versión y la especulación inmobiliaria.
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El PETQ establece lineamientos o ejes estratégicos en los cuales se inscriben las polí-
ticas, programas y proyectos territoriales y sectoriales que enuncia. Estos lineamientos 
se distribuyen de la siguiente manera: Seguridad ciudadana, Integración social, Desar-
rollo urbano sustentable, Servicios públicos, y Modernización del Municipio. La comu-
nicación y la planificación en el municipio aparecen como ejes transversales a estos 
temas.


Los lineamientos muestran un énfasis explícito en acciones que impactan sobre el 
medio físico, en el cual se subsumen tanto el territorio como el ambiente. La categori-
zación del territorio que establece el plan contiene además acciones que impactan 
sobre el medio socio-económico y el medio político-institucional.


Dentro de los ejes de Integración Social, Desarrollo Urbano Sustentable y Servicios 
Públicos se establece como proyecto la elaboración de un Plan Urbano-Ambiental de 
la Ribera. Este abarca el área comprendida por la calle Espora en el noroeste, la franja 
costera del Río de la Plata en el noreste y sudoeste, y el barrio La Ribera de Quilmes 
en el sudeste. Queda afuera de su alcance el predio donde se instalaría el proyecto 
NCP. El Plan Urbano-Ambiental de la Ribera se vincula con otros proyectos dentro del 
eje Desarrollo Urbano Sustentable, como el de conectar la ciudad con el borde coste-
ro. En este marco se prevé la creación de una conexión vial a lo largo de toda la ribera 
que incluye un sistema de ciclovías y el emplazamiento de estacionamiento medido. 
Además de la enunciación del Plan Urbano-Ambiental de la Ribera no existen docu-
mentos oficiales que concreten esta iniciativa. Tras las entrevistas realizadas, así 
como en los relevamientos en el territorio, tampoco se pudieron detectar avances con-
cretos hacia su implementación.


El eje Desarrollo Urbano Sustentable abarca también otros proyectos que inciden sob-
re la configuración territorial de la ribera. Esta dimensión del PETQ 2030 considera la 
existencia de serias deficiencias en cuanto a la cantidad y la calidad del espacio públi-
co en el municipio (Subsecretaría de Planificación Territorial de la Inversión Pública, 
2015). Se postula un estrecho vínculo entre la falta de espacio público y la movilidad 
deficitaria como una problemática del municipio característica para la región metropoli-
tana. Es por esto que el Plan otorga una fuerte impronta de movilidad al objetivo de 
lograr un desarrollo urbano sustentable. La integración de los espacios públicos en el 
modelo urbano se reduce en esta perspectiva a mejoras en su distribución espacial.


Entre los proyectos que apuntan a una mejora de la conexión este-oeste en el munici-
pio, de los espacios públicos y de la contaminación se propone el proyecto de preser-
var los bosques y humedales en la ribera. El encuadre de esta iniciativa en lineamien-
tos que priorizan una sustentabilidad basada en intervenciones en el sistema de movi-
lidad y de transporte da cuenta de la subordinación del componente ambiental a una 
lógica de planificación urbana presente en el plan.
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El eje de Servicios Públicos postula entre las causas de la ineficiencia de los servicios 
públicos en el municipio un borde costero abandonado. Junto a la creación del Plan-
Urbano Ambiental de la Ribera que se mencionó más arriba, se apunta a mejorar el 
acceso a los servicios públicos en la ribera a través de la instalación de un sistema de 
puntos verdes de recolección diferenciada, la extensión del circuito de recolección de 
residuos sólidos, así como la ampliación de la red de agua potable y la red cloacal. En 
cuanto a las áreas protegidas municipales se enuncia el proyecto de elaborar un plan 
de manejo para el Eco Área. Otros proyectos previstos son la realización de un inven-
tario de fauna y flora, la instalación de un vivero de plantas autóctonas, y un proyecto 
de escuelas de defensores ambientales.


En el eje Modernización del Municipio se observa como situación de base problemáti-
cas en torno a la aplicación de esquemas y tecnologías administrativas modernas, la 
regularidad de los procesos administrativos y el acceso a la información. Esta situación 
tiene efectos negativos sobre el desempeño del municipio en sus tareas administrati-
vas, así como en el vínculo con la sociedad. La falta de actualización del catastro que 
figura entre las causas para la situación actual impacta también en el proceso de plani-
ficación que se lleva a cabo. Otro factor que contribuye a la situación actual deficitaria 
radica en la escasa relación de la administración municipal con los gobiernos a nivel 
nacional y provincial.


Entre las estrategias de modernización del municipio se destaca la actualización de 
normativa, así como la ampliación del contacto entre la administración municipal y los 
distintos barrios que componen el partido. Los proyectos en este eje se caracterizan 
por su formulación muy general y poco operacionalizada, como el “acceso a la infor-
mación para mayor transparencia“ y “promover la participación ciudadana“ (Subse-
cretaría de Planificación Territorial de la Inversión Pública, 2015, p. 86). En este eje, la 
ribera está declarada como área vulnerable, sin especificar más en qué aspecto. Se 
prevé allí la provisión de servicios online y la cobertura con WI-FI libre y pública para 
lograr los objetivos de la modernización administrativo-institucional del municipio.


El eje transversal de la planificación vincula los proyectos dentro de los diferentes ejes 
y apunta en primer lugar a diseñar un master plan de planificación a largo plazo, priori-
zando la sustentabilidad en el proceso de planificación del municipio. Este objetivo no 
se detalla más en el plan. Entre los proyectos se propone la creación de un observato-
rio de impacto medio ambiental, el cual hasta la actualidad no se concretó.


De la articulación de los diferentes proyectos que propone el plan vinculado a cada eje 
resulta el modelo deseado del partido (Figura 4), donde se visualizan los principales 
elementos del territorio sobre los cuales busca incidir el plan.
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Figura 4: Modelo deseado del partido de Quilmes




Fuente: Subsecretaría de Planificación Territorial de la Inversión Pública (2015)


El modelo prevé para el área ribereña una configuración del espacio similar a aquella 
de las zonas más urbanizadas y consolidadas del municipio en la actualidad. Es decir, 
su inclusión en la trama urbana, sin diferenciación entre los distintos usos urbanos y 
rurales actualmente presentes en el territorio y sin tomar en cuenta las funciones am-
bientales singulares que brinda. La zona donde actualmente está instalado el CEAM-
SE así como el extremo sudeste del municipio se integraría a un sistema de plazas y 
espacios verdes distribuido por el municipio. Al mismo tiempo, las zonas menos den-
samente urbanizadas de la ribera, como el eje de la calle Espora y el eje entre la Aven-
ida Cervantes y la Avenida Prof. Doroteo Yoldi en el barrio La Ribera hasta el arroyo 
Jiménez, pasarían a ser zonas de consolidación edilicia. Esta intención abre la pregun-
ta acerca del modo según el cual se llevaría a cabo este proceso de expansión (urba-
nización guiada por el sector privado o por el sector público). Asimismo, surge la preg-
unta sobre cómo se toma en cuenta en este proceso la dinámica de la urbanización 
informal y la presencia de población local ya presente en el territorio en la actualidad. 
Por otro lado, los nuevos modos de circulación en el borde costero implicados en el 
modelo deseado y los nuevos usos recreativos a los que se destina la ribera (paseos 
costeros, recorridos turísticos en barco) impactarían fuertemente en la dinámica natu-
ral de este ambiente y entran en conflicto con los usos actuales así como con los esfu-
erzos de preservación por parte de los actores sociales. Los cursos de agua en la ribe-
ra -los diferentes arroyos en su trama inferior- se incluirían en un Plan Hidráulico Inte-
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gral, que prevé la implementación de obras hidráulicas, apuntando a la concientización 
de la población sobre esta temática. Además de una caracterización básica, el PETQ 
2030 no ofrece mayor detalles sobre esta iniciativa.


Debido a la falta de una enmarcación del modelo en el documento del plan, la caracte-
rización de este y otros elementos individuales resulta ser difícil, reduciendo el peso 
del modelo a un carácter meramente ilustrativo.


En base a los lineamientos estratégicos o ejes, el Plan desarrolla una serie de proyec-
tos de intervención concreta y obras estratégicas con el objetivo de mejorar la calidad 
urbana para la población. Aquí se presenta brevemente aquel denominado “Proyectos 
Rivera“ (sic!) que incide sobre el conjunto de los sectores la ribera quilmeña.


Los objetivos generales de la propuesta incluyen, aparte de la elaboración del Plan 
Hidráulico Integral, intervenciones en materia de los servicios públicos (infraestructura, 
agua, red cloacal, tratamiento de residuos), movilidad y tránsito, hábitat y vivienda, es-
pacio público y ambiente natural. La planificación en este proyecto apunta a abordar 
tanto el sentido físico (obras hidráulicas, espacio público) como simbólico (paisaje na-
tivo) del territorio. Se apunta al desarrollo de la ribera a través de su urbanización, la 
dotación con equipamiento y un “espacio público continuo, diverso, exquisito“ (Subse-
cretaría de Planificación Territorial de la Inversión Pública, 2015, p. 94). La presencia 
del ambiente costero y de vegetación nativa forma parte de este proyecto, al igual que 
la educación ambiental al respecto.


Este proyecto promueve un discurso de la transformación, “recuperación” y revaloriza-
ción de la ribera, apuntando a consolidar la trama residencial existente, propiciar la 
inversión privada, revalorizar el patrimonio histórico de la zona, y crear y preservar 
parques con carácter ambiental (Cortizas, 2024).


7.2.1.5 Los actores principales


Luego de haber revisado los principales instrumentos estratégicos para llevar a cabo 
las políticas ambientales y territoriales en Quilmes, se caracterizan a continuación los 
principales actores que inciden en la planificación del municipio.


Las políticas territoriales de planificación en Quilmes son lideradas por el Estado muni-
cipal a través de la Secretaría de Planeamiento. Cirio (2016) presenta un cuadro que 
agrupa los diferentes actores sociales y la relación que asumen con respecto al proce-
so de planificación territorial del municipio. Se ubican según sus niveles de poder y de 
acción, así como su tipo de relación establecida. A fin de esta investigación nos cen-
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tramos en los actores políticos y los actores que el autor denomina reactivos (Figura 
5).


Figura 5: Principales actores sociales en la planificación territorial de Quilmes




Fuente: Adaptación propia en base a Cirio (2016, p. 253)


El trabajo de la Secretaría de Planeamiento se ve apoyado y completado por varias 
áreas de la gestión municipal. La Unidad Ejecutora del proyecto de la Ribera mantiene 
una postura alineada con la planificación de la secretaría y cuenta al mismo tiempo 
con un alto nivel de poder y de acción. La Secretaría de Medio Ambiente, Higiene y 
Turismo (hoy Secretaría de Ambiente) incide de manera importante en la planificación 
a través de la gestión en torno al ordenamiento territorial, los impactos ambientales y 
la zonificación. Mantiene una articulación débil y apoya los procesos de planificación 
de manera parcial y con limitaciones. La Secretaría de Desarrollo Social cuenta con un 
alto nivel de poder y de acción, pero se relaciona de manera muy limitada con las polí-
ticas de planificación, desconociendo partes importantes de este proceso. El Concejo 
Deliberante, a través de la Comisión de Rezonificación influyó de manera significativa 
en las modificaciones de indicadores urbanísticos y zonas en las ordenanzas de usos 
del suelo. Su posición fuerte en el entramado municipal está muy vinculada con aquel-
la de la Secretaría de Planeamiento. El Concejo Deliberante en sí aparece como un 
actor en conflicto parcial con la planificación del municipio. Esto debido a su rol oposi-
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tor con respecto a partes de los planes estratégicos POU y PEQ. Este desacuerdo con 
las políticas del municipio también se muestra en el rechazo de la rezonificación pro-
puestas por el ejecutivo para el proyecto Nueva Costa del Plata.


Los actores sociales en conflicto abierto y oposición directa con el municipio son prin-
cipalmente agrupaciones, asambleas y foros compuestos por vecinos y ambientalistas. 
Estos movimientos colectivos cuentan con diferentes niveles de consolidación y de 
acumulación de recursos, lo cual influye en sus capacidades de incidir en las políticas 
de planificación y de ordenamiento territorial del municipio. Las acciones desplegadas 
por estos actores tuvieron una injerencia relativamente baja en las políticas llevadas 
adelante, con la excepción de las asambleas ambientalistas locales en asociación con 
otros actores de la región, que lograron frenar el desarrollo del proyecto Nueva Costa 
del Plata mediante sanciones judiciales. El actor clave en este proceso, la Asamblea 
No a la entrega de la costa de Quilmes-Avellaneda será analizado en detalle más ade-
lante.


7.2.1.6 Las concepciones sobre el territorio


En las concepciones de los actores estatales clave en la planificación territorial del par-
tido de Quilmes prevalece una mirada fisicalista sobre el espacio y el territorio (Cirio, 
2016). El espacio aparece como algo pasivo sobre lo cual es posible intervenir a través 
de acciones y normativas regulatorias. La denominación de las secretarías con inci-
dencia en el espacio demuestra esta mirada. El planeamiento aparece aquí como un 
abordaje de un espacio contenedor e inmóvil, en el cual se priorizan las intervenciones 
materiales por sobre las acciones y los componentes vinculados a las relaciones so-
ciales en él. La planificación cumple el rol de una planificación normativa, poco flexible 
y tecnocrática, sin incluir la perspectiva política que implica la toma de decisiones.


Como muestra Cirio (2016), la planificación en Quilmes apunta a lograr la integración, 
el equilibrio territorial y el crecimiento. Estas nociones responden a una concepción del 
espacio según la cual el equilibrio y la armonía en el territorio es posible, y que percibe 
asimetrías demográficas y territoriales como un estado no deseable. El equilibrio, se-
gún esta perspectiva, se logra mediante la modificación material como inversiones en 
infraestructura, la cual a a su vez también va a resolver las desigualdades sociales 
existentes. Las dinámicas socio-espaciales son abordadas desde la planificación en 
base a una concepción economicista muy pronunciada. Cirio denomina la mirada de la 
planificación territorial de Quilmes como una “utopía espacialista“ (2016). Tras el análi-
sis aquí realizado, se podría afirmar que esta concepción se manifiesta también en 
documentos oficiales y estratégicos de planificación del municipio como es el POU y el 
PEQ.
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Los documentos y los discursos de los actores estatales responsables de la planifica-
ción del territorio dan cuenta de una priorización de la planificación y la gestión estra-
tégica por sobre la planificación urbana normativa. Es por eso que los mecanismos de 
participación ciudadana y la incorporación o adaptación de modelos de planificación 
existentes cobran gran importancia en las diferentes iniciativas del municipio. Resulta 
de ésto una concepción de la planificación en cierta medida contradictoria que mezcla 
abordajes estratégicos con elementos de la planificación normativa racional.


7.2.1.7 Síntesis


Las políticas territoriales en Quilmes en los ámbitos de planificación y ordenamiento 
territorial durante el período analizado representan un proceso continuo que, en la teo-
ría, consiste en el diseño participativo, la implementación, gestión, evaluación, revisión 
y reformulación de estas políticas. En la práctica, los resultados producidos y las for-
mas de implementación difirieron en muchos de los casos.


En este período prevalecieron los instrumentos de planificación de tipo formales, es-
pecialmente normativos (ordenanzas y zonificación) y a nivel de Plan. Los proyectos 
urbanos que establecen el PEQ y el PETQ concretan las directrices en instrumentos 
operativos como proyectos urbanos, por ejemplo en el caso del Proyecto de La Ribera. 
Cirio (2016) argumenta que los instrumentos de gestión que prevén estos planes, más 
que categorizarse como instrumentos de planificación, representan instrumentos de 
promoción y desarrollo, de financiamiento, de redistribución de costos y beneficios, así 
como de participación ciudadana. Su concreción requiere la existencia de leyes pro-
vinciales específicas, y modificaciones en las ordenanzas municipales vigentes, lo cual 
forma parte de la estrategia del municipio. Sin embargo, estas limitantes conllevan un 
nivel de factibilidad bajo para la aplicación de los instrumentos en el corto, mediano y 
hasta largo plazo.


Las políticas estratégicas municipales, como son las convocatorias en el marco del 
POU y el PEQ, representan indicaciones generales que no inciden en los plazos pre-
vistos para llevar a cabo las políticas y no atribuyen responsabilidades concretas a los 
actores sociales. La formulación de los planes en sí no cuenta con un valor normativo 
ni establece un marco en el cual se pueden alcanzar los objetivos planteados median-
te la aplicación de instrumentos de gestión más concretos. En esto, los diferentes pla-
nes aquí presentados presentan variados grados de concreción.


Las iniciativas de planificación territorial en el municipio de Quilmes que aquí se pre-
sentaron tienen en común factores limitantes en relación a recursos temporales y hu-
manos (Cirio, 2016). Los tiempos previstos para la elaboración de las políticas territo-
riales son muy acotados, teniendo en cuenta la complejidad y la multidimensionalidad 
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del territorio abordado. Esto lleva a resultados materiales que se perciben por parte de 
muchos actores sociales como insuficientes. Por un lado, el tiempo en el cual la ciu-
dadanía puede participar en el diseño de las políticas es considerado breve en compa-
ración con el tiempo de gestión. Por otro lado, prima una lógica política, restrictiva y 
urgente en la elaboración que obstaculiza su desarrollo técnico. En esto inciden tam-
bién de forma limitante los tiempos políticos de las gestiones, y los cambios internos 
de una misma gestión.


Las políticas se llevan a cabo principalmente por parte del propio cuerpo técnico del 
municipio, sin participación de consultores externos. Debido a esto, la cantidad y la 
capacidad del personal de las áreas de gestión involucradas es un factor importante 
para llevar a cabo las políticas. Se observa la necesidad de una mayor capacitación 
para estas tareas, así como la dificultad estructural de asignar el personal necesario a 
las tareas que se proponen en los planes.


Si bien se apunta en los documentos formales y las declaraciones oficiales a un abor-
daje interdisciplinario de la planificación, se observa una “hegemonía absoluta de los 
profesionales de la arquitectura“ (Cirio, 2016, p. 216). Esto implica un cierto sesgo de 
la planificación desde esta disciplina que también se muestra en la baja diversificación 
de los equipos de trabajo en el área de planificación del municipio. Las ambiciones de 
una interdisciplinariedad solo se logran plasmar en la contribución minoritaria de otras 
profesiones en las convocatorias realizadas en el marco de los diferentes planes.


Vinculada con este último punto se observa una escasez de diálogos entre los equipos 
de planificación y otras áreas vinculadas al ambiente y la comunicación. Esta situación 
representa una dificultad para establecer articulaciones intrainstitucionales. Las re-
laciones entre municipios se limitan al intercambio de experiencias a través de contac-
tos personales y no resultan de un intercambio sistemático. La articulación con los 
marcos directores a nivel provincial y nacional resulta ser casi inexistente.


Sintetizando, las políticas territoriales en el partido de Quilmes son liderados por el 
Estado municipal en un proceso de planificación del territorio con poca articulación ent-
re las diferentes áreas de la gestión municipal. La Secretaría de Planeamiento cumple 
un rol fundamental y protagónico en esto. El proceso de transformación urbana se lle-
vó adelante en estrecho vínculo con actores económicos, generando sus impactos fu-
ertes resistencias en la sociedad civil. Los diversos actores sociales organizados 
colectivamente se posicionaron en contra del ordenamiento territorial por parte del 
municipio, mientras que los actores económicos junto con actores vinculados al cono-
cimiento, como universidades de la región, acompañaron este proceso con críticas ais-
ladas del proceso llevado adelante. Los actores populares lograron vincular sus de-
mandas con algunas áreas estatales como la Secretaría de Desarrollo Social. Sin em-
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bargo, estas demandas han sido respondidas de forma aislada, y no fueron integradas 
en el proceso de planificación y la ejecución de planes.


7.2.2 Avellaneda


El municipio de Avellaneda se caracteriza históricamente por un crecimiento urbano 
vinculado al asentamiento de industrias, debido a la cercanía con la aglomeración de 
la ciudad de Buenos Aires. Este proceso, que se observa también en otras ciudades 
del conurbano, se desarrolló de la mano de una falta de planificación, llevando a la in-
stalación de grandes industrias en cercanía de barrios residenciales y la coexistencia 
de varios usos dentro del municipio, según confirma uno de los entrevistados. Un 
ejemplo dentro del área de estudio es el barrio de Villa Inflamable, ubicado a pocos 
kilómetros del Polo Petroquímico Dock Sud, donde se observan reiterados conflictos 
con la población local debido a la contaminación ambiental de las empresas que ope-
ran allí .
22

7.2.2.1 Institucionalidad de las políticas ambientales y territoriales


En Avellaneda durante el período estudiado hubo cuatro gestiones de gobierno: la pri-
mera, a cargo del intendente Baldomero Álvarez del Partido Justicialista entre 2003 y 
2009; la siguiente a cargo del intendente Jorge Ferraresi del Partido Justicialista entre 
2009 y 2020, quien dejó el cargo a Alejo Chornobroff del mismo partido entre 2020 y 
2022 para asumir como Ministro de Desarrollo Territorial y Hábitat de la Nación. Ferra-
resi fue nuevamente elegido en el 2023 y ocupa el puesto en la actualidad.


En el municipio de Avellaneda las bases administrativo-institucionales de las políticas 
ambientales se encuentran distribuidas en la estructura orgánica del gobierno munici-
pal. Desde diferentes áreas se llevan a cabo políticas públicas con impacto territorial y 
ambiental, desde una variedad de enfoques y con objetivos diversos. La gestión terri-
torial y ambiental de la ribera se lleva adelante a través de políticas en los ámbitos de 
desarrollo territorial, obras y servicios públicos, planificación, producción y salud. En la 
actualidad, las principales áreas de gestión desde las cuales se interviene sobre la ri-
bera son la Secretaría de Producción, Comercio y Ambiente, y su Subsecretaría de 
Ambiente a cargo de un Director de Ambiente; la Secretaría de Planificación y la Se-
cretaría de Desarrollo Territorial. Los tres organismos se presentan a continuación.


La tarea principal de la Secretaría de Producción, Comercio y Ambiente es el control 
ambiental de industrias y comercio, lo cual comprende también aquellas actividades de 

 La Política Ambiental (22/04/2024). Peligro ambiental en Avellaneda, hay más de 400 denuncias. URL: 22

lapoliticambiental.com.ar/contenido/4971/peligro-ambiental-en-avellaneda-hay-mas-de-400-denuncias 
(último acceso 20/07/2024)
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control de establecimientos económicos localizados en el área de estudio. La secreta-
ría se encarga de la gestión de la reserva municipal Eco Área conformada por 40 hec-
táreas de reserva absoluta sobre la ribera con bosque nativo y que cuenta con un 
equipo de guardaparques. Las tareas de la secretaría incluyen, además, el control y el 
manejo de residuos especiales e industriales, en las cuales se complementa con el 
área de Higiene Urbana que gestiona los residuos sólidos urbanos en el municipio. 
Este área tiene a cargo el predio del EcoPunto en la ribera donde se lleva a cabo el 
trabajo de reciclado de los diversos residuos. El EcoPunto, los equipamientos y las 
instalaciones que contiene se gestiona en conjunto entre la secretaría, el área de Hi-
giene Urbana y una cooperativa de trabajo. Existe también un vínculo de la Secretaría 
de Producción, Comercio y Ambiente con la Secretaría de Obras y Servicios Públicos 
que se encarga, entre otras cosas, de los viveros municipales. Junto con este área se 
llevan adelante tareas como la arborización y la construcción de un nuevo vivero que 
se suma a los tres ya existentes. Según cada intervención específica, la secretaría 
también trabaja en conjunto con las Secretarías Legal y Técnica, de Hacienda y de 
Cultura.


Como ejemplo de este trabajo en conjunto, la Secretaría de Producción, Comercio y 
Ambiente intervino activamente en el proceso de la rezonificación de la reserva muni-
cipal anteriormente analizado. Junto con la Secretaría Legal y Técnica se realizaron 
reuniones con vecinos en varias instancias, en las cuales el municipio concedió una 
condonación de deuda a los dueños de los terrenos en el área (Entrevistado 1).


Las políticas de gestión ambiental se distribuyen entre varias áreas de la administra-
ción municipal. Aparte de la Secretaría de Producción, Comercio y Ambiente, las ac-
tividades e intervenciones en la ribera se llevan a cabo por parte de la Secretaría de 
Planificación. Este organismo interviene en la gestión del territorio principalmente a 
través de la planificación y zonificación. Entre sus unidades funcionales y la Secretaría 
de Producción, Comercio y Ambiente existe una coordinación, si bien las respectivas 
funciones y tareas se distribuyen entre ambos organismos. Mientras que la Secretaría 
de Planificación engloba actividades que inciden en el territorio desde múltiples ámbi-
tos (espacios públicos, infraestructura, arquitectura, desarrollo territorial y hábitat), la 
Secretaría de Producción, Comercio y Ambiente aborda la gestión ambiental estricta-
mente en el marco del control de industrias y comercios (Entrevistado 1).


Dentro de la Secretaría de Producción, Comercio y Ambiente, la distribución de funcio-
nes y tareas se traduce en que la figura del Director de Ambiente, además de la ge-
stión del Eco Área, se encarga de toda la documentación de control y fiscalización 
ambiental de las industrias. Esto incluye la obtención del certificado de aptitud ambien-
tal y los estudios de impacto ambiental, requisitos necesarios para la habilitación de la 
actividad industrial. La categorización de las industrias se realiza de acuerdo a la legis-
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lación provincial en categoría uno, dos o tres, según las cuales se rige la exigencia de 
su control. Las categorías uno y dos son controladas por la intendencia, y la categoría 
tres por la provincia de Buenos Aires. Los municipios realizan también fiscalizaciones, 
mientras que las clausuras de determinadas industrias son de competencia provincial.


La Secretaría de Desarrollo Territorial fue creada en su forma actual en el año 2021. 
En esta creación incidió el Ministerio de Desarrollo y Hábitat de la Nación, en ese mo-
mento a cargo de Jorge Ferraresi, anterior y posteriormente intendente de Avellaneda. 
En la etapa inicial de funcionamiento de la secretaría, el ministerio aportó apoyo técni-
co a través de la contratación de un equipo de consultores externos. 
El área de desarrollo territorial anteriormente estaba comprendida en la Secretaría de 
Obras y Servicios Públicos, de la cual fue desarticulada en el año 2016 y cuyas atribu-
ciones fueron repartidas a otras áreas de la gestión municipal. Actualmente, la Se-
cretaría de Desarrollo Territorial comprende también la Secretaría General de Hábitat 
que anteriormente estaba anclada al área de Obras Públicas. A través de la Secretaría 
General de Hábitat se lleva a cabo la mayoría del trabajo territorial desde el área de 
planificación. Articula las líneas de trabajo en la ribera, como la organización de pro-
gramas con los antiguos colonos y pobladores de la zona.


La redistribución de competencias se llevó a cabo de manera poco articulada, lo cual 
impactó sobre la eficiencia de las tareas de planificación que se llevaban adelante has-
ta este momento (Entrevistado 4). La decisión de incrementar el peso del desarrollo 
territorial en el municipio y reestructurar las áreas de gestión se vincula primordialmen-
te con la iniciativa del Ministerio de Desarrollo Territorial a Hábitat de la Nación, a tra-
vés del vínculo personal del funcionario Ferraresi.


La Secretaría de Desarrollo Territorial mantiene vínculos con otras áreas de la gestión 
municipal, principalmente en el ámbito de regularización dominial. Para esto, se lleva 
adelante un trabajo conjunto con la Secretaría Legal y Técnica de manera continua. 
Un aporte clave de este área de gestión municipal con incidencia en el área de estudio 
es la formulación de la Ordenanza Nº 30.549/2023, cuyo alcance fue analizado en el 
apartado sobre los usos reales en la ribera. La nueva ordenanza actualiza los límites 
de la Zona de Reserva Ambiental establecidos en la primer ordenanza de zonificación 
(N° 11.451/1997) y su modificatoria (N° 18.495/2005), con el fin de adecuar la normati-
va a las realidades sociales de esta zona. Para esto, se llevó a cabo un análisis territo-
rial y normativo que buscaba poder incluir en la actualización todos los usos existentes 
así como los estándares ambientales correspondientes (Entrevistado 4).


El proceso de actualización de la normativa partió de la intención de declarar todo el 
área como reserva. Sin embargo, debido a los usos existentes y las diferentes activi-
dades instaladas en la ribera, este plan no prosperó, resultando en la zonificación ac-
tual que habilita diversas actividades vinculadas a usos urbanos en la zona de reserva:
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“En principio hicimos mucho trabajo de mensura y de relevamiento, tratando de 
decir esto es todo reserva. Y reserva pura. Empezamos a trabajar con organis-
mos a nivel nacional (…) ¿Viste que hay por lo menos Argentina distintas esca-
las para designar parques nacionales, parques regionales, parques locales? 
Bueno, en una época partimos de la totalidad de esas hectáreas y lo fuimos 
achicando porque nos dimos cuenta que era imposible erradicar todo lo que ya 
había“. (Entrevistado 4).


La gestión actual del área de las quintas y la reserva por parte de la Secretaría de 
Desarrollo Territorial apunta a la predominancia de usos recreativos, complementado 
con actividades de esparcimiento y vinculados al turismo. En el Eco Área no se permi-
ten otros usos o construcciones que aquellas necesarias para su gestión como reser-
va. El Parque del Río permite usos de esparcimiento y algunas construcciones con 
fuertes restricciones. Allí también se instala un centro de formación que permite un 
vínculo con los habitantes y donde se ofrecen por ejemplo talleres de huerta para im-
pulsar la educación ambiental.


Desde la Secretaría se prevé también la construcción de pasarelas que conectan el 
Eco Área con el Parque del Río en línea paralela al río en una distancia de aproxima-
damente 60 metros. La realización de este proyecto se ve dificultada debido a que los 
terrenos que atravesaría la pasarela son de propiedad privada. Si bien la normativa 
establece que una franja de 35 metros en los bordes de los cursos de agua, en este 
caso del Río de La Plata, son de dominio público, los propietarios de las parcelas sob-
re la costa hicieron uso de esta franja durante muchos años. De esta forma, la iniciati-
va del municipio genera una conflictividad social en torno a los usos del territorio en 
esta área.


La apertura y rectificación de calles en el área contribuye a esta conflictividad. Estas 
tareas implicarían el fraccionamiento de terrenos privados destinados a usos produc-
tivos como la fabricación y comercialización de vino. De esta forma, las iniciativas de 
planificación por parte del municipio interfieren con los usos existentes.


7.2.2.2 Áreas e iniciativas de gestión ambiental y territorial


Desde las áreas presentadas anteriormente, pero también desde otros ámbitos de la 
gestión, se llevan adelante diversas iniciativas con impacto territorial. La gestión actual 
aborda temas vinculados con los residuos sólidos urbanos, la educación ambiental, el 
espacio público, las áreas protegidas y la radicación de industrias.


En torno a la gestión de los residuos, el municipio impulsa el programa Avellaneda Re-
cicla, el cual informa a la ciudadanía sobre la importancia de la separación en origen, 
así como las formas de tratamiento en el EcoPunto. En este marco también se esta-
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blecieron estaciones de reciclaje en las diferentes localidades. Se avanza también en 
la gestión de los diferentes tipos de residuos sólidos urbanos, buscando disminuir su 
generación y mejorar el tratamiento y reciclaje de los mismos. Para ello, en el año 
2019 se lanzó un programa de reciclaje de neumáticos vehiculares que funciona en el 
EcoPunto y que apunta a reciclar la totalidad de los residuos de neumáticos generados 
en el municipio .
23

En torno a la educación ambiental, en el municipio se llevan adelante iniciativas como 
el Voluntariado por el Medio Ambiente que busca concientizar a la ciudadanía sobre 
temas de cuidado ambiental en el entorno local urbano. Para esto, a través de la Se-
cretaría de Producción, Comercio y Ambiente, se desarrollan charlas, capacitaciones y 
acciones en las diferentes localidades. En las escuelas primarias y secundarias se im-
plementan diversas acciones de educación ambiental vinculado con el trabajo de 
ACUMAR, como el programa Escuelas por la Cuenca, el cual incorpora los contenidos 
de la educación ambiental integral como lo prevé la correspondiente ley sancionada en 
el año 2021. Recientemente, se organizó el Congreso Pedagógico 2024 “Comunidad 
Educativa y Territorios Hacia la Justicia Ambiental“ relacionado con la educación ambi-
ental en el nivel inicial y las primeras infancias .
24

En el espacio público, se incide en el territorio a través de la realización de obras, por 
ejemplo con tareas de desobstrucción y la construcción de puentes en el arroyo Sa-
randí . Las diversas acciones que se llevan a cabo en torno la reserva Eco Área se 25

presentan también bajo la categoría de espacio público, como por ejemplo la oferta de 
paseos nocturnos y las remodelaciones de los senderos e instalaciones.


Como ya se mencionó anteriormente, en Avellaneda existen dos áreas protegidas de 
jurisdicción municipal. Por un lado, la Reserva Ecológica Municipal Laguna La Saladi-
ta, en cercanía a la ribera. Por otro lado, la mencionada Reserva Natural Municipal 
Costera de Avellaneda (Eco Área). Ambas áreas protegidas son objeto de disputas 
ambientales como se verá más adelante.


En torno a la radicación de industrias, el municipio lleva adelante diversas iniciativas 
en conjunto con otros actores estatales y actores privados. Por su ubicación en la cu-
enca Matanza-Riachuelo, el municipio participa de iniciativas regionales de saneami-
ento del cauce del río. En cooperación con la Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo 

 Municipio de Avellaneda (26/09/2019). Medio ambiente: el Municipio incorpora un nuevo programa para 23

reciclar neumáticos. URL: www.mda.gob.ar/noticias/avellaneda-suma-equipamiento-y-programas-para-el-
reciclado-y-tratamiento-de-residuos/ (último acceso 04/10/2024)

 Municipio de Avellaneda (21/02/2024). Comenzó el Congreso Pedagógico 2024: “Comunidad Educativa 24

y Territorios hacia la Justicia Ambiental“. URL: www.mda.gob.ar/noticias/comenzo-el-congreso-pedagogi-
co-2024-comunidad-educativa-y-territorios-hacia-la-justicia-ambiental/ (último acceso 04/10/2024)

 Municipio de Avellaneda (10/01/2024). Se firmó el acta de inicio de obras en Sarandí. URL: www.m25 -
da.gob.ar/noticias/se-firmo-el-acta-de-inicio-de-obras-en-sarandi/ (último acceso 04/10/2024)
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(ACUMAR), un ente tripartito entre la provincia de Buenos Aires, Nación y la Ciudad de 
Buenos Aires, se llevan a cabo intervenciones para reducir la contaminación ambiental 
en el municipio.


En Avellaneda se ubica el puerto Dock Sud que es de jurisdicción provincial. A lo largo 
de los últimos años, el municipio trabajó hacia la desarticulación de las empresas quí-
micas allí radicadas. Actualmente, en el predio se desarrollan solamente actividades 
de refinería de petróleo y de almacenamiento de productos relacionados (combusti-
bles, lubricantes). Asimismo, en el área del puerto, el municipio participa en el plan de 
monitoreo ambiental APELL , el Plan de Concientización y Preparación para Emer26 -
gencias a Nivel Local (por sus siglas en inglés “Awareness and Preparedness for 
Emergencies at Local Level“), impulsado por ACUMAR (Entrevistado 1). 
En otra iniciativa, desde el municipio se planifica la creación de un parque industrial 
que se instalaría en Villa Inflamable en cercanía del polo de Dock Sud. La iniciativa del 
proyecto se originó en el municipio, en co-participación con DAPSA, una de las em-
presas privadas que se encuentra desarrollando actividades en el Dock Sud. Los ter-
renos de las 35 hectáreas donde se prevé el parque industrial son en parte propiedad 
de esta empresa. El plazo previsto para la realización del proyecto son aproximada-
mente tres años (Entrevistado 1).


De modo general, las políticas ambientales del municipio apuntan a un equilibrio entre 
la conservación del ambiente y la generación de actividad económica. Dada la alta 
presencia de industrias en el municipio, que se instalaron históricamente en convi-
vencia con barrios residenciales, la intermediación del municipio busca “la mejor re-
lación entre todos“ (Entrevistado 1). Esto se muestra por ejemplo en el abordaje de la 
zona de reserva. En la reciente rezonificación de la ordenanza se buscó lograr un 
equilibrio entre la habilitación de determinadas actividades y la conservación del ambi-
ente. Como indica un entrevistado, la restricción de todo tipo de actividad en esta parte 
de la ribera implica también resignar a la generación de actividad económica en una 
porción importante del municipio (Entrevistado 4). Es así que se apuntó a una zonifica-
ción que permite determinado tipo de usos (por ejemplo logística) que no producen 
fuertes efectos negativos en el ambiente. La conservación de una pequeña parte de la 
ribera, el Eco Área, también responde a la intención de no empeorar las condiciones 
ambientales en el municipio, considerando la escasez de espacios verdes existentes.


 Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo ACUMAR (21/10/2022). Proyecto APELL: reunión de comisio26 -
nes internas. URL: www.acumar.gob.ar/boletin/proyecto-apell-reunion-comisiones-internas/ (último acceso 
05/09/2024)
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7.2.2.3 Iniciativas de planificación estratégica


En torno a la planificación del territorio en el municipio de Avellaneda, se detectaron 
dos iniciativas concretas que guían las intervenciones en la ribera a lo largo del perío-
do estudiado y en la actualidad. Por un lado, el Plan Estratégico Avellaneda 2020, que 
establece los lineamientos para el desarrollo territorial a nivel local. Por otro lado, el 
municipio participa en el Plan Nacional de Suelo Urbano (PNASU) a través de la recién 
creada Secretaría de Desarrollo Territorial. A continuación se presentan las dos iniciati-
vas que orientan las diferentes intervenciones territoriales.


7.2.2.3.a El Plan Estratégico Avellaneda 2020


El Plan Estratégico Avellaneda 2020 (PEA) fue confeccionado a partir del año 2005 y 
publicado en el año 2006. Forma parte de los planes estratégicos a nivel local que se 
desarrollaron en el marco del Consejo Federal de Planificación y Ordenamiento Territo-
rial (COFEPLAN). El PEA proporciona, en un primer paso, un extenso diagnóstico terri-
torial a nivel local y establece, en un segundo paso, los lineamientos para los progra-
mas y proyectos a desarrollarse a largo plazo en las áreas de urbanización y vivienda, 
industria, cultura y ambiente, entre otros.


El informe final del estudio del Plan Estratégico proporciona un análisis de los aspec-
tos sociales, económicos y de infraestructura en el municipio, junto con información 
relevada en talleres participativos durante el proceso de formulación del plan. Asimis-
mo, formula varias propuestas concretas de proyectos en diferentes estadios de avan-
ce (anteproyecto, análisis de viabilidad, prefactibilidad). Participaron de la confección 
del informe un equipo de consultores, contratados en el marco de un subsidio del go-
bierno nacional junto con profesionales del equipo de consultores del municipio. El in-
forme busca priorizar y orientar las inversiones públicas y privadas en Avellaneda, a 
través de un proceso de planeamiento estratégico en el municipio con el horizonte 
temporal del año 2020, por lo cual el documento representa un instrumento importante 
para la gestión municipal en el período analizado. Debido a la falta de un proceso de 
planificación que continue los lineamientos establecidos, el PEA representa el docu-
mento estratégico más importante del municipio en la actualidad.


La elaboración del PEA contó con varias instancias participativas. Luego de la presen-
tación oficial, los participantes y representantes de la sociedad civil aportaron en la de-
finición de los aspectos que se privilegian en las acciones del Plan para el desarrollo 
del municipio durante los próximos 15 años, así como las formas de una participación 
comunitaria continua en la formulación y ejecución del Plan. La inclusión de instancias 
participativas contribuyó a que el Plan se posicionara como un “PEA de las organiza-
ciones“ (Municipalidad de Avellaneda, 2006, p. 3) donde la sociedad civil puede 
aportar en un ámbito consolidado a los debates y decisiones que se adoptan. De esta 
forma, el Plan busca contribuir a la articulación entre el Estado municipal y la población 
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local. Hay que destacar que, para una verdadera participación en el marco del Plan 
Estratégico, este mecanismo de articulación tiene que ser duradero en el tiempo para 
contar con el consenso social necesario y poder lograr la viabilidad de las acciones 
propuestas en él.


En el acto público de lanzamiento el entonces intendente Baldomero Álvarez de Olive-
ra destacó el aporte de este Plan Estratégico al cambio hacia un modelo de gestión de 
gobierno local “centrado en la orientación de la inversión pública y privada, para la 
promoción del desarrollo local“ (Municipalidad de Avellaneda, 2006, p. 2).


El PEA plantea a la ciudad de Avellaneda como “área de nueva centralidad“. Esto se 
busca lograr a través de la implementación de grandes proyectos de reordenamiento 
de las actividades productivas, el desarrollo de una programa fiscal de largo plazo, de 
infraestructura y de recalificación del suelo, entre otras propuestas. Con la nueva cen-
tralidad se apunta a un nuevo modelo productivo de desarrollo local basado en usos 
mixtos. Una parte de este proceso de transformación del modelo actual consiste en 
elaborar una estrategia para atraer nuevos emprendimientos y la consolidación de in-
dustrias ya instaladas. Entre las propuestas específicas se encuentran dos con import-
ancia para el área de estudio: por un lado, la intención de impulsar el mercado inmobi-
liario y, por otro lado, compatibilizar las actividades productivas con la idea de parque. 
El proceso de reordenamiento territorial que estos grandes proyectos implican, busca 
ser ambientalmente sustentable en el sentido de minimizar la contaminación del agua 
y del aire.


La planificación del crecimiento urbano de las áreas centrales de Avellaneda conlleva 
la definición de nuevas áreas de expansión, además de la densificación de áreas ur-
banizadas y la reconversión de los usos de espacios urbanos. El PEA establece por 
ello las prioridades para la expansión urbana, en primer lugar, hacia el Riachuelo y 
sobre el Paseo Costanero como las zonas de crecimiento “natural“ del área central. Y 
luego, hacia la ribera abierta del Río de La Plata (Municipalidad de Avellaneda, 2006, 
p. 50).


En cuatro volúmenes, el plan releva la situación actual de la gestión municipal y esta-
blece los lineamientos para el proceso de modernización en los diferentes ámbitos del 
aparato administrativo. Resulta de especial interés para esta investigación el apartado 
en torno al Desarrollo Urbano Territorial del municipio, cuyos contenidos se revisan a 
continuación.


Para Avellaneda se establece un modelo territorial deseado que define como ejes es-
tratégicos de intervención las siguientes (Municipalidad de Avellaneda, 2006, p. 37): 
Conectividad y accesibilidad, Superación de la pobreza urbana, Integración de los bor-
des costeros, Recuperación del perfil industrial y portuario bajo nuevos parámetros, 
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Revalorización del espacio público, Conversión de áreas vacantes en áreas de oportu-
nidad, Creación de valor/capital social/ capital productivo/ capital ambiental y capital 
político.


Aparte de la enumeración de estos ejes, el plan no contiene una visualización del mo-
delo que integre todos las intervenciones propuestas.


De los ejes estratégicos del modelo territorial se desprende una serie de proyectos ur-
banos puntuales que buscan resolver las problemáticas urbano-ambientales de la ac-
tualidad. Las diferentes propuestas se relacionan con planes existentes a nivel nacio-
nal y provincial (Municipalidad de Avellaneda, 2006, p. 19). Por esta razón, su formula-
ción se basa en algunas concepciones generales: primero, la necesidad de enmarcar-
las en políticas de Estado de largo plazo con estabilidad en el tiempo, e independien-
temente de las distintas gestiones de gobierno. Segundo, una visión integral del territo-
rio y todos sus componentes materiales, pero también sociales como es la apropiación 
del plan por parte de la ciudadanía. Y tercero, la vinculación de la agenda municipal, 
con el objetivo de guiar la inversión pública y privada, con las agendas nacionales y 
provinciales en este ámbito.


El PEA establece como dos de los problemas más graves que atentan contra la sus-
tentabilidad de la aglomeración el tratamiento conjunto de las cuencas y los residuos. 
Por esta razón, desde el municipio se plantean varias intervenciones en conjunto con 
otras jurisdicciones: el saneamiento de la Cuenca Matanza-Riachuelo, el tratamiento 
de la cuenca del arroyo Sarandí, el tratamiento de los residuos sólidos urbanos y la 
creación de un parque metropolitano (Municipalidad de Avellaneda, 2006, p. 88). Se 
destaca aquí la propuesta del parque metropolitano por su ubicación en el área de 
estudio y el grado de realización en la actualidad.


El PEA detecta el área de las “Quintas de Sarandí“ como posible ubicación del parque 
metropolitano. La iniciativa apunta a disminuir el déficit de áreas verdes en el área me-
tropolitana desde una óptica integral, tomando en cuenta las funciones productivas, 
ecológicas, recreativas y educativas de estos espacios. Representa una colaboración 
entre CABA y la provincia que implica la gestión de áreas protegidas, cuencas hídri-
cas, grandes predios de espacios verdes y la preservación de ecosistemas que pres-
tan servicios ambientales a la región.


La realización de esta propuesta se inició cuando el actual intendente de Avellaneda, 
Jorge Ferraresi, estuvo a cargo del Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat de la 
Nación y que continuó bajo el actual ministro Santiago Maggiotti. El proyecto se lleva 
adelante en conjunto entre el CEAMSE, el Estado Nacional y la Provincia de Buenos 
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Aires . A diferencia de lo previsto en el PEA, el parque se instalaría sobre una parte 27

del actual predio del CEAMSE que cuenta con relleno sanitario. Como se pudo relevar 
a través de un recorrido por el área correspondiente, en la actualidad se avanza en la 
construcción de diferentes sectores con equipamientos deportivos y recreativos, que 
cuentan con canchas sintéticas de fútbol, juegos infantiles y asientos. En un futuro, el 
parque se ampliaría para incluir también la parte perteneciente al partido de Quilmes. 
Dado que el proyecto se desarrolla en estrecho vínculo con CEAMSE, la creación del 
parque metropolitano se inscribe en el Master Plan Biocorredores de este organismo, 
presentado por su presidenta Mónica Cappellini, que se desempeñó anteriormente 
como funcionaria en la gestión de Ferraresi en Avellaneda. El municipio de Avellaneda 
no tiene incidencia directa en este proyecto a través de sus diferentes áreas de ge-
stión, ya que el proyecto se desarrolla en terrenos privados que quedan por fuera de 
su órbita.


Otra propuesta gira en torno al desarrollo del mercado inmobiliario en el municipio. El 
Plan busca avanzar sobre la instalación de emprendimientos puntuales, para lograr 
una continuidad en la inversión inmobiliaria, y de esta forma establecer Avellaneda 
como marca en el mercado global. Una de las posibilidades que establece para alcan-
zar tal fin es el desarrollo de loteos con marinas sobre las costas del Río de La Plata 
como iniciativa distintiva para la zona sur del área metropolitana (Municipalidad de 
Avellaneda, 2006).


Adicionalmente a los proyectos puntuales, el PEA establece un total de nueve progra-
mas de actuación urbano-territoriales. Uno de ellos con incidencia directa sobre el área 
de estudio es aquel denominado “Ribera del Río de La Plata“. 
El PEA define la zona ribereña del Río de La Plata como un área de interés urbano 
con uso recreativo y de esparcimiento. Planteando un escenario de crisis que inició en 
el año 1976, en el cual la zona sur del área metropolitana empieza a perder peso rela-
tivo debido al cierre de fábricas y la consecuente desaparición de los sectores inter-
medios comerciales o profesionales, la zona ribereña del Río de la Plata aparece en el 
PEA como un área de oportunidad y su puesta en valor como una alternativa de desar-
rollo (Municipalidad de Avellaneda, 2006). Sobre este área de interés urbano con una 
importancia que abarca diferentes escalas territoriales, se desarrolla en consecuencia 
el programa de actuación.


El plan prevé su ejecución en el corto plazo, sin establecer mayores detalles sobre sus 
características o tiempos al respecto. De manera general, la finalidad del programa es 
la creación de un “Plan de Manejo del área ribereña de Avellaneda no ocupada por el 
Polo Petroquímico“ (Municipalidad de Avellaneda, 2006, p. 67). Como beneficiarios de 

 La Ciudad (2023). Ceamse: Inauguraron la primera etapa del Parque Metropolitano – Corredor costero 27

Avellaneda y Quilmes. URL: laciudadavellaneda.com.ar/ceamse-inauguraron-la-primera-etapa-del-parque-
metropolitano-corredor-costero-avellaneda-y-quilmes/ (último acceso 18/08/2024)
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la iniciativa el PEA identifica una multitud de actores, conformado por los habitantes de 
la subregión metropolitana sur, propietarios del suelo, empresarios o generadores de 
emprendimientos, así como los sectores de la construcción, del comercio, y el sector 
inmobiliario. El financiamiento proviene en su mayoría de fuentes públicas, a nivel in-
ternacional, del Estado Nacional, la provincia de Buenos Aires y la Municipalidad de 
Avellaneda, pero también de inversores privados. El municipio asume el rol de articu-
lar, a través de sus secretarías correspondientes en materia de planificación, desarrol-
lo local, producción y ambiente. Intervienen también otros municipios que comparten la 
zona ribereña en sus jurisdicciones, así como la Subsecretaría de Urbanismo y Vivien-
da de la Provincia de Buenos Aires. Los beneficios declarados del proyecto se basan 
en la integración de la zona ribereña a la trama urbana, y de esta forma el acceso de 
la población presente en este territorio a los servicios que los centros urbanos proveen 
-sin especificar a cuáles exactamente se refiere. Entre los beneficios se nombran, 
además, los impactos positivos en cuanto a la “sustentabilidad“, la “biodiversidad“, así 
como la “recuperación del espacio público“ (Municipalidad de Avellaneda, 2006, p. 67) 
y del borde ribereño, entre otros.


7.2.2.3.b El Plan Nacional de Suelo Urbano (PNASU)


El municipio de Avellaneda participa en el Plan Nacional de Suelo Urbano a través de 
la Secretaría de Desarrollo Territorial. Este plan fue creado en el año 2020 en el ámbito 
de la Subsecretaría de Política de Suelo y Urbanismo de la Secretaría de Desarrollo 
Territorial del Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat. El Plan consiste en el Pro-
grama Nacional de Producción de Suelo, que apunta a la generación de lotes con ser-
vicios para ampliar el acceso a suelo urbanizado, así como la promoción de la 
creación de bancos de tierra a nivel municipal y provincial. Consiste además en el 
Programa Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica, en el cual se ofrece capacit-
ación y asistencia técnica en políticas de suelo para mejorar las capacidades de los 
gobiernos locales y provinciales. El Plan crea también la Mesa Intersectorial de Políti-
cas de Suelo y el Observatorio Nacional de Acceso al Suelo.


La creación de esta iniciativa se inscribe en un contexto de un crecimiento urbano 
poco sustentable, caracterizado por un alto consumo de suelo y un crecimiento de baja 
densidad. Las principales dificultades que detecta el plan consisten en que el acceso a 
suelo urbanizado resulta imposible para muchas familias, situación que se ve agrava-
da por prácticas especulativas y que produce una alta informalidad. Al mismo tiempo, 
las políticas estatales de suelo urbano resultan ser fragmentadas y no logran abordar 
esta situación adecuadamente.


Según la perspectiva del plan, el suelo no urbanizado adecuadamente representa una 
problemática que hay que resolver. Las dinámicas socioambientales y urbanas negati-
vas identificadas se vinculan con la presencia de “suelo ocioso“, es decir, las parcelas 
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cuyo uso no se corresponde con lo establecido por la normativa urbana o con la habi-
litación otorgada, y que por ende están siendo subutilizadas (Baer, 2016). El plan bus-
ca incidir en esta tendencia negativa a través de la ampliación de la oferta de suelo 
urbanizado con condiciones de infraestructura, equipamiento y localización adecuada. 
Toma en cuenta también la accesibilidad diferencial de los sectores sociales al suelo 
urbanizado y sus respectivas capacidades de pago.


El PNASU representa un programa a través del cual se organizan las interrelaciones 
entre el municipio y la provincia. Se lleva a cabo una gestión conjunta en torno a la ur-
banización. Este vínculo actualmente consiste en la transferencia de conocimiento y 
de apoyo técnico para la planificación y la capacitación a nivel municipal. Durante las 
gestiones nacionales anteriores, los programas en torno al uso del suelo urbano tam-
bién implicaron un apoyo económico para el financiamiento de obras, como indica un 
informante (Entrevistado 4).


En el marco del PNASU, el municipio de Avellaneda recibe asesoría técnica por parte 
del Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat, para la cual el equipo de consultores 
trabaja en conjunto con la recién creada Secretaría de Desarrollo Territorial del munici-
pio. Como iniciativa concreta se llevó adelante un relevamiento de terrenos ociosos 
que abarcó un total de 168 lotes evaluados. De esta forma, en el área de estudio se 
detectaron cuatro lotes: en el área de reserva y quintas en Sarandí hay dos en la zona 
de reserva y uno en la zona industrial, así como uno en el área del CEAMSE en la 
Zona de Gestión Especial. Se trata de lotes que en la actualidad se encuentran sin edi-
ficar, por lo cual se apunta a su mejor aprovechamiento a través del destino de usos 
correspondientes en intervenciones posteriores.


7.2.2.4 Síntesis


En este apartado se analizó la institucionalidad de las políticas ambientales y territoria-
les en el municipio de Avellaneda, destacando las gestiones de gobierno que influye-
ron en su desarrollo. Desde 2003, Avellaneda tuvo cuatro intendentes, lo que implicó 
cambios en la estructura orgánica del gobierno municipal y en las áreas encargadas 
de la gestión ambiental. Las políticas públicas en este ámbito se llevan a cabo a través 
de diversas secretarías, siendo la Secretaría de Producción, Comercio y Ambiente la 
principal responsable del control ambiental y la gestión de la reserva municipal Eco 
Área. Esta secretaría colabora con otras áreas, como la Secretaría de Planificación y 
la Secretaría de Desarrollo Territorial, para abordar las problemáticas ambientales y 
territoriales de manera integral.


Se destaca la importancia de la zonificación en la gestión del territorio ribereño, así 
como la reciente rezonificación del área de reserva en Avellaneda, que busca equili-
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brar la conservación del ambiente con el desarrollo económico. Sin embargo, la im-
plementación de estas políticas enfrenta desafíos, como la falta de coordinación entre 
las diferentes áreas de gestión y la presión de los intereses económicos. Además, se 
presentaron las iniciativas de planificación estratégica, como el Plan Estratégico Avel-
laneda 2020 y el Plan Nacional de Suelo Urbano (PNASU), que buscan guiar el desar-
rollo territorial y mejorar el acceso a suelo urbanizado, aunque su efectividad se ve li-
mitada por la fragmentación de las políticas y la falta de continuidad en las acciones.


En conclusión, las políticas ambientales y territoriales en Avellaneda reflejan una com-
pleja interacción entre la gestión pública, los actores sociales y las dinámicas econó-
micas. A pesar de la existencia de instrumentos de planificación, la implementación de 
políticas enfrenta obstáculos significativos que limitan su efectividad.


7.2.3 Organismos provinciales (ADA) y nacionales


En la ribera de Quilmes y Avellaneda, la gestión del agua es un factor importante a te-
ner en cuenta para esta investigación. El Río de La Plata y su dinámica tiene gran in-
fluencia en esta área, marcando con sus vaivenes e inundaciones periódicas el ritmo 
natural de este territorio. Las actividades humanas presentes, como por ejemplo las 
industrias o la actividad agropecuaria, inciden en el ciclo hídrico y en las napas de 
agua.


Un organismo estatal importante encargado de la gestión de los recursos hídricos con 
incidencia en esta área es la Autoridad del Agua (ADA) de la provincia de Buenos Ai-
res. La ADA aborda las problemáticas ambientales vinculadas al agua en una escala 
mayor que los municipios e interviene en toda la provincia de Buenos Aires. Por ello 
cuenta con experiencia en la gestión con la participación de múltiples jurisdicciones 
como es el caso en la RMBA, por ejemplo a través de su incidencia en los comités de 
cuenca. Se trata de una entidad autárquica de derecho público y naturaleza multidisci-
plinaria, vinculada a la Subsecretaría de Recursos Hídricos del Ministerio de Infraes-
tructura y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires. Está encargada de “la 
reglamentación, supervisión y vigilancia de todas las actividades y obras relativas al 
estudio, captación, uso, conservación y evacuación del agua, así como la promoción 
de programas de educación formal e informal sobre el uso racional del agua” (ADA, 
2024). Entre sus principales funciones se encuentran la formulación de la política del 
agua de la provincia en base a lo establecido por el Código de Aguas (Ley N° 
12.257/99) y la implementación de los planes de gobierno en este ámbito. Esto implica 
la planificación, el registro, la constitución y la protección de los derechos, la fiscaliza-
ción, el cumplimiento y la ejecución de los contenidos fijados por este código y las 
normas relacionadas.
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El organismo incide en la gestión del agua a través del control de actividades riesgo-
sas o dañosas al agua o al ambiente. Exige a los generadores de estas actividades la 
realización de una Evaluación de Impacto Ambiental para poder obtener la Declaración 
de Impacto Ambiental en un procedimiento que incluye una Audiencia Pública. La auto-
ridad establece también los usos permitidos del agua de dominio público bajo su juris-
dicción, las responsabilidades de los concesionarios, permisionarios y usuarios de este 
recurso y puede decidir sobre la dotación de agua a cada tipo de uso y a cada región. 
En esto, apunta a asegurar el abastecimiento de agua potable y la reutilización del 
agua para actividades productivas e industriales. Puede restringir y limitar los usos pri-
vados con el fin de mejorar el aprovechamiento y asegurar la protección ambiental y 
de los bienes públicos y privados del impacto dañoso del agua. Ante eventos extraor-
dinarios puede suspender el uso de agua para determinadas actividades. Sobre cuen-
cas internacionales como el Río de La Plata, la Autoridad del Agua participa junto con 
los gobiernos nacional, provincial y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así como 
organizaciones internacionales y estados extranjeros en su gestión y preservación.


En las resoluciones que adopta la ADA se rigen, entre otros asuntos, las actividades 
que impliquen un impacto sobre el agua subterránea, el agua superficial, así como 
movimientos de suelos. Se establecen los requisitos para la presentación de solicitu-
des de permisos para poder realizar tales actividades, incluyendo la perforación y ex-
plotación del recurso hídrico subterráneo, la instalación de obras de evacuación de 
excretas, el asentamiento de cementerios, la instalación de protección catódica, la 
aprobación de obras de potabilización, tratamiento y vuelco de efluentes, así como 
aquellas obras ejecutadas sin permiso previo (Resolución 289/2008). Otra resolución 
exige el mantenimiento de la calidad hídrica en los cuerpos de agua y su manejo ade-
cuado, para impedir la afectación negativa de los acuíferos (Resolución 234/2010). 
Para la aprobación toda obra que requiera excavaciones y/o movimientos de suelos 
con potencial afectación al recurso hídrico subterráneo o superficial se debe presentar 
ante la ADA, un proyecto avalado por un profesional y posterior visado por el Colegio 
de Profesionales respectivo (Resolución 1033/2010).


La autoridad se encarga de la creación y gestión de los comités de cuencas, que ap-
untan a un manejo equilibrado de las diferentes cuencas hídricas en términos ambien-
tales, sociales y económicos. Los comités están integrados por un representante de 
cada municipio que lo compone. Actualmente existen 33 comités provinciales creados 
por las Leyes Provinciales N° 12.257/99, N° 14.817/16 y N° 12.653/01. Además, se 
conformaron seis comités interjurisdiccionales, entre los cuales la ACUMAR es el or-
ganismo con mayor importancia en la RMBA. Tres de los comités cuentan con una ley 
especial debido a su envergadura: del río Reconquista, del río Luján y del Arroyo San 
Francisco-Las Piedras. Este último resulta de interés especial, ya que su cuenca infe-
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rior abarca el área de estudio. El Comité de la Cuenca Hídrica del Arroyo San Francis-
co-Las Piedras fue creado en abril del año 2014 mediante la Resolución 163/14 y 
complementada por la Ley N° 15.486/24. Está integrado por los Municipios de Avella-
neda, Lomas de Zamora, Florencio Varela y Quilmes.


Dentro de las áreas que comprenden los comités de cuenca, la provincia tiene a cargo 
la realización y el financiamiento de las obras hidráulicas más relevantes a través de la 
Subsecretaría de Recursos Hidráulicos. El ADA, a su vez, aborda los aspectos regula-
torios y de información hídrica, cumpliendo así el rol de un organismo especializado en 
la gestión y administración del agua. Según la legislación provincial, el Código de 
Aguas y el Régimen General en Materia Hidráulica (Decreto-ley N° 10.106/1983), el 
microdrenaje que refiere al escurrimiento de las aguas dentro de una ciudad pertenece 
al ámbito municipal. El macrodrenaje, los cursos de aguas naturales que abarquen 
más de un partido, es de incumbencia provincial, la cual desarrolla en este ámbito las 
intervenciones vinculadas a la conservación, modificación y reconstrucción de arroyos 
y canales.


La ADA actualmente persigue una política de reactivación de los comités de cuencas, 
promoviendo su constitución y su funcionamiento. De los 33 comités provinciales, se 
encuentran en estado activo cinco, con la proyección de llegar a hasta ocho a fin de 
2024 (Entrevistado 3). En este marco, coordina y realiza reuniones con las jurisdiccio-
nes correspondientes y gestiona las negociaciones de renovación de las autoridades.


Desde la Autoridad del Agua también se llevan adelante varios programas de gestión 
en toda la provincia que cuentan con la participación de diferentes organismos estata-
les y de organizaciones internacionales. Estas iniciativas abarcan el manejo de efluen-
tes, en los programas “Purines de Tambo“  y “GELFI“ , y la gestión hídrica, en el pro28 29 -
grama “Blue Deal“ .
30

El ADA, por sus funciones regulatorias, resulta ser principalmente un organismo de 
trámites para los usuarios y el público. Provee una estructura administrativa para los 
diferentes procedimientos técnicos en torno a la gestión del agua en la provincia.


 El programa “Purines de Tambo“ regula el manejo agronómico de los efluentes generados en estable28 -
cimientos tamberos en la provincia de Buenos Aires, promoviendo su uso como recurso para enriquecer el 
suelo y preservar el ambiente.

 El programa “GELFI“ apoya a las empresas bonaerenses en el desarrollo productivo sostenible, en29 -
focándose en la preservación de recursos hídricos mediante asesoramiento técnico, optimización de trá-
mites y beneficios económicos, promoviendo prácticas industriales más sustentables.

 El programa “Blue Deal“ es una iniciativa internacional que busca proporcionar acceso a agua limpia y 30

segura a 20 millones de personas para 2030, mediante la colaboración de administradores del agua de 
los Países Bajos y otros países, centrada en la gobernanza y gestión integrada del agua, con un enfoque 
en la adaptación climática y la inclusión social. Argentina se unió en 2019, participando en intercambios 
de conocimiento para mejorar sus políticas y prácticas en la gestión hídrica.
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Si bien la formulación de la política del agua también figura entre las funciones de la 
ADA, en la práctica ésta se diseña principalmente a nivel de la Subsecretaría de Re-
cursos Hídricos. La ADA reúne la mayoría de los datos en el sistema de información 
hídrica. Por esta razón, representa un organismo con capacidad de desarrollar una 
planificación del agua a largo plazo. La ADA reúne también el conocimiento técnico 
para llevar adelante una gestión conjunta con los actores de la sociedad civil. El Sis-
tema de Información Geográfica (SIG) del organismo ofrece una mirada más dinámica 
del territorio que desde un enfoque netamente administrativo. Sin embargo, el personal 
técnico representa menos de un tercio de los aproximadamente 500 empleados del 
organismo. La mayor parte del personal está destinada a tareas administrativas, así 
como de fiscalización y otorgamiento de permisos. Solo una pequeña porción, 30 per-
sonas, realizan tareas de monitoreo con presencia física en todo el territorio de la pro-
vincia. Esta distribución interna de recursos humanos resulta ser un factor limitante 
para llevar a cabo iniciativas con la participación de la ciudadania. 
La Subsecretaría de Recursos Hídricos, a su vez, ejecuta las principales obras hidráu-
licas en la provincia a través de la Dirección Provincial de Hidráulica, lo cual le otorga 
un peso importante en la política del agua y su implementación. Como señala el entre-
vistado, esta estructura institucional bifronte contribuye a la falta de información com-
partida entre ambos organismos. Durante la gestión actual, se apunta a poner de relie-
ve actividades conjuntas y posiciones compartidas en la comunicación oficial de los 
organismos. Un ejemplo con incidencia en el área de estudio es el Programa de Ge-
stión Integral de Cianobacterias, el cual busca mejorar la información pública en torno 
a la calidad de agua. Sin embargo, no se cuenta con un sistema integrado de infor-
mación hacia el interior de la gestión provincial (Entrevistado 3).En síntesis, esta divi-
sión de funciones y de conocimiento crea en la práctica una cierta subordinación de la 
ADA, a pesar de su carácter formalmente autárquico (Entrevistado 3).


En el área de estudio, la ADA incide principalmente a través del control y la regulación 
de las actividades en torno al agua según sus competencias y funciones. En menor 
medida lleva adelante intervenciones particulares en el marco de programas en con-
junto con otros organismos nacionales e internacionales. Como se pudo relevar en la 
entrevista con un funcionario del organismo que cuenta con una larga trayectoria en la 
gestión pública tanto en el nivel provincial como municipal, la ADA no cuenta con una 
línea de trabajo o un área de programas desarrollado específicamente para el área 
ribereña. Si bien existen contactos directos con representantes de Quilmes y Avellane-
da, actualmente no se llevan a cabo acciones conjuntas entre los municipios y el orga-
nismo provincial.
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Las tareas regulatorias que la ADA lleva adelante en la ribera implican el otorgamiento 
y el control de permisos de extracción de agua, de vertido de efluentes, de control de 
las empresas prestadoras de agua en la provincia de Buenos Aires, así como de admi-
sión de obras en función de su impacto hídrico. Los tipos de empresas que se gestio-
nan de esta forma son múltiples. En el área de estudio abarca pequeñas industrias y 
refinerías de petróleo ubicados en el Polo Petroquímico Dock Sud, emprendimientos 
de barrios privados a instalarse, así como personas particulares que desarrollan activi-
dades que afectan el recurso hídrico.


Estas tareas se llevan adelante en vínculo estrecho con el Ministerio de Ambiente de la 
provincia. Las industrias cuya actividad se regula por parte del ministerio tienen que 
regularizar sus trámites en la ADA para poder obtener los certificados ambientales ne-
cesarios. Este control ambiental de empresas y emprendimientos por parte de ambos 
organismos provinciales se coordina a través de una mesa de trabajo con reuniones 
periódicas. Se visualiza en este ejemplo de una gestión conjunta cómo las interre-
laciones entre organismos provinciales se basan en lazos continuos y espacios institu-
cionalizados.


Las intervenciones directas de la ADA en el Comité de la Cuenca Hídrica del Arroyo 
San Francisco-Las Piedras consisten, aparte del rol coordinador, en la colocación de 
equipos de monitoreo telemétrico y una estación meteorológica en el municipio de 
Quilmes. Estas instalaciones forman parte del Sistema Inteligente de Monitoreo para la 
Prevención y Análisis del Riesgo Hidrometeorológico (SIMPARH) de la provincia, que 
aporta a la toma de decisiones en materia de prevención y análisis de riesgos meteo-
rológicos e hidrológicos. Estas instalaciones se encuentran desactivadas en la actuali-
dad, por lo cual el organismo trabaja hacia su reactivación.


En el análisis de fuentes secundarias y en la etapa de trabajo de campo, que incluyó 
varios recorridos en el área de estudio, no se pudo verificar otro impacto directo atri-
buible a la gestión que llevan adelante las diferentes autoridades en el comité de cu-
enca.


Entre los proyectos en conjunto con otras jurisdicciones, la ADA se desempeña en la 
Red de Intercambio de Información de los Gobiernos Locales (RIIGLO), una red de 
calidad de agua del Río de la Plata que cuenta con una trayectoria de más de veinte 
años. La iniciativa se formó en base al proyecto “Protección Ambiental del Río de la 
Plata y su Frente Marítimo: Prevención y Control de la Contaminación y Restauración 
de Hábitats“ (FREPLATA) compartido entre Uruguay y Argentina. En el marco de esta 
red se llevan a cabo monitoreos estacionales de calidad de agua del Río de la Plata en 
los diferentes municipios costeros como Quilmes y Avellaneda, con el apoyo de la pro-
vincia de Buenos Aires y de organismos nacionales como el Instituto Nacional del 
Agua (INA) y la empresa estatal AySA. Actualmente, la ADA está evaluando las posibi-
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lidades de asumir la logística del proyecto y encargarse del traslado de las muestras 
relevadas.


7.2.4 Recapitulando


En los apartados anteriores se analizaron las características de las políticas ambienta-
les y territoriales en los municipios de Quilmes y Avellaneda, su anclaje institucional, 
las áreas de intervención y los documentos estratégicos de planificación existentes.


Como se encontró, la estructura institucional-administrativa de los dos municipios ana-
lizados experimentó varios cambios durante el período estudiado. Las áreas de gobi-
erno encargadas de la gestión ambiental y territorial fueron reestructuradas y renom-
bradas en múltiples ocasiones, lo que no solo dificulta la continuidad de las diferentes 
líneas de gestión, sino que también afecta el vínculo con los actores sociales presen-
tes en el territorio. Estos cambios en el organigrama no siempre responden a decisio-
nes técnicas, sino que son también el resultado de decisiones políticas, como lo seña-
la un entrevistado (Entrevistado 4).


Una herramienta clave en la gestión del territorio en ambos municipios es la zonifica-
ción, especialmente en el área ribereña. A través de esta herramienta, se interviene en 
su configuración territorial, estableciendo los usos permitidos y las actividades a rea-
lizar. Las sucesivas modificaciones normativas en ambos municipios representan un 
instrumento político para llevar a cabo transformaciones profundas en el área ribereña.


En los procesos de formulación de ordenanzas, como la reciente modificación del área 
de reserva en Avellaneda, los municipios intentan considerar la transgresión de las 
leyes que ocurre en este espacio mediante el análisis de los usos legales y reales. Sin 
embargo, resulta complicado abordar la complejidad de las territorializaciones existen-
tes en la ribera con una normativa de carácter estático, sin incluir la dinámica de los 
procesos sociales y naturales de este territorio.


La elaboración de estas herramientas de gestión se lleva a cabo principalmente en 
procesos internos a la administración pública, con escasos mecanismos de participa-
ción pública y de la población local. Predomina un enfoque técnico en la gestión muni-
cipal de la ribera, que se basa en el relevamiento del marco normativo local, provincial 
y nacional, la realización de tareas de mensura y de delimitación (amojonamiento, al-
ambrado), así como en la provisión parcial de infraestructura urbana y servicios públi-
cos. No se implementa un enfoque socio-territorial que contemple los procesos y per-
spectivas múltiples sobre la ribera, su historicidad y complementariedad.


Ambos municipios cuentan con iniciativas de planificación estratégica en forma de pla-
nes que buscan guiar el crecimiento urbano y la “reorganización” del territorio (Munici-
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palidad de Avellaneda, 2006, p. 79). Estos planes establecen de manera general el 
modelo territorial deseado, del cual se derivan líneas de acción más específicas.


El área ribereña se considera en este contexto como una zona de alto valor ambiental 
y con un gran potencial urbanístico, lo que lleva a los planes a plantear la “recupera-
ción” de estos espacios anteriormente relegados. Como estrategia para lograr este 
objetivo, se impulsa un proceso de rezonificación y cambios en las normativas ur-
banísticas. En consecuencia, el desarrollo de proyectos urbanos específicos fomenta 
el avance urbano sobre este territorio, conlleva su transformación y genera altos im-
pactos ambientales. Aunque la cuestión ambiental está presente en la agenda política 
de los municipios, ésta no se traduce en acciones concretas en la planificación del ter-
ritorio (Cortizas y Báez, 2021).


Tras el análisis de las iniciativas de planificación y la comparación de las propuestas 
incluidas con los avances hasta la actualidad, se concluye que existe un bajo nivel de 
concreción de estos planes. Actualmente, las políticas de planificación de los munici-
pios enfrentan desafíos significativos. La mayoría de las iniciativas de gestión conjunta 
con otros niveles de la administración pública se detuvieron debido a decisiones del 
Ejecutivo Nacional. En Quilmes, según el entrevistado de la Municipalidad de Quilmes, 
todos los proyectos a escala municipal desarrollados en conjunto con el Ministerio de 
Desarrollo Territorial y Hábitat quedaron desactivados. Esto incluye intervenciones 
previstas en la Ribera de Quilmes y la realización de obras de adecuación ambiental 
del arroyo San Francisco-Las Piedras en el barrio La Matera. La falta de iniciativas 
conjuntas de planificación afecta también la gestión territorial a largo plazo, disminuy-
endo las posibilidades de reactivación de estos vínculos entre diferentes niveles esta-
tales.


A pesar de la existencia de instrumentos orientadores como los planes estratégicos, la 
gestión cotidiana de las áreas encargadas del ambiente y de la planificación no se ali-
nea con los lineamientos establecidos en estos instrumentos. En las diversas activida-
des que realizan las secretarías, prevalece una visión de corto plazo. Como se pudo 
relevar a través de las diferentes entrevistas, como base del accionar se toma la legis-
lación nacional, provincial y municipal correspondiente, que se aplica de forma directa 
al contexto local.


Los diferentes planes urbanos representan una perspectiva sobre el área de estudio 
que fomentan los estados municipales. Aunque no se guían por estos planes como 
herramienta de políticas públicas, estos documentos anuncian un estado deseado del 
territorio que se materializa, directa o indirectamente, en las diversas intervenciones en 
el área.
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La coordinación entre las diferentes áreas de la gestión municipal que intervienen en la 
ribera es escasa. Las secretarías abordan diferentes aspectos, como la planificación y 
la conservación ambiental, de manera fragmentada, impulsando acciones conjuntas 
solo en casos específicos con el área correspondiente. Esta falta de vínculos consoli-
dados impacta negativamente en la gestión cotidiana de la ribera. Un entrevistado del 
municipio de Avellaneda comentó que la interacción entre las secretarías funciona “la-
mentablemente bastante mal (…) Me parece que para que las acciones realmente se 
vean plasmadas en el territorio tiene que haber mucha coordinación y tiene que haber 
articulación de las diferentes miradas o pensamientos. Y lamentablemente no lo hay” 
(Entrevistado 4).


El trabajo coordinado dentro de los municipios se observa más en formatos políticos 
que en formatos de gestión. Los actores estatales locales se agrupan en equipos para 
abordar cuestiones del municipio desde una perspectiva más partidaria. Estos ámbi-
tos, donde algunos de los funcionarios entrevistados se vinculan regularmente con el 
intendente, reúnen diferentes perspectivas disciplinarias para abordar, entre otras, cu-
estiones ambientales.


En síntesis, las entrevistas realizadas a integrantes de la administración pública muni-
cipal y provincial reflejan las condiciones estructurales del funcionamiento institucional 
en la actualidad. Su contenido es pesimista frente a la situación política y social actual. 
Sin embargo, esto permite señalar las restricciones del contexto actual para la coordi-
nación institucional y para el desarrollo de procesos de planificación.


Retomando lo expuesto en el marco teórico y los elementos constitutivos de una políti-
ca pública presentados por Subirats et al. (2008), la intervención de los municipios de 
Quilmes y Avellaneda sobre el espacio ribereño se puede considerar una política púb-
lica. La acción estatal, a través de diversas iniciativas, busca resolver el problema púb-
lico de un área considerada relegada ambiental y urbanísticamente. Se identifican 
como grupos-objetivo cuyo comportamiento genera el problema aquellos actores pre-
sentes en el territorio, como la ocupación del área por el CEAMSE y los problemas de 
acceso que esto implica. También se reconoce al propio Estado, que contribuyó a la 
situación deficitaria mediante la falta de planificación integral y la creación de condicio-
nes de inaccesibilidad con la construcción de grandes equipamientos y la autopista.


Para abordar el problema reconocido, se establecen instrumentos de gestión que con-
sisten en un conjunto de decisiones y actividades interrelacionadas. En consecuencia, 
se avanza en la creación y adaptación de la legislación necesaria para implementar 
estas acciones. Los planes estratégicos funcionan como un programa de intervencio-
nes que representa el marco para las decisiones y acciones concretas, al que se da 
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continuidad en otros instrumentos. Los municipios implementan las medidas decididas 
en actos formales, al menos de forma parcial, a través del aparato administrativo-insti-
tucional y mediante la realización de proyectos planteados por estos instrumentos de 
gestión.


En la política pública que llevan adelante los municipios de Quilmes y Avellaneda en 
torno a la ribera y el área de estudio, se pueden distinguir las siguientes etapas y pro-
ductos, correspondiente al modelo de análisis de Subirats et al. (2008).


La primera etapa, que incluye la inclusión del problema público en la agenda guber-
namental, se puede rastrear hasta la emergencia de los primeros conflictos en torno al 
uso del territorio durante la década de los ’90. Las protestas contra el funcionamiento 
del CEAMSE, motivadas principalmente por la contaminación ambiental generada por 
la actividad del relleno, se mantuvieron durante un período prolongado, obligando a los 
municipios de Quilmes y Avellaneda a dar respuesta a estas demandas. Tras varios 
años de visibilidad pública, las protestas lograron el cierre del predio y la cuestión sob-
re los usos en la ribera quedó instalada en la agenda de forma definitiva.


La gradual adaptación de la normativa urbanística corresponde a la segunda etapa. 
Con la elaboración de los planes estratégicos que programan la intervención en el ter-
ritorio, se avanzó en la tercera etapa. Estos planes de acción se implementaron en lo 
siguiente, acompañados de una evaluación de los efectos generados (cuarta etapa).


Como productos correspondientes a estas etapas se detectaron: al momento de su 
inclusión en la agenda, la definición política del problema público (DP) que realiza el 
Estado municipal es la de un aprovechamiento ineficiente de la ribera. Como muestra 
la orientación de los planes estratégicos de ambos municipios, se considera que la 
configuración territorial actual de esta porción del espacio impide la generación de be-
neficios para el conjunto de la población. Por lo tanto, se busca avanzar en su “recup-
eración“, su inclusión en la trama urbana y la generación de actividad económica para 
el “desarrollo“. En esta perspectiva, el problema aparece como una situación no de-
seada que se puede resolver mediante la planificación. En su contenido sustantivo, 
esta definición contiene un grado de intensidad mediano. Aunque el problema se reco-
noce como importante para la comunidad local, su magnitud es considerada relativa 
en comparación con otros problemas públicos presentes en los municipios, como la 
generación de nuevas áreas centrales y el fomento de la actividad industrial, aspectos 
que también se incluyen en las políticas de planificación de los municipios. El períme-
tro que abarca el problema queda delimitado claramente a la ribera, donde se detecta 
una situación específica y singular. El grado de innovación del problema es bajo, dado 
que la necesidad de una planificación estatal del espacio ribereño ya se reconoció en 
épocas anteriores en el marco de la histórica expansión urbana de la región metropoli-
tana. En cuanto a su contenido institucional, el problema contiene un alto grado de ur-
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gencia al momento de su inclusión en la agenda política, debido a la presión social por 
parte de los actores movilizados en torno a la problemática específica de la contamin-
ación en la ribera.


Dentro de la etapa de programación, los diversos documentos estratégicos de planifi-
cación que se desarrollan en consecuencia representan el programa de actuación polí-
tico-administrativo (PPA). En estos instrumentos se establece una serie de objetivos 
generales y específicos en forma de líneas de acción urbano-territorial o proyectos 
concretos de intervención. Sin embargo, no se establecen criterios evaluativos, lo que 
mantiene un cierto grado de generalidad en este producto de la política pública. En los 
planes estratégicos se asignan autoridades y recursos administrativos para llevar a 
cabo las acciones previstas. Es importante destacar que la distribución de responsabi-
lidades no siempre responde a las capacidades reales de los diferentes organismos 
estatales y áreas de gobierno involucrados. En el programa de actuación político-ad-
ministrativo también se prevé la necesidad de adaptar los elementos procedimentales, 
como los procesos internos de la administración pública del municipio.


Como argumentan Subirats et al. (2008), el acuerdo político-administrativo (APA) suele 
concretarse en niveles territoriales y subestatales o locales. En el caso de la política 
pública analizada, este APA se generó en el nivel municipal en base a los procesos de 
elaboración de los documentos de planificación estratégica. Dado que se trata de pro-
cesos diferentes en los municipios de Quilmes y Avellaneda, el acuerdo presenta vari-
aciones. Al interior de la respectiva gestión municipal, se designaron actores y recur-
sos para asegurar la implementación del programa de actuación político-administra-
tivo. Los actores designados provienen de diferentes ámbitos de la gestión municipal, 
con un enfoque en las áreas que intervienen directamente sobre el territorio y sus 
componentes (planificación, obras y servicios públicos, desarrollo social, espacio púb-
lico, residuos y ambiente). En el contexto de otras políticas públicas llevadas a cabo en 
los dos municipios, estos actores estatales se encargan de coordinar la intervención 
estatal. Esta intervención se coordina de manera horizontal entre los diferentes ámbi-
tos de la gestión municipal, con un alto grado de descentralización, ya que ningún área 
reúne más responsabilidad que otra. Hacia el exterior, la intervención pública es de 
carácter cerrado y no incluye mecanismos de participación o control social, más allá de 
la fase de formulación de los planes estratégicos.


Dentro de la etapa de implementación, las propuestas concretas que formulan los pla-
nes estratégicos representan los planes de acción (PA). En cuanto a su contenido 
sustantivo, estos planes explicitan la intervención prevista, incluyendo detalles sobre 
su localización en el tiempo y el espacio, así como respecto a los grupos sociales invo-
lucrados y los beneficiarios. Sin embargo, en cuanto a su contenido institucional, estos 
planes no proveen un mayor grado de estructuración para las autoridades de imple-

150



mentación. Solo en algunos casos especifican los recursos vinculados y la fuente de 
financiamiento. Por ello, la formulación de los planes de acción resulta ser de carácter 
abierto, lo que hace necesaria su concreción por parte del organismo responsable.


El producto de los actos de implementación se abordó de manera parcial en esta in-
vestigación. A través de las observaciones en el campo y las entrevistas, se pudieron 
detectar algunas de las decisiones y acciones administrativas de aplicación. Se obser-
va que las acciones concretas que llevan adelante los municipios en la ribera se rea-
lizan de forma incompleta y cuentan con poca coherencia interna. Por ejemplo, se 
menciona la intención de conectar las zonas de reserva en Avellaneda. A pesar de 
contar con un proyecto concreto, hasta la fecha se ha avanzado únicamente en la 
adecuación del Parque del Río, mientras que la reserva en el predio del CEAMSE ca-
rece de una gestión similar. Por otro lado, desde el municipio de Quilmes se ha 
avanzado en la inclusión del barrio de la Ribera de Bernal en la provisión de algunos 
servicios urbanos (red de agua, espacio público, transporte), mientras que en otros 
aspectos la urbanización está relegada por la gestión municipal. En cuanto al conteni-
do institucional del producto de los actos de implementación, la política pública de los 
municipios en torno a la ribera se asienta sobre la intervención de intermediarios y la 
participación de actores informales. Esto se evidencia, por ejemplo, en la inacción y la 
tolerancia indirecta del municipio hacia los rellenos ilegales en diferentes partes de la 
ribera, sobre los cuales luego se realizan construcciones, contribuyendo así al cambio 
de los usos del suelo anteriormente no urbanizado.


Habiendo caracterizado y analizado las diferentes políticas ambientales en Quilmes y 
Avellaneda, se avanza ahora en la caracterización de un proyecto urbano específico 
que se ubica en el área de estudio. 


7.3 Caracterización de un proyecto urbano sobre humedales ribereños en Quil-
mes y Avellaneda: Nueva Costa del Plata


En el apartado anterior se analizaron las características de las políticas ambientales y 
territoriales en Quilmes y Avellaneda. A continuación, se presenta un caso concreto de 
un proyecto urbano que avanza sobre los ambientes ribereños en ambos municipios. 
El proyecto Nueva Costa del Plata fue presentado oficialmente en el año 2008 y prevé 
la construcción de una urbanización nueva en la ribera de los municipios de Quilmes y 
Avellaneda. La propuesta dio lugar a un conflicto sobre el uso del territorio en los am-
bientes con humedales allí presentes, que finalmente resultó en la paralización del 
proyecto hasta la actualidad. Se reconstruye aquí la trama del proyecto y para ello se 
trazan el devenir de este megaproyecto de urbanización y sus antecedentes, se pre-
sentan las características del proceso de planificación y de los diferentes actores invo-
lucrados, así como sus discursos y argumentaciones.
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7.3.1 El proyecto en el contexto de la RMBA


El diseño del proyecto urbano Nueva Costa del Plata (NCP) ya inició en la década de 
1980 y se enmarca en un proceso más amplio de urbanización de los espacios coste-
ros de la Región Metropolitana de Buenos Aires (RMBA) observable en la actualidad. 
En el “Plan Director para Buenos Aires y el Área Metropolitana“ del año 1958 ya se 
establece la necesidad de construir viviendas sobre las tierras colindantes al Río de La 
Plata (ANECQA y Santy, 2023). El proyecto NCP da continuidad a esta idea. En el 
marco de este plan también se avanzó en la ampliación de las infraestructuras de 
transporte a lo largo del eje de la costa, por ejemplo con la construcción de la Autopis-
ta Buenos Aires-La Plata, así como en la construcción del relleno sanitario en Villa 
Domínico. Adicionalmente, desde el marco legislativo, el Decreto-Ley N° 8912/77 otor-
gó a los municipios las facultades para autorizar proyectos urbanos por su cuenta.


NCP se ubica en lo que los desarrolladores ven como el área de crecimiento futuro del 
Área Metropolitana de Buenos Aires. Se busca la urbanización del resto de la zona 
costera en el sur para lograr la integración con otros centros urbanos del norte del área 
metropolitana.


La importancia del proyecto se da por su alcance en materia económica, ambiental y 
social, así como su condición de ofrecer acceso público a la ribera, distinguiéndose así 
de otras urbanizaciones en la RMBA como los countries y barrios cerrados. Se enmar-
ca en otros proyectos a nivel internacional que buscan revitalizar el frente costero de 
las ciudades, un proceso llamado waterfront revitalization (ANECQA y Santy, 2023). 
Este tipo de proyectos se caracteriza por la dominancia del capital y el mercado en el 
cual las ciudades entran en competencia. Los proyectos son presentados como única 
opción posible, a pesar de presentar contradicciones propias en cuanto priorizan la 
maximización de la ganancia por sobre los beneficios para la población local. Son im-
pulsados por una asociación pública-privada llevando adelante el desarrollo en un pro-
ceso de mercado.


7.3.2 Devenir y antecedentes


En la zona ribereña de los municipios de Quilmes y Avellaneda donde se instalaría el 
proyecto NCP convergen distintos tipos de usos y se desarrollan múltiples procesos 
territoriales. En un diagnóstico socio-ambiental de la Ribera de Bernal, Acsebrud y 
Wertheimer (2016) muestran que se trata de un territorio en transición donde conviven 
viejas formas de integración territorial y nuevas formas vinculadas con procesos actua-
les de urbanización. Es decir, es un área que está lejos de ser “vacante“, como se de-
clara en los discursos por parte de los promotores del proyecto, con procesos socio-
territoriales y características ambientales particulares.
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Históricamente, el espacio costero no estaba incluida en la trama urbana y estaba de-
stinado a usos rurales. Con la llegada de inmigrantes en la segunda mitad del siglo 
XIX y las primeras décadas del siglo XX se inició el proceso de poblamiento de la ribe-
ra, desarrollándose allí una producción frutihortícola. En la parte de Avellaneda se for-
mó el complejo de quintas que abastecieron a la ciudad de Buenos Aires. La instala-
ción de este sistema productivo implicó la transformación del ambiente costero para su 
adaptación al cultivo, por ejemplo la construcción de canales para riego y navegación. 
Cuando esta producción entró en crisis hacia finales del siglo XX, algunos pobladores 
se mudaron a áreas urbanas lindantes más consolidadas, pero algunos habitantes 
permanecieron en la zona, manteniendo su estilo de vida casi rural. En el año 2016, el 
barrio de la Ribera de Bernal que se ubica sobre tierras fiscales de la Prefectura Naval 
Argentina contó con 120 viviendas, las cuales presentan condiciones de precariedad 
en cuanto a materiales, y la mayoría de sus habitantes se encuentra trabajando en el 
sector informal.


A partir de 1970 la costa fue destinándose a nuevos usos urbanos y se llevó adelante 
el emplazamiento de grandes equipamientos urbanos en la ribera de Quilmes y Avel-
laneda. En el año 1974 se instaló la planta potabilizadora de agua “General Belgrano“ 
de la actual empresa AySA. En 1978 se inauguró el relleno sanitario Villa Domínico de 
la Coordinación Ecológica del Área Metropolitana (CEAMSE), gestionado por la em-
presa Techint a través de su subsidiaria SyUSA. Como pago para la administración del 
relleno sanitario, la empresa recibió la propiedad de terrenos en la ribera. Sobre estas 
tierras otorgadas a Techint, en el año 1999 se planificó la construcción de un barrio 
cerrado llamado “Marinas del Sur“. Por su ubicación en el mismo lugar y sus caracte-
rísticas similares puede ser visto como el master plan original de NCP.


La degradación ambiental de la Ribera de Quilmes y Avellaneda proviene no solamen-
te de los riesgos que presenta el relleno sanitario, donde luego de su cierre se observa 
la emanación de gases contaminantes peligrosos, sino también de la contaminación 
de los diversos cursos de agua que atraviesan el área. Los efluentes no tratados de 
las actividades industriales, los residuos de petróleo y metales pesados provenientes 
del Polo Petroquímico de Dock Sud, la existencia de pozos negros, así como los resi-
duos de pesticidas y fertilizantes de la actividad agropecuaria, entre otros, son factores 
que contribuyen a la problemática de la contaminación de arroyos y el agua subterrá-
nea en toda la zona sur del área metropolitana (Acsebrud y Wertheimer, 2016).


El uso recreativo y productivo del espacio costero transitó un cambio a lo largo de las 
últimas décadas, con la instalación de grandes equipamientos e infraestructura urba-
na, junto con la contaminación ambiental, a un uso más restrictivo. El interés por parte 
de desarrolladores urbanos en el área para su explotación inmobiliaria en la actualidad 
presenta una nueva lógica de producción del espacio que impacta sobre la materiali-

153



dad del mismo, así como en las prácticas cotidianas de los actores locales. Con la in-
tención de la construcción de NCP y el avance urbano vinculado con este proyecto, se 
superponen usos rurales en extinción con nuevos usos urbanos, a partir de la valoriza-
ción de tierras no urbanizadas y su incorporación al mercado inmobiliario (Acsebrud y 
Wertheimer, 2016). Esto conlleva importantes cambios en la configuración del espacio, 
así como en la forma de su apropiación.


7.3.3 Características del proyecto


El proyecto Nueva Costa del Plata se instalaría sobre un área extensa de la ribera del 
Río de La Plata en los partidos de Quilmes y Avellaneda. La superficie total es de 230 
hectáreas, de las cuales 128 hectáreas corresponden a la jurisdicción de Quilmes y 
102 hectáreas a la jurisdicción de Avellaneda (Aizcorbe et al, 2013). El predio está 
delimitado al este por el Río de la Plata, al norte por el canal del arroyo Santo Domin-
go, la calle 222 en Quilmes al sur, y la Autopista Buenos Aires-La Plata. Su frente 
costero abarca 5000 metros, lo cual supera ampliamente a otros emprendimientos en 
la región. El sector donde se instalaría se percibe también en la Foto 2 presentada 
más arriba, que fue tomada en el área del CEAMSE. El proyecto se extendería a partir 
del poste de electricidad en el margen izquierdo hasta el fondo de la ribera visible en la 
imagen.


Se prevé la construcción de 8000 viviendas, edificios de hasta 40 pisos, hoteles, una 
nueva sede de la Universidad Nacional de Avellaneda, un centro de convenciones y 
centros culturales, locales comerciales y gastronómicos, instituciones públicas, espa-
cios deportivos y de recreación, así como un paseo costero y una reserva natural. La 
capacidad total se estima entre entre 20 y 30 mil habitantes de segmentos socio-
económicos altos (Lovisa, 2022). Adicionalmente, se estima la visita de 80.000 perso-
nas por fin de semana y la actividad de aproximadamente 30.000 trabajadores.


Además de las áreas residenciales, comerciales, recreativas y un predio universitario, 
el Master Plan del proyecto (Figura 6) incluye un centro comercial y oficinas, así como 
tres accesos vehiculares desde la autopista Buenos Aires-La Plata. La accesibilidad de 
NCP y la conexión con centros urbanos cercanos es un elemento destacado por los 
desarrolladores. Por su localización sobre el eje de la autopista, el proyecto promocio-
na que es posible llegar desde y hasta el centro de Buenos Aires en vehículo particular 
en 10 minutos.


La particularidad de NCP es la propuesta de una “ciudad abierta“ con acceso público a 
la ribera, integrándola así al tejido urbano existente. La mayor parte de la superficie 
sería destinada a áreas verdes y parques de acceso público, mientras que los desar-
rollos privados ocuparían solo una pequeña parte. El espacio edificable se destinaría 
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entonces a usos residenciales, de oficinas comerciales, hoteles, equipamientos comu-
nitarios y la sede de la UNDAV. Los datos sobre esta relación de espacio público-es-
pacio privado varían según la fuente, entre 95% y 5% (ANECQA y Santy, 2023), 
75%-25% (sitio web de Nueva Costa del Plata) y 70%-30% (Acsebrud y Wertheimer, 
2016).


Entre los espacios públicos a generar en el proyecto se planifica la construcción de un 
bioparque sobre el relleno sanitario. Sobre la superficie actualmente ocupada por el 
CEAMSE en la fase de post-cierre, se instalaría un parque metropolitano de aproxima-
damente 350 hectáreas para desarrollar actividades deportivas, turísticas, educativas y 
de recreación (Lovisa, 2022). Esto conllevaría la transformación y adecuación de las 
tierras contaminadas con residuos para producir un paisaje “natural“, priorizando la 
conservación de la biodiversidad. En un concurso de ideas durante el año 2017 se 
premiaron propuestas para el bioparque, pero hasta la actualidad éstas no se con-
cretaron.


El desarrollo del proyecto es llevado adelante por el consorcio Ribera Sur, el cual inte-
gran la empresa Techint, que también tiene la propiedad de las tierras, y representan-
tes del Estado nacional, provincial y municipal. Se encargaría de la gestión de los es-
pacios públicos y privados con la generación de obras, el mantenimiento de la ciudad 
en el futuro y el seguimiento de condiciones ambientales a través de un Observatorio 
Urbano Ambiental (ANECQA y Santy, 2023). La empresa multinacional realizaría una 
inversión inicial de 100 millones de dólares (Aizcorbe et al., 2013) y se ocuparía de la 
venta de macro-lotes, para luego intervenir a lo largo de todo el proceso. El Estado 
aporta y aportó al proyecto condiciones favorables para su desarrollo, y se involucró a 
través de los gabinetes técnicos municipales y provinciales en el proceso, generando 
las condiciones que permitan el desarrollo de la nueva ciudad (Fundación Metropolita-
na, 2011).


Las características expuestas del proyecto NCP y su magnitud de impacto a nivel 
económico, ambiental y social sitúan este megaemprendimiento urbano de origen pri-
vado como un caso importante del avance urbano sobre el área ribereña en la RMBA.
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Figura 6: Master Plan del proyecto Nueva Costa del Plata




Fuente: Observatorio Metropolitano (2008)


7.3.4 El proceso de planificación y actores involucrados


El proceso de planificación del proyecto NCP se caracteriza por una predominancia de 
actores del sector privado en conjunto con el apoyo del sector estatal en sus diferentes 
niveles. Este tipo de proyectos urbanos se observa con más frecuencia en la RMBA en 
las últimas décadas.


El desarrollador de NCP es Oficina Urbana, el estudio de los arquitectos Roberto Con-
verti y Fabio de Marco. Según su presentación en la red social Instagram, este estudio 
elabora “proyectos referidos a la evolución de las ciudades, la arquitectura y los proce-
sos de transformación del territorio“. Oficina Urbana es el actor responsable por la ela-
boración del Master Plan y el diseño urbano.


El desarrollo de NCP se lleva adelante por un consorcio llamado Ribera Sur, en-
cargado de la gestión de los espacios públicos y privados. Este consorcio está con-
formado por Techint y representantes del Estado nacional, provincial y municipal. Mi-
entras que la empresa multinacional aporta una inversión inicial, el Estado se com-
promete a generar las condiciones públicas y privadas que permitan el desarrollo de la 
nueva ciudad.


El apoyo del sector estatal se muestra en dos grandes modificaciones de normativas 
que posibilitaron el avance de la iniciativa. Por un lado, se extendieron las tierras púb-
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licas cedidas a la empresa Techint, y, por el otro lado, se aprobó la rezonificación de la 
reserva natural de Avellaneda (Aizcorbe et al., 2013). Luego de haber obtenido el per-
miso legal por parte del municipio de Avellaneda, la empresa fue avanzando con obras 
iniciales en la ribera, rellenando las partes bajas e inundables del terreno. En el año 
2012 se realizaron movimientos de suelos, lo que conllevó la tala de árboles nativos. 
Estas acciones fueron registradas y denunciadas por diferentes actores sociales.


A través del cambio de normativas y los códigos urbanos que establecen los usos 
permitidos, los poderes legislativos de los municipios de Quilmes y Avellaneda incidie-
ron en la territorialización de la ribera y, así, en la implementación a futuro del proyecto 
urbano. En el municipio de Avellaneda, la rezonificación de la reserva natural posibilita 
la construcción de NCP. En Quilmes, en cambio, donde la zona de interés del proyecto 
está declarada como Reserva Natural (a través de las ordenanzas municipales 
N°8255/98, Reserva Natural Municipal Los Sauces, y N°9348/02, Parque Natural y 
Reserva Ecológica Municipal Selva Marginal Quilmeña), aún no se aprobó la codifica-
ción urbana necesaria para su emplazamiento (Acsebrud y Wertheimer, 2016). Este 
accionar distinto del Concejo Deliberante de Avellaneda y el Concejo Deliberante de 
Quilmes impide actualmente el avance del proyecto NCP.


Cabe destacar que estos cambios normativos se dieron en un contexto de incertidum-
bre y falta de información pública sobre los impactos ambientales que generaría el 
proyecto, ya que la empresa presentó la documentación técnica para obtener la Decla-
ración de Impacto Ambiental ante el OPDS recién en el año 2018 (ANECQA y Santy, 
2023). La rezonificación de la reserva de Avellaneda en “Zona de Gestión Especial“ 
por el Concejo Deliberante da cuenta del acompañamiento del proyecto por parte de 
los municipios, y la flexibilización de procesos institucionalizados de planificación a fa-
vor del emplazamiento de grandes proyectos urbanos de origen privado.


La planificación del proyecto y su aprobación se dio por dispositivos formales e infor-
males, avanzando así también en la reorganización espacial de la ribera. ANECQA y 
Santy (2023) reconocen en la forma en que se lleva a cabo este proceso la aplicación 
de “mecanismos de colonización“ que llevan al surgimiento de disputas entre la pobla-
ción en torno al proyecto. Sobre el rol importante que juega el entramado legislativo y 
las decisiones favorables de la administración pública en sus distintos niveles para el 
proceso de planificación del proyecto NCP, los autores argumentan lo siguiente:


“La normativa, cumplimentada de forma parcial o siendo dada por satisfactoria 
con mínimas exigencias por parte de las autoridades, ha sido una herramienta 
clave para el avance de la explotación privada de áreas costeras ya que permitió 
cambiar su calificación sin caer en la ilegalidad, aunque sí con cuestionamientos 
públicos” (ANECQA y Santy, 2023, p. 160).
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7.3.5 Discursos y argumentaciones promotoras del proyecto


Los discursos y argumentos a favor del proyecto son promovidos por los desarrollado-
res, pero también por los municipios y funcionarios particulares que apoyan la iniciativa 
urbana. Los ejecutivos provinciales y municipales apoyan la iniciativa urbana y se pre-
sentaron junto a los desarrolladores en actos públicos y reuniones informativas para la 
ciudadanía , , , . Por otro lado, el legislativo quilmeño y el poder judicial provincial 31 32 33 34

tomaron una postura crítica con respecto al proyecto. En el Honorable Concejo Deli-
berante de Quilmes no se trató el proyecto en varias ocasiones, debido a la falta de 
quórum, y volvió a la comisión correspondiente . Desde la Cámara Federal de Apel35 -
aciones de La Plata se sentenció en febrero del 2013 una medida cautelar que frenó 
las obras, con la justificación que la Provincia no se adecua a la Ley nacional de Bos-
ques que protege a los terrenos en la ribera .
36

Los promotores resaltan el impacto positivo que generaría la construcción de NCP, 
principalmente en materia económica, pero también en materia urbanística. Las per-
sonas entrevistadas señalan que los beneficios del proyecto se vinculan con la mayor 
recaudación del municipio (Entrevistado 4). La instalación de este proyecto incremen-
taría los ingresos de la tasa que recibe el municipio por la cantidad de metros cuadra-
dos construidos. De esta forma también se lograría la “recuperación“ de este espacio 
relegado. Como argumenta Santy (2022), bajo esta perspectiva la ribera es considera-
da no como un “lugar real“, sino como un espacio degradado ambientalmente y vacia-
do de identidad y pertenencia. La construcción de NCP como una “ciudad abierta“ con 
acceso público a la ribera, actualmente restringido, pretende integrar la ribera al tejido 
urbano existente y de esta forma “acercar el río a la gente“. Esta idea de colonizar el 
espacio es expresada por los mismos desarrolladores (Santy y ANECQA, 2023). Bu-

 Clarín (26/11/2008). Avanza el proyecto para hacer un nuevo Puerto Madero en la costa de Quilmes. 31

URL: www.clarin.com/ultimo-momento/avanza-proyecto-hacer-nuevo-puerto-madero-costa-quilmes_0_B1-
VsrsATYe.html?srsltid=AfmBOop4Cq3Eqxad4D2FAVh8kCDAbYlalIwDo-dHCgT_t8Gxq1ooMJG- (último 
acceso 17/09/2024)

 Clarín (19/01/2011). La nueva costa del conurbano. URL: www.clarin.com/ciudades/nueva-costa-conur32 -
bano_0_ryhk5PpPml.html?srsltid=AfmBOooTMlqU3LEcITWIz1Ak7Zrci2gOmnCv9IcqaMxMd-ouIkyyENN9 
(último acceso 17/09/2024)

 Oficina Urbana (s/f). Proyecto Nueva Costa del Plata se lanzo con la presencia del Gobernador de la 33

Provincia. URL: oficinaurbana.com.ar/presentation/participacion-publica-nueva-costa-del-plata-presentaci-
on/ (último acceso 17/09/2024)

 Oficina Urbana (s/f). Se realizó la primera reunión informativa sobre el proyecto Techint para la Ribera. 34

URL: oficinaurbana.com.ar/presentation/publicacion-proyecto-nueva-costa-del-plata-perspectiva-sur/ (úl-
timo acceso 17/09/2024)

 Fundación Metropolitana (06/2011). Nueva Costa del Plata: desafíos y nuevos paradigmas en el territo35 -
rio metropolitano de Buenos Aires. URL: metropolitana.org.ar/idm/nueva-costa-del-plata-desafios-y-nue-
vos-paradigmas-en-el-territorio-metropolitano-de-buenos-aires/ (último acceso 14/08/2024)

 La Política Online (07/02/2013). Costa del Plata: La Justicia frenó las obras del meganegocio de Tech36 -
int. URL: www.lapoliticaonline.com/nota/nota-88543/ (último acceso 19/08/2024)
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scan la ocupación del territorio con el proyecto, lo cual se expresa en los cambios le-
gales, espaciales y ambientales de esas tierras que promueven estos actores.


Los problemas urbanos y ambientales de los espacios costeros, como la pérdida de 
áreas naturales derivados de la instalación de infraestructura y equipamientos urbanos 
y el deterioro de los ecosistemas, resultaron en la contaminación y la pérdida de cali-
dad de vida. En el caso de la ribera de Quilmes y Avellaneda, la misma es considerada 
una de las más degradadas y relegadas (Aizcorbe et al., 2013). El proyecto NCP se 
posiciona como la solución a esta situación, destacando el impacto positivo que ge-
neraría (ANECQA y Santy, 2023).


Los argumentos resaltan los beneficios para toda la comunidad local (Aizcorbe et al., 
2013) y giran en torno a la generación de una base impositiva, una mayor actividad 
comercial, la revalorización inmobiliaria de la zona, así como también la creación de 
fuentes de trabajo (ANECQA y Santy, 2023). Se refiere al “progreso“ y al “desarrollo“ 
para fundamentar la iniciativa y legitimar el proyecto. Sin embargo, por parte de las 
asambleas vecinales se cuestionaron estos ideales y se visibilizaron también los im-
pactos sociales y ambientales que el proyecto generaría para la población local.


Por parte de actores estatales se promueven discursos similares a los desarrolladores, 
en tanto resaltan el beneficio social y económico del proyecto, excluyendo argumenta-
ciones con perspectiva ambiental. Las funciones ecológicas del área de interés son 
tomadas en cuenta como bienes y servicios ecosistémicos que pueden ser aprove-
chados, pero no se atribuye un valor intrínseco a estas características del ambiente 
(Lovisa, 2022). La naturaleza aparece como algo pasivo y moldeable por la acción 
humana.


Desde el nivel provincial se señala la convergencia del proyecto con las políticas terri-
toriales estatales (Lovisa, 2022). Como muestra Lovisa (2022) para el caso de Avella-
neda, los procesos de desarrollo urbano y territorial que promueve el proyecto, con la 
expansión de la trama urbana por sobre tierras periféricas y espacios verdes, también 
son compatibles con la planificación estatal a nivel municipal.


A nivel municipal, el proyecto es visto como una “propuesta de refuncionalización ur-
bana en la Ribera de Avellaneda y Quilmes“ (Lovisa, 2022, p. 63) que tendrá impactos 
positivos en la valorización del suelo, y generará más construcciones e inversiones. El 
apoyo al proyecto también se vincula con su alto potencial de generar plusvalía para el 
beneficio de los municipios. Argumentando con los beneficios sociales del proyecto 
para toda la población local, los municipios promovieron los cambios en la normativa 
provincial sobre bosques nativos que facilitarían el emplazamiento de NCP.


En términos urbanísticos se busca alinear y acercar los municipios del sur del área 
metropolitana a otros municipios, al comparar los beneficios de NCP con proyectos 
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urbanos como Puerto Madero o las urbanizaciones cerradas en la zona norte. La idea 
es replicar estos proyectos y “traer al Sur lo que ya existe en el Norte” (Lovisa, 2022, p. 
67), desconociendo así las características socio-territoriales locales y la falta de identi-
dad propia de estos barrios orientados en estructuras globalizadas. La conexión con el 
río y la naturaleza son fundamentales en esta línea de argumentación (Lovisa, 2022). 
Al mismo tiempo, se minimizan o ocultan los posibles impactos ambientales, basándo-
se en los varios estudios ambientales que se realizaron durante el proceso de planifi-
cación.


La planificación privada promete recuperar el vínculo de la sociedad con el río a través 
de la herramienta urbanística de los emprendimientos privados, en vez de políticas 
públicas estatales establecidas (Lovisa, 2022).


Aparte de los discursos favorables, el proyecto Nueva Costa del Plata generó también 
una resistencia social en contra del emprendimiento, la cual se presenta a continu-
ación.


7.4 Resistencias y luchas ambientales por la preservación


Luego de la caracterización del proyecto NCP, se presenta la oposición generada a 
partir de esta iniciativa y las dificultades que enfrenta. En la disputa territorial en torno 
al proyecto, se destaca el rol de la Asamblea No a la entrega de la costa de Quilmes-
Avellaneda, analizando los puntos principales que fundamentan la resistencia de este 
actor.


Los diferentes usos del territorio en la ribera de Quilmes y Avellaneda por parte de los 
actores involucrados generan una fuerte conflictividad social en torno al ambiente. Las 
iniciativas de expansión urbana en esta área conllevan transformaciones significativas 
de los ecosistemas presentes, así como su degradación y eventual desaparición. La 
biodiversidad de estos ecosistemas, que son complejos y frágiles, se ve gravemente 
afectada por acciones desmedidas y carentes de estrategias de mitigación. Esta trans-
formación también implica la pérdida de funciones y servicios ecosistémicos que estos 
ambientes proporcionan a la región, especialmente en su rol como espacios verdes y 
en la retención de anegamientos periódicos que caracterizan el entorno ribereño.


Desde la sociedad civil, se señalaron tanto en el pasado como en la actualidad las im-
plicancias negativas que conlleva la instalación de infraestructura urbana en la ribera. 
Los orígenes del conflicto actual pueden rastrearse hasta la instalación del relleno sa-
nitario en Villa Domínico, y con la presentación del proyecto NCP, las problemáticas 
preexistentes se multiplicaron. Durante todo este proceso, las alianzas entre actores 
estatales y corporativos se mantuvieron estables.
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La presentación del proyecto NCP dio lugar a una amplia resistencia social en rechazo 
a la urbanización de la ribera y a los impactos ambientales negativos que ésta genera-
ría. Las asambleas vecinales que se conformaron promueven alternativas a la urbani-
zación, abogando por la conservación de las reservas en Avellaneda y Quilmes. En 
este contexto, resalta el papel de la Asamblea No a la entrega de la costa de Quilmes-
Avellaneda, que se convierte en un foco de resistencia. A continuación, se analizan los 
principales puntos que aborda la asamblea y las estrategias que aplica para tal fin.


La dimensión argumentativa de la disputa en torno al proyecto Nueva Costa del Plata 
se orienta en lo planteado por Wertheimer (2019), quien ofrece una lectura de los con-
flictos en torno al uso del espacio costero en el caso de Vicente López, al norte de la 
RMBA. Este enfoque sirve como un caso análogo para presentar el accionar conflictivo 
de los actores en el contexto aquí tratado.


Con respecto a los posibles impactos ambientales, el proyecto Nueva Costa del Plata 
se instalaría, según el Master Plan, sobre gran parte de la ribera, dejando sin tocar la 
franja costera. A pesar de lo que se visualiza en la maqueta presentada al público, el 
proyecto no especifica que esta franja quedaría excluida. Las entrevistas realizadas 
revelan que tanto el municipio de Quilmes como el de Avellaneda son conscientes del 
grado de incertidumbre que implica el proyecto, así como de los posibles impactos 
ambientales negativos que podría generar su emplazamiento, directa o indirectamente, 
en la biodiversidad de esta franja. Esta preocupación se incrementa al considerar la 
tendencia de proyectos similares a hacer accesible el waterfront a través de puentes o 
senderos.


En el municipio de Avellaneda, se observa una conflictividad más amplia en torno a las 
áreas protegidas municipales y su manejo, lo cual merece ser mencionado brevemen-
te. Por un lado, se encuentran las disputas en torno a la Reserva Ecológica Municipal 
Laguna La Saladita, creada por las Ordenanzas Municipales N° 9.676/94 (Laguna Sur) 
y N° 13.703/99 (Laguna Norte). Estas lagunas, resultantes de la construcción del Dock 
Sud, abarcan un área de 10 hectáreas compuesta por pastizales y matorrales nativos 
y exóticos. Desde su creación en 1994, la reserva carece de un Plan de Manejo y de 
una gestión ambiental adecuada. Esta situación llevó a la intervención del Defensor 
del Pueblo de la Nación, quien instó a la Municipalidad de Avellaneda a formular e im-
plementar un plan de manejo para la reserva, así como a establecer medidas preventi-
vas contra accidentes (Resolución 30/16). La conflictividad ambiental en torno a la re-
serva se vincula con la falta de controles sobre el uso de las lagunas y la inacción mu-
nicipal en la gestión ambiental del área, especialmente en lo que respecta al saneami-
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ento y la recomposición ambiental (Caruso, 2022). En este contexto, entran en pugna 
los intereses de actores empresariales del polo petroquímico, actores jurídicos (Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, Defensor del Pueblo de la Nación) y los habitantes 
de los barrios colindantes a la reserva.


Por otro lado, se menciona la Reserva Natural Municipal Costera de Avellaneda (Eco 
Área), creada a través de la Ordenanza Municipal N° 26.864/15. Este perímetro, deli-
mitado por el Arroyo Santo Domingo, el Río de La Plata y el Partido de Quilmes, fue 
declarado como distrito de reserva en el antiguo Código de Planeamiento Urbano de 
1997 (Ordenanza Municipal N° 11.451/97). Sin embargo, como se mostró en el análisis 
de los usos de suelo en la ribera en el capítulo 7.1, mediante la modificación del códi-
go establecida en la Ordenanza Municipal N° 21.332/08, se cambió el uso de zona de 
reserva (ZR) a zona de gestión especial (ZGE), lo que permitió el emplazamiento del 
proyecto Nueva Costa del Plata en este predio. Además, la Declaración de Impacto 
Ambiental para el proyecto, contenida en el Decreto Municipal 4958/11, aprueba la 
aptitud ambiental del proyecto, a pesar de las diversas posiciones, argumentos y mani-
festaciones en contra de diferentes sectores de la comunidad (Lovisa, 2022).


7.4.1 La Asamblea No a la entrega de la costa de Quilmes-Avellaneda


La conformación de las asambleas vecinales que surgieron en resistencia a las trans-
formaciones de la ribera es variada. Una característica importante de sus integrantes 
es la procedencia local de diferentes puntos de Quilmes y Avellaneda. Los vecinos y 
vecinas son de variada edad y pertenecen a diferentes niveles socio-económicos y 
educativos. Entre sus formaciones y formas de desempeño se encuentran docentes, 
científicos, artistas, obreros y desempleados. La forma de organización en asambleas 
vecinales se basa en la articulación de relaciones preexistentes. Varios de los inte-
grantes habían colaborado en las luchas del cierre del relleno sanitario o durante el 
movimiento asambleario del 2001. También se desempeñan en otros espacios de re-
sistencia vinculados a la temática, y a nivel regional como es el Foro en defensa del 
Río de la Plata, la Salud y el Ambiente o el Espacio Intercuencas RRR (Río Recon-
quista, Río Matanza Riachuelo, Río de la Plata).


Santy y ANECQA (2023) observan como característica distintiva de la asamblea un 
arraigo particular en el territorio en disputa. Reconocen una memoria colectiva del 
lugar que incidió en la identidad del movimiento. El territorio en cuestión tiene una fuer-
te impronta de pertenencia y el acceso al mismo es considerado como un derecho 
colectivo. Por lo tanto, el proyecto NCP significa una “colonización“ de este espacio y 
la desposesión tanto material como cultural, es decir, del ambiente ribereño y de las 
prácticas allí existentes. La asamblea se resiste a la “entrega“ de este espacio colec-
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tivo a manos privados por parte del gobierno. El aporte de estos espacios naturales y 
públicos al bienestar de la población en su conjunto cobra importancia para los habi-
tantes de Quilmes y Avellaneda donde históricamente prevaleció un modelo de desar-
rollo industrial y de densificación urbana. El posicionamiento de la asamblea también 
da cuenta de una desconfianza frente a las políticas públicas que inciden en la gestión 
del ambiente como los humedales y los bosques nativos.


Existen varios ámbitos y áreas de conflicto en la ribera. En varios recorridos del área 
de estudio, por cuenta propia y junto con integrantes de la ANECQA se relevaron estos 
sitios, así como los factores correspondientes que aportan a la conflictividad del territo-
rio.


Un ámbito de conflicto es el propio proyecto de urbanización y su impacto socio-ambi-
ental. El avance de la trama urbana sobre la ribera y con esto la privatización de espa-
cios públicos generó una constante conflictividad desde el momento de la presentación 
del proyecto. Desde entonces, el desarrollo del conflicto ha oscilado entre instancias 
más abiertas e instancias más latentes. La asamblea denunció en reiteradas ocasio-
nes movimientos de suelo en diferentes partes de la ribera, es decir, desmontes y rel-
lenos ilegales que no responden a una actividad autorizada y cuya autoría no se cono-
ce públicamente. Aparte de visibilizar estas vulneraciones de la normativa vigente a 
través del registro y el rastreo de movimientos y obras, la asamblea se ocupa de den-
unciar estos avances en comunicados y publicaciones en redes sociales. Un hecho 
importante se produjo en el año 2016, cuando topadoras del propio municipio de Quil-
mes desmontaron una superficie de más de 4000 metros cuadrados en la Ribera de 
Bernal. La asamblea organizó una jornada de reforestación junto a un grupo de veci-
nos, en la cual se realizaron trabajos de limpieza y la plantación de especies nativas 
(sen del campo, molle, tala) (ANECQA, 2016a; 2016b).


Un conflicto vinculado con los varios avances en la ribera es su condición como reser-
va. A pesar de contar con la figura legal como zona de reserva natural, que establece 
la Ordenanza Municipal N° 9348/02, actualmente se constata un no-manejo por parte 
del municipio. En su lugar, la ANECQA se encarga por cuenta propia de la gestión y 
mantenimiento de los senderos y de cartelería informativa y educativa instalada por los 
integrantes de la asamblea. La asamblea realiza de manera auto-organizada recorri-
dos por las diferentes zonas de la ribera para el público en general y para escuelas, 
así como caminatas nocturnas. De esta forma, brinda la posibilidad de una experiencia 
propia del territorio, concientizando sobre el cuidado del ambiente ribereño y aportan-
do a la educación ambiental. Vale destacar que estas tareas y actividades se llevan a 
cabo sin apoyo ninguno del municipio. Más allá de la simple declaración de reserva, el 
área correspondiente de la administración municipal no se encarga siquiera de las 
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tareas básicas en el territorio, como es el mantenimiento de caminos y senderos, así 
como la señalización adecuada.


Las fotos abajo muestran algunos de los carteles que se fijaron por parte de la asam-
blea en la zona de reserva.


Fotos 14 y 15: Carteles de la asamblea en la Ribera de Bernal


 

Fuente: Registro propio


Otro conflicto deriva de la contaminación ambiental producida por varias empresas 
presentes en el territorio. El relleno sanitario del CEAMSE representa un componente 
importante en el área de estudio. Las montañas de residuos que se elevan hasta arri-
ba de los 25 metros de altura producen hasta la actualidad efluentes lixiviados que ti-
enen que ser tratados de una manera especial para evitar la contaminación de las na-
pas. Sin embargo, en la ribera se detectan varias zonas donde este lixiviado se acu-
mula en la superficie y drena a los arroyos, hasta finalmente desembocar en el Río de 
La Plata sin ningún tipo de tratamiento.


Según la información oficial del CEAMSE, los líquidos contaminados no entran en con-
tacto con el ambiente antes de ser tratados. Sin embargo, en la foto abajo se puede 
observar el filtrado de este líquido en una zona antigua de relleno, en cercanía del Ar-
royo de las Garzas, por fuera del actual predio cercado del CEAMSE.
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Fotos 16 y 17: Planta de tratamiento de lixiviados del CEAMSE y filtrado de lixiviados




Fuente: Registro propio


La planta purificadora de AySA en la Ribera de Bernal fue expandiendo su terreno du-
rante los últimos años. Esto conlleva obras y movimientos de suelo de una magnitud 
importante. De esta forma, a medida que aumentó la necesidad de piletones de agua 
de la empresa, los humedales en la ribera fueron rellenados sucesivamente. Asimismo 
se registra la construcción y consolidación de caminos para el ingreso de camiones al 
predio de AySA, contribuyendo así a la densificación del suelo y la pérdida de su ca-
pacidad de absorción del agua.


La empresa papelera Smurfit Kappa, de origen irlandés, está ubicada en cercanía a la 
ribera, sobre la calle Espora y la intersección de la Avenida Caseros. Del lado de la 
ribera la asamblea registró la contaminación del Arroyo de los Papeleros con agua re-
sidual proveniente de esta empresa, debido a la ruptura de un dique de contención 
que se había instalado anteriormente a iniciativa del municipio para contener tal con-
taminación. A pesar de la denuncia por parte de la asamblea y el pedido de infor-
mación respecto de los planes de recomposición ambiental del municipio, no se obtu-
vieron respuestas sobre esta problemática.


El barrio informal La Ribera de Bernal representa un núcleo de problemáticas comple-
jas en la ribera. Por parte de la asamblea se registra el crecimiento acelerado de la 
población del asentamiento. La venta de terrenos sin título oficial de propiedad es un 
negocio que creció en los últimos años, especialmente después de la pandemia. Esto 
conlleva un aumento de rellenos para la construcción, aumentando así las inundacio-
nes en terrenos colindantes.


La asamblea cuenta con un terreno en el barrio, el cual se utiliza para llevar a cabo 
actividades educativas. El predio que se dejó en condiciones según su ubicación en un 
ambiente dinámico cuenta con una casita de madera sobre palafitos y un baño seco 
construido por los integrantes de la asamblea.


165



La gestión del barrio por parte del municipio se realiza de manera fragmentada y poco 
planificada. Si bien existe una presencia territorial en forma de un Centro de Gestión 
Ciudadana (CGC) para atender a los reclamos y propuestas de la población , cuya 37

construcción responde al compromiso asumido por la gestión municipal actual (Gobi-
erno de Quilmes, s/f), así como un puesto de guardavidas y una pequeña plaza con 
juegos infantiles, el municipio no interviene en la planificación del barrio con respecto a 
la conexión a la red de agua y cloacas, así como la red de gas. Es por esto que la or-
ganización del barrio se basa en las iniciativas de las familias y personas que allí habi-
tan, con el apoyo de la iglesia que cuenta con una dependencia perteneciente a la par-
roquia de Santa Coloma. 
El crecimiento del barrio durante los últimos años implica también la llegada de perso-
nas ajenas a los estilos de vida más tradicionales que poseen los antiguos pobladores 
de la ribera. Algunos de los habitantes más recientes vienen de entornos más urbanos 
y replican las formas de construcción más modernas en la ribera y promueven la con-
solidación del barrio y de los servicios públicos. Debido al mayor flujo de personas que 
transitan el barrio diariamente, desde la asamblea se registra un aumento de quejas 
de los habitantes respecto a la seguridad. También una debilitación de la cohesión so-
cial del barrio entre los pobladores más antiguos y más recientes. En este entramado 
social cada vez más complejo, las actividades de la asamblea en defensa de la ribera 
a menudo se ven dificultadas, y se tienen que atender cuestiones secundarias con re-
specto a la vivencia cotidiana en el barrio. Ante el aumento de lógicas y estilos de vida 
más urbanas, la misma presencia de la asamblea y las formas de habitar la ribera en 
relación con la naturaleza que fomentan es criticada por algunos habitantes.


Los establecimientos recreativos en la ribera y los usos vinculados a ellos presentan 
un ámbito de conflicto que atiende la asamblea. El polideportivo de la Universidad Na-
cional de Quilmes y el Club Don Bosco Rugby en el área comprendido entre la auto-
pista, la planta potabilizadora y el CEAMSE representan usos urbanos que implican 
cambios en el uso del suelo, como es en el caso de la construcción planificada de un 
estacionamiento. Para esto, en el pasado se realizaron varios rellenos al lado del Arro-
yo de los Papeleros con escombros de construcciones, elevando así la cota por varios 
metros e interfiriendo en el curso del agua superficial.


El Mapa 8 abajo expuesto representa las diferentes áreas en la ribera donde se produ-
jeron rellenos en varios episodios. Da cuenta de las múltiples formas que toma el con-
flicto sobre el uso del territorio en la ribera.


 Quilmes Hoy (01/2020). Nuevo Centro de Gestión Ciudadana en Bernal. URL: www.quilmeshoy.com.ar/37

2020/01/nuevo-centro-de-gestion-ciudadana-en.html (último acceso 25/08/2024)
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Mapa 8: Episodios de relleno en la Ribera de Bernal




Fuente: ANECQA, 2024


Con respecto a los argumentos, las posiciones y las principales puntos que defiende la 
asamblea, sus integrantes rechazan la urbanización de la ribera de la forma que prevé 
el proyecto NCP. Defienden la conservación ambiental a través de las reservas que 
existen en los municipios de Quilmes y Avellaneda y que declaran la ribera un espacio 
natural y público protegido. Para fundar este posicionamiento aplican argumentos le-
gales, basados en las ordenanzas correspondientes que establecen las reservas, así 
como argumentos ambientales, en torno al impacto sobre el recurso hídrico y el ent-
ramado social y cultural existente en la ribera.


Los puntos clave que destacan en esta resistencia de la asamblea son la crítica de la 
gestión del agua que implicaría el emplazamiento de un proyecto urbano. La elevación 
de la cota necesaria para ésto no solo aumentaría la magnitud de las inundaciones en 
barrios cercanos, sino también significaría una alteración y posible contaminación de 
los suelos y de las napas. También se critica la invisibilización de las personas que ac-
tualmente habitan la ribera. Los estudios de impacto económico y ambiental que pre-
sentó el desarrollador del proyecto no incluyen los residentes, por lo cual la transfor-
mación del ambiente y de los ciclos hídricos generaría su desplazamiento indirecto. 
Por parte de la asamblea se señala la importancia que tienen estas formas de vida y 
de producción arraigadas en el territorio ribereño. La población histórica de los barrios 
en la ribera y los productores de las Quintas de Sarandí basan sus actividades en el 
conocimiento del territorio y en la relación con los ciclos naturales del río.
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La acción colectiva de la asamblea consiste en varias estrategias de resistencia que 
se aplican para lograr los objetivos comunes en torno a la defensa del espacio ribere-
ño. La búsqueda de información sobre los detalles del proyecto NCP y su localización 
se desarrolló en cooperación con asambleas del norte metropolitano donde se daban 
procesos similares del avance urbano sobre el ambiente. De esta forma, la asamblea 
pudo incorporar el conocimiento sobre los humedales y sus funciones en la resisten-
cia, así como enmarcar el caso de NCP en las políticas neoliberales que comandan la 
gestión territorial por parte del sector privado y con la privatización de la naturaleza. La 
información se gestionó y se difundió de manera circular dentro de la asamblea, a lo 
cual aportó el uso de los medios digitales y del internet. Así fue posible el aprendizaje 
común y la movilización del conocimiento para crear redes y alianzas con otros actores 
colectivos, académicos y técnicos.


Santy y ANECQA (2023) reconocen tres estrategias clave en el accionar de la asam-
blea: la resistencia en el lugar, la producción de conocimiento científico y la experimen-
tación sensorial de la naturaleza.


La resistencia en el lugar se conformó a partir del 2009 con la intención de entender 
mejor las implicancias que traería la instalación de NCP para la ribera. Tras la presen-
tación del proyecto se habían producido varios avances sobre los humedales en forma 
de rellenos o generación de basurales. Los habitantes del barrio La Ribera de Bernal, 
como actores posiblemente perjudicados por el proyecto, constituyeron el punto de 
partida de la asamblea en el territorio. Se realizaron tanto jornadas de información a 
los habitantes sobre la iniciativa y sus implicancias, así como talleres y eventos de 
concientización ambiental. A través de caminatas guiadas en conjunto con profesiona-
les especializados en temáticas ambientales se acercó el entorno natural a los habi-
tantes. La cesión de un terreno en el barrio de los Boy Scouts a la asamblea permitió 
una presencia física en el territorio, a partir de la cual se amplió la realización de talle-
res, charlas, observación de aves y otras actividades sustentables.


El vínculo con el territorio, con los habitantes del barrio y otros actores presentes como 
la Cooperativa Unión Solidaria de Trabajadores y los quinteros en la parte de Avella-
neda posibilitaron intervenciones directas e inmediatas ante avances vinculados al 
proyecto, como en el caso de desmontes producidos por Techint en el año 2012 . 38

También permitió la articulación con otros actores y organizaciones ambientales movi-
lizadas en torno a la temática para llevar adelante acciones conjuntas de resistencia.


Además de la acción colectiva en el territorio en disputa, la asamblea llevó adelante 
otras formas de protesta ante las autoridades municipales y provinciales. Las moviliza-

 La Ciudad (13/02/2012). Protestas y denuncias políticas contra el proyecto de Techint “Costa del Plata“. 38

URL: laciudadavellaneda.com.ar/protestas-y-denuncias-politicas-contra-el-proyecto-de-techint-costa-del-
plata/ (último acceso 27/08/2024)
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ciones incluyeron la realización de volanteadas, caravanas de autos y cortes de la au-
topista Buenos Aires-La Plata. Estas acciones en lugares estratégicos contribuyeron a 
una mayor visibilidad y la sensibilización de la sociedad civil sobre el tema.


En el conflicto sobre los usos en la ribera confrontan también diferentes formas de co-
nocimiento sobre el territorio. Por parte de la asamblea fue clave la producción de co-
nocimiento científico para hacer frente a los argumentos eficientistas por parte de los 
municipios y la empresa desarrolladora del proyecto. A través de un relevamiento bio-
lógico se logró visibilizar la importancia de la reserva natural a nivel regional. En esta 
producción de conocimiento participaron, por un lado, los vecinos e integrantes de la 
asamblea, que registraron los senderos existentes y especies de plantas nativas medi-
cinales en la ribera. También se incluyeron estas acciones en el marco del proyecto 
educativo Aula Viva que permite a alumnos involucrarse de forma directa en la conser-
vación de los humedales. De esta forma los vecinos contribuyeron a un mejor conoci-
miento del territorio, siguiendo la idea de “Conocer para defender“. Por otro lado, inte-
grantes de la asamblea se articularon con investigadores de instituciones académicas 
locales y regionales para la elaboración de estudios de categorización de flora y fauna. 
Como producto de esto, entre otros, se publicó un informe (Cabanillas et al., 2016) 
sobre la categorización y valoración del estado de conservación de una sección de 
bosque de la ribera de Quilmes y Avellaneda, el cual representa una base importante 
en el proceso de conservación legal de la Ribera de Bernal en el marco de la elabora-
ción del ordenamiento provincial de bosques nativos. El conocimiento producido por 
parte de los vecinos de la ribera aportó también a las tareas de señalización de la re-
serva y de las especies nativas, tal como es el caso de los carteles instalados que se 
presentaron más arriba.


Otro aporte importante que forma parte de las estrategias y prácticas de la asamblea 
es el de acercar a la población local a la naturaleza de forma sensorial. En actividades 
como caminatas guiadas nocturnas o intervenciones artísticas se generaron espacios 
para la sensibilización y expresión en relación con los humedales. Como ejemplos se 
pueden mencionar actividades en las cuales se puede experimentar la sensación de 
escuchar los sonidos de la naturaleza y de pisar un humedal. También la organización 
de eventos de murga, muestras fotográficas y talleres de estampado y de pintura. La 
comunicación en torno a estas actividades a través de material audiovisual (canciones, 
documentales, etc.) fue un factor importante en incrementar la visibilidad de las posi-
ciones y los argumentos de la asamblea en el conflicto.


La aplicación de las estrategias de acción colectiva posicionó la ANECQA como un 
actor clave en el conflicto en torno a la ribera en Quilmes y Avellaneda. También se 
logró instalar la perspectiva ambiental, de valores y prácticas para la protección de la 
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naturaleza en la percepción social de los humedales ribereños. Otras asambleas y or-
ganizaciones ambientales en la región, por ejemplo en Berazategui, hacen referencia 
al caso de la ribera y retoman las estrategias exitosas en su participación en conflictos 
similares.


Al momento de realización de esta investigación, el trabajo de la asamblea se encuen-
tra en un estadio latente. Debido a la complejidad que supone el trabajo asambleario y 
los varios compromisos personales y profesionales de los integrantes, las acciones de 
resistencia se reducen a caminatas públicas esporádicas, así como la difusión de ma-
terial audiovisual sobre la propia actividad y temáticas similares como la lucha colec-
tiva en defensa de los derechos sociales y ambientales a través de las redes sociales 
de la asamblea. Como confirmaron varios integrantes en comunicaciones personales, 
el contexto actual económico y social en el cual está inserto tanto el trabajo de la 
asamblea como de los individuos que la componen, agudiza esta situación.


7.4.2 El ámbito municipal como arena de las disputas territoriales por NCP


Tras la presentación del proyecto Nueva Costa del Plata y las resistencias surgidas en 
respuesta a esta iniciativa, se analiza ahora cómo se aborda esta situación desde los 
municipios y qué rol juega el nivel estatal municipal como ámbito de disputa. En térmi-
nos generales, se observa que en la actualidad no existen vínculos efectivos entre la 
gestión municipal y la asamblea como actor social en torno al conflicto en la ribera. 
Durante la investigación, se confirmó mediante varias conversaciones personales con 
integrantes de la asamblea que los pedidos de información y los reclamos sobre viola-
ciones de la normativa vigente, realizados en múltiples ocasiones, no habían sido re-
spondidos o siquiera atendidos. Por esta razón, desde la asamblea se optó por no vin-
cularse con las autoridades municipales en búsqueda de una solución a la problemáti-
ca.


Desde el municipio de Quilmes, se ha manifestado una postura ambivalente respecto 
al proyecto. Un funcionario entrevistado señaló que el proyecto generaría impactos 
diferenciados. Económicamente, aportaría de manera significativa a la recaudación del 
municipio. Además, se destaca el cambio positivo que implicaría para el barrio de La 
Ribera de Bernal en términos sociales, a través de la generación de empleo. Sin em-
bargo, este mismo funcionario reconoció que los impactos ambientales de una ciudad 
entera no solo se darían en los diferentes ecosistemas sobre los cuales se instala, sino 
también de manera más amplia para la zona, en cuanto a la infraestructura necesaria, 
como la conexión a la red de agua y otros servicios, así como el tratamiento de los 
efluentes cloacales de la nueva ciudad (Entrevistado 2).
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Por otro lado, el municipio de Avellaneda no participó, según los datos obtenidos en 
las entrevistas, en ninguna instancia de elaboración del proyecto Nueva Costa del Pla-
ta. Recibió el proyecto por parte de la empresa Techint al presentarse formalmente y 
avanzó en su tratamiento a través del Concejo Deliberante. En este contexto, desde el 
municipio se adoptó un discurso favorable al emprendimiento, destacando sus impac-
tos positivos.


El conocimiento sobre el proyecto NCP que se instalaría dentro de los municipios llega 
a las áreas encargadas de la gestión del territorio solamente a través de canales in-
formales y personales. Las secretarías y direcciones encargadas de la planificación de 
la ribera se basan en la información disponible para el público en general para con-
siderar la posible instalación de este megaemprendimiento dentro de su jurisdicción. 
Sin embargo, mediante las entrevistas no se pudo verificar que dichas áreas tengan la 
capacidad de anticipar los efectos generados para la gestión del territorio. Esto se 
debe a que la propia estructura normativo-institucional impide la consideración de ésta 
y otras iniciativas público-privadas por parte de las áreas de la administración pública 
antes de su tratamiento y eventual aprobación en el organismo legislativo correspon-
diente. En el caso de Quilmes, se destaca el desconocimiento general del municipio 
sobre el proyecto Nueva Costa del Plata, como expresa el entrevistado: “Nunca llegó 
nada al municipio. Nada, en ninguna gestión municipal, sea del color político que sea, 
ha llegado a entrar el proyecto Nueva Costa del Plata formalmente” (Entrevistado 2). 
Del lado de Avellaneda, las áreas encargadas de la gestión ambiental en la ribera no 
cuentan con conocimiento o un registro sobre el proceso de realización del proyecto 
(Entrevistado 1). Esta situación abre la pregunta sobre los vínculos entre la gestión 
pública y el sector privado, qué actores cumplen la función de intermediarios para la 
promoción de este tipo de proyectos, así como sobre los mecanismos de circulación 
de información y de decisión internos al municipio.


Desde el nivel provincial, por acción u omisión, se apoyó al proyecto Nueva Costa del 
Plata. El ejecutivo provincial convalidó las ordenanzas municipales que posibilitan su 
emplazamiento. Con la sanción de la Ley de Bosques Nativos de la provincia, se pro-
mulgó además un ordenamiento territorial de la ribera favorable a los fines de la em-
presa Techint. Aparte de los actores estatales municipales y provinciales, participaron 
también otros actores en la gestión del conflicto. El Defensor del Pueblo de Avellane-
da, por ejemplo, coordinó la Audiencia Pública en la cual se debatieron los puntos sob-
re el impacto ambiental, la importancia de los humedales y la selva marginal, así como 
el impacto y el pasivo ambiental que traería consigo este desarrollo inmobiliario (Cirio y 
Munafó, 2019). En esta instancia se reunieron representantes del gobierno municipal, 
de la empresa Techint y numerosas ONG’s e instituciones relacionadas con el medio 
ambiente, así como asambleas vecinales y Sociedades de Fomento.
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El diálogo sobre el proyecto entre la empresa desarrolladora y los municipios se llevó a 
cabo del lado de Avellaneda, en gran parte a través del Concejo Deliberante, que fi-
nalmente aprobó la rezonificación que permite su emplazamiento. El debate legislativo 
fue acompañado por un discurso público del municipio a favor de la iniciativa. En 
Quilmes, la no aprobación del proyecto en el Concejo Deliberante produjo una ruptura 
del vínculo con la empresa Techint (Entrevistado 2).


En síntesis, los municipios de Quilmes y Avellaneda actualmente no representan un 
ámbito en el cual se intente resolver el problema público reconocido. La falta de comu-
nicación y colaboración entre las autoridades municipales y los actores de la sociedad 
civil, junto con la ausencia de un marco normativo que contemple adecuadamente las 
preocupaciones ambientales, contribuyen a perpetuar el conflicto en torno al proyecto 
Nueva Costa del Plata. Este escenario pone de manifiesto la necesidad de establecer 
mecanismos de participación ciudadana más efectivos y de fomentar un diálogo con-
structivo entre los diferentes actores involucrados en la gestión del territorio. 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Capítulo 8: Interrelaciones y vínculos entre políticas ambienta-
les en Quilmes y Avellaneda

En el capítulo anterior se abordaron las políticas ambientales en el área ribereña de 
los municipios de Quilmes y Avellaneda. En esta sección, se centrará la atención en 
las interrelaciones entre los diferentes niveles de administración pública presentes en 
la Región Metropolitana de Buenos Aires (RMBA).


Las políticas ambientales en los municipios analizados muestran una sectorización en 
ámbitos como residuos, control de industrias, urbanización y áreas protegidas, que se 
gestionan de manera separada y a corto plazo. La gestión municipal no se orienta ha-
cia una planificación a largo plazo, a pesar de la existencia de bases y lineamientos en 
diversos planes urbanos y estratégicos. Abordar problemas de alcance metropolitano 
en un contexto con múltiples jurisdicciones, como el de la RMBA, representa un des-
afío significativo para cualquier política ambiental (Gutiérrez, 2012). El sistema federal 
argentino distribuye las competencias en materia ambiental entre diferentes niveles de 
gobierno, lo que complica aún más la articulación de políticas efectivas.


La interacción entre las instituciones federales es un factor que contribuye a la articu-
lación deficitaria de las políticas ambientales en la región metropolitana. Esta situación 
se ve agravada por la lógica de acumulación partidaria y por la configuración de las 
agendas de gobierno, el papel de las burocracias estatales y el impacto del activismo 
ambiental. El financiamiento por parte de organismos provinciales, nacionales e inter-
nacionales es crucial para los municipios en la gestión ambiental, ya que muchos pro-
yectos de planificación de gran envergadura exceden las capacidades locales y re-
quieren de este apoyo financiero.


Debido a la falta de financiamiento en el contexto actual, los municipios y la provincia 
tienen que desarrollar estrategias para mantener sus compromisos de gestión. La pro-
vincia busca obtener financiamiento internacional, independientemente de sus vínculos 
con la escala nacional. En este contexto, la gestión municipal a largo plazo se reduce 
drásticamente a una gestión cotidiana que se enfoca en tareas inmediatas, en “tapan-
do agujeritos“ (Entrevistado 2), como el mantenimiento de los espacios públicos y la 
provisión de servicios públicos, en lugar de seguir los objetivos establecidos en docu-
mentos estratégicos de planificación. Un funcionario expresó que “pensar en una plani-
ficación urbana más allá de la meta inmediata que me permite la coyuntura (…) es 
utópico“ (Entrevistado 2).


Las áreas de la administración municipal responsables de la planificación en la ribera 
atienden principalmente las demandas concretas de individuos y empresas desarrolla-
doras que fomentan la urbanización y la generación de actividad económica. La previ-
sibilidad que ofrecen los documentos de planificación estratégica se ve reemplazada 
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por una visión de corto plazo, delegando los objetivos y metas de la planificación para 
un momento posterior. Un funcionario comentó:


“Ahora estamos pensando en el día, y yo en esa situación lo único que pienso es 
que los desarrolladores puedan tener rápidamente el plano para poder empezar 
a construir edificios y lo que quieren construir, que los vecinos que tienen un plan 
de hacer qué se yo, puedan terminar eso. Ese es el objetivo que tengo. Para eso 
estoy. Ojalá pueda, el año que viene con más tranquilidad, volver a la planifica-
ción de Quilmes y meter todos esos temas” (Entrevistado 2).


Se encontró que el proyecto Nueva Costa del Plata es actualmente un proyecto urba-
no frenado que no se aborda activamente desde la gestión pública. Sin embargo, se 
destaca su carácter agazapado, con avances ocurridos en el pasado que a menudo 
presentan un grado de clandestinidad. La aprobación final por parte del municipio de 
Quilmes depende de su tratamiento en el Concejo Deliberante. En caso de que esto 
ocurra, las diferentes áreas de la administración municipal, como la Dirección General 
de Planeamiento y Obras Particulares y la Secretaría de Ambiente, pueden avanzar en 
la aprobación técnica del proyecto.


En las entrevistas con funcionarios municipales y provinciales, se afirmó que los muni-
cipios se orientan hacia la lógica del sector inmobiliario, buscando una urbanización de 
la ribera que sea económicamente rentable. Esta búsqueda de un equilibrio costo-be-
neficio predomina también en la adecuación del proyecto para lograr una convivencia 
con las condiciones ambientales presentes. Como expresó uno de los entrevistados: 
“Ellos pueden hacer un proyecto lo más amigable posible con el ambiente, siempre y 
cuando la ecuación económica les cierre. Si la ecuación económica no les cierra, no lo 
van a hacer” (Entrevistado 3). El proyecto prevé la densificación para reducir la super-
ficie a construir, sin renunciar a altos niveles de ocupación, a través de la verticaliza-
ción.


Del análisis de la normativa vigente en materia ambiental en el área de estudio y de 
las entrevistas realizadas, se concluye que la gestión ambiental estatal en torno a pro-
yectos de urbanización como Nueva Costa del Plata se limita al tratamiento de los pro-
yectos presentados por el organismo legislativo correspondiente, así como al control y 
la administración de los procedimientos técnicos para su aprobación. La normativa vi-
gente es aplicada por los organismos estatales encargados de los sectores ambienta-
les que abarca el proyecto (suelo, agua, biodiversidad), pero no se considera el impac-
to del proyecto de forma integral. La sectorización de la estructura administrativo-insti-
tucional facilita el avance urbano sobre territorios complejos en términos ambientales y 
sociales, valorándolos según la lógica capitalista. La amplia normativa ambiental exis-
tente proporciona un marco que asegura la aprobación de estos proyectos, siempre 
que sean presentados de la forma adecuada. En otras palabras: “No es que la norma 
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te va a decir que no se puede. Depende de lo que vos presentes, te van a decir hasta 
donde podés” (Entrevistado 3). Así, la normativa ambiental se convierte en una herra-
mienta al servicio de los actores que impulsan el avance urbano.


Al mismo tiempo, la judicialización de los conflictos ambientales por parte de los acto-
res sociales se toma cada vez más en cuenta por los desarrolladores y se anticipa en 
la elaboración y puesta en marcha de proyectos urbanos (Entrevistado 3). En este 
contexto, la administración pública debe enfocarse en hacer cumplir la normativa exis-
tente y los procedimientos legales y técnicos de forma eficaz, con una perspectiva pro-
spectiva, y apuntar a una planificación que contemple la complejidad de la implemen-
tación de políticas públicas en diferentes niveles estatales, así como la realidad social 
sobre la cual inciden estas políticas.


La gestión ambiental de la ribera tiene en la escala municipal un rol protagónico. Aun-
que el espacio ribereño pertenece a la jurisdicción provincial, los municipios ribereños 
son los encargados de proyectar y llevar a cabo la mayoría de las intervenciones en 
este territorio. La provincia tiene una incidencia parcial, como en el caso del predio del 
Recreo, ubicado en la Ribera de Bernal, actualmente en desuso. Por su parte, como 
afirma un entrevistado, la Nación contribuye a la gestión solamente a través de finan-
ciamiento y apoyo técnico en el marco de diversos programas y proyectos, pero no 
interfiere de manera directa en las tareas de gestión (Entrevistado 2).


La relación de ambos municipios con la provincia se vio reforzada debido a los efectos 
generados por el cambio de la gestión nacional. Al mismo tiempo, disminuyó el finan-
ciamiento proporcionado por la provincia, por ejemplo los créditos otorgados para las 
industrias localizadas en el municipio.


Los municipios de Quilmes y Avellaneda cuentan con relaciones formales e informales 
establecidas en torno al área ribereña. Sin embargo, en la planificación y gestión del 
territorio no se llevan adelante iniciativas en conjunto. Un factor que incide en esta ge-
stión conjunta es la propiedad privada de los terrenos en la ribera. El predio del 
CEAMSE ubicado en el límite entre ambos municipios representa un obstáculo para 
poder incidir desde las áreas correspondientes en el ambiente compartido entre las 
jurisdicciones. De esta forma, a pesar de afirmar desde ambos municipios la necesi-
dad de generar proyectos en conjunto para la gestión ambiental de la ribera, la confi-
guración actual territorial -expresión de decisiones históricas- influye fuertemente en la 
fragmentación y desarticulación de las diversas políticas públicas que se destinan a 
esta área.


Los cambios en la dirección del gobierno nacional, con la llegada del actual presidente 
al poder, impactan de manera significativa en los acuerdos preexistentes entre los mu-
nicipios y otros niveles estatales. Como afirmaron los entrevistados, la mayoría de los 
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proyectos en común que cuentan con financiamiento o apoyo técnico por parte de or-
ganismos provinciales y nacionales se encuentran actualmente parados o en estado 
de revisión. Por ejemplo, en el municipio de Avellaneda no se implementó un acuerdo 
firmado con la Administración de Parques Nacionales sobre la señalización del área 
protegida en la ribera, debido a la falta de respuesta del organismo nacional.


Más allá de los cambios políticos, la desestimación sistemática de la agenda ambiental 
por parte de las autoridades nacionales impacta negativamente en la gestión conjunta. 
Durante gestiones anteriores, a nivel municipal se pudo llevar adelante una gestión 
ambiental conjunta entre los diferentes niveles estatales, independientemente del si-
gno político gobernante. Según concluye uno de los entrevistados:


“Es difícil congeniar con alguien que piensa absolutamente distinto a vos. Enton-
ces, si vos pensás que hay que gastar recursos para mejorar el ambiente y otro 
te dice no hay ningún problema en el ambiente, no podemos, no podés articular” 
(Entrevistado 1).


En la gestión conjunta, existe una relación directa entre las decisiones adoptadas a 
nivel nacional y el margen de acción de las diferentes áreas de gestión de los munici-
pios. Debido a las competencias distribuidas entre municipios, provincia y nación, los 
cambios en financiamiento, apoyo técnico y mecanismos de interlocución inciden en 
las posibilidades de gestión municipal. No obstante, esta relación no crea una situ-
ación de dependencia de los municipios. Como remarca el Entrevistado 1, los munici-
pios cuentan con un determinado nivel de acción, que puede aumentarse a través de 
la incidencia de otros niveles estatales, como la toma de créditos internacionales. Así, 
la gestión conjunta otorga beneficios a la gestión municipal, posibilitando el intercam-
bio a través de canales formales e informales y generando un aprendizaje mutuo.


Otro entrevistado destaca las sinergias que resultan de las interrelaciones entre los 
distintos niveles de gestión, a raíz de canales personales y cambios de funcionarios 
entre los organismos. De esta manera, se pueden iniciar líneas de gestión a nivel mu-
nicipal que luego son formalizadas y consolidadas desde el nivel provincial a través de 
convenios (Entrevistado 3). Mientras que el nivel local permite una concepción más 
directa de las problemáticas existentes, así como de los actores y del territorio en cu-
estión, el nivel provincial proporciona un mayor alcance a las políticas adoptadas. La 
gestión a escala local, entonces, resulta importante para establecer vínculos con los 
actores, aunque también puede ser limitante debido a la estrecha conexión con los 
mismos. Como lo formula una fuente, el nivel de gestión local


“está bueno, porque está inserto en la trama local. Y a veces está malo porque 
está demasiado inserto en esa trama local. Y a veces cuando esa trama es me-
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dio perversa respecto a lo que pasa con el ambiente, es parte de esa perversión” 
(Entrevistado 3).


Tras el análisis de las políticas ambientales y territoriales de los municipios de Quilmes 
y Avellaneda, tanto a través del estudio de los principales instrumentos de planificación 
estratégica como de las entrevistas a funcionarios municipales y provinciales, se abor-
dan ahora las relaciones existentes entre los diferentes organismos y actores que inci-
den sobre la ribera. Siguiendo la estructura del modelo de Subirats et al. (2008), que 
abarca actores, instituciones y recursos, se centra la atención en los actores y las insti-
tuciones involucrados en la resolución del problema en torno a los usos del territorio en 
la ribera.


Los actores principales son el municipio de Quilmes y el municipio de Avellaneda, con 
sus respectivas áreas de gobierno encargadas de la gestión de la ribera. La asamblea 
representa un actor central de la sociedad civil, mientras que en el sector privado de-
staca la empresa Techint como un actor económico importante. Los principales víncu-
los que se encontraron entre los diferentes actores públicos y privados en torno a la 
gestión del territorio son visualizados en una suerte de organigrama que se puede ob-
servar a continuación (Figura 7).


Figura 7: Interrelaciones entre actores en torno a la gestión ambiental de la ribera




Fuente: Elaboración propia
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Centrándose en el caso del municipio de Avellaneda, los vínculos con otras áreas de la 
administración municipal responden a los distintos ámbitos de acción que requieren de 
una gestión conjunta. Estas relaciones son estables en el tiempo y se complementan 
con una coordinación para casos específicos de intervención. La gestión del municipio 
se apoya en un sistema administrativo que permite el intercambio interno de datos ent-
re las diferentes áreas de gobierno y facilita trámites como autorizaciones y expedien-
tes. Sin embargo, en las entrevistas se pudo afirmar que no se utilizan bases de datos 
compartidos entre las diferentes áreas de gestión ni herramientas como sistemas de 
información geográfica (SIG) en la gestión del ambiente.


Si bien existen documentos estratégicos para la gestión del territorio, como el Plan Es-
tratégico Avellaneda 2020, la gestión en las diferentes áreas del municipio no necesa-
riamente se rige por estos documentos (Entrevistado 1). En el caso de la Secretaría de 
Producción, Comercio y Ambiente, se aplican de forma directa las leyes vigentes a ni-
vel nacional, provincial y las ordenanzas municipales correspondientes al ámbito de 
acción del área. La Secretaría de Desarrollo Territorial tampoco orienta su gestión coti-
diana según los lineamientos establecidos en los planes estratégicos. Las entrevistas 
revelaron una cierta falta de conocimiento en detalle sobre estos documentos de plani-
ficación, que no cobran importancia en la planificación del municipio. En palabras de 
uno de los entrevistados: “Se trabaja un poco más quizás en el día a día y no siguien-
do una planificación” (Entrevistado 4).


Desde la Secretaría de Producción, Comercio y Ambiente no se cuenta con vínculos 
directos, formales o informales, con el área correspondiente del municipio de Quilmes. 
La gestión de la ribera por parte del municipio de Avellaneda se aborda a través de 
diferentes áreas del gobierno municipal. Sin embargo, no existen formatos de coordin-
ación con el municipio vecino de Quilmes (Entrevistado 1).


El Plan Estratégico Avellaneda (PEA) reconoce la necesidad de articular la planifica-
ción estratégica con otras jurisdicciones de la RMBA. El diagnóstico del plan indica 
que el municipio se integra en el contexto regional y busca participar en este proceso 
de gestión asociada. Para ello, se reconoce la necesidad de establecer líneas estraté-
gicas propias que tomen en cuenta los intereses y demandas de los actores de su ter-
ritorio (Municipalidad de Avellaneda, 2006).


Entre los problemas regionales que reconoce el PEA, y que requieren de una acción 
conjunta de los gobiernos locales y del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, se en-
cuentra el área de ambiente. Los principales temas que deben abordarse de manera 
conjunta son el tratamiento de las cuencas y los residuos (Municipalidad de Avellane-
da, 2006). Desde el municipio de Avellaneda se plantean varias intervenciones para 
abordar la problemática ambiental mediante acciones coordinadas entre los municipios 
del sur del Conurbano. Los problemas ambientales se clasifican como prioritarios en la 
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agenda de las autoridades locales (Municipalidad de Avellaneda, 2006). Entre las in-
tervenciones concretas conjuntas se incluyen el saneamiento de la Cuenca Matanza-
Riachuelo, el tratamiento de la cuenca del arroyo Sarandí, el tratamiento de residuos 
sólidos urbanos y la creación de un parque metropolitano. Este parque se planifica en 
coordinación con el gobierno provincial, dado su alcance territorial y de financiación, 
así como el interés para la región sur del área metropolitana. El parque tiene como ob-
jetivo satisfacer las necesidades de esparcimiento y recreación a nivel local en Avella-
neda y para la población de la zona sur.


Como ámbitos de coordinación interjurisdiccionales clave para atender estos proble-
mas regionales se identifican el Consorcio de Municipios del Conurbano Sur (COM-
COSUR) y los espacios de trabajo con la CABA (Municipalidad de Avellaneda, 2006). 
Sin embargo, prevalece en el municipio de Avellaneda, al igual que en otros municipios 
del área metropolitana, la percepción de que las estrategias globales para la región no 
logran concretarse en la gestión y quedan en un nivel meramente enunciativo. Esta 
situación afecta negativamente las políticas conjuntas, y la dominancia de la Ciudad de 
Buenos Aires sobre los demás municipios representa un desafío para la articulación 
efectiva entre jurisdicciones. Por parte de la CABA, se creó mediante ley la Comisión 
para el Área Metropolitana de Buenos Aires (CAMBA), que tiene como función esta-
blecer acuerdos de mutua cooperación en áreas como el medio ambiente. Sin embar-
go, el diagnóstico del PEA reconoce que se trata de una mera declaración de intencio-
nes que no se traduce en una gestión conjunta.


Para mejorar la articulación del gobierno municipal de Avellaneda con otras jurisdiccio-
nes, el Plan propone crear un Sistema de Información para la Región, una Agencia 
para el desarrollo de la región sur, y la puesta en común y compatibilización de los 
planes estratégicos (Municipalidad de Avellaneda, 2006). La articulación con otras ju-
risdicciones se basa en varios espacios formalizados de gestión asociada. Sin embar-
go, como identifica el diagnóstico del PEA, la problemática de esta gestión asociada 
radica en la modalidad del funcionamiento de estos espacios. Las propuestas que se 
elaboran en estos espacios se limitan a planteos particulares y no logran plasmarse en 
la gestión concreta. Por lo tanto, el PEA establece recomendaciones para potenciar las 
estructuras de gestión conjunta ya existentes. En primer lugar, se priorizan los proble-
mas regionales identificados en agendas y se formula proyectos de intervención es-
pecíficos. En segundo lugar, se propone crear una Agencia de Desarrollo en el marco 
del COMCOSUR con la función de definir la agenda, elaborar proyectos y diseñar in-
strumentos legales y técnicos para su implementación. En tercer lugar, se deben llevar 
a cabo acciones puntuales de cogestión entre el municipio de Avellaneda y la CABA, 
así como entre esta y el COMCOSUR.
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Por parte de Avellaneda, con el municipio de Quilmes actualmente no existe una re-
lación constante y formalizada en torno a la planificación de la ribera. Como una de las 
razones, en las entrevistas se menciona la complejidad de la gestión del propio muni-
cipio, en la cual las muchas veces las demandas inmediatas no permiten desarrollar 
una perspectiva de la planificación a largo plazo (Entrevistado 4).


En general, las entrevistas realizadas revelan que los vínculos entre los municipios de 
Quilmes y Avellaneda en torno a la gestión ambiental y territorial de la ribera son esca-
sos. Las áreas que inciden sobre este territorio no cuentan con relaciones consolida-
das y estables en el tiempo con su contraparte, ya sean formales o informales. Esta 
división según las distintas jurisdicciones y el abordaje sectorial que responde a la es-
tructura de la administración pública representan un desafío para lograr una gestión 
conjunta de la ribera con una perspectiva ambiental. 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SECCIÓN III - Conclusiones


Capítulo 9: Conclusiones

Esta investigación analizó las diferentes políticas públicas que llevan adelante los mu-
nicipios de Quilmes y Avellaneda en torno a los humedales en el área ribereña, así 
como las interrelaciones entre los diferentes niveles de la administración pública.


Para esto, en un primer momento (capítulo 2) se enmarcó el avance urbano sobre es-
tas áreas en los procesos de crecimiento urbano de la Región Metropolitano de Bue-
nos Aires, lo que se vincula con una lógica de valorización del ambiente y de sus com-
ponentes naturales. En este contexto, las áreas bajas e inundables con humedales 
fueron revalorizadas por parte de actores económicos que buscan maximizar las ga-
nancias de la renta del suelo a través de la especulación con estos terrenos. El Esta-
do, en sus diferentes niveles, aparece como un facilitador de este proceso, a través de 
la adecuación de normativa y la generación de condiciones favorables para este pro-
ceso. Al mismo tiempo, la creciente consciencia sobre las funciones ecológicas fun-
damentales que brindan los humedales contribuyó a la conformación de una fuerte re-
sistencia social contra su desaparición, su contaminación y su destrucción que implica 
el avance de las actividades humanas. En la región metropolitana, y específicamente 
en el área de estudio, se observa una fuerte conflictividad en torno a los usos del suelo 
que se despliega en disputas por el territorio y es retomada por actores estatales en 
diversas políticas al respecto.


Tras la presentación de las bases teórico-conceptuales y los modelos de análisis (capí-
tulos 3-5), en un segundo momento (capítulo 6) se revisó la legislación ambiental en 
torno a humedales actualmente vigente en el área de estudio. Se tomó en cuenta la 
normativa desde el nivel internacional hasta el nivel local. Como se encontró, la legis-
lación existente es amplia en los niveles nacional y provincial. En los municipios, la 
legislación ambiental se reduce a regulaciones en torno a elementos sectoriales como 
áreas protegidas, residuos sólidos urbanos, así como las normas urbanísticas que re-
gulan los parámetros de los procesos de urbanización desde el punto de vista técnico. 
Vale destacar que si bien se cuenta con un marco legal amplio con respecto a la con-
servación y la regulación de las diversas actividades humanas en los humedales, la 
implementación de las leyes se desarrolla de manera fragmentada y sectorizada, lo 
cual aporta a la subordinación de la dimensión ambiental bajo la dimensión productiva 
y urbanística en la gestión del territorio por parte de los municipios.


Para el área de estudio, conformada por una porción de la ribera en los partidos de 
Quilmes y Avellaneda, se caracterizaron en un tercer momento (capítulo 7.1) los usos 
reales y los usos legales actuales. En esto se tomaron en cuenta los cambios en la 
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zonificación a través de varias ordenanzas y se analizaron su alcance y su contenido. 
Se observó que la zonificación y las sucesivas modificaciones representan un instru-
mento importante de planificación y ordenamiento del territorio por parte de los munici-
pios. La zonificación actual en la ribera aporta a una proliferación de usos urbanos y la 
disminución de los niveles de conservación ambiental establecidos por zonas de re-
serva y de recuperación. Al mismo tiempo posibilita el emplazamiento de grandes pro-
yectos urbanos, como el de Nueva Costa del Plata y otros emprendimientos de alcan-
ce variado vinculados (Praderas del Plata) e independientes (conjunto de viviendas de 
la cooperativa “Sol Naciente“), lo que en conjunto resulta en una fuerte presión sobre 
el territorio y los ambientes allí presentes.


Para comprender mejor el aporte de la administración pública a la gestión del ambien-
te en la ribera, se caracterizaron en un cuarto momento (capítulo 7.2) las políticas púb-
licas llevadas a cabo por los municipios de Quilmes y Avellaneda. En ambos munici-
pios, la gestión de la ribera se lleva a cabo principalmente desde la planificación del 
territorio. En las diferentes gestiones municipales a lo largo del período estudiado se 
elaboraron instrumentos estratégicos en forma de planes con diferentes alcances y 
niveles de concreción. En estos documentos, el foco está puesto en la inclusión de la 
ribera a la trama urbana a través de la implementación de proyectos que la proveen de 
infraestructura y servicios urbanos. La dimensión ambiental se considera principalmen-
te desde el potencial recreativo que tienen los diferentes ambientes, en forma de es-
pacios públicos y verdes, con un espacio intervenido y adaptado al desarrollo de ac-
tividades relacionadas con usos urbanos. Este tipo de propuestas se muestra por 
ejemplo en el modelo deseado que establece el Plan Estratégico Territorial de Quilmes 
2030. Los diferentes planes cuentan con muy bajos niveles de concreción, y la mayo-
ría de las propuestas no se implementaron hasta la actualidad. Esta situación da cuen-
ta del carácter propositivo de estos instrumentos, el cual no logra traducirse en una 
gestión continua y concreta por parte de los municipios. 
La gestión de la ribera se da en ambos municipios principalmente a través de la zonifi-
cación. Las áreas de gobierno que intervienen sobre esta área se basan en los usos 
del suelo establecidos a través de las ordenanzas de zonificación para llevar adelante 
programas y proyectos en diferentes partes de la ribera. Impulsan activamente modifi-
caciones de estas ordenanzas como una herramienta de ordenamiento y planificación, 
las cuales impactan profundamente sobre la configuración del territorio.


A través de las entrevistas realizadas a funcionarios de ambos municipios se pudo re-
levar que no se le da una gestión específica al área ribereña. Las secretarías que lle-
van adelante iniciativas en materia ambiental y territorial en este recorte operan, aparte 
de algunas cooperaciones puntuales, de manera aislada. No se detectaron estructuras 
de una gestión conjunta de la ribera anclada institucionalmente. La falta de un aborda-
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je integral de las diversas problemáticas allí presentes también se muestra en que las 
secretarías no mantienen contacto con su contraparte del municipio adyacente con el 
cual se comparte un espacio de características similares y problemáticas comunes.


Desde organismos provinciales y nacionales con incidencia en la ribera se llevan ade-
lante políticas propias que abordan el territorio desde una escala mayor que los muni-
cipios. La provincia de Buenos Aires implementa acciones en el ámbito de la gestión 
del agua, así como en el ordenamiento ambiental de bosques nativos y humedales. La 
Autoridad del Agua (ADA), un organismo importante con injerencia en el área de estu-
dio, no cuenta con una línea de trabajo o un área de programas desarrollado específi-
camente para el área ribereña. Las iniciativas que lleva adelante la provincia a través 
de este organismo no siempre se vinculan con el nivel local. Si bien existen contactos 
directos con representantes de Quilmes y Avellaneda en la gestión, actualmente no se 
lleva a cabo una planificación conjunta de la ribera entre los municipios y la ADA. 
Por otra parte, la provincia coordina con las áreas de planificación de los municipios en 
ámbitos puntuales como la zonificación o la regularización dominial. Las sucesivas 
modificaciones de ordenanzas municipales ocurridas durante el período analizado son 
convalidadas por el organismo correspondiente a nivel provincial. De esta forma, la 
zonificación se consolida como instrumento de planificación de los municipios, fo-
mentando cambios en los usos del suelo actuales y su posterior destino a actividades 
urbanas.


La nación interfiere en la planificación del territorio principalmente a través del finan-
ciamiento y aporta asistencia técnica para los municipios. Se observa una gestión con-
junta en torno a varios proyectos en la ribera, cuya implementación corre por cuenta 
de los municipios. En Quilmes, el Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat de la Na-
ción lleva adelante la creación del Parque Metropolitano en el área del CEAMSE y 
aporta también a los diversos proyectos que desarrolla el municipio para la Ribera de 
Quilmes. En Avellaneda, la nación incidió de manera decisiva en la creación de la Se-
cretaría de Planificación Territorial a través del Ministerio, otorgando asesoría y finan-
ciamiento al municipio. A través de la Administración de Parque Nacionales se desar-
rollaron líneas en común en la gestión de la reserva municipal Eco Área, una coordin-
ación que actualmente se encuentra interrumpida.


Con respecto a los proyectos urbanos que se desarrollan en la ribera, se analizó en un 
siguiente momento (capítulo 7.3) en detalle el proceso de planificación de Nueva 
Costa del Plata y los actores involucrados. Este megaemprendimiento representa un 
caso importante del avance urbano sobre ambientes naturales que generaría impactos 
profundos en la actual configuración territorial de la ribera. Se mostró que el proceso 
de planificación se lleva a cabo por parte del sector privado en estrecho vínculo y con 
apoyo de diferentes sectores estatales que proveen un marco normativo propicio a 
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este tipo de desarrollos inmobiliarios. A través de la modificación de normativas se ha-
bilitó el emplazamiento en una franja con presencia de humedales y bosques nativos, 
ambientes que proveen una serie de servicios ecosistémicos importantes para toda la 
región y que resultan vulnerables ante cambios antrópicos de cualquier tipo. 
La presentación oficial del proyecto generó un fuerte conflicto ambiental sobre los usos 
del suelo en la ribera (capítulo 7.4), en el cual destaca el rol de la Asamblea No a la 
entrega de la costa de Quilmes-Avellaneda. Este actor desplegó diversas acciones 
colectivas de resistencia, principalmente en el territorio, pero también incidió en la pro-
ducción de conocimiento científico en torno al proyecto y sus impactos ambientales 
negativos. Con un amplio repertorio de acciones públicas aportó a la concientización 
sobre la importancia de la conservación de los ambientes en la ribera, por ejemplo a 
través de iniciativas de experimentar la naturaleza de forma sensorial. La resistencia 
social frente a Nueva Costa del Plata logró incidir en el ámbito público, generando fi-
nalmente la suspensión del proyecto mediante una medida cautelar. La disputa territo-
rial fue retomada en el ámbito público, formándose al interior de la administración púb-
lica posiciones a favor y en contra del proyecto.


Sintetizando la caracterización de Nueva Costa del Plata, se puede concluir que el 
estado actual en el cual el avance de la urbanización se encuentra frenado representa 
una situación de cierta provisoriedad. La medida cautelar que prohibe la realización de 
cualquier tipo de obras en este área de la ribera se encuentra vigente. En ambos mu-
nicipios involucrados, la temática no representa una prioridad y la gestión del ambiente 
y del territorio se enfoca más en problemáticas inmediatas y políticas de corto plazo.


Al mismo tiempo, actores sociales como la Asamblea No a la entrega de la costa de 
Quilmes-Avellaneda mantienen una resistencia en el territorio. Los integrantes de la 
asamblea siguen desplegando su repertorio de acciones colectivas, atento a las diver-
sas intervenciones en la ribera y denunciando violaciones de la normativa vigente. De 
esta forma, defienden los logros colectivos y representan una parte importante en el 
entramado social de la ribera.


El carácter desactivado del proyecto Nueva Costa del Plata está, sin embargo, lejos de 
ser el estado final del avance urbano sobre la ribera. El proyecto parece estar “agaza-
pado“, en condiciones de reactivarse cuando las circunstancias sociales y políticas lo 
permitan. En esta perspectiva, el freno social que logró la resistencia territorial es tam-
bién una alerta para adelante. En el contexto actual de condiciones la propuesta no se 
pudo materializar, pero queda incierto su desarrollo futuro.


Interesaron para el análisis principal del trabajo las interrelaciones entre los distintos 
niveles de la administración pública en torno al ambiente y el territorio en la ribera de 
los municipios de Quilmes y Avellaneda (capítulo 8). Se encontró que en el contexto de 
la Región Metropolitana de Buenos Aires, la gestión ambiental se lleva adelante de 

184



manera fragmentada entre las múltiples jurisdicciones presentes. Si bien las entrevis-
tas revelaron que en teoría los formatos de coordinación a nivel regional son de gran 
importancia para la gestión del ambiente a nivel municipal, las iniciativas de una ge-
stión conjunta de problemáticas compartidas se reducen a unos pocos ejemplos como 
la creación de ACUMAR y los avances en torno al saneamiento ambiental que lleva a 
cabo este organismo. Los espacios de concertación existentes en materia ambiental 
no inciden de manera significativa en la gestión concreta de la ribera por parte de los 
municipios. Las políticas ambientales y territoriales que llevan adelante los municipios 
en el área de estudio se vinculan principalmente con la planificación urbana en base a 
la zonificación establecida, la gestión de áreas protegidas, así como la elaboración de 
documentos estratégicos en forma de planes.


En cuanto a los conflictos que puede generar la articulación de las políticas ambienta-
les municipales, el Plan Estratégico de Avellaneda ya reconoce en su diagnóstico la 
problemática de la financiación de organismos que abordan áreas de gestión compar-
tidas. En el caso del COMCOSUR, actualmente inactivo, la falta de solidaridad entre 
los municipios y la dominancia de la CABA llevan a una serie de conflictos entre muni-
cipios en torno a la designación de recursos por parte del gobierno provincial, que en 
consecuencia afectan el funcionamiento eficiente de este tipo de organismos interju-
risdiccionales (Municipalidad de Avellaneda, 2006).


Una conclusión del análisis hecho en este trabajo es que la gestión ambiental en torno 
a la ribera y a los humedales allí presentes en los municipios de Quilmes y Avellaneda 
se lleva a cabo de manera sectorizada. No existe un abordaje integral de las proble-
máticas ambientales y territoriales de esta porción de los respectivos municipios. Las 
políticas públicas que se desarrollan inciden en este territorio a través de intervencio-
nes puntuales, sin una perspectiva de planificación a largo plazo. 
La gestión se basa en la zonificación y en el control de las diferentes actividades (pro-
ductivas, recreativas, etc.) que se llevan a cabo en la ribera. En esto, los municipios se 
encuentran en la situación de tener que adecuar la normativa en torno a los usos del 
suelo a las dinámicas y las demandas sociales actuales, las cuales buscan resolver 
mediante la modificación de las ordenanzas de zonificación. De esta forma, el rol esta-
tal en la gestión del territorio se limita a aquel de un facilitador de procesos sociales y 
económicos inducidos por dinámicas a nivel regional (crecimiento urbano de la 
RMBA), nacional e internacional (especulación inmobiliaria de actores económicos 
transnacionales).


Las relaciones entre los actores estatales en la gestión de la ribera se dan más entre 
los diferentes niveles que en el mismo nivel de la administración pública. Las áreas 
encargadas de la gestión ambiental y territorial de la ribera desarrollan sus acciones 
en conjunto con los organismos especializados provinciales y nacionales. Esta gestión 
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conjunta consiste principalmente en procedimientos legales y administrativos, como 
por ejemplo la convalidación de ordenanzas, así como en asistencia técnica y financie-
ra para la implementación de programas y proyectos en los municipios. A través de 
organismos provinciales y, actualmente en menor medida, nacionales, los municipios 
apuntan a recibir financiamiento internacional en forma de créditos para así incremen-
tar su margen de acción.


Entre los dos municipios analizados aquí no existen mayores vínculos. Las áreas de 
gobierno con incidencia en la zona de estudio llevan adelante políticas en cooperación 
con otras áreas del mismo municipio. Entre los ámbitos de gestión similares de ambos 
municipios, por ejemplo las Secretarías de Planificación, no existen líneas o iniciativas 
en común. Si bien desde ambos municipios se expresa el deseo de una mayor coordi-
nación, a nivel institucional se detectó un desconocimiento de las acciones que lleva 
adelante la contraparte en el municipio adyacente.


En conjunto, esta situación genera una gestión poco coordinada de la ribera y los am-
bientes allí presentes. No se encontraron conflictos abiertos entre las políticas munici-
pales. Sin embargo, las diferentes perspectivas en la gestión territorial que guían las 
acciones de los municipios y que llevaron a la suspensión del proyecto Nueva Costa 
del Plata, dan cuenta de la incompatibilidad y la tensión latente entre los abordajes di-
ferenciales de los gobiernos locales de un territorio con características similares.


Los resultados del análisis realizado en este trabajo coinciden con lo encontrado por 
Cirio (2016) quien, tras el estudio de los límites de la planificación territorial del desar-
rollo en Quilmes, resume que la coordinación entre las distintas jurisdicciones (munici-
pal, provincial y nacional) muestra una debilidad importante, lo que limita la efectividad 
de las políticas territoriales. Identifica como principales desafíos la compleja relación 
entre múltiples jurisdicciones, lo cual crea un entorno competitivo que dificulta la inte-
gración de políticas territoriales. Al interior del municipio, la escasez de recursos, la 
falta de instituciones adecuadas y la discontinuidad en la planificación representan 
otros factores limitantes. A pesar de la existencia de instrumentos de planificación, 
éstos carecen de capacidad para orientar efectivamente las acciones públicas y priva-
das. Por último, la influencia del capital privado y las presiones corporativas restringen 
la capacidad municipal para implementar cambios significativos. En la presente inves-
tigación se pudo detectar que estos factores también están presentes en el caso del 
municipio de Avellaneda.
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Con respecto al conflicto en torno a la ribera de Quilmes y Avellaneda, el análisis rea-
lizado indica que a pesar de la trayectoria de la disputa desde hace varios años, el 
Estado municipal no incluyó en la gestión del territorio en cuestión las diversas mira-
das de actores sociales como la asamblea. Esta situación lleva a que el conflicto esté 
latente entre la población local, mientras que para el municipio el asunto no representa 
una problemática actual. Esta falta de consenso sobre el problema y su posible solu-
ción que lleva también a malentendidos culturales (Wertheimer, 2021) se conecta con 
los aportes teóricos de Subirats et al. (2008). Retomando la definición propuesta por 
los autores, el Estado municipal reconoció la situación como problemática, como se 
muestra en los intentos de ordenar y planificar el territorio en la ribera, pero las inter-
venciones públicas para abordar la problemática se reducen a hechos aislados. Se 
argumenta aquí, en base a los resultados del análisis, que esto se debe a la falta de 
articulación de los componentes del problema. Solamente se aborda una parte de la 
problemática, a través del instrumento de la planificación territorial que responde a una 
lógica de expansión urbana. No se toman en cuenta de manera suficiente los factores 
socio-ecológicos del territorio. De esta forma, la respuesta del Estado a la cuestión en 
juego en forma de una política pública específica resulta ser solamente parcial.


Contrastando la evidencia empírica sobre las iniciativas de la administración pública 
local en torno a la ribera con las características de una política pública tal como se re-
tomó de Jaime et al. (2013), se concluye que las políticas llevadas adelante por los 
municipios resultan deficitarias en determinados aspectos. Las iniciativas, como por 
ejemplo los diferentes planes estratégicos elaborados, contienen formalmente todos 
los componentes de una política pública (contenido, programa, orientación normativa, 
factor de coerción y competencia social). Contienen, en principio, una declaración del 
gobierno de resolver el problema considerado como público, y definen también causas 
y acciones orientadas hacia su solución. Sin embargo, estos instrumentos se quedan 
cortos al momento de distribuir y asignar competencias y recursos concretos a las dife-
rentes áreas de gestión, así como en la fijación de mecanismos de evaluación de los 
resultados e impactos producidos.


Es así que las políticas públicas elaboradas para incidir en la configuración territorial 
de la ribera de los municipios de Quilmes y Avellaneda se llevan a cabo de forma par-
cial. Recurriendo a la imagen del modelo cíclico, estas políticas constituyen ciclos in-
completos y a veces superpuestos de la intervención estatal.


Esta investigación analizó principalmente los procesos de formulación y programación 
de una política pública. No se consideró en detalle la fase de implementación. Sin em-
bargo, aquí resulta interesante retomar un punto vinculado al segundo postulado de 
Subirats et al. (2008), que sostiene que los conflictos no resueltos o no anticipados 
durante el proceso de adopción de un programa político-administrativo reaparecerán 
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(aunque en ocasiones sea bajo una forma distinta) durante la fase de implementación. 
Con vistas al futuro desarrollo de las políticas ambientales en torno a humedales en 
los municipios de Quilmes y Avellaneda se puede esperar entonces, que los conflictos 
ambientales que se detectaron en este análisis, seguirán desplegándose. No es de 
esperar que los municipios, con el rumbo que actualmente le dan a la gestión de los 
humedales del área ribereña (que es casi inexistente en términos de conservación 
ecológica, pero sí se lleva a cabo ampliamente en términos urbanísticos), consigan un 
amplio consenso entre la población local. Dado que en la actualidad la dinámica del 
conflicto logró frenar la iniciativa llevada a cabo con el aval de los municipios, la im-
plementación exitosa y eficaz de una política pública que promueve la urbanización del 
área ribereña enfrenta y enfrentará fuertes desafíos.


Como se pudo mostrar en esta investigación, el contexto de la transformación urbana 
y de uso del suelo en la Región Metropolitana de Buenos Aires genera una fuerte con-
flictividad entre diferentes grupos de interés, incluidos desarrolladores inmobiliarios, 
autoridades municipales y la población local. En el caso específico del proyecto Nueva 
Costa del Plata se generó un fuerte conflicto entre actores estatales y de la sociedad 
civil, el cual presenta un desafío para las políticas ambientales municipales y de la re-
gión.


En el análisis legislativo realizado, se mostró que a pesar de la existencia de normati-
vas que buscan proteger ambientes como los humedales, su implementación resulta 
deficiente y se ve influida por políticas que favorecen el desarrollo urbano. De esta 
forma, en el escenario actual de la gestión del territorio, a menudo prevalecen los inte-
reses económicos sobre las necesidades ambientales. Así, se ven potenciados tam-
bién los conflictos entre los diferentes actores involucrados y sus percepciones del 
ambiente.


Para las políticas ambientales y territoriales que se llevan adelante en los dos munici-
pios analizados, se puede asegurar la falta de un enfoque integral que contemple tanto 
el desarrollo urbano como la conservación de los ecosistemas. El contexto urbano in-
terjurisdiccional de la Región Metropolitana de Buenos Aires potencia esta problemáti-
ca.


Una futura línea de investigación consiste en ampliar el foco a otros municipios dentro 
de la Región Metropolitana de Buenos Aires y las características que tienen las políti-
cas ambientales y territoriales en torno a humedales en estas jurisdicciones. De esta 
forma, se puede complementar el cuadro de las interrelaciones entre varios niveles de 
la administración pública, estableciendo también una tipología de los vínculos existen-
tes entre los distintos actores estatales y la sociedad civil.
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El caso específico del proyecto Nueva Costa Urbana en Quilmes y Avellaneda ilustra 
la complejidad de las políticas ambientales y la gestión del territorio por parte de los 
municipios. Por ello, una participación activa de la sociedad civil es crucial para garan-
tizar que se respeten las múltiples perspectivas sobre este espacio y para lograr una 
gestión sostenible y equitativa. 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Anexos

Anexo 1: Plano actual de Zonificación de la ribera de Quilmes, según la Ordenanza 
Municipal N° 4545/79




Fuente: Subsecretaría de Planeamiento - Municipalidad de Quilmes (2024) (adaptado). 

URL: quilmes.gov.ar/servicios/planeamiento_obrasparticulares.php (último acceso: 20/10/2024)


Anexo 2: Plano actual de Zonificación de la ribera de Avellaneda, según la Ordenanza 
Municipal N° 11451/97




Fuente: Subsecretaría de Planeamiento - Municipalidad de Avellaneda (2024) (adaptado). 

URL: www.mda.gob.ar/tramites/obras-particulares-planeamiento/planeamiento/ 
(último acceso: 04/10/2024)
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